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Introducción

Por la importancia del respeto de los derechos humanos de las personas 
que se encuentran en reclusión y la trascendencia de alcanzar la preven-
ción y reinserción social, resulta fundamental el impulsar su observancia 
en este ámbito a fin que las autoridades adopten las medidas progresivas 
de carácter internacional que contemplan los diversos instrumentos emi-
tidos en esta materia por diversos organismos internacionales de los cua-
les el Estado mexicano es parte.

Por ello, se realizó la compilación de normatividad internacional en 
materia penitenciaria para llevar a cabo su difusión entre las diversas au-
toridades que conforman el sistema penitenciario nacional.

La importancia de esta herramienta se presenta con el deseo de for-
talecer las actividades propias de los servidores públicos de las institu-
ciones de reclusión del país, a efecto de multiplicar los esfuerzos a realizar 
en esta materia.

En este sentido la “Compilación de Instrumentos Internacionales so-
bre Derechos Humanos de las Personas en Reclusión”, deberá ser de gran 
utilidad para orientar las tareas que desempeñan las instituciones que tie-
nen el propósito de alcanzar una efectiva reinserción social de las personas 
que se encuentran en reclusión respetando sus derechos humanos.





DECLARACIÓN UNIVERSAL DE 
DERECHOS HUMANOS

Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su 
resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948
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Declaración Universal de 
Derechos Humanos

Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 
217 A (III), de 10 de diciembre de 1948

Preámbulo

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos igua-
les e inalienables de todos los miembros de la familia humana;

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los dere-
chos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la con-
ciencia de la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración más 
elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres hu-
manos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de pa-
labra y de la libertad de creencias;

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos 
por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido 
al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión;

Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones 
amistosas entre las naciones;

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirma-
do en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dig-
nidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de 
hombres y mujeres; y se han declarado resueltos a promover el progreso 
social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la 
libertad;

Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a ase-
gurar, en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el res-
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peto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del 
hombre, y

Considerando que una concepción común de estos derechos y liber-
tades es de la mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho 
compromiso;

La Asamblea General:
Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos 

como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esfor-
zarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirán-
dose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la edu-
cación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas 
progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y 
aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados 
Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.

• Artículo 1
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 
dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternal-
mente los unos con los otros.

• Artículo 2
Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Decla-
ración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición eco-
nómica, nacimiento o cualquier otra condición.

Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición políti-
ca, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción de-
penda una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de 
un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a 
cualquier otra limitación de soberanía.

• Artículo 3
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona.
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• Artículo 4
Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la 
trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas.

• Artículo 5
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes.

• Artículo 6
Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 
personalidad jurídica.

• Artículo 7
Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual pro-
tección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda dis-
criminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal 
discriminación.

• Artículo 8
Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales na-
cionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.

• Artículo 9
Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

• Artículo 10
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, 
para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen 
de cualquier acusación contra ella en materia penal.

• Artículo 11
 1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y 
en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías 
necesarias para su defensa.
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 2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o interna-
cional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el 
momento de la comisión del delito.

• Artículo 12
Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, 
su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su repu-
tación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales 
injerencias o ataques.

• Artículo 13
 1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su resi-

dencia en el territorio de un Estado.
 2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso el pro-

pio, y a regresar a su país.

• Artículo 14
 1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y 

a disfrutar de él, en cualquier país.
 2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial real-

mente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los pro-
pósitos y principios de las Naciones Unidas.

• Artículo 15
 1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.
 2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho 

a cambiar de nacionalidad.

• Artículo16
 1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, 

sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a 
casarse y fundar una familia; y disfrutarán de iguales derechos en 
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución 
del matrimonio.

 2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos 
podrá contraerse el matrimonio.
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 3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene 
derecho a la protección de la sociedad y del Estado.

• Artículo 17
 1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectiva-

mente.
 2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

• Artículo 18
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia 
y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de 
creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, in-
dividual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la ense-
ñanza, la práctica, el culto y la observancia.

• Artículo 19
Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este 
derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de inves-
tigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limita-
ción de fronteras, por cualquier medio de expresión.

• Artículo 20
 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación 

pacíficas.
 2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.

• Artículo 21
 1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, di-

rectamente o por medio de representantes libremente escogidos.
 2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, 

a las funciones públicas de su país.
 3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; 

esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que ha-
brán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y 
por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la 
libertad del voto.
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• Artículo 22
Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguri-
dad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación 
internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada 
Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.

• Artículo 23
 1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su traba-

jo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protec-
ción contra el desempleo.

 2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual sala-
rio por trabajo igual.

 3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equita-
tiva y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existen-
cia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso 
necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.

 4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la 
defensa de sus intereses.

• Artículo 24
Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una 
limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas 
pagadas.

• Artículo 25
 1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le ase-

gure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la ali-
mentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes 
de su voluntad.

 2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia es-
peciales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimo-
nio, tienen derecho a igual protección social.
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• Artículo 26
 1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser 

gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fun-
damental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción 
técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estu-
dios superiores será igual para todos, en función de los méritos res-
pectivos.

 2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a 
las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la toleran-
cia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o 
religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de las Nacio-
nes Unidas para el mantenimiento de la paz.

 3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación 
que habrá de darse a sus hijos.

• Artículo 27
 1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cul-

tural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progre-
so científico y en los beneficios que de él resulten.

 2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales 
y materiales que le correspondan por razón de las producciones cien-
tíficas, literarias o artísticas de que sea autora.

• Artículo 28
Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e inter-
nacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Decla-
ración se hagan plenamente efectivos.

• Artículo 29
 1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo 

en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad.
 2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda 

persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la 
ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los 
derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigen-
cias de la moral, del orden público y del bienestar general en una so-
ciedad democrática.
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 3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos 
en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

• Artículo 30
Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que 
confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para em-
prender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supre-
sión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta De-
claración.



CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS

Suscrita en San José de Costa Rica  
el 22 de noviembre de 1969,  
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Convención Americana sobre 
Derechos Humanos

(Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, 
en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos 

Humanos)

Preámbulo

Los Estados americanos signatarios de la presente Convención,

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del 
cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad perso-
nal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales 
del hombre;

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del he-
cho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como funda-
mento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una 
protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o com-
plementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos;

Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de 
la Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros 
instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional;

Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del 
temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada perso-
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na gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como 
de sus derechos civiles y políticos, y

Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordina-
ria (Buenos Aires, 1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la 
Organización de normas más amplias sobre derechos económicos, socia-
les y educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre 
derechos humanos determinara la estructura, competencia y procedi-
miento de los órganos encargados de esa materia, Han convenido en lo 
siguiente:

PARTE I 
Deberes de los estados y derechos protegidos

Capítulo I 
Enumeración de deberes

• Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos
 1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar 

los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y 
pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, reli-
gión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional 
o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social.

 2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.

• Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno
Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 
1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro ca-
rácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, 
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para ha-
cer efectivos tales derechos y libertades.
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Capítulo II 
Derechos civiles y políticos

• Artículo 3. Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica
Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica.

• Artículo 4. Derecho a la Vida
 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho 

estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 
concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

 2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá 
imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia 
ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley 
que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del 
delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se 
la aplique actualmente.

 3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abo-
lido.

 4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políti-
cos ni comunes conexos con los políticos.

 5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de 
la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o 
más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez.

 6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnis-
tía, el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser con-
cedidos en todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte 
mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad com-
petente.

• Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal
 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psí-

quica y moral.
 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhu-

manos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada 
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.
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 3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente.
 4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en 

circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento 
adecuado a su condición de personas no condenadas.

 5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de 
los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor ce-
leridad posible, para su tratamiento.

 6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la 
reforma y la readaptación social de los condenados.

• Artículo 6. Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre
 1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, 

como la trata de esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en 
todas sus formas.

 2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligato-
rio. En los países donde ciertos delitos tengan señalada pena privati-
va de la libertad acompañada de trabajos forzosos, esta disposición 
no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el cumplimien-
to de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente. El trabajo 
forzoso no debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física e inte-
lectual del recluido.

 3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este 
artículo:

a. los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una 
persona recluida en cumplimiento de una sentencia o resolu-
ción formal dictada por la autoridad judicial competente. Ta-
les trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y 
control de las autoridades públicas, y los individuos que los 
efectúen no serán puestos a disposición de particulares, com-
pañías o personas jurídicas de carácter privado;

b. el servicio militar y, en los países donde se admite exención 
por razones de conciencia, el servicio nacional que la ley es-
tablezca en lugar de aquél;

c. el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que 
amenace la existencia o el bienestar de la comunidad, y

d. el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívi-
cas normales.
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• Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal
 1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.
 2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y 

en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políti-
cas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

 3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.
 4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones 

de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formu-
lados contra ella.

 5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante 
un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funcio-
nes judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo ra-
zonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el 
proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que ase-
guren su comparecencia en el juicio.

 6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez 
o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la 
legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto 
o la detención fueran ilegales. En los Estados partes cuyas leyes pre-
vén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su 
libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin 
de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso 
no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponer-
se por sí o por otra persona.

 7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los manda-
tos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos 
de deberes alimentarios.

• Artículo 8. Garantías Judiciales
 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, in-
dependiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 
la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden ci-
vil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Du-
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rante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas:

a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el 
traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma 
del juzgado o tribunal;

b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación 
formulada;

c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados 
para la preparación de su defensa

d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser 
asistido por un defensor de su elección y de comunicarse li-
bre y privadamente con su defensor;

e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor propor-
cionado por el Estado, remunerado o no según la legislación 
interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nom-
brare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes 
en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o 
peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los 
hechos;

g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a de-
clararse culpable, y

h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.
 3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coac-

ción de ninguna naturaleza.
 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido 

a nuevo juicio por los mismos hechos.
 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 

preservar los intereses de la justicia.

• Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momen-
to de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco 
se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley 
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará 
de ello.



Compilación de Instrumentos Internacionales  
sobre Derechos Humanos de las Personas en Reclusión

27

• Artículo 10. Derecho a Indemnización
Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso 
de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial.

• Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad
 1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimien-

to de su dignidad.
 2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su 

vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspon-
dencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.

 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas inje-
rencias o esos ataques.

• Artículo 12. Libertad de Conciencia y de Religión
 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. 

Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creen-
cias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de 
profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectiva-
mente, tanto en público como en privado.

 2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menos-
cabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cam-
biar de religión o de creencias.

 3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias 
está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que 
sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la mo-
ral públicos o los derechos o libertades de los demás.

 4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o 
pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo 
con sus propias convicciones.

• Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión
 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expre-

sión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, 
ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por 
cualquier otro procedimiento de su elección.
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 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 
sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que de-
ben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la 

salud o la moral públicas.
 3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios in-

directos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de 
papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y 
aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera 
otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación 
de ideas y opiniones.

 4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura 
previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la pro-
tección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo es-
tablecido en el inciso 2.

 5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y 
toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan in-
citaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra 
cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive 
los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.

• Artículo 14. Derecho de Rectificación o Respuesta
 1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes 

emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión legalmente 
reglamentados y que se dirijan al público en general, tiene derecho a 
efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta 
en las condiciones que establezca la ley.

 2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras 
responsabilidades legales en que se hubiese incurrido.

 3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publica-
ción o empresa periodística, cinematográfica, de radio o televisión 
tendrá una persona responsable que no esté protegida por inmuni-
dades ni disponga de fuero especial.

• Artículo 15. Derecho de Reunión
Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal 
derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, 
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que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la segu-
ridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la 
salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los demás.

• Artículo 16. Libertad de Asociación
 1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines 

ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, cul-
turales, deportivos o de cualquiera otra índole.

 2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democráti-
ca, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden 
públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos 
y libertades de los demás.

 3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones 
legales, y aun la privación del ejercicio del derecho de asociación, a 
los miembros de las fuerzas armadas y de la policía.

• Artículo 17. Protección a la Familia
 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe 

ser protegida por la sociedad y el Estado.
 2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio 

y a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas 
para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten 
al principio de no discriminación establecido en esta Convención.

 3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimien-
to de los contrayentes.

 4. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar 
la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabili-
dades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimo-
nio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se 
adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de los 
hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos.

 5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fue-
ra de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo.

• Artículo 18. Derecho al Nombre
Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus 
padres o al de uno de ellos. La ley reglamentará la forma de asegurar 
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este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere nece-
sario.

• Artículo 19. Derechos del Niño
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de 
menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.

• Artículo 20. Derecho a la Nacionalidad
 1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.
 2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo te-

rritorio nació si no tiene derecho a otra.
 3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho 

a cambiarla.

• Artículo 21. Derecho a la Propiedad Privada
 1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede 

subordinar tal uso y goce al interés social.
 2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante 

el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de 
interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.

 3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre 
por el hombre, deben ser prohibidas por la ley.

• Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia
 1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado 

tiene derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a 
las disposiciones legales.

 2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, in-
clusive del propio.

 3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino 
en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad de-
mocrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la se-
guridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud 
públicas o los derechos y libertades de los demás.

 4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimis-
mo ser restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de 
interés público.
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 5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacio-
nal, ni ser privado del derecho a ingresar en el mismo.

 6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado 
parte en la presente Convención, sólo podrá ser expulsado de él en 
cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley.

 7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio 
extranjero en caso de persecución por delitos políticos o comunes co-
nexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de cada Estado 
y los convenios internacionales.

 8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro 
país, sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad 
personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, 
religión, condición social o de sus opiniones políticas.

 9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros.

• Artículo 23. Derechos Políticos
 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y opor-

tunidades:
a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directa-

mente o por medio de representantes libremente elegidos;
b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, 

realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto 
que garantice la libre expresión de la voluntad de los electo-
res, y

c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 
funciones públicas de su país.

 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades 
a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de 
edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o 
mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.

• Artículo 24. Igualdad ante la Ley
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen dere-
cho, sin discriminación, a igual protección de la ley.

• Artículo 25. Protección Judicial
 1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cual-

quier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, 
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que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun 
cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejerci-
cio de sus funciones oficiales.

 2. Los Estados partes se comprometen:
a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sis-

tema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda 
persona que interponga tal recurso;

b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y
c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competen-

tes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el 
recurso.

Capítulo III 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales

• Artículo 26. Desarrollo Progresivo
Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 
interno como mediante la cooperación internacional, especialmente eco-
nómica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los 
derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre edu-
cación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la 
medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios 
apropiados.

Capítulo IV 
Suspensión de Garantías, Interpretación y Aplicación

• Artículo 27. Suspensión de Garantías
 1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que ame-

nace la independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá adop-
tar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente limi-
tados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones 
contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales disposicio-
nes no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone 
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el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada 
en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.

 2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos 
determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconoci-
miento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho 
a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidum-
bre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de 
Conciencia y de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al 
Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 
23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables 
para la protección de tales derechos.

 3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá 
informar inmediatamente a los demás Estados partes en la presente 
Convención, por conducto del Secretario General de la Organización 
de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya 
suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la 
fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.

• Artículo 28. Cláusula Federal
 1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, 

el gobierno nacional de dicho Estado parte cumplirá todas las dispo-
siciones de la presente Convención relacionadas con las materias so-
bre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial.

 2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corres-
ponden a la jurisdicción de las entidades componentes de la federa-
ción, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas per-
tinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las 
autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las dis-
posiciones del caso para el cumplimiento de esta Convención.

 3. Cuando dos o más Estados partes acuerden integrar entre sí una fe-
deración u otra clase de asociación, cuidarán de que el pacto comu-
nitario correspondiente contenga las disposiciones necesarias para 
que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organiza-
do, las normas de la presente Convención.

• Artículo 29. Normas de Interpretación
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada 
en el sentido de:
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 a. permitir a alguno de los Estados partes, grupo o persona, suprimir el 
goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Con-
vención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;

 b. limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda 
estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Esta-
dos partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de 
dichos Estados;

 c. excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano 
o que se derivan de la forma democrática representativa de gobier-
no, y

 d. excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Ameri-
cana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internaciona-
les de la misma naturaleza.

• Artículo 30. Alcance de las Restricciones
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden 
ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones de inte-
rés general y con el propósito para el cual han sido establecidas.

• Artículo 31. Reconocimiento de Otros Derechos
Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención 
otros derechos y libertades que sean reconocidos de acuerdo con los pro-
cedimientos establecidos en los artículos 76 y 77.

Capítulo V 
Deberes de las personas

• Artículo 32. Correlación entre Deberes y Derechos
 1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la hu-

manidad.
 2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los 

demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien 
común, en una sociedad democrática.
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PARTE II 
Medios de la protección

Capítulo VI 
DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES

• Artículo 33
Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cum-
plimiento de los compromisos contraídos por los Estados partes en esta 
Convención:

 a. la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en ade-
lante la Comisión, y

 b. la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante 
la Corte.

Capítulo VII 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Sección 1. Organización

• Artículo 34
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de sie-
te miembros, que deberán ser personas de alta autoridad moral y reco-
nocida versación en materia de derechos humanos.

• Artículo 35
La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organiza-
ción de los Estados americanos.

• Artículo 36
 1. Los miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la 

Asamblea General de la Organización de una lista de candidatos pro-
puestos por los gobiernos de los Estados miembros.

 2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, 
nacionales del Estado que los proponga o de cualquier otro Estado 
miembro de la Organización de los Estados Americanos. Cuando se 
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proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser 
nacional de un Estado distinto del proponente.

• Artículo 37
 1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo 

podrán ser reelegidos una vez, pero el mandato de tres de los miem-
bros designados en la primera elección expirará al cabo de dos años. 
Inmediatamente después de dicha elección se determinarán por sor-
teo en la Asamblea General los nombres de estos tres miembros.

 2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mis-
mo Estado.

• Artículo 38
Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración 
normal del mandato, se llenarán por el Consejo Permanente de la Orga-
nización de acuerdo con lo que disponga el Estatuto de la Comisión.

• Artículo 39
La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la 
Asamblea General, y dictará su propio Reglamento.

• Artículo 40
Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por 
la unidad funcional especializada que forma parte de la Secretaría Gene-
ral de la Organización y debe disponer de los recursos necesarios para 
cumplir las tareas que le sean encomendadas por la Comisión.

Sección 2. Funciones

• Artículo 41
La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la 
defensa de los derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene 
las siguientes funciones y atribuciones:

 a. estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de 
América;

 b. formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los go-
biernos de los Estados miembros para que adopten medidas progre-
sivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes 
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internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones 
apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos;

 c. preparar los estudios e informes que considere convenientes para el 
desempeño de sus funciones;

 d. solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcio-
nen informes sobre las medidas que adopten en materia de derechos 
humanos;

 e. atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Or-
ganización de los Estados Americanos, le formulen los Estados miem-
bros en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro de 
sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten;

 f. actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio 
de su autoridad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 
al 51 de esta Convención, y

 g. rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de 
los Estados Americanos.

• Artículo 42
Los Estados partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y 
estudios que en sus respectivos campos someten anualmente a las Comi-
siones Ejecutivas del Consejo Interamericano Económico y Social y del 
Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin 
de que aquella vele porque se promuevan los derechos derivados de las 
normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, conte-
nidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, refor-
mada por el Protocolo de Buenos Aires.

• Artículo 43
Los Estados partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informa-
ciones que ésta les solicite sobre la manera en que su derecho interno 
asegura la aplicación efectiva de cualesquiera disposiciones de esta Con-
vención.

Sección 3. Competencia

• Artículo 44
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental le-
galmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, 
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puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o 
quejas de violación de esta Convención por un Estado parte.

• Artículo 45
 1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instru-

mento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier 
momento posterior, declarar que reconoce la competencia de la Co-
misión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
parte alegue que otro Estado parte ha incurrido en violaciones de los 
derechos humanos establecidos en esta Convención.

 2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se 
pueden admitir y examinar si son presentadas por un Estado parte 
que haya hecho una declaración por la cual reconozca la referida 
competencia de la Comisión. La Comisión no admitirá ninguna co-
municación contra un Estado parte que no haya hecho tal declara-
ción.

 3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden ha-
cerse para que ésta rija por tiempo indefinido, por un período deter-
minado o para casos específicos.

 4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la Or-
ganización de los Estados Americanos, la que transmitirá copia de las 
mismas a los Estados miembros de dicha Organización.

• Artículo 46
 1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los ar-

tículos 44 ó 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá:
a. que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdic-

ción interna, conforme a los principios del Derecho Interna-
cional generalmente reconocidos;

b. que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de 
la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya 
sido notificado de la decisión definitiva;

c. que la materia de la petición o comunicación no esté pendien-
te de otro procedimiento de arreglo internacional, y

d. que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, 
la nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la per-
sona o personas o del representante legal de la entidad que 
somete la petición.
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 2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se 
aplicarán cuando:

a. no exista en la legislación interna del Estado de que se trata 
el debido proceso legal para la protección del derecho o de-
rechos que se alega han sido violados;

b. no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos 
el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido 
impedido de agotarlos, y

c. haya retardo injustificado en la decisión sobre los menciona-
dos recursos.

• Artículo 47
La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presen-
tada de acuerdo con los artículos 44 ó 45 cuando:

 a. falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46;
 b. no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos 

garantizados por esta Convención;
 c. resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado manifies-

tamente infundada la petición o comunicación o sea evidente su total 
improcedencia, y

 d. sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación an-
terior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional.

Sección 4. Procedimiento

• Artículo 48
 1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se ale-

gue la violación de cualquiera de los derechos que consagra esta Con-
vención, procederá en los siguientes términos:

a. si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación so-
licitará informaciones al Gobierno del Estado al cual perte-
nezca la autoridad señalada como responsable de la violación 
alegada, transcribiendo las partes pertinentes de la petición 
o comunicación. Dichas informaciones deben ser enviadas 
dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al con-
siderar las circunstancias de cada caso;
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b. recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin 
que sean recibidas, verificará si existen o subsisten los moti-
vos de la petición o comunicación. De no existir o subsistir, 
mandará archivar el expediente;

c. podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia 
de la petición o comunicación, sobre la base de una informa-
ción o prueba sobrevinientes;

d. si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar 
los hechos, la Comisión realizará, con conocimiento de las 
partes, un examen del asunto planteado en la petición o co-
municación. Si fuere necesario y conveniente, la Comisión 
realizará una investigación para cuyo eficaz cumplimiento so-
licitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas 
las facilidades necesarias;

e. podrá pedir a los Estados interesados cualquier información 
pertinente y recibirá, si así se le solicita, las exposiciones ver-
bales o escritas que presenten los interesados;

f. se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de lle-
gar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto 
a los derechos humanos reconocidos en esta Convención.

 2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una inves-
tigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se ale-
gue haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de 
una petición o comunicación que reúna todos los requisitos formales 
de admisibilidad.

• Artículo 49
Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones 
del inciso 1.f. del artículo 48 la Comisión redactará un informe que será 
transmitido al peticionario y a los Estados partes en esta Convención y 
comunicado después, para su publicación, al Secretario General de la Or-
ganización de los Estados Americanos. Este informe contendrá una bre-
ve exposición de los hechos y de la solución lograda. Si cualquiera de las 
partes en el caso lo solicitan, se les suministrará la más amplia informa-
ción posible.
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• Artículo 50
 1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto 

de la Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá los he-
chos y sus conclusiones. Si el informe no representa, en todo o en par-
te, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de 
ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por separado. Tam-
bién se agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas que 
hayan hecho los interesados en virtud del inciso 1.e. del artículo 48.

 2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no es-
tarán facultados para publicarlo.

 3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposicio-
nes y recomendaciones que juzgue adecuadas.

• Artículo 51
 1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados in-

teresados del informe de la Comisión, el asunto no ha sido soluciona-
do o sometido a la decisión de la Corte por la Comisión o por el Es-
tado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, 
por mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclu-
siones sobre la cuestión sometida a su consideración.

 2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo 
dentro del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan 
para remediar la situación examinada.

 3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría 
absoluta de votos de sus miembros, si el Estado ha tomado o no me-
didas adecuadas y si publica o no su informe.

Capítulo VIII 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos

Sección 1. Organización

• Artículo 52
 1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados 

miembros de la Organización, elegidos a título personal entre juristas 
de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia en mate-
ria de derechos humanos, que reúnan las condiciones requeridas 
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para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a 
la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga 
como candidatos.

 2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad.

• Artículo 53
 1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por ma-

yoría absoluta de votos de los Estados partes en la Convención, en la 
Asamblea General de la Organización, de una lista de candidatos pro-
puestos por esos mismos Estados.

 2. Cada uno de los Estados partes puede proponer hasta tres candida-
tos, nacionales del Estado que los propone o de cualquier otro Estado 
miembro de la Organización de los Estados Americanos. Cuando se 
proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser 
nacional de un Estado distinto del proponente.

• Artículo 54
 1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y 

sólo podrán ser reelegidos una vez. El mandato de tres de los jueces 
designados en la primera elección, expirará al cabo de tres años. In-
mediatamente después de dicha elección, se determinarán por sorteo 
en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces.

 2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, 
completará el período de éste.

 3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su man-
dato. Sin embargo, seguirán conociendo de los casos a que ya se hu-
bieran abocado y que se encuentren en estado de sentencia, a cuyos 
efectos no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos.

• Artículo 55
 1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados partes en el caso 

sometido a la Corte, conservará su derecho a conocer del mismo.
 2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la naciona-

lidad de uno de los Estados partes, otro Estado parte en el caso podrá 
designar a una persona de su elección para que integre la Corte en 
calidad de juez ad hoc.
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 3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la 
nacionalidad de los Estados partes, cada uno de éstos podrá designar 
un juez ad hoc.

 4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52.
 5. Si varios Estados partes en la Convención tuvieren un mismo interés 

en el caso, se considerarán como una sola parte para los fines de las 
disposiciones precedentes. En caso de duda, la Corte decidirá.

• Artículo 56
El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces.

• Artículo 57
La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte.

• Artículo 58
 1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea 

General de la Organización, los Estados partes en la Convención, 
pero podrá celebrar reuniones en el territorio de cualquier Estado 
miembro de la Organización de los Estados Americanos en que lo 
considere conveniente por mayoría de sus miembros y previa aquies-
cencia del Estado respectivo. Los Estados partes en la Convención 
pueden, en la Asamblea General por dos tercios de sus votos, cam-
biar la sede de la Corte.

 2. La Corte designará a su Secretario.
 3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las re-

uniones que ella celebre fuera de la misma.

• Artículo 59
La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la 
dirección del Secretario de la Corte, de acuerdo con las normas adminis-
trativas de la Secretaría General de la Organización en todo lo que no sea 
incompatible con la independencia de la Corte. Sus funcionarios serán 
nombrados por el Secretario General de la Organización, en consulta con 
el Secretario de la Corte.

• Artículo 60
La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asam-
blea General, y dictará su Reglamento.
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Sección 2. Competencia y Funciones

• Artículo 61
 1. Sólo los Estados partes y la Comisión tienen derecho a someter un 

caso a la decisión de la Corte.
 2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que 

sean agotados los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50.

• Artículo 62
 1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instru-

mento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier 
momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria de pleno 
derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre 
todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Con-
vención.

 2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición 
de reciprocidad, por un plazo determinado o para casos específicos. 
Deberá ser presentada al Secretario General de la Organización, 
quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados miembros 
de la Organización y al Secretario de la Corte.

 3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo 
a la interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Conven-
ción que le sea sometido, siempre que los Estados partes en el caso 
hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declara-
ción especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por con-
vención especial.

• Artículo 63
 1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegi-

dos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesio-
nado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asi-
mismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de 
la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos de-
rechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.

 2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesa-
rio evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos 
que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que con-
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sidere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén someti-
dos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión.

• Artículo 64
 1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Cor-

te acerca de la interpretación de esta Convención o de otros tratados 
concernientes a la protección de los derechos humanos en los Esta-
dos americanos. Asimismo, podrán consultarla, en los que les com-
pete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta de la Orga-
nización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de 
Buenos Aires.

 2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá 
darle opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus 
leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales.

• Artículo 65
La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Or-
ganización en cada período ordinario de sesiones un informe sobre su 
labor en el año anterior. De manera especial y con las recomendaciones 
pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya dado cumpli-
miento a sus fallos.

Sección 3. Procedimiento

• Artículo 66
 1. El fallo de la Corte será motivado.
 2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los 

jueces, cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo 
su opinión disidente o individual.

• Artículo 67
El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo 
sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de 
cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro 
de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo.
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• Artículo 68
 1. Los Estados partes en la Convención se comprometen a cumplir la 

decisión de la Corte en todo caso en que sean partes.
 2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se po-

drá ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno vigen-
te para la ejecución de sentencias contra el Estado.

• Artículo 69
El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a 
los Estados partes en la Convención.

Capítulo IX 
Disposiciones comunes

• Artículo 70
 1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el 

momento de su elección y mientras dure su mandato, de las inmuni-
dades reconocidas a los agentes diplomáticos por el derecho interna-
cional. Durante el ejercicio de sus cargos gozan, además, de los pri-
vilegios diplomáticos necesarios para el desempeño de sus funciones.

 2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de 
la Corte ni a los miembros de la Comisión por votos y opiniones emi-
tidos en el ejercicio de sus funciones.

• Artículo 71
Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la Comi-
sión con otras actividades que pudieren afectar su independencia o im-
parcialidad conforme a lo que se determine en los respectivos Estatutos.

• Artículo 72
Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán emolu-
mentos y gastos de viaje en la forma y condiciones que determinen sus 
Estatutos, teniendo en cuenta la importancia e independencia de sus fun-
ciones. Tales emolumentos y gastos de viaje serán fijados en el progra-
ma-presupuesto de la Organización de los Estados Americanos, el que 
debe incluir, además, los gastos de la Corte y de su Secretaría. A estos 
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efectos, la Corte elaborará su propio proyecto de presupuesto y lo some-
terá a la aprobación de la Asamblea General, por conducto de la Secre-
taría General. Esta última no podrá introducirle modificaciones.

• Artículo 73
Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, corres-
ponde a la Asamblea General de la Organización resolver sobre las san-
ciones aplicables a los miembros de la Comisión o jueces de la Corte que 
hubiesen incurrido en las causales previstas en los respectivos Estatutos. 
Para dictar una resolución se requerirá una mayoría de los dos tercios de 
los votos de los Estados miembros de la Organización en el caso de los 
miembros de la Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de los 
Estados partes en la Convención, si se tratare de jueces de la Corte.

PARTE III 
DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS

Capítulo X 
Firma, ratificación, reserva, enmienda, protocolo y denuncia

• Artículo 74
 1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhe-

sión de todo Estado miembro de la Organización de los Estados Ame-
ricanos.

 2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efec-
tuará mediante el depósito de un instrumento de ratificación o de ad-
hesión en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. Tan pronto como once Estados hayan depositado sus 
respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión, la Conven-
ción entrará en vigor. Respecto a todo otro Estado que la ratifique o 
adhiera a ella ulteriormente, la Convención entrará en vigor en la fe-
cha del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión.

 3. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la 
Organización de la entrada en vigor de la Convención.
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• Artículo 75
Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las dispo-
siciones de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, sus-
crita el 23 de mayo de 1969.

• Artículo 76
 1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por 

conducto del Secretario General, pueden someter a la Asamblea Ge-
neral, para lo que estime conveniente, una propuesta de enmienda a 
esta Convención.

 2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las 
mismas en la fecha en que se haya depositado el respectivo instru-
mento de ratificación que corresponda al número de los dos tercios 
de los Estados partes en esta Convención. En cuanto al resto de los 
Estados partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus 
respectivos instrumentos de ratificación.

• Artículo 77
 1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier Es-

tado parte y la Comisión podrán someter a la consideración de los 
Estados partes reunidos con ocasión de la Asamblea General, pro-
yectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la finalidad 
de incluir progresivamente en el régimen de protección de la misma 
otros derechos y libertades.

 2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y 
se aplicará sólo entre los Estados partes en el mismo.

• Artículo 78
 1. Los Estados partes podrán denunciar esta Convención después de la 

expiración de un plazo de cinco años a partir de la fecha de entrada 
en vigor de la misma y mediante un preaviso de un año, notificando 
al Secretario General de la Organización, quien debe informar a las 
otras partes.

 2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte intere-
sado de las obligaciones contenidas en esta Convención en lo que 
concierne a todo hecho que, pudiendo constituir una violación de 
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esas obligaciones, haya sido cumplido por él anteriormente a la fecha 
en la cual la denuncia produce efecto.

Capítulo XI 
Disposiciones transitorias

Sección 1. Comisión Interamericana de Derechos Humanos

• Artículo 79
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por es-
crito a cada Estado Miembro de la Organización que presente, dentro de 
un plazo de noventa días, sus candidatos para miembros de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. El Secretario General preparará 
una lista por orden alfabético de los candidatos presentados y la comuni-
cará a los Estados miembros de la Organización al menos treinta días an-
tes de la próxima Asamblea General.

• Artículo 80
La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos 
que figuren en la lista a que se refiere el artículo 79, por votación secreta 
de la Asamblea General y se declararán elegidos los candidatos que ob-
tengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados miembros. Si para elegir a todos los miem-
bros de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eli-
minará sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea General, 
a los candidatos que reciban menor número de votos.

Sección 2. Corte Interamericana de Derechos Humanos

• Artículo 81
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por es-
crito a cada Estado parte que presente, dentro de un plazo de noventa 
días, sus candidatos para jueces de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético 
de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados partes por 
lo menos treinta días antes de la próxima Asamblea General.
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• Artículo 82
La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que fi-
guren en la lista a que se refiere el artículo 81, por votación secreta de los 
Estados partes en la Asamblea General y se declararán elegidos los can-
didatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de 
los votos de los representantes de los Estados partes. Si para elegir a to-
dos los jueces de la Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, 
se eliminarán sucesivamente, en la forma que determinen los Estados 
partes, a los candidatos que reciban menor número de votos.
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Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI),  

de 16 de diciembre de 1966 
Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976,  

de conformidad con el artículo 49

Preámbulo

Los Estados Partes en el presente Pacto,

Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de 
las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de 
la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables,

Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a 
la persona humana,

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre en el disfrute 
de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, a 
menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de 
sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, 
sociales y culturales,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados 
la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos 
y libertades humanos,
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Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros in-
dividuos y de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esfor-
zarse por la consecución y la observancia de los derechos reconocidos en 
este Pacto,

Convienen en los artículos siguientes:

Parte I

• Artículo 1
 1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud 

de este derecho establecen libremente su condición política y proveen 
asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.

 2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libre-
mente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obli-
gaciones que derivan de la cooperación económica internacional ba-
sada en el principio del beneficio recíproco, así como del derecho 
internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus pro-
pios medios de subsistencia.

 3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la res-
ponsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determina-
ción, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones 
de la Carta de las Naciones Unidas.

Parte II

• Artículo 2
 1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete 

a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en 
su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos 
en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, po-
sición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

 2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus pro-
cedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, 
las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de 
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otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos 
reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados 
por disposiciones legislativas o de otro carácter.

 3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete 
a garantizar que:

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el 
presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un re-
curso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometi-
da por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones 
oficiales;

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislati-
va, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el 
sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda 
persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibi-
lidades de recurso judicial;

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que 
se haya estimado procedente el recurso.

• Artículo 3
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a 
hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y 
políticos enunciados en el presente Pacto.

• Artículo 4
 1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la na-

ción y cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados 
Partes en el presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la 
medida estrictamente limitada a las exigencias de la situación, sus-
pendan las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, siempre 
que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obliga-
ciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discri-
minación alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión u origen social.

 2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los ar-
tículos 6, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18.

 3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de 
suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados 
Partes en el presente Pacto, por conducto del Secretario General de 
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las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya sus-
pendido y de los motivos que hayan suscitado la suspensión. Se hará 
una nueva comunicación por el mismo conducto en la fecha en que 
se haya dado por terminada tal suspensión.

• Artículo 5
 1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el 

sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo 
para emprender actividades o realizar actos encaminados a la des-
trucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el 
Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él.

 2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los dere-
chos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado 
Parte en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so 
pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en 
menor grado.

Parte III

• Artículo 6
 1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho 

estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbi-
trariamente.

 2. En los países en que no hayan abolido la pena capital sólo podrá im-
ponerse la pena de muerte por los más graves delitos y de conformi-
dad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el de-
lito y que no sean contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni 
a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genoci-
dio. Esta pena sólo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia 
definitiva de un tribunal competente.

 3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se ten-
drá entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en 
modo alguno a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna de las 
obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de la Conven-
ción para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio.

 4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indul-
to o la conmutación de la pena de muerte. La amnistía, el indulto o la 
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conmutación de la pena capital podrán ser concedidos en todos los 
casos.

 5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por perso-
nas de menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en 
estado de gravidez.

 6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Es-
tado Parte en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición 
de la pena capital.

• Artículo 7
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consenti-
miento a experimentos médicos o científicos.

• Artículo 8
 1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de escla-

vos estarán prohibidas en todas sus formas.
 2. Nadie estará sometido a servidumbre.

3. 
a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obli-

gatorio;
b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido 

de que prohíbe, en los países en los cuales ciertos delitos pue-
den ser castigados con la pena de prisión acompañada de tra-
bajos forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos for-
zados impuesta por un tribunal competente;

c) No se considerarán como “trabajo forzoso u obligatorio”, a 
los efectos de este párrafo:

i) Los trabajos o servicios que, aparte de los menciona-
dos en el inciso b), se exijan normalmente de una per-
sona presa en virtud de una decisión judicial legalmen-
te dictada, o de una persona que habiendo sido presa 
en virtud de tal decisión se encuentre en libertad con-
dicional;

ii) El servicio de carácter militar y, en los países donde se 
admite la exención por razones de conciencia, el servi-
cio nacional que deben prestar conforme a la ley quie-
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nes se opongan al servicio militar por razones de con-
ciencia.

iii) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad 
que amenace la vida o el bienestar de la comunidad;

iv) El trabajo o servicio que forme parte de las obligacio-
nes cívicas normales.

• Artículo 9
 1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad persona-

les. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie 
podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley 
y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.

 2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su deten-
ción, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acu-
sación formulada contra ella.

 3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será 
llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la 
ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada 
dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión 
preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la 
regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías 
que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en 
cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para 
la ejecución del fallo.

 4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o 
prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste 
decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene 
su libertad si la prisión fuera ilegal.

 5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el 
derecho efectivo a obtener reparación.

• Artículo 10
 1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 

respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.
 2.  

a) Los procesados estarán separados de los condenados, 
salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un 
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tratamiento distinto, adecuado a su condición de personas no 
condenadas;

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y 
deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la ma-
yor celeridad posible para su enjuiciamiento.

 3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad 
esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los 
menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán some-
tidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.

• Artículo 11
Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obli-
gación contractual.

• Artículo 12
 1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado 

tendrá derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en 
él su residencia.

 2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, in-
cluso del propio.

 3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restriccio-
nes salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias 
para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la 
moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compa-
tibles con los demás derechos reconocidos en el presente Pacto.

 4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su 
propio país.

• Artículo 13
El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte 
en el presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de 
una decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones impe-
riosas de seguridad nacional se opongan a ello, se permitirá a tal extran-
jero exponer las razones que lo asistan en contra de su expulsión, así 
como someter su caso a revisión ante la autoridad competente o bien ante 
la persona o personas designadas especialmente por dicha autoridad 
competente, y hacerse representar con tal fin ante ellas.
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• Artículo 14
 1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. 

Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debi-
das garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de 
carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus 
derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público po-
drán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por conside-
raciones de moral, orden público o seguridad nacional en una socie-
dad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las 
partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribu-
nal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pu-
diera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en 
materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que 
el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones 
referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.

 2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.

 3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá dere-
cho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y 
en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación 
formulada contra ella;

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la pre-
paración de su defensa y a comunicarse con un defensor de 
su elección;

c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personal-

mente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser in-
formada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a 
tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que 
se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere 
de medios suficientes para pagarlo;

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a ob-
tener la comparecencia de los testigos de descargo y que és-
tos sean interrogados en las mismas condiciones que los tes-
tigos de cargo;
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f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no com-
prende o no habla el idioma empleado en el tribunal;

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse 
culpable.

 4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos pena-
les se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimu-
lar su readaptación social.

 5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que 
el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean someti-
dos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley.

 6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente 
revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido 
o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un 
error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado 
de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos 
que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haber-
se revelado oportunamente el hecho desconocido.

 7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya 
sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con 
la ley y el procedimiento penal de cada país.

• Artículo 15
 1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de 

cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o interna-
cional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el 
momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión 
del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delin-
cuente se beneficiará de ello.

 2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la con-
dena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de 
cometerse, fueran delictivos según los principios generales del dere-
cho reconocidos por la comunidad internacional.

• Artículo 16
Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 
personalidad jurídica.



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

62

• Artículo 17
 1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida pri-

vada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ile-
gales a su honra y reputación.

 2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas inje-
rencias o esos ataques.

• Artículo 18
 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de concien-

cia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adop-
tar la religión o las creencias de su elección, así como la libertad de 
manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, 
tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración 
de los ritos, las prácticas y la enseñanza.

 2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su 
libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elec-
ción.

 3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias 
estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que 
sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la mo-
ral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás.

 4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar 
la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para ga-
rantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté 
de acuerdo con sus propias convicciones.

• Artículo 19
 1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.
 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho 

comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmen-
te, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 
procedimiento de su elección.

 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo en-
traña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, pue-
de estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, es-
tar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:
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a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los 
demás;

b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la 
salud o la moral públicas.

• Artículo 20
 1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley.
 2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya in-

citación a la discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohi-
bida por la ley.

• Artículo 21
Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho 
sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad na-
cional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la sa-
lud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.

• Artículo 22
 1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso 

el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de 
sus intereses.

 2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democráti-
ca, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del 
orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los de-
rechos y libertades de los demás. El presente artículo no impedirá la 
imposición de restricciones legales al ejercicio de tal derecho cuando 
se trate de miembros de las fuerzas armadas y de la policía.

 3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Partes en 
el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948, re-
lativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindica-
ción, a adoptar medidas legislativas que puedan menoscabar las ga-
rantías previstas en él ni a aplicar la ley de tal manera que pueda 
menoscabar esas garantías.
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• Artículo 23
 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene 

derecho a la protección de la sociedad y del Estado.
 2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimo-

nio y a fundar una familia si tienen edad para ello.
 3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimien-

to de los contrayentes.
 4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apro-

piadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades 
de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y 
en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán 
disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos.

• Artículo 24
 1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de 

raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 
económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condi-
ción de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la so-
ciedad y del Estado.

 2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y 
deberá tener un nombre.

 3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad.

• Artículo 25
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones menciona-
das en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes dere-
chos y oportunidades:
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 

medio de representantes libremente elegidos;
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas 

por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores;

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país.

• Artículo 26
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discrimi-
nación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda 
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discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efec-
tiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacio-
nal o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social.

• Artículo 27
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, 
no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho 
que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a 
tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a 
emplear su propio idioma.

Parte IV

• Artículo 28
 1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante deno-

minado el Comité). Se compondrá de dieciocho miembros, y desem-
peñará las funciones que se señalan más adelante.

 2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en 
el presente Pacto, que deberán ser personas de gran integridad mo-
ral, con reconocida competencia en materia de derechos humanos. 
Se tomará en consideración la utilidad de la participación de algunas 
personas que tengan experiencia jurídica.

 3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejercerán sus funciones a 
título personal.

• Artículo 29
 1. Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una 

lista de personas que reúnan las condiciones previstas en el artículo 
28 y que sean propuestas al efecto por los Estados Partes en el pre-
sente Pacto.

 2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos 
personas. Estas personas serán nacionales del Estado que las pro-
ponga.

 3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez.



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

66

• Artículo 30
 1. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la 

fecha de entrada en vigor del presente Pacto.
 2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del Comi-

té, siempre que no se trate de una elección para llenar una vacante 
declarada de conformidad con el artículo 34, el Secretario General de 
las Naciones Unidas invitará por escrito a los Estados Partes en el 
presente Pacto a presentar sus candidatos para el Comité en el térmi-
no de tres meses.

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por 
orden alfabético de los candidatos que hubieren sido presentados, 
con indicación de los Estados Partes que los hubieren designado, y la 
comunicará a los Estados Partes en el presente Pacto a más tardar un 
mes antes de la fecha de cada elección.

 4. La elección de los miembros del Comité se celebrará en una reunión 
de los Estados Partes en el presente Pacto convocada por el Secreta-
rio General de las Naciones Unidas en la Sede de la Organización. En 
esa reunión, para la cual el quórum estará constituido por dos tercios 
de los Estados Partes en el presente Pacto, quedarán elegidos miem-
bros del Comité los candidatos que obtengan el mayor número de vo-
tos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Es-
tados Partes presentes y votantes.

• Artículo 31
 1. El Comité no podrá comprender más de un nacional de un mismo Es-

tado.
 2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta una distribución geo-

gráfica equitativa de los miembros y la representación de las diferen-
tes formas de civilización y de los principales sistemas jurídicos.

• Artículo 32
 1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro años. Podrán ser re-

elegidos si se presenta de nuevo su candidatura. Sin embargo, los 
mandatos de nueve de los miembros elegidos en la primera elección 
expirarán al cabo de dos años. Inmediatamente después de la prime-
ra elección, el Presidente de la reunión mencionada en el párrafo 4 
del artículo 30 designará por sorteo los nombres de estos nueve 
miembros.
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 2. Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán con 
arreglo a los artículos precedentes de esta parte del presente Pacto.

• Artículo 33
 1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miembro del 

Comité ha dejado de desempeñar sus funciones por otra causa que la 
de ausencia temporal, el Presidente del Comité notificará este hecho 
al Secretario General de las Naciones Unidas, quien declarará vacan-
te el puesto de dicho miembro.

 2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el Presiden-
te lo notificará inmediatamente al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien declarará vacante el puesto desde la fecha del falleci-
miento o desde la fecha en que sea efectiva la renuncia.

• Artículo 34
 1. Si se declara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si el 

mandato del miembro que ha de ser sustituido no expira dentro de 
los seis meses que sigan a la declaración de dicha vacante, el Secre-
tario General de las Naciones Unidas lo notificará a cada uno de los 
Estados Partes en el presente Pacto, los cuales, para llenar la vacante, 
podrán presentar candidatos en el plazo de dos meses, de acuerdo 
con lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 29.

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por 
orden alfabético de los candidatos así designados y la comunicará a 
los Estados Partes en el presente Pacto. La elección para llenar la va-
cante se verificará de conformidad con las disposiciones pertinentes 
de esta parte del presente Pacto.

 3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido para llenar una va-
cante declarada de conformidad con el artículo 33 ocupará el cargo 
por el resto del mandato del miembro que dejó vacante el puesto en 
el Comité conforme a lo dispuesto en este artículo.

• Artículo 35
Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas, percibirán emolumentos de los fondos de las Nacio-
nes Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea General determi-
ne, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité.



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

68

• Artículo 36
El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal 
y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del 
Comité en virtud del presente Pacto.

• Artículo 37
 1. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera 

reunión del Comité en la Sede de las Naciones Unidas.
 2. Después de su primera reunión, el Comité se reunirá en las ocasiones 

que se prevean en su reglamento.
 3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones Unidas 

o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra.

• Artículo 38
Antes de entrar en funciones, los miembros del Comité declararán solem-
nemente en sesión pública del Comité que desempeñarán su cometido 
con toda imparcialidad y conciencia.

• Artículo 39
 1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros 

de la Mesa podrán ser reelegidos.
 2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, 

entre otras cosas, que:
a) Doce miembros constituirán el quórum;
b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos 

de los miembros presentes.

• Artículo 40
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar 

informes sobre las disposiciones que hayan adoptado y que den efec-
to a los derechos reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que ha-
yan realizado en cuanto al goce de esos derechos:

a) En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor 
del presente Pacto con respecto a los Estados Partes intere-
sados;

b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida.
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 2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las Nacio-
nes Unidas, quien los transmitirá al Comité para examen. Los infor-
mes señalarán los factores y las dificultades, si los hubiere, que afec-
ten a la aplicación del presente Pacto.

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de celebrar 
consultas con el Comité, podrá transmitir a los organismos especia-
lizados interesados copias de las partes de los informes que caigan 
dentro de sus esferas de competencia.

 4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados Partes 
en el presente Pacto. Transmitirá sus informes, y los comentarios ge-
nerales que estime oportunos, a los Estados Partes. El Comité tam-
bién podrá transmitir al Consejo Económico y Social esos comenta-
rios, junto con copia de los informes que haya recibido de los Estados 
Partes en el Pacto.

 5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité observaciones sobre 
cualquier comentario que se haga con arreglo al párrafo 4 del pre-
sente artículo.

• Artículo 41
 1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el presente 

Pacto podrá declarar en cualquier momento que reconoce la compe-
tencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que 
un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las obliga-
ciones que le impone este Pacto. Las comunicaciones hechas en vir-
tud del presente artículo sólo se podrán admitir y examinar si son 
presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración por 
la cual reconozca con respecto a sí mismo la competencia del Comité. 
El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado 
Parte que no haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibi-
das en virtud de este artículo se tramitarán de conformidad con el 
procedimiento siguiente:

a) Si un Estado Parte en el presente Pacto considera que otro 
Estado Parte no cumple las disposiciones del presente Pacto, 
podrá señalar el asunto a la atención de dicho Estado me-
diante una comunicación escrita. Dentro de un plazo de tres 
meses, contado desde la fecha de recibo de la comunicación, 
el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya en-
viado la comunicación una explicación o cualquier otra decla-
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ración por escrito que aclare el asunto, la cual hará referen-
cia, hasta donde sea posible y pertinente, a los procedimientos 
nacionales y a los recursos adoptados, en trámite o que pue-
dan utilizarse al respecto.

b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados 
Partes interesados en un plazo de seis meses contado desde 
la fecha en que el Estado destinatario haya recibido la prime-
ra comunicación, cualquiera de ambos Estados Partes intere-
sados tendrá derecho a someterlo al Comité, mediante noti-
ficación dirigida al Comité y al otro Estado.

c) El Comité conocerá del asunto que se le someta después de 
haberse cerciorado de que se han interpuesto y agotado en 
tal asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de que 
se pueda disponer, de conformidad con los principios del de-
recho internacional generalmente admitidos. No se aplicará 
esta regla cuando la tramitación de los mencionados recursos 
se prolongue injustificadamente.

d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando 
examine las comunicaciones previstas en el presente artículo.

e) A reserva de las disposiciones del inciso c, el Comité pondrá 
sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes intere-
sados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, fun-
dada en el respeto de los derechos humanos y de las liberta-
des fundamentales reconocidos en el presente Pacto.

f) En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los 
Estados Partes interesados a que se hace referencia en el in-
ciso b que faciliten cualquier información pertinente.

g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el 
inciso obtendrán derecho a estar representados cuando el 
asunto se examine en el Comité y a presentar exposiciones 
verbalmente, o por escrito, o de ambas maneras.

h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de 
recibido de la notificación mencionada en el inciso b), presen-
tará un informe en el cual:

i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dis-
puesto en el inciso e, se limitará a una breve exposición 
de los hechos y de la solución alcanzada:
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ii) Si no se ha llegado a una solución con arreglo a lo dis-
puesto en el inciso e, se limitará a una breve exposición 
de los hechos y agregará las exposiciones escritas y las 
actas de las exposiciones verbales que hayan hecho los 
Estados Partes interesados.

En cada asunto, se enviará el informe los Estados Partes interesados.
 2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez 

Estados Partes en el presente Pacto hayan hecho las declaraciones a 
que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo. Tales de-
claraciones serán depositadas por los Estados Partes en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las 
mismas a los demás Estados Partes. Toda declaración podrá retirarse 
en cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario 
General. Tal retiro no será obstáculo para que se examine cualquier 
asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud 
de este artículo; no se admitirá ninguna nueva comunicación de un 
Estado Parte una vez que el Secretario General de las Naciones Uni-
das haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a menos 
que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva declaración.

• Artículo 42
 1.  

a) Si un asunto remitido al Comité con arreglo al artículo 41 
no se resuelve a satisfacción de los Estados Partes interesa-
dos, el Comité, con el previo consentimiento de los Estados 
Partes interesados, podrá designar una Comisión Especial de 
Conciliación (denominada en adelante la Comisión). Los bue-
nos oficios de la Comisión se pondrán a disposición de los 
Estados Partes interesados a fin de llegar a una solución 
amistosa del asunto, basada en el respeto al presente Pacto.

b) La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables 
para los Estados Partes interesados. Si, transcurridos tres 
meses, los Estados Partes interesados no se ponen de acuer-
do sobre la composición, en todo o en parte, de la Comisión, 
los miembros de la Comisión sobre los que no haya habido 
acuerdo serán elegidos por el Comité, de entre sus propios 
miembros, en votación secreta y por mayoría de dos tercios.
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 2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título perso-
nal. No serán nacionales de los Estados Partes interesados, de ningún 
Estado que no sea parte en el presente Pacto, ni de ningún Estado 
Parte que no haya hecho la declaración prevista en el artículo 41.

 3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio regla-
mento.

 4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede 
de las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Gi-
nebra. Sin embargo, podrán celebrarse en cualquier otro lugar con-
veniente que la Comisión acuerde en consulta con el Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas y los Estados Partes interesados.

 5. La secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servicios a 
las comisiones que se establezcan en virtud del presente artículo.

 6. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitará a la 
Comisión, y ésta podrá pedir a los Estados Partes interesados que fa-
ciliten cualquier otra información pertinente.

 7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos sus aspectos, 
y en todo caso en un plazo no mayor de doce meses después de haber 
tomado conocimiento del mismo, presentará al Presidente del Comi-
té un informe para su transmisión a los Estados Partes interesados:

a) Si la Comisión no puede completar su examen del asunto den-
tro de los doce meses, limitará su informe a una breve expo-
sición de la situación en que se halle su examen del asunto;

b) Si se alcanza una solución amistosa del asunto basada en el 
respeto a los derechos humanos reconocidos en el presente 
Pacto, la Comisión limitará su informe a una breve exposición 
de los hechos y de la solución alcanzada;

c) Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b, el in-
forme de la Comisión incluirá sus conclusiones sobre todas 
las cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre 
los Estados Partes interesados, y sus observaciones acerca de 
las posibilidades de solución amistosa del asunto; dicho in-
forme contendrá también las exposiciones escritas y una re-
seña de las exposiciones orales hechas por los Estados Partes 
interesados;

d) Si el informe de la Comisión se presenta en virtud del inciso 
c, los Estados Partes interesados notificarán al Presidente del 
Comité, dentro de los tres meses siguientes a la recepción del 
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informe, si aceptan o no los términos del informe de la Co-
misión.

 8. Las disposiciones de este artículo no afectan a las funciones del Co-
mité previstas en el artículo 41.

 9. Los Estados Partes interesados compartirán por igual todos los gas-
tos de los miembros de la Comisión, de acuerdo con el cálculo que 
haga el Secretario General de las Naciones Unidas.

10. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá sufragar, en caso 
necesario, los gastos de los miembros de la Comisión, antes de que 
los Estados Partes interesados reembolsen esos gastos conforme al 
párrafo 9 del presente artículo.

• Artículo 43
Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de 
conciliación designados conforme al artículo 42 tendrán derecho a las fa-
cilidades, privilegios e inmunidades que se conceden a los expertos que 
desempeñen misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispues-
to en las secciones pertinentes de la Convención sobre los privilegios e 
inmunidades de las Naciones Unidas.

• Artículo 44
Las disposiciones de la aplicación del presente Pacto se aplicarán sin per-
juicio de los procedimientos previstos en materia de derechos humanos 
por los instrumentos constitutivos y las convenciones de las Naciones 
Unidas y de los organismos especializados o en virtud de los mismos, y 
no impedirán que los Estados Partes recurran a otros procedimientos 
para resolver una controversia, de conformidad con convenios interna-
cionales generales o especiales vigentes entre ellos.

• Artículo 45
El Comité presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por 
conducto del Consejo Económico y Social, un informe anual sobre sus 
actividades.
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Parte V

• Artículo 46
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menos-
cabo de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las 
constituciones de los organismos especializados que definen las atribu-
ciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organis-
mos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el presente 
Pacto.

• Artículo 47
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menos-
cabo del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar ple-
na y libremente sus riquezas y recursos naturales.

Parte VI

• Artículo 48
 1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miem-

bros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo espe-
cializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente 
Pacto.

 2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de rati-
ficación se depositarán en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas.

 3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo.

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

 5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 
Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a 
él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de 
adhesión.
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• Artículo 49
 1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir 

de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instru-
mento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas.

 2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él des-
pués de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ra-
tificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su ins-
trumento de ratificación o de adhesión.

• Artículo 50
Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción al-
guna.

• Artículo 51
 1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y 

depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Es-
tados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si de-
sean que se convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin 
de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al 
menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, el Se-
cretario General convocará una conferencia bajo los auspicios de las 
Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de los Es-
tados presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aproba-
ción de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

 2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una ma-
yoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de 
conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.

 3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Esta-
dos Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pac-
to y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.
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• Artículo 52
Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del ar-
tículo 48, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará todos 
los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo:
 a. Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en 

el artículo 48;
 b. La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dis-

puesto en el artículo 49, y la fecha en que entren en vigor las enmien-
das a que hace referencia el artículo 51.

• Artículo 53
 1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de 
las Naciones Unidas.

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certifi-
cadas del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el ar-
tículo 48.
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 Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes

Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la 
Asamblea General en su resolución 39/46,  

de 10 de diciembre de 1984 
Entrada en vigor: 26 de junio de 1987, de conformidad  

con el Artículo 27

Los Estados Partes en la presente Convención:

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la 
Carta de las Naciones Unidas, el reconocimiento de los derechos iguales 
e inalienables de todos los miembros de la familia humana es la base de 
la libertad, la justicia y la paz en el mundo;

Reconociendo que estos derechos emanan de la dignidad inherente de la 
persona humana;

Considerando la obligación que incumbe a los Estados en virtud de la 
Carta, en particular del Artículo 55, de promover el respeto universal y la 
observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales;

Teniendo en cuenta el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos, que proclaman que nadie será sometido a tortura ni a tratos o pe-
nas crueles, inhumanos o degradantes,

Teniendo en cuenta asimismo la Declaración sobre la Protección de Todas 
las Personas contra Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, aprobada por la Asamblea General el 9 de diciembre de 
1975;
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Deseando hacer más eficaz la lucha contra Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes en todo el mundo;

Han convenido en lo siguiente:

Parte I

• Artículo 1
 1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término 

“tortura” todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una per-
sona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el 
fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de 
castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha co-
metido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por 
cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando 
dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario pú-
blico u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instiga-
ción suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considera-
rán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia 
únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o inciden-
tales a éstas.

 2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier instru-
mento internacional o legislación nacional que contenga o pueda con-
tener disposiciones de mayor alcance.

• Artículo 2
 1. Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, administrativas, ju-

diciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en 
todo territorio que esté bajo su jurisdicción.

 2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales 
como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política 
interna o cualquier otra emergencia pública como justificación de la 
tortura.

 3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una 
autoridad pública como justificación de la tortura.
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• Artículo 3
 1. Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o extradi-

ción de una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas 
para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura.

 2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades 
competentes tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinen-
tes, inclusive, cuando proceda, la existencia en el Estado de que se 
trate de un cuadro persistente de violaciones manifiestas, patentes o 
masivas de los derechos humanos.

• Artículo 4
 1. Todo Estado Parte velará por que todos los actos de tortura constitu-

yan delitos conforme a su legislación penal. Lo mismo se aplicará a 
toda tentativa de cometer tortura y a todo acto de cualquier persona 
que constituya complicidad o participación en la tortura.

 2. Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas adecuadas en las 
que se tenga en cuenta su gravedad.

• Artículo 5
 1. Todo Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su 

jurisdicción sobre los delitos a que se refiere el artículo 4 en los si-
guientes casos:

a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su 
jurisdicción o a bordo de una aeronave o un buque matricu-
lados en ese Estado;

b) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado;
c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo consi-

dere apropiado.
 2. Todo Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para es-

tablecer su jurisdicción sobre estos delitos en los casos en que el pre-
sunto delincuente se halle en cualquier territorio bajo su jurisdicción 
y dicho Estado no conceda la extradición, con arreglo al artículo 8, 
a ninguno de los Estados previstos en el párrafo 1 del presente ar-
tículo.

 3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal ejer-
cida de conformidad con las leyes nacionales.
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• Artículo 6
 1. Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre la persona de la 

que se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace 
referencia en el artículo 4, si, tras examinar la información de que dis-
pone, considera que las circunstancias lo justifican, procederá a la 
detención de dicha persona o tomará otras medidas para asegurar su 
presencia. La detención y demás medidas se llevarán a cabo de con-
formidad con las leyes de tal Estado y se mantendrán solamente por 
el período que sea necesario a fin de permitir la iniciación de un pro-
cedimiento penal o de extradición.

 2. Tal Estado procederá inmediatamente a una investigación preliminar 
de los hechos.

 3. La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del presente ar-
tículo tendrá toda clase de facilidades para comunicarse inmediata-
mente con el representante correspondiente del Estado de su nacio-
nalidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un apátrida, 
con el representante del Estado en que habitualmente resida.

 4. Cuando un Estado, en virtud del presente artículo, detenga a una per-
sona, notificará inmediatamente tal detención y las circunstancias que 
la justifican a los Estados a que se hace referencia en el párrafo 1 del 
artículo 5. El Estado que proceda a la investigación preliminar pre-
vista en el párrafo 2 del presente artículo comunicará sin dilación sus 
resultados a los Estados antes mencionados e indicará si se propone 
ejercer su jurisdicción.

• Artículo 7
 1. El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la per-

sona de la cual se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a 
que se hace referencia en el artículo 4, en los supuestos previstos en 
el artículo 5, si no procede a su extradición, someterá el caso a sus 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento.

 2. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones 
que las aplicables a cualquier delito de carácter grave, de acuerdo con 
la legislación de tal Estado. En los casos previstos en el párrafo 2 del 
artículo 5, el nivel de las pruebas necesarias para el enjuiciamiento o 
inculpación no será en modo alguno menos estricto que el que se 
aplica en los casos previstos en el párrafo 1 del artículo 5.
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 3. Toda persona encausada en relación con cualquiera de los delitos 
mencionados en el artículo 4 recibirá garantías de un trato justo en 
todas las fases del procedimiento.

• Artículo 8
 1. Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4 se considerarán 

incluidos entre los delitos que dan lugar a extradición en todo trata-
do de extradición celebrado entre Estados Partes. Los Estados Partes 
se comprometen a incluir dichos delitos como caso de extradición en 
todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro.

 2. Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un 
tratado, si recibe de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al 
respecto una solicitud de extradición, podrá considerar la presente 
Convención como la base jurídica necesaria para la extradición refe-
rente a tales delitos. La extradición estará sujeta a las demás condi-
ciones exigibles por el derecho del Estado requerido.

 3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia 
de un tratado reconocerán dichos delitos como casos de extradición 
entre ellos, a reserva de las condiciones exigidas por el derecho del 
Estado requerido.

 4. A los fines de la extradición entre Estados Partes, se considerará que 
los delitos se han cometido, no solamente en el lugar donde ocurrie-
ron, sino también en el territorio de los Estados obligados a estable-
cer su jurisdicción de acuerdo con el párrafo 1 del artículo 5.

• Artículo 9
 1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio posible en lo que res-

pecta a cualquier procedimiento penal relativo a los delitos previstos 
en el artículo 4, inclusive el suministro de todas las pruebas necesa-
rias para el proceso que obren en su poder.

 2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en 
virtud del párrafo 1 del presente artículo de conformidad con los tra-
tados de auxilio judicial mutuo que existan entre ellos.

• Artículo 10
 1. Todo Estado Parte velará por que se incluyan una educación y una 

información completas sobre la prohibición de la tortura en la forma-
ción profesional del personal encargado de la aplicación de la ley, sea 
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éste civil o militar, del personal médico, de los funcionarios públicos 
y otras personas que puedan participar en la custodia, el interroga-
torio o el tratamiento de cualquier persona sometida a cualquier for-
ma de arresto, detención o prisión.

 2. Todo Estado Parte incluirá esta prohibición en las normas o instruc-
ciones que se publiquen en relación con los deberes y funciones de 
esas personas.

• Artículo 11
Todo Estado Parte mantendrá sistemáticamente en examen las normas e 
instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así como las dispo-
siciones para la custodia y el tratamiento de las personas sometidas a 
cualquier forma de arresto, detención o prisión en cualquier territorio 
que esté bajo su jurisdicción, a fin de evitar todo caso de tortura.

• Artículo 12
Todo Estado Parte velará por que, siempre que haya motivos razonables 
para creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de tortu-
ra, las autoridades competentes procedan a una investigación pronta e 
imparcial.

• Artículo 13
Todo Estado Parte velará por que toda persona que alegue haber sido so-
metida a tortura en cualquier territorio bajo su jurisdicción tenga dere-
cho a presentar una queja y a que su caso sea pronta e imparcialmente 
examinado por sus autoridades competentes. Se tomarán medidas para 
asegurar que quien presente la queja y los testigos estén protegidos con-
tra malos tratos o intimidación como consecuencia de la queja o del tes-
timonio prestado.

• Artículo 14
 1. Todo Estado Parte velará por que su legislación garantice a la víctima 

de un acto de tortura la reparación y el derecho a una indemnización 
justa y adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación lo más 
completa posible. En caso de muerte de la víctima como resultado de 
un acto de tortura, las personas a su cargo tendrán derecho a indem-
nización.
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 2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a cualquier de-
recho de la víctima o de otra persona a indemnización que pueda 
existir con arreglo a las leyes nacionales.

• Artículo 15
Todo Estado Parte se asegurará de que ninguna declaración que se de-
muestre que ha sido hecha como resultado de tortura pueda ser invocada 
como prueba en ningún procedimiento, salvo en contra de una persona 
acusada de tortura como prueba de que se ha formulado la declaración.

• Artículo 16
 1. Todo Estado Parte se comprometerá a prohibir en cualquier territo-

rio bajo su jurisdicción otros actos que constituyan tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes y que no lleguen a ser tortura tal 
como se define en el artículo 1, cuando esos actos sean cometidos por 
un funcionario público u otra persona que actúe en el ejercicio de 
funciones oficiales, o por instigación o con el consentimiento o la 
aquiescencia de tal funcionario o persona. Se aplicarán, en particular, 
las obligaciones enunciadas en los artículos 10, 11, 12 y 13, sustitu-
yendo las referencias a la tortura por referencias a otras formas de 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

 2. La presente Convención se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en 
otros instrumentos internacionales o leyes nacionales que prohíban 
los tratos y las penas crueles, inhumanos o degradantes o que se re-
fieran a la extradición o expulsión.

Parte II

• Artículo 17
 1. Se constituirá un Comité contra la Tortura (denominado en lo que si-

gue el Comité), el cual desempeñará las funciones que se señalan más 
adelante. El Comité estará compuesto de diez expertos de gran inte-
gridad moral y reconocida competencia en materia de derechos hu-
manos, que ejercerán sus funciones a título personal. Los expertos 
serán elegidos por los Estados Partes teniendo en cuenta una distri-
bución geográfica equitativa y la utilidad de la participación de algu-
nas personas que tengan experiencia jurídica.
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 2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una 
lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los 
Estados Partes podrá designar una persona entre sus propios nacio-
nales. Los Estados Partes tendrán presente la utilidad de designar 
personas que sean también miembros del Comité de Derechos Hu-
manos establecido con arreglo al Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y que estén dispuestas a prestar servicio en el Co-
mité constituido con arreglo a la presente Convención.

 3. Los miembros del Comité serán elegidos en reuniones bienales de los 
Estados Partes convocadas por el Secretario General de las Naciones 
Unidas. En estas reuniones, para las cuales formarán quórum dos ter-
cios de los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité 
los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría 
absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes pre-
sentes y votantes.

 4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la 
fecha de entrada en vigor de la presente Convención. Al menos cua-
tro meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de 
las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitán-
doles a que presenten sus candidaturas en un plazo de tres meses. El 
Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas 
las personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes 
que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes.

 5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. Podrán ser 
reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. No obstante, el 
mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección 
expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera 
elección, el presidente de la reunión a que se hace referencia en el pá-
rrafo 3 del presente artículo designará por sorteo los nombres de 
esos cinco miembros.

 6. Si un miembro del Comité muere o renuncia o por cualquier otra cau-
sa no puede ya desempeñar sus funciones en el Comité, el Estado Par-
te que presentó su candidatura designará entre sus nacionales a otro 
experto para que desempeñe sus funciones durante el resto de su 
mandato, a reserva de la aprobación de la mayoría de los Estados 
Partes. Se considerará otorgada dicha aprobación a menos que la mi-
tad o más de los Estados Partes respondan negativamente dentro de 
un plazo de seis semanas a contar del momento en que el Secretario 
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General de las Naciones Unidas les comunique la candidatura pro-
puesta.

 7. Los Estados Partes sufragarán los gastos de los miembros del Comi-
té mientras éstos desempeñen sus funciones.

• Artículo 18
 1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros 

de la Mesa podrán ser reelegidos.
 2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, 

entre otras cosas, que:
a) Seis miembros constituirán quórum;
b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos 

de los miembros presentes.
 3. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el per-

sonal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las fun-
ciones del Comité en virtud de la presente Convención.

 4. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera 
reunión del Comité. Después de su primera reunión, el Comité se re-
unirá en las ocasiones que se prevean en su reglamento.

 5. Los Estados Partes serán responsables de los gastos que se efectúen 
en relación con la celebración de reuniones de los Estados Partes y 
del Comité, incluyendo el reembolso a las Naciones Unidas de cuales-
quiera gastos, tales como los de personal y los de servicios, que ha-
gan las Naciones Unidas conforme al párrafo 3 del presente artículo.

• Artículo 19
 1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secreta-

rio General de las Naciones Unidas, los informes relativos a las me-
didas que hayan adoptado para dar efectividad a los compromisos 
que han contraído en virtud de la presente Convención, dentro del 
plazo del año siguiente a la entrada en vigor de la Convención en lo 
que respecta al Estado Parte interesado. A partir de entonces, los Es-
tados Partes presentarán informes suplementarios cada cuatro años 
sobre cualquier nueva disposición que se haya adoptado, así como 
los demás informes que solicite el Comité.

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes 
a todos los Estados Partes.
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 3. Todo informe será examinado por el Comité, el cual podrá hacer los 
comentarios generales que considere oportunos y los transmitirá al 
Estado Parte interesado. El Estado Parte podrá responder al Comité 
con las observaciones que desee formular.

 4. El Comité podrá, a su discreción, tomar la decisión de incluir cual-
quier comentario que haya formulado de conformidad con el párrafo 
3 del presente artículo, junto con las observaciones al respecto reci-
bidas del Estado Parte interesado, en su informe anual presentado de 
conformidad con el artículo 24. Si lo solicitara el Estado Parte intere-
sado, el Comité podrá también incluir copia del informe presentado 
en virtud del párrafo 1 del presente artículo.

• Artículo 20
 1. El Comité, si recibe información fiable que a su juicio parezca indicar 

de forma fundamentada que se practica sistemáticamente la tortura 
en el territorio de un Estado Parte, invitará a ese Estado Parte a coo-
perar en el examen de la información y a tal fin presentar observacio-
nes con respecto a la información de que se trate.

 2. Teniendo en cuenta todas las observaciones que haya presentado el 
Estado Parte de que se trate, así como cualquier otra información 
pertinente de que disponga, el Comité podrá, si decide que ello está 
justificado, designar a uno o varios de sus miembros para que proce-
dan a una investigación confidencial e informen urgentemente al Co-
mité.

 3. Si se hace una investigación conforme al párrafo 2 del presente ar-
tículo, el Comité recabará la cooperación del Estado Parte de que se 
trate, de acuerdo con ese Estado Parte, tal investigación podrá incluir 
una visita a su territorio.

 4. Después de examinar las conclusiones presentadas por el miembro o 
miembros conforme al párrafo 2 del presente artículo, el Comité 
transmitirá las conclusiones al Estado Parte de que se trate, junto con 
las observaciones o sugerencias que estime pertinentes en vista de la 
situación.

 5. Todas las actuaciones del Comité a las que se hace referencia en los 
párrafos 1 a 4 del presente artículo serán confidenciales y se recaba-
rá la cooperación del Estado Parte en todas las etapas de las actua-
ciones. Cuando se hayan concluido actuaciones relacionadas con una 
investigación hecha conforme al párrafo 2, el Comité podrá, tras ce-
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lebrar consultas con el Estado Parte interesado, tomar la decisión de 
incluir un resumen de los resultados de la investigación en el informe 
anual que presente conforme al artículo 24.

• Artículo 21
 1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en la presente 

Convención podrá declarar en cualquier momento que reconoce la 
competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones 
en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las 
obligaciones que le impone la Convención. Dichas comunicaciones 
sólo se podrán admitir y examinar conforme al procedimiento esta-
blecido en este artículo si son presentadas por un Estado Parte que 
haya hecho una declaración por la cual reconozca con respecto a sí 
mismo la competencia del Comité. El Comité no tramitará de confor-
midad con este artículo ninguna comunicación relativa a un Estado 
Parte que no haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibi-
das en virtud del presente artículo se tramitarán de conformidad con 
el procedimiento siguiente:

a) Si un Estado Parte considera que otro Estado Parte no cum-
ple las disposiciones de la presente Convención podrá señalar 
el asunto a la atención de dicho Estado mediante una comu-
nicación escrita. Dentro de un plazo de tres meses, contado 
desde la fecha de recibo de la comunicación, el Estado desti-
natario proporcionará al Estado que haya enviado la comu-
nicación una explicación o cualquier otra declaración por es-
crito que aclare el asunto, la cual hará referencia, hasta donde 
sea posible y pertinente, a los procedimientos nacionales y a 
los recursos adoptados, en trámite o que puedan utilizarse al 
respecto;

b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados 
Partes interesados en un plazo de seis meses contado desde 
la fecha en que el Estado destinatario haya recibido la prime-
ra comunicación, cualquiera de ambos Estados Partes intere-
sados tendrá derecho a someterlo al Comité, mediante noti-
ficación dirigida al Comité y al otro Estado;

c) El Comité conocerá de todo asunto que se le someta en virtud 
del presente artículo después de haberse cerciorado de que 
se ha interpuesto y agotado en tal asunto todos los recursos 
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de la jurisdicción interna de que se pueda disponer, de con-
formidad con los principios del derecho internacional gene-
ralmente admitidos. No se aplicará esta regla cuando la tra-
mitación de los mencionados recursos se prolongue 
injustificadamente o no sea probable que mejore realmente 
la situación de la persona que sea víctima de la violación de 
la presente Convención;

d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando 
examine las comunicaciones previstas en el presente artículo;

e) A reserva de las disposiciones del apartado c, el Comité pon-
drá sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes in-
teresados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, 
fundada en el respeto de las obligaciones establecidas en la 
presente Convención. A tal efecto, el Comité podrá designar, 
cuando proceda, una comisión especial de conciliación;

f) En todo asunto que se le someta en virtud del presente artícu-
lo, el Comité podrá pedir a los Estados Partes interesados a 
que se hace referencia en el apartado b que faciliten cualquier 
información pertinente;

g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el 
apartado b tendrán derecho a estar representados cuando el 
asunto se examine en el Comité y a presentar exposiciones 
verbalmente o por escrito, o de ambas maneras;

h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de 
recibo de la notificación mencionada en el apartado b, pre-
sentará un informe en el cual:

i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dis-
puesto en el apartado e, se limitará a una breve expo-
sición de los hechos y de la solución alcanzada;

ii) Si no se ha llegado a ninguna solución con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado e, se limitará a una breve ex-
posición de los hechos y agregará las exposiciones es-
critas y las actas de las exposiciones verbales que ha-
yan hecho los Estados Partes interesados.

En cada asunto, se enviará el informe a los Estados Partes interesados.
2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando 

cinco Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las decla-
raciones a que se hace referencia en el apartado 1 de este artículo. Tales 
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declaraciones serán depositadas por los Estados Partes en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mis-
mas a los demás Estados Partes. Toda declaración podrá retirarse en cual-
quier momento mediante notificación dirigida al Secretario General. Tal 
retiro no será obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea 
objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de este artículo; no 
se admitirá en virtud de este artículo ninguna nueva comunicación de un 
Estado Parte una vez que el Secretario General haya recibido la notifica-
ción de retiro de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado 
haya hecho una nueva declaración.

• Artículo 22
 1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cual-

quier momento, de conformidad con el presente artículo, que reco-
noce la competencia del Comité para recibir y examinar las comuni-
caciones enviadas por personas sometidas a su jurisdicción, o en su 
nombre, que aleguen ser víctimas de una violación por un Estado 
Parte de las disposiciones de la Convención. El Comité no admitirá 
ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no haya hecho 
esa declaración.

 2. El Comité considerará inadmisible toda comunicación recibida de 
conformidad con el presente artículo que sea anónima, o que, a su 
juicio, constituya un abuso del derecho de presentar dichas comuni-
caciones, o que sea incompatible con las disposiciones de la presente 
Convención.

 3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2, el Comité señalará las 
comunicaciones que se le presenten de conformidad con este artícu-
lo a la atención del Estado Parte en la presente Convención que haya 
hecho una declaración conforme al párrafo 1 y respecto del cual se 
alegue que ha violado cualquier disposición de la Convención. Den-
tro de un plazo de seis meses, el Estado destinatario proporcionará 
al Comité explicaciones o declaraciones por escrito que aclaren el 
asunto y expongan, en su caso, la medida correcta que ese Estado 
haya adoptado.

 4. El Comité examinará las comunicaciones recibidas de conformidad 
con el presente artículo, a la luz de toda la información puesta a su 
disposición por la persona de que se trate, o en su nombre, y por el 
Estado Parte interesado.
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 5. El Comité no examinará ninguna comunicación de una persona, pre-
sentada de conformidad con este artículo, a menos que se haya cer-
ciorado de que:

a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada se-
gún otro procedimiento de investigación o solución interna-
cional;

b) La persona ha agotado todos los recursos de la jurisdicción 
interna de que se pueda disponer; no se aplicará esta regla 
cuando la tramitación de los mencionados recursos se pro-
longue injustificadamente o no sea probable que mejore real-
mente la situación de la persona que sea víctima de la viola-
ción de la presente Convención.

 6. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine 
las comunicaciones previstas en el presente artículo.

 7. El Comité comunicará su parecer al Estado Parte interesado y a la 
persona de que se trate.

 8. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando cin-
co Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las decla-
raciones a que se hace referencia en el párrafo 1 de este artículo. Ta-
les declaraciones serán depositadas por los Estados Partes en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia 
de las mismas a los demás Estados Partes. Toda declaración podrá 
retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al Se-
cretario General. Tal retiro no será obstáculo para que se examine 
cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida 
en virtud de este artículo; no se admitirá en virtud de este artículo 
ninguna nueva comunicación de una persona, o hecha en su nombre, 
una vez que el Secretario General haya recibido la notificación de re-
tiro de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya 
hecho una nueva declaración.

• Artículo 23
Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de 
conciliación designados conforme al apartado e del párrafo 1 del artícu-
lo 21 tendrán derecho a las facilidades, privilegios e inmunidades que se 
conceden a los expertos que desempeñan misiones para las Naciones 
Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de la Con-
vención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas.
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• Artículo 24
El Comité presentará un informe anual sobre sus actividades en virtud de 
la presente Convención a los Estados Partes y a la Asamblea General de 
las Naciones Unidas.

Parte III

• Artículo 25
 1. La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados.
 2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos 

de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.

• Artículo 26
La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. 
La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de ad-
hesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

• Artículo 27
 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de 

la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ra-
tificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

 2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a 
ella después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ra-
tificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instru-
mento de ratificación o de adhesión.

• Artículo 28
 1. Todo Estado podrá declarar, en el momento de la firma o ratificación 

de la presente Convención o de la adhesión a ella, que no reconoce la 
competencia del Comité según se establece en el artículo 20.

 2. Todo Estado Parte que haya formulado una reserva de conformidad 
con el párrafo 1 del presente artículo podrá dejar sin efecto esta re-
serva en cualquier momento mediante notificación al Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas.
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• Artículo 29
 1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá proponer una en-

mienda y depositarla en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará la 
enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifi-
quen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes 
con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro 
de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio 
al menos de los Estados Partes se declara a favor de tal convocatoria, 
el Secretario General convocará una conferencia con los auspicios de 
las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Es-
tados Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida por 
el Secretario General a todos los Estados Partes para su aceptación.

 2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presen-
te artículo entrará en vigor cuando dos tercios de los Estados Partes 
en la presente Convención hayan notificado al Secretario General de 
las Naciones Unidas que la han aceptado de conformidad con sus res-
pectivos procedimientos constitucionales.

 3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Es-
tados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 
Partes seguirán obligados por las disposiciones de la presente Con-
vención y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.

• Artículo 30
 1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con res-

pecto a la interpretación o aplicación de la presente Convención, que 
no puedan solucionarse mediante negociaciones, se someterán a ar-
bitraje, a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses conta-
dos a partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las 
Partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, 
cualquiera de las Partes podrá someter la controversia a la Corte In-
ternacional de Justicia, mediante una solicitud presentada de confor-
midad con el Estatuto de la Corte.

 2. Todo Estado, en el momento de la firma o ratificación de la presente 
Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se 
considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás 
Estados Partes no estarán obligados por dicho párrafo ante ningún 
Estado Parte que haya formulado dicha reserva.
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 3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párra-
fo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento noti-
ficándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

• Artículo 31
 1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante 

notificación hecha por escrito al Secretario General de las Naciones 
Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que 
la notificación haya sido recibida por el Secretario General.

 2. Dicha denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le 
impone la presente Convención con respecto a toda acción u omisión 
ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia, ni 
la denuncia entrañará tampoco la suspensión del examen de cual-
quier asunto que el Comité haya empezado a examinar antes de la fe-
cha en que surta efecto la denuncia.

 3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia de un Estado Par-
te, el Comité no iniciará el examen de ningún nuevo asunto referente 
a ese Estado.

• Artículo 32
El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Es-
tados Miembros de las Naciones Unidas y a todos los Estados que hayan 
firmado la presente Convención o se hayan adherido a ella:
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones con arreglo a los artículos 25 

y 26;
b) La fecha de entrada en vigor de la presente Convención con arreglo 

al artículo 27, y la fecha de entrada en vigor de las enmiendas con 
arreglo al artículo 29;

c) Las denuncias con arreglo al artículo 31.

• Artículo 33
 1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, fran-

cés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias certifi-
cadas de la presente Convención a todos los Estados.
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Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura

Aprobada por la Asamblea general de la Organización de las 
Naciones Unidas, el 6 de diciembre de 1985.

Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención:
Conscientes de lo dispuesto en la Convención Americana sobre De-

rechos Humanos, en el sentido de que nadie debe ser sometido a tortura 
ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes;

Reafirmando que todo acto de tortura u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes constituyen una ofensa a la dignidad humana 
y una negación de los principios consagrados en la Carta de la Organiza-
ción de los Estados Americanos y en la Carta de las Naciones Unidas y 
son violatorios de los derechos humanos y libertades fundamentales pro-
clamados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos;

Señalando que, para hacer efectivas las normas pertinentes conteni-
das en los instrumentos universales y regionales aludidos, es necesario 
elaborar una Convención Interamericana que prevenga y sancione la tor-
tura;

Reiterando su propósito de consolidar en este continente las condi-
ciones que permitan el reconocimiento y respeto de la dignidad inheren-
te a la persona humana y aseguren el ejercicio pleno de sus libertades y 
derechos fundamentales,

Han convenido en lo siguiente:

• Artículo 1
Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los 
términos de la presente Convención.



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

100

• Artículo 2
Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo 
acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona pe-
nas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, 
como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preven-
tiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tor-
tura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la 
personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, 
aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.

No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o sufri-
mientos físicos o mentales que sean únicamente consecuencia de medidas 
legales o inherentes a éstas, siempre que no incluyan la realización de los 
actos o la aplicación de los métodos a que se refiere el presente artículo.

• Artículo 3
Serán responsables del delito de tortura:
 a. los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese carácter 

ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, lo cometan directamente 
o que, pudiendo impedirlo, no lo hagan.

 b. las personas que a instigación de los funcionarios o empleados públi-
cos a que se refiere el inciso a. ordenen, instiguen o induzcan a su co-
misión, lo cometan directamente o sean cómplices.

• Artículo 4
El hecho de haber actuado bajo órdenes superiores no eximirá de la res-
ponsabilidad penal correspondiente.

• Artículo 5
No se invocará ni admitirá como justificación del delito de tortura la exis-
tencia de circunstancias tales como estado de guerra, amenaza de guerra, 
estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspen-
sión de garantías constitucionales, la inestabilidad política interna u otras 
emergencias o calamidades públicas. Ni la peligrosidad del detenido o 
penado, ni la inseguridad del establecimiento carcelario o penitenciario 
pueden justificar la tortura.
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• Artículo 6
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados partes to-
marán medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbi-
to de su jurisdicción.

Los Estados partes se asegurarán de que todos los actos de tortura y 
los intentos de cometer tales actos constituyan delitos conforme a su de-
recho penal, estableciendo para castigarlos sanciones severas que tengan 
en cuenta su gravedad.

Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas para pre-
venir y sancionar, además, otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes en el ámbito de su jurisdicción.

• Artículo 7
Los Estados partes tomarán medidas para que, en el adiestramiento de 
agentes de la policía y de otros funcionarios públicos responsables de la 
custodia de las personas privadas de su libertad, provisional o definitiva-
mente, en los interrogatorios, detenciones o arrestos, se ponga especial 
énfasis en la prohibición del empleo de la tortura.

Igualmente, los Estados partes tomarán medidas similares para evi-
tar otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

• Artículo 8
Los Estados partes garantizarán a toda persona que denuncie haber sido 
sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso 
sea examinado imparcialmente.

Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se 
ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Esta-
dos partes garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de 
oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, 
cuando corresponda, el respectivo proceso penal.

Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Es-
tado y los recursos que éste prevé, el caso podrá ser sometido a instan-
cias internacionales cuya competencia haya sido aceptada por ese Estado.

• Artículo 9
Los Estados partes se comprometen a incorporar en sus legislaciones na-
cionales normas que garanticen una compensación adecuada para las 
víctimas del delito de tortura.
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Nada de lo dispuesto en este artículo afectará el derecho que puedan 
tener la víctima u otras personas de recibir compensación en virtud de 
legislación nacional existente.

• Artículo 10
Ninguna declaración que se compruebe haber sido obtenida mediante 
tortura podrá ser admitida como medio de prueba en un proceso, salvo 
en el que se siga contra la persona o personas acusadas de haberla obte-
nido mediante actos de tortura y únicamente como prueba de que por ese 
medio el acusado obtuvo tal declaración.

• Artículo 11
Los Estados partes tomarán las providencias necesarias para conceder la 
extradición de toda persona acusada de haber cometido el delito de tor-
tura o condenada por la comisión de ese delito, de conformidad con sus 
respectivas legislaciones nacionales sobre extradición y sus obligaciones 
internacionales en esta materia.

• Artículo 12
Todo Estado parte tomará las medidas necesarias para establecer su ju-
risdicción sobre el delito descrito en la presente Convención en los si-
guientes casos:
 a. cuando la tortura haya sido cometida en el ámbito de su jurisdicción;
 b. cuando el presunto delincuente tenga su nacionalidad; o
 c. cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apro-

piado.
Todo Estado parte tomará, además, las medidas necesarias para es-

tablecer su jurisdicción sobre el delito descrito en la presente Convención 
cuando el presunto delincuente se encuentre en el ámbito de su jurisdic-
ción y no proceda a extraditarlo de conformidad con el artículo 11.

La presente Convención no excluye la jurisdicción penal ejercida de 
conformidad con el derecho interno.

• Artículo 13
El delito a que se hace referencia en el artículo 2 se considerará incluido 
entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradi-
ción celebrado entre Estados partes. Los Estados partes se comprometen 
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a incluir el delito de tortura como caso de extradición en todo tratado de 
extradición que celebren entre sí en el futuro.

Todo Estado parte que subordine la extradición a la existencia de un 
tratado podrá, si recibe de otro Estado parte con el que no tiene tratado 
una solicitud de extradición, considerar la presente Convención como la 
base jurídica necesaria para la extradición referente al delito de tortura. 
La extradición estará sujeta a las demás condiciones exigibles por el de-
recho del Estado requerido.

Los Estados partes que no subordinen la extradición a la existencia 
de un tratado reconocerán dichos delitos como casos de extradición en-
tre ellos, a reserva de las condiciones exigidas por el derecho del Estado 
requerido.

No se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de la 
persona requerida cuando haya presunción fundada de que corre peligro 
su vida, de que será sometido a tortura, tratos crueles, inhumanos o de-
gradantes o de que será juzgada por tribunales de excepción o ad hoc en 
el Estado requirente.

• Artículo 14
Cuando un Estado parte no conceda la extradición, someterá el caso a 
sus autoridades competentes como si el delito se hubiera cometido en el 
ámbito de su jurisdicción, para efectos de investigación y, cuando corres-
ponda, de proceso penal, de conformidad con su legislación nacional. La 
decisión que adopten dichas autoridades será comunicada al Estado que 
haya solicitado la extradición.

• Artículo 15
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado 
como limitación del derecho de asilo, cuando proceda, ni como modifica-
ción a las obligaciones de los Estados partes en materia de extradición.

• Artículo 16
La presente Convención deja a salvo lo dispuesto por la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, por otras convenciones sobre la 
materia y por el Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos respecto del delito de tortura.



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

104

• Artículo 17
Los Estados partes se comprometen a informar a la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos acerca de las medidas legislativas, judicia-
les, administrativas y de otro orden que hayan adoptado en aplicación de 
la presente Convención.

De conformidad con sus atribuciones, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos procurará analizar, en su informe anual, la situación 
que prevalezca en los Estados miembros de la Organización de los Esta-
dos Americanos en lo que respecta a la prevención y supresión de la tor-
tura.

• Artículo 18
La presente Convención está abierta a la firma de los Estados miembros 
de la Organización de los Estados Americanos.

• Artículo 19
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos.

• Artículo 20
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro 
Estado americano. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Se-
cretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

• Artículo 21
Los Estados partes podrán formular reservas a la presente Convención 
al momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre 
que no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención y 
versen sobre una o más disposiciones específicas.

• Artículo 22
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratifica-
ción. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella 
después de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, 
la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.
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• Artículo 23
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los 
Estados partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será de-
positado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Ame-
ricanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del 
instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Es-
tado denunciante y permanecerá en vigor para los demás Estados partes.

• Artículo 24
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en espa-
ñol, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será deposi-
tado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Ameri-
canos, la que enviará copia certificada de su texto para su registro y 
publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con 
el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. La Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados 
miembros de dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido 
a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, 
adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiere.
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Protocolo Facultat ivo de la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes

Presentado a la Alta Comisionada de las  
Naciones Unidas para los Derechos Humanos  

 
9 de agosto de 1999

PREÁMBULO

Los Estados Partes en el presente Protocolo,
Reafirmando que la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes están prohibidos y constituyen violaciones graves de los de-
rechos humanos,

Convencidos de la necesidad de adoptar nuevas medidas para alcanzar 
los objetivos de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes (en adelante denominada la Conven-
ción) y de fortalecer la protección de las personas privadas de su liber-
tad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes,

Recordando que los artículos 2 y 16 de la Convención obligan a cada Es-
tado Parte a tomar medidas efectivas para prevenir los actos de tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en todo territorio 
bajo su jurisdicción,

Reconociendo que los Estados tienen la responsabilidad primordial de 
aplicar estos artículos, que el fortalecimiento de la protección de las per-
sonas privadas de su libertad y el pleno respeto de sus derechos humanos 
es una responsabilidad común compartida por todos, y que los mecanis-
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mos internacionales de aplicación complementan y fortalecen las medidas 
nacionales,

Recordando que la prevención efectiva de la tortura y otros tratos o pe-
nas crueles, inhumanos o degradantes requiere educación y una combi-
nación de diversas medidas legislativas, administrativas, judiciales y de 
otro tipo,

Recordando también que la Conferencia Mundial de Derechos Humanos 
declaró firmemente que los esfuerzos por erradicar la tortura debían con-
centrarse ante todo en la prevención y pidió que se adoptase un protoco-
lo facultativo de la Convención destinado a establecer un sistema preven-
tivo de visitas periódicas a los lugares de detención,

Convencidos de que la protección de las personas privadas de su liber-
tad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes puede fortalecerse por medios no judiciales de carácter preventi-
vo basados en visitas periódicas a los lugares de detención, Acuerdan lo 
siguiente:

PARTE I  
Principios generales

• Artículo 1
El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema de visitas pe-
riódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes 
a los lugares en que se encuentren personas privadas de su libertad, con 
el fin de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.

• Artículo 2
 1. Se establecerá un Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros 

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes del Comité contra 
la Tortura (en adelante denominado el Subcomité para la Prevención) 
que desempeñará las funciones previstas en el presente Protocolo.
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 2. El Subcomité para la Prevención realizará su labor en el marco de la 
Carta de las Naciones Unidas y se guiará por los propósitos y princi-
pios enunciados en ella, así como por las normas de las Naciones Uni-
das relativas al trato de las personas privadas de su libertad.

 3. Asimismo, el Subcomité para la Prevención se guiará por los princi-
pios de confidencialidad, imparcialidad, no selectividad, universali-
dad y objetividad.

 4. El Subcomité para la Prevención y los Estados Partes cooperarán en 
la aplicación del presente Protocolo.

• Artículo 3
Cada Estado Parte establecerá, designará o mantendrá, a nivel nacional, 
uno o varios órganos de visitas para la prevención de la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (en adelante denomina-
do el mecanismo nacional de prevención).

• Artículo 4
 1. Cada Estado Parte permitirá las visitas, de conformidad con el pre-

sente Protocolo, de los mecanismos mencionados en los artículos 2 y 
3 a cualquier lugar bajo su jurisdicción y control donde se encuentren 
o pudieran encontrarse personas privadas de su libertad, bien por 
orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su consen-
timiento expreso o tácito (en adelante denominado lugar de deten-
ción). Estas visitas se llevarán a cabo con el fin de fortalecer, si fuera 
necesario, la protección de estas personas contra la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

 2. A los efectos del presente Protocolo, por privación de libertad se en-
tiende cualquier forma de detención o encarcelamiento o de custodia 
de una persona por orden de una autoridad judicial o administrativa 
o de otra autoridad pública, en una institución pública o privada de 
la cual no pueda salir libremente.
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PARTE II
El Subcomité para la Prevención

• Artículo 5
 1. El Subcomité para la Prevención estará compuesto de diez miembros. 

Una vez que se haya registrado la quincuagésima ratificación del pre-
sente Protocolo o adhesión a él, el número de miembros del Subco-
mité para la Prevención aumentará a veinticinco.

 2. Los miembros del Subcomité para la Prevención serán elegidos entre 
personas de gran integridad moral y reconocida competencia en la 
administración de justicia, en particular en materia de derecho penal, 
administración penitenciaria o policial, o en las diversas materias que 
tienen que ver con el tratamiento de personas privadas de su libertad.

 3. En la composición del Subcomité para la Prevención se tendrá debi-
damente en cuenta una distribución geográfica equitativa de los 
miembros y la representación de las diferentes formas de civilización 
y sistemas jurídicos de los Estados Partes.

 4. En esta composición también se tendrá en cuenta la necesidad de una 
representación equilibrada de los géneros sobre la base de los prin-
cipios de igualdad y no discriminación.

 5. El Subcomité para la Prevención no podrá tener dos miembros de la 
misma nacionalidad.

 6. Los miembros del Subcomité para la Prevención ejercerán sus fun-
ciones a título personal, actuarán con independencia e imparcialidad 
y deberán estar disponibles para prestar servicios con eficacia en el 
Subcomité para la Prevención.

• Artículo 6
 1. Cada Estado Parte podrá designar, de conformidad con el párrafo 2 

del presente artículo, hasta dos candidatos que posean las calificacio-
nes y satisfagan los requisitos indicados en el artículo 5, y, al hacerlo, 
presentarán información detallada sobre las calificaciones de los can-
didatos.

 2. 
a) Los candidatos deberán tener la nacionalidad de un Estado 

Parte en el presente Protocolo;
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b) Al menos uno de los dos candidatos deberá tener la naciona-
lidad del Estado Parte que lo proponga;

c) No se podrá proponer la candidatura de más de dos naciona-
les de un Estado Parte;

d) Un Estado Parte, antes de proponer la candidatura de un na-
cional de otro Estado Parte, deberá solicitar y obtener el con-
sentimiento de éste.

 3. Al menos cinco meses antes de la fecha de la reunión de los Estados 
Partes en que deba procederse a la elección, el Secretario General de 
las Naciones Unidas enviará una carta a los Estados Partes invitán-
doles a que presenten sus candidaturas en un plazo de tres meses. El 
Secretario General presentará una lista por orden alfabético de todos 
los candidatos designados de este modo, indicando los Estados Par-
tes que los hayan designado.

• Artículo 7
 1. La elección de los miembros del Subcomité para la Prevención se 

efectuará del modo siguiente:
a) La consideración primordial será que los candidatos satisfa-

gan los requisitos y criterios del artículo 5 del presente Pro-
tocolo;

b) La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses des-
pués de la fecha de la entrada en vigor del presente Protocolo;

c) Los Estados Partes elegirán a los miembros del Subcomité 
para la Prevención en votación secreta;

d) Las elecciones de los miembros del Subcomité para la Preven-
ción se celebrarán en reuniones bienales de los Estados Par-
tes convocadas por el Secretario General de las Naciones 
Unidas. En estas reuniones, para las cuales el quórum estará 
constituido por los dos tercios de los Estados Partes, se con-
siderarán elegidos miembros del Subcomité para la Preven-
ción los candidatos que obtengan el mayor número de votos 
y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de 
los Estados Partes presentes y votantes.

 2. Si durante el proceso de selección se determina que dos nacionales 
de un Estado Parte reúnen las condiciones establecidas para ser 
miembros del Subcomité para la Prevención, el candidato que reciba 
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el mayor número de votos será elegido miembro del Subcomité para 
la Prevención. Si ambos candidatos obtienen el mismo número de vo-
tos se aplicará el procedimiento siguiente:

a) Si sólo uno de los candidatos ha sido propuesto por el Estado 
Parte del que es nacional, quedará elegido miembro ese can-
didato;

b) Si ambos candidatos han sido propuestos por el Estado Parte 
del que son nacionales, se procederá a votación secreta por 
separado para determinar cuál de ellos será miembro;

c) Si ninguno de los candidatos ha sido propuesto por el Estado 
Parte del que son nacionales, se procederá a votación secreta 
por separado para determinar cuál de ellos será miembro.

• Artículo 8
Si un miembro del Subcomité para la Prevención muere o renuncia, o no 
puede desempeñar sus funciones en el Subcomité para la Prevención por 
cualquier otra causa, el Estado Parte que haya presentado su candidatu-
ra podrá proponer a otra persona que posea las calificaciones y satisfaga 
los requisitos indicados en el artículo 5, teniendo presente la necesidad 
de mantener un equilibrio adecuado entre las distintas esferas de compe-
tencia, para que desempeñe sus funciones hasta la siguiente reunión de 
los Estados Partes, con sujeción a la aprobación de la mayoría de dichos 
Estados. Se considerará otorgada dicha aprobación salvo que la mitad o 
más de los Estados Partes respondan negativamente dentro de un plazo 
de seis semanas a contar del momento en que el Secretario General de 
las Naciones Unidas les comunique la candidatura propuesta.

• Artículo 9
Los miembros del Subcomité para la Prevención serán elegidos por un 
mandato de cuatro años. Podrán ser reelegidos una vez si se presenta de 
nuevo su candidatura. El mandato de la mitad de los miembros elegidos 
en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente des-
pués de la primera elección, el Presidente de la reunión a que se hace re-
ferencia en el apartado d) del párrafo 1 del artículo 7 designará por sorteo 
los nombres de esos miembros.
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• Artículo 10
 1. El Subcomité para la Prevención elegirá su Mesa por un mandato de 

dos años. Los miembros de la Mesa podrán ser reelegidos.
 2. El Subcomité para la Prevención establecerá su propio reglamento, 

que dispondrá, entre otras cosas, lo siguiente:
a) La mitad más uno de sus miembros constituirán quórum;
b) Las decisiones del Subcomité para la Prevención se tomarán 

por mayoría de votos de los miembros presentes;
c) Las sesiones del Subcomité para la Prevención serán privadas.

 3. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la reunión 
inicial del Subcomité para la Prevención. Después de su reunión ini-
cial, el Subcomité para la Prevención se reunirá en las ocasiones que 
determine su reglamento. El Subcomité para la Prevención y el Co-
mité contra la Tortura celebrarán sus períodos de sesiones simultá-
neamente al menos una vez al año.

PARTE III
Mandato del Subcomité para la Prevención

• Artículo 11
El mandato del Subcomité para la Prevención será el siguiente:
 a) Visitar los lugares mencionados en el artículo 4 y hacer recomenda-

ciones a los Estados Partes en cuanto a la protección de las personas 
privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes;

 b) Por lo que respecta a los mecanismos nacionales de prevención:
i) Asesorar y ayudar a los Estados Partes, cuando sea necesa-

rio, a establecerlos;
ii) Mantener contacto directo, de ser necesario confidencial, con 

los mecanismos nacionales de prevención y ofrecerles forma-
ción y asistencia técnica con miras a aumentar su capacidad;

iii) Ayudar y asesorar a los mecanismos nacionales de preven-
ción en la evaluación de las necesidades y las medidas desti-
nadas a fortalecer la protección de personas privadas de su 
libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes;
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iv) Hacer recomendaciones y observaciones a los Estados Partes 
con miras a reforzar la capacidad y el mandato de los meca-
nismos nacionales para la prevención de la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

 c) Cooperar, para la prevención de la tortura en general, con los órganos 
y mecanismos pertinentes de las Naciones Unidas así como con insti-
tuciones u organizaciones internacionales, regionales y nacionales 
cuyo objeto sea fortalecer la protección de todas las personas contra 
la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

• Artículo 12
A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda cumplir el mandato 
establecido en el artículo 11, los Estados Partes se comprometen a:
 a) Recibir al Subcomité para la Prevención en su territorio y darle acce-

so a todos los lugares de detención definidos en el artículo 4 del pre-
sente Protocolo;

 b) Compartir toda la información pertinente que el Subcomité para la 
Prevención solicite para evaluar las necesidades y medidas que deben 
adoptarse con el fin de fortalecer la protección de las personas priva-
das de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes;

 c) Alentar y facilitar los contactos entre el Subcomité para la Prevención 
y los mecanismos nacionales de prevención;

 d) Examinar las recomendaciones del Subcomité para la Prevención y 
entablar un diálogo con éste sobre las posibles medidas de aplicación.

• Artículo 13
 1. El Subcomité para la Prevención establecerá, primeramente por sor-

teo, un programa de visitas periódicas a los Estados Partes para dar 
cumplimiento a su mandato de conformidad con el artículo 11.

 2. Tras celebrar las consultas oportunas, el Subcomité para la Preven-
ción notificará su programa a los Estados Partes para que éstos pue-
dan, sin demora, adoptar las disposiciones prácticas necesarias para 
la realización de las visitas.

 3. Las visitas serán realizadas por dos miembros como mínimo del Sub-
comité para la Prevención. Estos miembros podrán ir acompañados, 
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si fuere necesario, de expertos de reconocida experiencia y conoci-
mientos profesionales acreditados en las materias a que se refiere el 
presente Protocolo, que serán seleccionados de una lista de expertos 
preparada de acuerdo con las propuestas hechas por los Estados Par-
tes, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos y el Centro de las Naciones Unidas para la Pre-
vención Internacional del Delito. Para la preparación de esta lista, los 
Estados Partes interesados propondrán un máximo de cinco expertos 
nacionales. El Estado Parte de que se trate podrá oponerse a la inclu-
sión de un determinado experto en la visita, tras lo cual el Subcomité 
para la Prevención propondrá el nombre de otro experto.

 4. El Subcomité para la Prevención, si lo considera oportuno, podrá pro-
poner una breve visita de seguimiento después de la visita periódica.

• Artículo 14
 1. A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda desempeñar su 

mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se comprome-
ten a darle:

a) Acceso sin restricciones a toda la información acerca del nú-
mero de personas privadas de su libertad en lugares de de-
tención según la definición del artículo 4 y sobre el número 
de lugares y su emplazamiento;

b) Acceso sin restricciones a toda la información relativa al tra-
to de esas personas y a las condiciones de su detención;

c) Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 infra, acceso sin 
restricciones a todos los lugares de detención y a sus instala-
ciones y servicios;

d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su 
libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia de un 
intérprete en caso necesario, así como con cualquier otra per-
sona que el Subcomité para la Prevención considere que pue-
da facilitar información pertinente;

e) Libertad para seleccionar los lugares que desee visitar y las 
personas a las que desee entrevistar.

 2. Sólo podrá objetarse a una visita a un determinado lugar de deten-
ción por razones urgentes y apremiantes de defensa nacional, segu-
ridad pública, catástrofes naturales o disturbios graves en el lugar 
que deba visitarse, que impidan temporalmente la realización de esta 



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

118

visita. El Estado Parte no podrá hacer valer la existencia de un estado 
de excepción como tal para oponerse a una visita.

• Artículo 15
Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará 
sanción alguna contra una persona u organización por haber comunica-
do al Subcomité para la Prevención o a sus miembros cualquier informa-
ción, ya sea verdadera o falsa, y ninguna de estas personas u organiza-
ciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo.

• Artículo 16
 1. El Subcomité para la Prevención comunicará sus recomendaciones y 

observaciones con carácter confidencial al Estado Parte y, si fuera 
oportuno, al mecanismo nacional de prevención.

 2. El Subcomité para la Prevención publicará su informe, juntamente 
con las posibles observaciones del Estado Parte interesado, siempre 
que el Estado Parte le pida que lo haga. Si el Estado Parte hace públi-
ca una parte del informe, el Subcomité para la Prevención podrá pu-
blicar el informe en su totalidad o en parte. Sin embargo, no podrán 
publicarse datos personales sin el consentimiento expreso de la per-
sona interesada.

 3. El Subcomité para la Prevención presentará un informe público anual 
sobre sus actividades al Comité contra la Tortura.

 4. Si el Estado Parte se niega a cooperar con el Subcomité para la Pre-
vención de conformidad con los artículos 12 y 14, o a tomar medidas 
para mejorar la situación con arreglo a las recomendaciones del Sub-
comité para la Prevención, el Comité contra la Tortura podrá, a ins-
tancias del Subcomité para la Prevención, decidir por mayoría de sus 
miembros, después de que el Estado Parte haya tenido oportunidad 
de dar a conocer sus opiniones, hacer una declaración pública sobre 
la cuestión o publicar el informe del Subcomité para la Prevención.

PARTE IV
Mecanismos nacionales de prevención

• Artículo 17
Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará, a más tardar un año 
después de la entrada en vigor del presente Protocolo o de su ratificación 
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o adhesión, uno o varios mecanismos nacionales independientes para la 
prevención de la tortura a nivel nacional. Los mecanismos establecidos 
por entidades descentralizadas podrán ser designados mecanismos na-
cionales de prevención a los efectos del presente Protocolo si se ajustan 
a sus disposiciones.

• Artículo 18
 1. Los Estados Partes garantizarán la independencia funcional de los 

mecanismos nacionales de prevención, así como la independencia de 
su personal.

 2. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias a fin de garanti-
zar que los expertos del mecanismo nacional de prevención tengan 
las aptitudes y los conocimientos profesionales requeridos. Se tendrá 
igualmente en cuenta el equilibrio de género y la adecuada represen-
tación de los grupos étnicos y minoritarios del país.

 3. Los Estados Partes se comprometen a proporcionar los recursos ne-
cesarios para el funcionamiento de los mecanismos nacionales de 
prevención.

 4. Al establecer los mecanismos nacionales de prevención, los Estados 
Partes tendrán debidamente en cuenta los Principios relativos al es-
tatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de 
los derechos humanos.

• Artículo 19
Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como mínimo las si-
guientes facultades:
 a) Examinar periódicamente el trato de las personas privadas de su li-

bertad en lugares de detención, según la definición del artículo 4, con 
miras a fortalecer, si fuera necesario, su protección contra la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

 b) Hacer recomendaciones a las autoridades competentes con objeto de 
mejorar el trato y las condiciones de las personas privadas de su li-
bertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes, tomando en consideración las normas perti-
nentes de las Naciones Unidas;

 c) Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación vigente o 
de los proyectos de ley en la materia.
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• Artículo 20
A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desempe-
ñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se compro-
meten a darles:
 a) Acceso a toda la información acerca del número de personas privadas 

de su libertad en lugares de detención según la definición del artículo 
4 y sobre el número de lugares de detención y su emplazamiento;

 b) Acceso a toda la información relativa al trato de esas personas y a las 
condiciones de su detención;

 c) Acceso a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios;
 d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su libertad, 

sin testigos, personalmente o con la asistencia de un intérprete en 
caso necesario, así como con cualquier otra persona que el mecanis-
mo nacional de prevención considere que pueda facilitar información 
pertinente;

 e) Libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar y las perso-
nas a las que deseen entrevistar;

 f) El derecho a mantener contactos con el Subcomité para la Preven-
ción, enviarle información y reunirse con él.

• Artículo 21
 1. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o to-

lerará sanción alguna contra una persona u organización por haber 
comunicado al mecanismo nacional de prevención cualquier informa-
ción, ya sea verdadera o falsa, y ninguna de estas personas u organi-
zaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo.

 2. La información confidencial recogida por el mecanismo nacional de 
prevención tendrá carácter reservado. No podrán publicarse datos 
personales sin el consentimiento expreso de la persona interesada.

• Artículo 22
Las autoridades competentes del Estado Parte interesado examinarán las 
recomendaciones del mecanismo nacional de prevención y entablarán un 
diálogo con este mecanismo acerca de las posibles medidas de aplicación.
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• Artículo 23
Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a publicar y 
difundir los informes anuales de los mecanismos nacionales de prevención.

PARTE V
Declaración

• Artículo 24
 1. Una vez ratificado el presente Protocolo, los Estados Partes podrán 

hacer una declaración para aplazar el cumplimiento de sus obligacio-
nes en virtud de la parte III o de la parte IV. 2. Este aplazamiento ten-
drá validez por un período máximo de tres años. Una vez que el Es-
tado Parte haga las presentaciones del caso y previa consulta con el 
Subcomité para la Prevención, el Comité contra la Tortura podrá pro-
rrogar este período por otros dos años.

PARTE VI 
Disposiciones financieras

• Artículo 25
 1. Los gastos que efectúe el Subcomité para la Prevención en la aplica-

ción del presente Protocolo serán sufragados por las Naciones Unidas.
 2. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el per-

sonal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las fun-
ciones asignadas al Subcomité para la Prevención en virtud del pre-
sente Protocolo.

• Artículo 26
 1. Se creará un Fondo Especial con arreglo a los procedimientos de la 

Asamblea General en la materia, que será administrado de conformi-
dad con el Reglamento Financiero y Reglamentación Financiera De-
tallada de las Naciones Unidas, para contribuir a financiar la aplica-
ción de las recomendaciones del Subcomité para la Prevención a un 
Estado Parte después de una visita, así como los programas de edu-
cación de los mecanismos nacionales de prevención.
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 2. Este Fondo Especial podrá estar financiado mediante contribuciones 
voluntarias de los gobiernos, organizaciones intergubernamentales 
y no gubernamentales y otras entidades privadas o públicas.

PARTE VII
Disposiciones finales

• Artículo 27
 1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados 

que hayan firmado la Convención.
 2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier Esta-

do que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. Los 
instrumentos de ratificación serán depositados en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

 3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de todos los Es-
tados que hayan ratificado la Convención o se hayan adherido a ella.

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

 5. El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 
Estados que hayan firmado el presente Protocolo o se hayan adheri-
do a él el depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o 
adhesión.

• Artículo 28
 1. El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 

fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratifi-
cación o adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.

 2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él 
después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratifi-
cación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a par-
tir de la fecha en que ese Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación o de adhesión.
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• Artículo 29
Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas las par-
tes componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción al-
guna.

• Artículo 30
No se admitirán reservas al presente Protocolo.

• Artículo 31
Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las obligaciones 
que los Estados Partes puedan haber contraído en virtud de una conven-
ción regional que instituya un sistema de visitas a los lugares de deten-
ción. Se alienta al Subcomité para la Prevención y a los órganos estable-
cidos con arreglo a esas convenciones regionales a que se consulten y 
cooperen entre sí para evitar duplicaciones y promover efectivamente los 
objetivos del presente Protocolo.

• Artículo 32
Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las obligaciones 
de los Estados Partes en virtud de los cuatro Convenios de Ginebra de 12 
de agosto de 1949 y sus Protocolos adicionales de 8 de junio de 1977 o la 
posibilidad abierta a cualquier Estado Parte de autorizar al Comité Inter-
nacional de la Cruz Roja a visitar los lugares de detención en situaciones 
no comprendidas en el derecho internacional humanitario.

• Artículo 33
 1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cual-

quier momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien informará seguidamente a los 
demás Estados Partes en el presente Protocolo y la Convención. La 
denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notifica-
ción haya sido recibida por el Secretario General.

 2. Esta denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le 
impone el presente Protocolo con respecto a cualquier acción o situa-
ción ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia 
o las medidas que el Subcomité para la Prevención haya decidido o 
decida adoptar en relación con el Estado Parte de que se trate, ni la 
denuncia entrañará tampoco la suspensión del examen de cualquier 
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asunto que el Subcomité para la Prevención haya empezado a exami-
nar antes de la fecha en que surta efecto la denuncia.

 3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia del Estado Parte, 
el Subcomité para la Prevención no empezará a examinar ninguna 
cuestión nueva relativa a dicho Estado.

• Artículo 34
 1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá proponer enmien-

das y depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas 
a los Estados Partes en el presente Protocolo, pidiéndoles que le no-
tifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes 
con el fin de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si en 
el plazo de cuatro meses a partir de la fecha de la comunicación un 
tercio al menos de los Estados Partes se declara a favor de la convo-
cación, el Secretario General convocará la conferencia bajo los aus-
picios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por una ma-
yoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes en la 
conferencia será sometida por el Secretario General a todos los Es-
tados Partes para su aceptación.

 2. Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presen-
te artículo entrará en vigor cuando haya sido aceptada por una ma-
yoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Protocolo, 
de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales. 
3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Esta-
dos Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pro-
tocolo y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.

• Artículo 35
Se reconocerá a los miembros del Subcomité para la Prevención y de los 
mecanismos nacionales de prevención las prerrogativas e inmunidades 
que sean necesarias para el ejercicio independiente de sus funciones. Se 
reconocerá a los miembros del Subcomité para la Prevención las prerro-
gativas e inmunidades especificadas en la sección 22 de la Convención 
sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas, de 13 de fe-
brero de 1946, con sujeción a las disposiciones de la sección 23 de dicha 
Convención.
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• Artículo 36
Durante la visita a un Estado Parte, y sin perjuicio de las disposiciones y ob-
jetivos del presente Protocolo y de las prerrogativas e inmunidades de que 
puedan gozar, los miembros del Subcomité para la Prevención deberán:
 a) Observar las leyes y los reglamentos del Estado visitado;
 b) Abstenerse de toda acción o actividad incompatible con el carácter 

imparcial e internacional de sus funciones.

• Artículo 37
 1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, 

inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas.

 2. El Secretario General de las Naciones remitirá copias certificadas del 
presente Protocolo a todos los Estados.
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Conjunto de Pr incipios para la 
Protección de Todas las Personas 

Sometidas a Cualquier Forma 
de Detención o Pr is ión

Adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173,  
de 9 de diciembre de 1988

Ámbito de aplicación del conjunto de principios
Los presentes principios tienen por objetivo la protección de todas las 
personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión.

Uso de los términos
Para los fines del Conjunto de Principios:
a) Por “arresto” se entiende el acto de aprehender a una persona con mo-
tivo de la supuesta comisión de un delito o por acto de autoridad; b) Por 
“persona detenida” se entiende toda persona privada de la libertad per-
sonal, salvo cuando ello haya resultado de una condena por razón de un 
delito; c) Por “persona presa” se entiende toda persona privada de la li-
bertad personal como resultado de la condena por razón de un delito; d) 
Por “detención” se entiende la condición de las personas detenidas tal 
como se define supra; e) Por “prisión” se entiende la condición de las per-
sonas presas tal como se define supra; f) Por “un juez u otra autoridad” 
se entiende una autoridad judicial u otra autoridad establecida por ley 
cuya condición y mandato ofrezcan las mayores garantías posibles de 
competencia, imparcialidad e independencia.

• Principio 1
Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será tra-
tada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano.
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• Principio 2
El arresto, la detención o la prisión sólo se llevarán a cabo en estricto 
cumplimiento de la ley y por funcionarios competentes o personas auto-
rizadas para ese fin.

• Principio 3
No se restringirá o menoscabará ninguno de los derechos humanos de 
las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión recono-
cidos o vigentes en un Estado en virtud de leyes, convenciones, reglamen-
tos o costumbres so pretexto de que el presente Conjunto de Principios 
no reconoce esos derechos o los reconoce en menor grado.

• Principio 4
Toda forma de detención o prisión y todas las medidas que afectan a los 
derechos humanos de las personas sometidas a cualquier forma de de-
tención o prisión deberán ser ordenadas por un juez u otra autoridad, o 
quedar sujetas a la fiscalización efectiva de un juez u otra autoridad.

• Principio 5
 1. Los presentes principios se aplicarán a todas las personas en el terri-

torio de un Estado, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
religión o creencia religiosa, opinión política o de otra índole, origen 
nacional, étnico o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición.

 2. Las medidas que se apliquen con arreglo a la ley y que tiendan a pro-
teger exclusivamente los derechos y la condición especial de la mujer, 
en particular de las mujeres embarazadas y las madres lactantes, los 
niños y los jóvenes, las personas de edad, los enfermos o los impedi-
dos, no se considerarán discriminatorias. La necesidad y la aplicación 
de tales medidas estarán siempre sujetas a revisión por un juez u otra 
autoridad.

• Principio 6
Ninguna persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será 
sometida a tortura o a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 
No podrá invocarse circunstancia alguna como justificación de la tortura 
o de otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
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• Principio 7
 1. Los Estados deberán prohibir por ley todo acto contrario a los dere-

chos y deberes que se enuncian en los presentes principios, someter 
todos esos actos a las sanciones procedentes y realizar investigacio-
nes imparciales de las denuncias al respecto.

 2. Los funcionarios que tengan razones para creer que se ha producido 
o está por producirse una violación del presente Conjunto de Princi-
pios comunicarán la cuestión a sus superiores y, cuando sea necesa-
rio, a las autoridades u órganos competentes que tengan atribuciones 
fiscalizadoras o correctivas.

 3. Toda otra persona que tenga motivos para creer que se ha producido 
o está por producirse una violación del presente Conjunto de Princi-
pios tendrá derecho a comunicar el asunto a los superiores de los fun-
cionarios involucrados, así como a otras autoridades u órganos com-
petentes que tengan atribuciones fiscalizadoras o correctivas.

• Principio 8
Las personas detenidas recibirán un trato apropiado a su condición de 
personas que no han sido condenadas. En consecuencia, siempre que sea 
posible se las mantendrá separadas de las personas presas.

• Principio 9
Las autoridades que arresten a una persona, la mantengan detenida o in-
vestiguen el caso sólo podrán ejercer las atribuciones que les confiera la 
ley, y el ejercicio de esas atribuciones estará sujeto a recurso ante un juez 
u otra autoridad.

• Principio 10
Toda persona arrestada será informada en el momento de su arresto de 
la razón por la que se procede a él y notificada sin demora de la acusación 
formulada contra ella.

• Principio 11
 1. Nadie será mantenido en detención sin tener la posibilidad real de ser 

oído sin demora por un juez u otra autoridad. La persona detenida 
tendrá el derecho de defenderse por sí misma o ser asistida por un 
abogado según prescriba la ley.
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 2. Toda persona detenida y su abogado, si lo tiene, recibirán una comu-
nicación inmediata y completa de la orden de detención, junto con las 
razones en que se funde.

 3. Se facultará a un juez o a otra autoridad para considerar la prolonga-
ción de la detención según corresponda.

• Principio 12
 1. Se harán constar debidamente:

a) Las razones del arresto; b) La hora del arresto de la persona 
y la hora de su traslado al lugar de custodia, así como la hora 
de su primera comparecencia ante el juez u otra autoridad; c) 
La identidad de los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley que hayan intervenido; d) Información precisa acerca 
del lugar de custodia.

 2. La constancia de esas actuaciones será puesta en conocimiento de la 
persona detenida o de su abogado, si lo tiene, en la forma prescrita 
por la ley.

• Principio 13
Las autoridades responsables del arresto, detención o prisión de una per-
sona deberán suministrarle, en el momento del arresto y al comienzo del 
período de detención o de prisión o poco después, información y una ex-
plicación sobre sus derechos, así como sobre la manera de ejercerlos.

• Principio 14
Toda persona que no comprenda o no hable adecuadamente el idioma 
empleado por las autoridades responsables del arresto, detención o pri-
sión tendrá derecho a que se le comunique sin demora, en un idioma que 
comprenda, la información mencionada en el principio 10, el párrafo 2 
del principio 11, el párrafo 1 del principio 12 y el principio 13 y a contar 
con la asistencia, gratuita si fuese necesario, de un intérprete en las ac-
tuaciones judiciales posteriores a su arresto.

• Principio 15
A reserva de las excepciones consignadas en el párrafo 4 del principio 16 
y el párrafo 3 del principio 18, no se mantendrá a la persona presa o de-
tenida incomunicada del mundo exterior, en particular de su familia o su 
abogado, por más de algunos días.
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• Principio 16
 1. Prontamente después de su arresto y después de cada traslado de un 

lugar de detención o prisión a otro, la persona detenida o presa ten-
drá derecho a notificar, o a pedir que la autoridad competente notifi-
que, a su familia o a otras personas idóneas que él designe, su arres-
to, detención o prisión o su traslado y el lugar en que se encuentra 
bajo custodia.

 2. Si se trata de un extranjero, la persona detenida o presa será también 
informada prontamente de su derecho a ponerse en comunicación 
por los medios adecuados con una oficina consular o la misión diplo-
mática del Estado del que sea nacional o de aquel al que, por otras 
razones, competa recibir esa comunicación, de conformidad con el 
derecho internacional o con el representante de la organización in-
ternacional competente, si se trata de un refugiado o se halla bajo la 
protección de una organización intergubernamental por algún otro 
motivo.

 3. Si la persona detenida o presa es un menor o una persona incapaz de 
entender cuáles son sus derechos, la autoridad competente se encar-
gará por iniciativa propia de efectuar la notificación a que se hace re-
ferencia en este principio. Se velará en especial porque los padres o 
tutores sean notificados.

 4. La autoridad competente hará o permitirá que se hagan sin demora 
las notificaciones a que se hace referencia en el presente principio. 
Sin embargo, la autoridad competente podrá retrasar una notifica-
ción por un período razonable en los casos en que las necesidades 
excepcionales de la investigación así lo requieran.

• Principio 17
 1. Las personas detenidas tendrán derecho a asistencia de un aboga-

do. La autoridad competente les informará de ese derecho pronta-
mente después de su arresto y les facilitará medios adecuados para 
ejercerlo.

 2. La persona detenida que no disponga de asistencia de un abogado de 
su elección tendrá derecho a que un juez u otra autoridad le designe 
un abogado en todos los casos en que el interés de la justicia así lo 
requiera y sin costo para él si careciere de medios suficientes para 
pagarlo.
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• Principio 18
 1. Toda persona detenida o presa tendrá derecho a comunicarse con su 

abogado y a consultarlo.
 2. Se darán a la persona detenida o presa tiempo y medios adecuados 

para consultar con su abogado.
 3. El derecho de la persona detenida o presa a ser visitada por su abo-

gado y a consultarlo y comunicarse con él, sin demora y sin censura, 
y en régimen de absoluta confidencialidad, no podrá suspenderse ni 
restringirse, salvo en circunstancias excepcionales que serán deter-
minadas por la ley o los reglamentos dictados conforme a derecho, 
cuando un juez u otra autoridad lo considere indispensable para man-
tener la seguridad y el orden.

 4. Las entrevistas entre la persona detenida o presa y su abogado po-
drán celebrarse a la vista de un funcionario encargado de hacer cum-
plir la ley, pero éste no podrá hallarse a distancia que le permita oír 
la conversación.

 5. Las comunicaciones entre una persona detenida o presa y su aboga-
do mencionadas en el presente principio no se podrán admitir como 
prueba en contra de la persona detenida o presa a menos que se re-
lacionen con un delito continuo o que se proyecte cometer.

• Principio 19
Toda persona detenida o presa tendrá el derecho de ser visitada, en par-
ticular por sus familiares, y de tener correspondencia con ellos y tendrá 
oportunidad adecuada de comunicarse con el mundo exterior, con suje-
ción a las condiciones y restricciones razonables determinadas por ley o 
reglamentos dictados conforme a derecho.

• Principio 20
Si lo solicita la persona detenida o presa, será mantenida en lo posible en 
un lugar de detención o prisión situado a una distancia razonable de su 
lugar de residencia habitual.

• Principio 21
 1. Estará prohibido abusar de la situación de una persona detenida o 

presa para obligarla a confesar o declarar contra sí misma o contra 
cualquier otra persona.
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 2. Ninguna persona detenida será sometida, durante su interrogatorio, 
a violencia, amenazas o cualquier otro método de interrogación que 
menoscabe su capacidad de decisión o su juicio.

• Principio 22
Ninguna persona detenida o presa será sometida, ni siquiera con su con-
sentimiento, a experimentos médicos o científicos que puedan ser perju-
diciales para su salud.

• Principio 23
 1. La duración de todo interrogatorio a que se someta a una persona 

detenida o presa y la de los intervalos entre los interrogatorios, así 
como la identidad de los funcionarios que los hayan practicado y la 
de las demás personas presentes, serán consignadas en registros y 
certificadas en la forma prescrita por ley.

 2. La persona detenida o presa, o su abogado, cuando lo disponga la ley, 
tendrá acceso a la información descrita en el párrafo 1 del presente 
principio.

• Principio 24
Se ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropia-
do con la menor dilación posible después de su ingreso en el lugar de de-
tención o prisión y, posteriormente, esas personas recibirán atención y 
tratamiento médico cada vez que sea necesario. Esa atención y ese trata-
miento serán gratuitos.

• Principio 25
La persona detenida o presa o su abogado, con sujeción únicamente a con-
diciones razonables que garanticen la seguridad y el orden en el lugar de 
detención o prisión, tendrá derecho a solicitar autorización de un juez u otra 
autoridad para un segundo examen médico o una segunda opinión médica.

• Principio 26
Quedará debida constancia en registros del hecho de que una persona 
detenida o presa ha sido sometida a un examen médico, del nombre del 
médico y de los resultados de dicho examen. Se garantizará el acceso a 
esos registros. Las modalidades a tal efecto serán conformes a las normas 
pertinentes del derecho interno.
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• Principio 27
La inobservancia de los presentes principios en la obtención de las prue-
bas se tendrá en cuenta al determinar la admisibilidad de tales pruebas 
contra una persona detenida o presa.

• Principio 28
La persona detenida o presa tendrá derecho a obtener, dentro de los lí-
mites de los recursos disponibles si se trata de fuentes públicas, cantida-
des razonables de materiales educacionales, culturales y de información, 
con sujeción a condiciones razonables que garanticen la seguridad y el 
orden en el lugar de detención o prisión.

• Principio 29
 1. A fin de velar por la estricta observancia de las leyes y reglamentos 

pertinentes, los lugares de detención serán visitados regularmente 
por personas calificadas y experimentadas nombradas por una auto-
ridad competente distinta de la autoridad directamente encargada de 
la administración del lugar de detención o prisión, y dependientes de 
esa autoridad.

 2. La persona detenida o presa tendrá derecho a comunicarse libre-
mente y en régimen de absoluta confidencialidad con las personas 
que visiten los lugares de detención o prisión de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 del presente principio, con sujeción a con-
diciones razonables que garanticen la seguridad y el orden en tales 
lugares.

• Principio 30
 1. Los tipos de conducta de la persona detenida o presa que constituyan 

infracciones disciplinarias durante la detención o la prisión, la des-
cripción y duración de las sanciones disciplinarias que puedan apli-
carse y las autoridades competentes para aplicar dichas sanciones se 
determinarán por ley o por reglamentos dictados conforme a derecho 
y debidamente publicados.

 2. La persona detenida o presa tendrá derecho a ser oída antes de que 
se tomen medidas disciplinarias. Tendrá derecho a someter tales me-
didas a autoridades superiores para su examen.
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• Principio 31
Las autoridades competentes procurarán asegurar, de conformidad con 
el derecho interno y cuando se necesite, la asistencia a los familiares de 
las personas detenidas o presas que estén a cargo de éstas, y en particu-
lar a los menores, y velarán especialmente por la tutela de los niños que 
hayan quedado privados de supervisión.

• Principio 32
 1. La persona detenida o su abogado tendrá derecho a interponer en 

cualquier momento una acción, con arreglo al derecho interno, ante 
un juez u otra autoridad a fin de impugnar la legalidad de su deten-
ción y, si ésta no fuese legal, obtener su inmediata liberación.

 2. El procedimiento previsto en el párrafo 1 del presente principio, será 
sencillo y expedito y no entrañará costo alguno para el detenido, si 
éste careciere de medios suficientes. La autoridad que haya procedi-
do a la detención llevará sin demora injustificada al detenido ante la 
autoridad encargada del examen del caso.

• Principio 33
 1. La persona detenida o presa o su abogado tendrá derecho a presen-

tar a las autoridades encargadas de la administración del lugar de 
detención y a las autoridades superiores y, de ser necesario, a las au-
toridades competentes que tengan atribuciones fiscalizadoras o co-
rrectivas una petición o un recurso por el trato de que haya sido ob-
jeto, en particular en caso de tortura u otros tratos crueles, inhumanos 
o degradantes.

 2. Los derechos que confiere el párrafo 1 del presente principio, podrán 
ser ejercidos por un familiar de la persona presa o detenida o por otra 
persona que tenga conocimiento del caso cuando ni la persona presa 
o detenida ni su abogado tengan posibilidades de ejercerlos.

 3. La petición o recurso serán confidenciales si así lo pidiere el recurrente.
 4. Toda petición o recurso serán examinados sin dilación y contestados 

sin demora injustificada. Si la petición o recurso fueren rechazados o 
hubiere un retraso excesivo, el recurrente tendrá derecho a presentar 
una petición o recurso ante un juez u otra autoridad. Ni las personas 
detenidas o presas ni los recurrentes sufrirán perjuicios por haber 
presentado una petición o recurso de conformidad con el párrafo 1 
del presente principio.
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• Principio 34
Si una persona detenida o presa muere o desaparece durante su deten-
ción o prisión, un juez u otra autoridad, de oficio o a instancias de un 
miembro de la familia de esa persona o de alguna persona que tenga co-
nocimiento del caso, investigará la causa de la muerte o desaparición. 
Cuando las circunstancias lo justifiquen, se llevará a cabo una investiga-
ción iniciada de la misma manera cuando la muerte o desaparición ocu-
rra poco después de terminada la detención o prisión. Las conclusiones 
de esa investigación o el informe correspondiente serán puestos a dispo-
sición de quien lo solicite, a menos que con ello se obstaculice la instruc-
ción de una causa penal en curso.

• Principio 35
 1. Los daños causados por actos u omisiones de un funcionario público 

que sean contrarios a los derechos previstos en los presentes princi-
pios serán indemnizados de conformidad con las normas del derecho 
interno aplicables en materia de responsabilidad.

 2. La información de la que se deba dejar constancia en registros a efec-
tos de los presentes principios estará disponible, de conformidad con 
los procedimientos previstos en el derecho interno, para ser utilizada 
cuando se reclame indemnización con arreglo al presente principio.

• Principio 36
 1. Se presumirá la inocencia de toda persona sospechosa o acusada de 

un delito y se la tratará como tal mientras no haya sido probada su 
culpabilidad conforme al derecho en un juicio público en el que haya 
gozado de todas las garantías necesarias para su defensa.

 2. Sólo se procederá al arresto o detención de esa persona en espera de 
la instrucción y el juicio cuando lo requieran las necesidades de la ad-
ministración de justicia por motivos y según condiciones y procedi-
mientos determinados por ley. Estará prohibido imponer a esa per-
sona restricciones que no estén estrictamente justificadas para los 
fines de la detención o para evitar que se entorpezca el proceso de 
instrucción o la administración de justicia, o para el mantenimiento 
de la seguridad y el orden en el lugar de detención.
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• Principio 37
Toda persona detenida a causa de una infracción penal será llevada sin 
demora tras su detención ante un juez u otra autoridad determinada por 
ley. Esa autoridad decidirá sin dilación si la detención es lícita y necesa-
ria. Nadie podrá ser mantenido en detención en espera de la instrucción 
o el juicio salvo en virtud de orden escrita de dicha autoridad. Toda per-
sona detenida, al comparecer ante esa autoridad, tendrá derecho a hacer 
una declaración acerca del trato que haya recibido durante su detención.

• Principio 38
La persona detenida a causa de una infracción penal tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o puesta en libertad en espera de 
juicio.

• Principio 39
Excepto en casos especiales indicados por ley, toda persona detenida a 
causa de una infracción penal tendrá derecho, a menos que un juez u otra 
autoridad decida lo contrario en interés de la administración de justicia, 
a la libertad en espera de juicio con sujeción a las condiciones que se im-
pongan conforme a derecho. Esa autoridad mantendrá en examen la ne-
cesidad de la detención.

Cláusula general
Ninguna de las disposiciones del presente Conjunto de Principios se en-
tenderá en el sentido de que restrinja o derogue ninguno de los derechos 
definidos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
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Principios Básicos para el 
Tratamiento de los Reclusos

Adoptados y proclamados por la Asamblea General  
en su resolución 45/111, de 14 de diciembre de 1990

 1. Todos los reclusos serán tratados con el respeto que merecen su dig-
nidad y valor inherentes de seres humanos.

 2. No existirá discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento u otros factores.

 3. Sin perjuicio de lo que antecede, es necesario respetar las creencias 
religiosas y los preceptos culturales del grupo a que pertenezcan los 
reclusos, siempre que así lo exijan las condiciones en el lugar.

 4. El personal encargado de las cárceles cumplirá con sus obligaciones 
en cuanto a la custodia de los reclusos y la protección de la sociedad 
contra el delito de conformidad con los demás objetivos sociales del 
Estado y con su responsabilidad fundamental de promover el bienes-
tar y el desarrollo de todos los miembros de la sociedad.

 5. Con excepción de las limitaciones que sean evidentemente necesarias 
por el hecho del encarcelamiento, todos los reclusos seguirán gozan-
do de los derechos humanos y las libertades fundamentales consa-
grados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facul-
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tativo, así como de los demás derechos estipulados en otros instru-
mentos de las Naciones Unidas.

 6. Todos los reclusos tendrán derecho a participar en actividades cultu-
rales y educativas encaminadas a desarrollar plenamente la persona-
lidad humana.

 7. Se tratará de abolir o restringir el uso del aislamiento en celda de cas-
tigo como sanción disciplinaria y se alentará su abolición o res-
tricción.

 8. Se crearán condiciones que permitan a los reclusos realizar activida-
des laborales remuneradas y útiles que faciliten su reinserción en el 
mercado laboral del país y les permitan contribuir al sustento econó-
mico de su familia y al suyo propio.

 9. Los reclusos tendrán acceso a los servicios de salud de que disponga 
el país, sin discriminación por su condición jurídica.

10. Con la participación y ayuda de la comunidad y de instituciones so-
ciales, y con el debido respeto de los intereses de las víctimas, se crea-
rán condiciones favorables para la reincorporación del ex recluso a 
la sociedad en las mejores condiciones posibles.

11. Los principios que anteceden serán aplicados en forma imparcial.



PRINCIPIOS DE ÉTICA MÉDICA 
APLICABLES A LA FUNCIÓN 
DEL PERSONAL DE SALUD, 

ESPECIALMENTE LOS MÉDICOS, EN LA 
PROTECCIÓN DE PERSONAS PRESAS 
Y DETENIDAS CONTRA LA TORTURA Y 
OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, 

INHUMANOS O DEGRADANTES

Adoptados por la Asamblea General en su resolución 
37/194, de 18 de diciembre de 1982
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Principios de Ét ica Médica Apl icables 
a la Función del Personal de Salud, 
Especialmente los Médicos, en la 
Protección de Personas Presas 
y Detenidas contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes

Adoptados por la Asamblea General en su resolución 37/194,  
de 18 de diciembre de 1982

• Principio 1
El personal de salud, especialmente los médicos, encargado de la aten-
ción médica de personas presas o detenidas tiene el deber de brindar pro-
tección a la salud física y mental de dichas personas y de tratar sus enfer-
medades al mismo nivel de calidad que brindan a las personas que no 
están presas o detenidas.

• Principio 2
Constituye una violación patente de la ética médica, así como un delito con 
arreglo a los instrumentos internacionales aplicables, la participación acti-
va o pasiva del personal de salud, en particular de los médicos, en actos que 
constituyan participación o complicidad en torturas u otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, incitación a ello o intento de cometerlos.

• Principio 3
Constituye una violación de la ética médica el hecho de que el personal 
de salud, en particular los médicos, tengan con los presos o detenidos 
cualquier relación profesional cuya sola finalidad no sea evaluar, prote-
ger o mejorar la salud física y mental de éstos.
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• Principio 4
Es contrario a la ética médica el hecho de que el personal de salud, en 
particular los médicos:
 a) Contribuyan con sus conocimientos y pericia a interrogatorios de 

personas presas y detenidas, en una forma que pueda afectar la con-
dición o salud física o mental de dichos presos o detenidos y que no 
se conforme a los instrumentos internacionales pertinentes;

 b) Certifiquen, o participen en la certificación, de que la persona presa 
o detenida se encuentra en condiciones de recibir cualquier forma de 
tratamiento o castigo que pueda influir desfavorablemente en su sa-
lud física y mental y que no concuerde con los instrumentos interna-
cionales pertinentes, o participen de cualquier manera en la adminis-
tración de todo tratamiento o castigo que no se ajuste a lo dispuesto 
en los instrumentos internacionales pertinentes.

• Principio 5
La participación del personal de salud, en particular los médicos, en la 
aplicación de cualquier procedimiento coercitivo a personas presas o de-
tenidas es contraria a la ética médica, a menos que se determine, según 
criterios puramente médicos, que dicho procedimiento es necesario para 
la protección de la salud física o mental o la seguridad del propio preso o 
detenido, de los demás presos o detenidos, o de sus guardianes, y no pre-
senta peligro para la salud del preso o detenido.

• Principio 6
No podrá admitirse suspensión alguna de los principios precedentes por 
ningún concepto, ni siquiera en caso de emergencia pública.



REGLAS MÍNIMAS PARA  
EL TRATAMIENTO  

DE LOS RECLUSOS

Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y  
Tratamiento del Delincuente,  

celebrado en Ginebra en 1955,  
y aprobadas por el Consejo Económico y Social  
en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio  
de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977
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Reglas Mínimas para el 
Tratamiento de los Reclusos

Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y  Tratamiento del Delincuente,  

celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas  
por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones  

663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII)  
de 13 de mayo de 1977

Observaciones preliminares

 1. El objeto de las reglas siguientes no es de describir en forma detalla-
da un sistema penitenciario modelo, sino únicamente establecer, ins-
pirándose en conceptos generalmente admitidos en nuestro tiempo 
y en los elementos esenciales de los sistemas contemporáneos más 
adecuados, los principios y las reglas de una buena organización pe-
nitenciaria y de la práctica relativa al tratamiento de los reclusos.

 2. Es evidente que debido a la gran variedad de condiciones jurídicas, 
sociales, económicas y geográficas existentes en el mundo, no se pue-
den aplicar indistintamente todas las reglas en todas partes y en todo 
tiempo. Sin embargo, deberán servir para estimular el esfuerzo cons-
tante por vencer las dificultades prácticas que se oponen a su aplica-
ción, en vista de que representan en su conjunto las condiciones mí-
nimas admitidas por las Naciones Unidas.

 3. Además, los criterios que se aplican a las materias a que se refieren 
estas reglas evolucionan constantemente. No tienden a excluir la po-
sibilidad de experiencias y prácticas, siempre que éstas se ajusten a 
los principios y propósitos que se desprenden del texto de las reglas. 
Con ese espíritu, la administración penitenciaria central podrá siem-
pre autorizar cualquier excepción a las reglas.

 4. 1) La primera parte de las reglas trata de las concernientes a la admi-
nistración general de los establecimientos penitenciarios y es aplica-
ble a todas las categorías de reclusos, criminales o civiles, en prisión 
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preventiva o condenados, incluso a los que sean objeto de una medi-
da de seguridad o de una medida de reeducación ordenada por el 
juez. 2) La segunda parte contiene las reglas que no son aplicables 
más que a las categorías de reclusos a que se refiere cada sección. Sin 
embargo, las reglas de la sección A, aplicables a los reclusos conde-
nados serán igualmente aplicables a las categorías de reclusos a que 
se refieren las secciones B, C y D, siempre que no sean contradicto-
rias con las reglas que las rigen y a condición de que sean provecho-
sas para estos reclusos.

 5. 1) Estas reglas no están destinadas a determinar la organización de 
los establecimientos para delincuentes juveniles (establecimientos 
Borstal, instituciones de reeducación, etc.). No obstante, de un modo 
general, cabe considerar que la primera parte de las reglas mínimas 
es aplicable también a esos establecimientos. 2) La categoría de re-
clusos juveniles debe comprender, en todo caso, a los menores que 
dependen de las jurisdicciones de menores. Por lo general, no debe-
ría condenarse a los delincuentes juveniles a penas de prisión.

Primera parte
Reglas de aplicación general

Principio fundamental
 6. 1) Las reglas que siguen deben ser aplicadas imparcialmente. No se 

debe hacer diferencias de trato fundadas en prejuicios, principalmen-
te de raza, color, sexo, lengua, religión, opinión política o cualquier 
otra opinión, de origen nacional o social, fortuna, nacimiento u otra 
situación cualquiera. 2) Por el contrario, importa respetar las creen-
cias religiosas y los preceptos morales del grupo al que pertenezca el 
recluso.

Registro
 7. 1) En todo sitio donde haya personas detenidas, se deberá llevar al 

día un registro empastado y foliado que indique para cada detenido: 
a) Su identidad; b) Los motivos de su detención y la autoridad com-
petente que lo dispuso; c) El día y la hora de su ingreso y de su salida. 
2) Ninguna persona podrá ser admitida en un establecimiento sin una 
orden válida de detención, cuyos detalles deberán ser consignados 
previamente en el registro.
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Separación de categorías
 8. Los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser aloja-

dos en diferentes establecimientos o en diferentes secciones dentro 
de los establecimientos, según su sexo y edad, sus antecedentes, los 
motivos de su detención y el trato que corresponda aplicarles. Es de-
cir que: a) Los hombres y las mujeres deberán ser recluidos, hasta 
donde fuere posible, en establecimientos diferentes; en un estableci-
miento en el que se reciban hombres y mujeres, el conjunto de locales 
destinado a las mujeres deberá estar completamente separado; b) Los 
detenidos en prisión preventiva deberán ser separados de los que es-
tán cumpliendo condena; c) Las personas presas por deudas y los de-
más condenados a alguna forma de prisión por razones civiles debe-
rán ser separadas de los detenidos por infracción penal; d) Los 
detenidos jóvenes deberán ser separados de los adultos.

Locales destinados a los reclusos
 9. 1) Las celdas o cuartos destinados al aislamiento nocturno no debe-

rán ser ocupados más que por un solo recluso. Si por razones espe-
ciales, tales como el exceso temporal de población carcelaria, resul-
tara indispensable que la administración penitenciaria central hiciera 
excepciones a esta regla, se deberá evitar que se alojen dos reclusos 
en cada celda o cuarto individual. 2) Cuando se recurra a dormitorios, 
éstos deberán ser ocupados por reclusos cuidadosamente seleccio-
nados y reconocidos como aptos para ser alojados en estas condicio-
nes. Por la noche, estarán sometidos a una vigilancia regular, adap-
tada al tipo de establecimiento de que se trate.

10. Los locales destinados a los reclusos y especialmente a aquellos que 
se destinan al alojamiento de los reclusos durante la noche, deberán 
satisfacer las exigencias de la higiene, habida cuenta del clima, parti-
cularmente en lo que concierne al volumen de aire, superficie mínima, 
alumbrado, calefacción y ventilación.

11. En todo local donde los reclusos tengan que vivir o trabajar: a) Las 
ventanas tendrán que ser suficientemente grandes para que el reclu-
so pueda leer y trabajar con luz natural; y deberán estar dispuestas 
de manera que pueda entrar aire fresco, haya o no ventilación artifi-
cial; b) La luz artificial tendrá que ser suficiente para que el recluso 
pueda leer y trabajar sin perjuicio de su vista.
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12. Las instalaciones sanitarias deberán ser adecuadas para que el reclu-
so pueda satisfacer sus necesidades naturales en el momento oportu-
no, en forma aseada y decente.

13. Las instalaciones de baño y de ducha deberán ser adecuadas para que 
cada recluso pueda y sea requerido a tomar un baño o ducha a una 
temperatura adaptada al clima y con la frecuencia que requiera la hi-
giene general según la estación y la región geográfica, pero por lo 
menos una vez por semana en clima templado.

14. Todos los locales frecuentados regularmente por los reclusos deberán 
ser mantenidos en debido estado y limpios.

Higiene personal
15. Se exigirá de los reclusos aseo personal y a tal efecto dispondrán 

de agua y de los artículos de aseo indispensables para su salud y 
limpieza.

16. Se facilitará a los reclusos medios para el cuidado del cabello y de la 
barba, a fin de que se presenten de un modo correcto y conserven el 
respeto de sí mismos; los hombres deberán poder afeitarse con regu-
laridad.

Ropas y cama
17. 1) Todo recluso a quien no se permita vestir sus propias prendas re-

cibirá las apropiadas al clima y suficientes para mantenerle en buena 
salud. Dichas prendas no deberán ser en modo alguno degradantes 
ni humillantes. 2) Todas las prendas deberán estar limpias y manteni-
das en buen estado. La ropa interior se cambiará y lavará con la fre-
cuencia necesaria para mantener la higiene. 3) En circunstancias ex-
cepcionales, cuando el recluso se aleje del establecimiento para fines 
autorizados, se le permitirá que use sus propias prendas o vestidos 
que no llamen la atención.

18. Cuando se autorice a los reclusos para que vistan sus propias pren-
das, se tomarán disposiciones en el momento de su ingreso en el es-
tablecimiento, para asegurarse de que están limpias y utilizables.

19. Cada recluso dispondrá, en conformidad con los usos locales o na-
cionales, de una cama individual y de ropa de cama individual sufi-
ciente, mantenida convenientemente y mudada con regularidad a fin 
de asegurar su limpieza.
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Alimentación
20. 1) Todo recluso recibirá de la administración, a las horas acostumbra-

das, una alimentación de buena calidad, bien preparada y servida, 
cuyo valor nutritivo sea suficiente para el mantenimiento de su salud 
y de sus fuerzas. 2) Todo recluso deberá tener la posibilidad de pro-
veerse de agua potable cuando la necesite.

Ejercicios físicos
21. 1) El recluso que no se ocupe de un trabajo al aire libre deberá dispo-

ner, si el tiempo lo permite, de una hora al día por lo menos de ejer-
cicio físico adecuado al aire libre. 2) Los reclusos jóvenes y otros cuya 
edad y condición física lo permitan, recibirán durante el período re-
servado al ejercicio una educación física y recreativa. Para ello, se 
pondrá a su disposición el terreno, las instalaciones y el equipo nece-
sario.

Servicios médicos
22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los 

servicios de un médico calificado que deberá poseer algunos conoci-
mientos psiquiátricos. Los servicios médicos deberán organizarse ín-
timamente vinculados con la administración general del servicio sa-
nitario de la comunidad o de la nación. Deberán comprender un 
servicio psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere necesario, para el 
tratamiento de los casos de enfermedades mentales. 2) Se dispondrá 
el traslado de los enfermos cuyo estado requiera cuidados especiales, 
a establecimientos penitenciarios especializados o a hospitales civiles. 
Cuando el establecimiento disponga de servicios internos de hospital, 
éstos estarán provistos del material, del instrumental y de los produc-
tos farmacéuticos necesario para proporcionar a los reclusos enfer-
mos los cuidados y el tratamiento adecuados. Además, el personal 
deberá poseer suficiente preparación profesional. 3) Todo recluso 
debe poder utilizar los servicios de un dentista calificado.

23. 1) En los establecimientos para mujeres deben existir instalaciones 
especiales para el tratamiento de las reclusas embarazadas, de las que 
acaban de dar a luz y de las convalecientes. Hasta donde sea posible, 
se tomarán medidas para que el parto se verifique en un hospital ci-
vil. Si el niño nace en el establecimiento, no deberá hacerse constar 
este hecho en su partida de nacimiento. 2) Cuando se permita a las 
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madres reclusas conservar su niño, deberán tomarse disposiciones 
para organizar una guardería infantil, con personal calificado, donde 
estarán los niños cuando no se hallen atendidos por sus madres.

24. El médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea posible des-
pués de su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, 
en particular para determinar la existencia de una enfermedad física 
o mental, tomar en su caso las medidas necesarias; asegurar el aisla-
miento de los reclusos sospechosos de sufrir enfermedades infeccio-
sas o contagiosas; señalar las deficiencias físicas y mentales que pue-
dan constituir un obstáculo para la readaptación, y determinar la 
capacidad física de cada recluso para el trabajo.

25. 1) El médico estará de velar por la salud física y mental de los reclu-
sos. Deberá visitar diariamente a todos los reclusos enfermos, a todos 
los que se quejen de estar enfermos y a todos aquellos sobre los cua-
les se llame su atención. 2) El médico presentará un informe al direc-
tor cada vez que estime que la salud física o mental de un recluso haya 
sido o pueda ser afectada por la prolongación, o por una modalidad 
cualquiera de la reclusión.

26. 1) El médico hará inspecciones regulares y asesorará al director res-
pecto a: a) La cantidad, calidad, preparación y distribución de los ali-
mentos; b) La higiene y el aseo de los establecimientos y de los reclu-
sos; c) Las condiciones sanitarias, la calefacción, el alumbrado y la 
ventilación del establecimiento; d) La calidad y el aseo de las ropas y 
de la cama de los reclusos; e) La observancia de las reglas relativas a 
la educación física y deportiva cuando ésta sea organizada por un 
personal no especializado. 2) El Director deberá tener en cuenta los 
informes y consejos del médico según se dispone en las reglas 25 (2) 
y 26, y, en caso de conformidad, tomar inmediatamente las medidas 
necesarias para que se sigan dichas recomendaciones. Cuando no 
esté conforme o la materia no sea de su competencia, trasmitirá in-
mediatamente a la autoridad superior el informe médico y sus propias 
observaciones.

Disciplina y sanciones
27. El orden y la disciplina se mantendrán con firmeza, pero sin imponer 

más restricciones de las necesarias para mantener la seguridad y la 
buena organización de la vida en común.
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28. 1) Ningún recluso podrá desempeñar en los servicios del estableci-
miento un empleo que permita ejercitar una facultad disciplinaria. 2) 
Sin embargo, esta regla no será un obstáculo para el buen funciona-
miento de los sistemas a base de autogobierno. Estos sistemas impli-
can en efecto que se confíen, bajo fiscalización, a reclusos agrupados 
para su tratamiento, ciertas actividades o responsabilidades de orden 
social, educativo o deportivo.

29. La ley o el reglamento dictado por autoridad administrativa compe-
tente determinará en cada caso: a) La conducta que constituye una 
infracción disciplinaria; b) El carácter y la duración de las sanciones 
disciplinarias que se puedan aplicar; c) Cuál ha de ser la autoridad 
competente para pronunciar esas sanciones.

30. 1) Un recluso sólo podrá ser sancionado conforme a las prescripcio-
nes de la ley o reglamento, sin que pueda serlo nunca dos veces por 
la misma infracción. 2) Ningún recluso será sancionado sin haber sido 
informado de la infracción que se le atribuye y sin que se le haya per-
mitido previamente presentar su defensa. La autoridad competente 
procederá a un examen completo del caso. 3) En la medida en que sea 
necesario y viable, se permitirá al recluso que presente su defensa por 
medio de un intérprete.

31. Las penas corporales, encierro en celda oscura, así como toda san-
ción cruel, inhumana o degradante quedarán completamente prohi-
bidas como sanciones disciplinarias.

32. 1) Las penas de aislamiento y de reducción de alimentos sólo se apli-
carán cuando el médico, después de haber examinado al recluso, 
haya certificado por escrito que éste puede soportarlas. 2) Esto mis-
mo será aplicable a cualquier otra sanción que pueda perjudicar la 
salud física o mental del recluso. En todo caso, tales medidas no de-
berán nunca ser contrarias al principio formulado en la regla 31, ni 
apartarse del mismo. 3) El médico visitará todos los días a los reclusos 
que estén cumpliendo tales sanciones disciplinarias e informará al di-
rector si considera necesario poner término o modificar la sanción 
por razones de salud física o mental.

Medios de coerción
33. Los medios de coerción tales como esposas, cadenas, grillos y cami-

sas de fuerza nunca deberán aplicarse como sanciones. Tampoco de-
berán emplearse cadenas y grillos como medios de coerción. Los de-
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más medios de coerción sólo podrán ser utilizados en los siguientes 
casos: a) Como medida de precaución contra una evasión durante un 
traslado, siempre que sean retirados en cuanto comparezca el recluso 
ante una autoridad judicial o administrativa; b) Por razones médicas 
y a indicación del médico; c) Por orden del director, si han fracasado 
los demás medios para dominar a un recluso, con objeto de impedir 
que se dañe a sí mismo o dañe a otros o produzca daños materiales; 
en estos casos, el director deberá consultar urgentemente al médico, 
e informar a la autoridad administrativa superior.

34. El modelo y los métodos de empleo autorizados de los medios de 
coerción serán determinados por la administración penitenciaria cen-
tral. Su aplicación no deberá prolongarse más allá del tiempo estric-
tamente necesario.

Información y derecho de queja de los reclusos
35. 1) A su ingreso cada recluso recibirá una información escrita sobre 

el régimen de los reclusos de la categoría en la cual se le haya inclui-
do, sobre las reglas disciplinarias del establecimiento y los medios 
autorizados para informarse y formular quejas; y cualquiera otra in-
formación necesaria para conocer sus derechos y obligaciones, que 
le permita su adaptación a la vida del establecimiento. 2) Si el recluso 
es analfabeto, se le proporcionará dicha información verbalmente.

36. 1) Todo recluso deberá tener en cada día laborable la oportunidad de 
presentar peticiones o quejas al director del establecimiento o al fun-
cionario autorizado para representarle. 2) Las peticiones o quejas po-
drán ser presentadas al inspector de prisiones durante su inspección. 
El recluso podrá hablar con el inspector o con cualquier otro funcio-
nario encargado de inspeccionar, sin que el director o cualquier otro 
recluso miembro del personal del establecimiento se hallen presentes. 
3) Todo recluso estará autorizado para dirigir por la vía prescrita sin 
censura en cuanto al fondo, pero en debida forma, una petición o 
queja a la administración penitenciaria central, a la autoridad judicial 
o a cualquier otra autoridad competente. 4) A menos que una solici-
tud o queja sea evidentemente temeraria o desprovista de fundamen-
to, la misma deberá ser examinada sin demora, dándose respuesta al 
recluso en su debido tiempo.
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Contacto con el mundo exterior
37. Los reclusos estarán autorizados para comunicarse periódicamente, 

bajo la debida vigilancia, con su familiar y con amigos de buena repu-
tación, tanto por correspondencia como mediante visitas.

38. 1) Los reclusos de nacionalidad extranjera gozarán de facilidades ade-
cuadas para comunicarse con sus representantes diplomáticos y con-
sulares. 2) Los reclusos que sean nacionales de Estados que no tengan 
representación diplomática ni consular en el país, así como los refu-
giados y apátridas, gozarán de las mismas facilidades para dirigirse 
al representante diplomático del Estado encargado de sus intereses 
o a cualquier autoridad nacional o internacional que tenga la misión 
de protegerlos.

39. Los reclusos deberán ser informados periódicamente de los aconte-
cimientos más importantes, sea por medio de la lectura de los diarios, 
revistas o publicaciones penitenciarias especiales, sea por medio de 
emisiones de radio, conferencias o cualquier otro medio similar, au-
torizado o fiscalizado por la administración.

Biblioteca
40. Cada establecimiento deberá tener una biblioteca para el uso de to-

das las categorías de reclusos, suficientemente provista de libros ins-
tructivos y recreativos. Deberá instarse a los reclusos a que se sirvan 
de la biblioteca lo más posible.

Religión
41. 1) Si el establecimiento contiene un número suficiente de reclusos que 

pertenezcan a una misma religión, se nombrará o admitirá un repre-
sentante autorizado de ese culto. Cuando el número de reclusos lo jus-
tifique, y las circunstancias lo permitan, dicho representante deberá 
prestar servicio con carácter continuo. 2) El representante autorizado 
nombrado o admitido conforme al párrafo 1 deberá ser autorizado 
para organizar periódicamente servicios religiosos y efectuar, cada 
vez que corresponda, visitas pastorales particulares a los reclusos de 
su religión. 3) Nunca se negará a un recluso el derecho de comunicar-
se con el representante autorizado de una religión. Y, a la inversa, 
cuando un recluso se oponga a ser visitado por el representante de 
una religión, se deberá respetar en absoluto su actitud.
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42. Dentro de lo posible, se autorizará a todo recluso a cumplir los pre-
ceptos de su religión, permitiéndosele participar en los servicios or-
ganizados en el establecimiento y tener en su poder libros piadosos 
y de instrucción religiosa de su confesión.

Depósitos de objetos pertenecientes a los reclusos
43. 1) Cuando el recluso ingresa en el establecimiento, el dinero, los ob-

jetos de valor, ropas y otros efectos que le pertenezcan y que el regla-
mento no le autoriza a retener, serán guardados en un lugar seguro. 
Se establecerá un inventario de todo ello, que el recluso firmará. Se 
tomarán las medidas necesarias para que dichos objetos se conser-
ven en buen estado. 2) Los objetos y el dinero pertenecientes al reclu-
so le serán devueltos en el momento de su liberación, con excepción 
del dinero que se le haya autorizado a gastar, de los objetos que haya 
remitido al exterior, con la debida autorización, y de las ropas cuya 
destrucción se haya estimado necesaria por razones de higiene. El 
recluso firmará un recibo de los objetos y el dinero restituidos. 3) Los 
valores y objetos enviados al recluso desde el exterior del estableci-
miento serán sometidos a las mismas reglas. 4) Si el recluso es porta-
dor de medicinas o de estupefacientes en el momento de su ingreso, 
el médico decidirá el uso que deba hacerse de ellos.

Notificación de defunción, enfermedades y traslados
44. 1) En casos de fallecimiento del recluso, o de enfermedad o acciden-

tes graves, o de su traslado a un establecimiento para enfermos men-
tales, el director informará inmediatamente al cónyuge, si el recluso 
fuere casado, o al pariente más cercano y en todo caso a cualquier 
otra persona designada previamente por el recluso. 2) Se informará 
al recluso inmediatamente del fallecimiento o de la enfermedad grave 
de un pariente cercano. En caso de enfermedad grave de dicha per-
sona, se le deberá autorizar, cuando las circunstancias lo permitan, 
para que vaya a la cabecera del enfermo, solo o con custodia. 3) Todo 
recluso tendrá derecho a comunicar inmediatamente a su familia su 
detención o su traslado a otro establecimiento.

Traslado de reclusos
45. 1) Cuando los reclusos son conducidos a un establecimiento o trasla-

dados a otro, se tratará de exponerlos al público lo menos posible y 
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se tomarán disposiciones para protegerlos de los insultos, de la cu-
riosidad del público y para impedir toda clase de publicidad. 2) De-
berá prohibirse el transporte de los reclusos en malas condiciones de 
ventilación o de luz o por cualquier medio que les impongan un su-
frimiento físico. 3) El traslado de los reclusos se hará a expensas de 
la administración y en condiciones de igualdad para todos.

Personal penitenciario
46. 1) La administración penitenciaria escogerá cuidadosamente el per-

sonal de todos los grados, puesto que de la integridad, humanidad, 
aptitud personal y capacidad profesional de este personal dependerá 
la buena dirección de los establecimientos penitenciarios. 2) La admi-
nistración penitenciaria se esforzará constantemente por despertar y 
mantener, en el espíritu del personal y en la opinión pública, la con-
vicción de que la función penitenciaria constituye un servicio social de 
gran importancia y, al efecto, utilizará todos los medios apropiados 
para ilustrar al público. 3) Para lograr dichos fines será necesario que 
los miembros del personal trabajen exclusivamente como funcionarios 
penitenciarios profesionales, tener la condición de empleados públi-
cos y por tanto la seguridad de que la estabilidad en su empleo depen-
derá únicamente de su buena conducta, de la eficacia de su trabajo y 
de su aptitud física. La remuneración del personal deberá ser adecua-
da para obtener y conservar los servicios de hombres y mujeres capa-
ces. Se determinarán las ventajas de la carrera y las condiciones del 
servicio teniendo en cuenta el carácter penoso de sus funciones.

47. 1) El personal deberá poseer un nivel intelectual suficiente. 2) Deberá 
seguir, antes de entrar en el servicio, un curso de formación general 
y especial y pasar satisfactoriamente pruebas teóricas y prácticas. 3) 
Después de su entrada en el servicio y en el curso de su carrera, el 
personal deberá mantener y mejorar sus conocimientos y su capaci-
dad profesional siguiendo cursos de perfeccionamiento que se orga-
nizarán periódicamente.

48. Todos los miembros del personal deberán conducirse y cumplir sus 
funciones en toda circunstancia, de manera que su ejemplo inspire 
respeto y ejerza una influencia beneficiosa en los reclusos.

49. 1) En lo posible se deberá añadir al personal un número suficiente de 
especialistas, tales como psiquiatras, psicólogos, trabajadores socia-
les, maestros e instructores técnicos. 2) Los servicios de los trabaja-
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dores sociales, de maestros e instructores técnicos deberán ser man-
tenidos permanentemente, sin que ello excluya los servicios de 
auxiliares a tiempo limitado o voluntarios.

50. 1) El director del establecimiento deberá hallarse debidamente califi-
cado para su función por su carácter, su capacidad administrativa, 
una formación adecuada y por su experiencia en la materia. 2) Deberá 
consagrar todo su tiempo a su función oficial que no podrá ser des-
empeñada como algo circunscrito a un horario determinado. 3) Debe-
rá residir en el establecimiento o en la cercanía inmediata. 4) Cuando 
dos o más establecimientos estén bajo la autoridad de un director úni-
co, éste los visitará con frecuencia. Cada uno de dichos establecimien-
tos estará dirigido por un funcionario residente responsable.

51. 1) El director, el subdirector y la mayoría del personal del estableci-
miento deberán hablar la lengua de la mayor parte de los reclusos o 
una lengua comprendida por la mayor parte de éstos. 2) Se recurrirá 
a los servicios de un intérprete cada vez que sea necesario.

52. 1) En los establecimientos cuya importancia exija el servicio continuo 
de uno o varios médicos, uno de ellos por lo menos residirá en el es-
tablecimiento o en su cercanía inmediata. 2) En los demás estableci-
mientos, el médico visitará diariamente a los presos y habitará lo bas-
tante cerca del establecimiento a fin de que pueda acudir sin dilación 
cada vez que se presente un caso urgente.

53. 1) En los establecimientos mixtos, la sección de mujeres estará bajo 
la dirección de un funcionario femenino responsable, que guardará 
todas las llaves de dicha sección del establecimiento. 2) Ningún fun-
cionario del sexo masculino penetrará en la sección femenina sin ir 
acompañado de un miembro femenino del personal. 3) La vigilan-
cia de las reclusas será ejercida exclusivamente por funcionarios fe-
meninos. Sin embargo, esto no excluirá que funcionarios del sexo 
mascu lino, especialmente los médicos y personal de enseñanza, des-
empeñen sus funciones profesionales en establecimientos o secciones 
reservados para mujeres.

54. 1) Los funcionarios de los establecimientos no deberán, en sus rela-
ciones con los reclusos, recurrir a la fuerza, salvo en caso de legítima 
defensa, de tentativa de evasión o de resistencia por la fuerza o por 
inercia física a una orden basada en la ley o en los reglamentos. Los 
funcionarios que recurran a la fuerza se limitarán a emplearla en la 
medida estrictamente necesaria e informarán inmediatamente al di-
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rector del establecimiento sobre el incidente. 2) Los funcionarios pe-
nitenciarios recibirán un entrenamiento físico especial que les permi-
ta dominar a los reclusos violentos. 3) Salvo en circunstancias 
especiales, los agentes que desempeñan un servicio en contacto di-
recto con los presos no estarán armados. Por otra parte, no se con-
fiará jamás un arma a un miembro del personal sin que éste haya sido 
antes adiestrado en su manejo.

Inspección
55. Inspectores calificados y experimentados, designados por una auto-

ridad competente, inspeccionarán regularmente los establecimientos 
y servicios penitenciarios. Velarán en particular por que estos esta-
blecimientos se administren conforme a las leyes y los reglamentos 
en vigor y con la finalidad de alcanzar los objetivos de los servicios 
penitenciarios y correccionales.

Segunda parte 
Reglas aplicables a categorías especiales

A.-Condenados

Principios rectores
56. Los principios que se enumeran a continuación tienen por objeto de-

finir el espíritu conforme al cual deben administrarse los sistemas pe-
nitenciarios y los objetivos hacia los cuales deben tender, conforme 
a la declaración hecha en la observación preliminar 1 del presente 
texto.

57. La prisión y las demás medidas cuyo efecto es separar a un delincuen-
te del mundo exterior son aflictivas por el hecho mismo de que des-
pojan al individuo de su derecho a disponer de su persona al privar-
le de su libertad. Por lo tanto, a reserva de las mediadas de separación 
justificadas o del mantenimiento de la disciplina, el sistema peniten-
ciario no debe agravar los sufrimientos inherentes a tal situación.

58. El fin y la justificación de las penas y medidas privativas de libertad 
son, en definitiva, proteger a la sociedad contra el crimen. Sólo se al-
canzará este fin si se aprovecha el período de privación de libertad 
para lograr, en lo posible, que el delincuente una vez liberado no so-
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lamente quiera respetar la ley y proveer a sus necesidades, sino tam-
bién que sea capaz de hacerlo.

59. Para lograr este propósito, el régimen penitenciario debe emplear, 
tratando de aplicarlos conforme a las necesidades del tratamiento in-
dividual de los delincuentes, todos los medios curativos, educativos, 
morales, espirituales y de otra naturaleza, y todas las formas de asis-
tencia de que puede disponer.

60. 1) El régimen del establecimiento debe tratar de reducir las diferen-
cias que puedan existir entre la vida en prisión y la vida libre en cuan-
to éstas contribuyan a debilitar el sentido de responsabilidad del re-
cluso o el respeto a la dignidad de su persona. 2) Es conveniente que, 
antes del término de la ejecución de una pena o medida, se adopten 
los medios necesarios para asegurar al recluso un retorno progresivo 
a la vida en sociedad. Este propósito puede alcanzarse, según los ca-
sos, con un régimen preparatorio para la liberación, organizado den-
tro del mismo establecimiento o en otra institución apropiada, o me-
diante una liberación condicional, bajo una vigilancia que no deberá 
ser confiada a la policía, sino que comprenderá una asistencia social 
eficaz.

61. En el tratamiento no se deberá recalcar el hecho de la exclusión de 
los reclusos de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que 
continúan formando parte de ella. Con ese fin debe recurrirse, en lo 
posible, a la cooperación de organismos de la comunidad que ayuden 
al personal del establecimiento en su tarea de rehabilitación social de 
los reclusos. Cada establecimiento penitenciario deberá contar con la 
colaboración de trabajadores sociales encargados de mantener y me-
jorar las relaciones del recluso con su familia y con los organismos 
sociales que puedan serle útiles. Deberán hacerse, asimismo, gestio-
nes a fin de proteger, en cuanto ello sea compatible con la ley y la 
pena que se imponga, los derechos relativos a los intereses civiles, los 
beneficios de los derechos de la seguridad social y otras ventajas so-
ciales de los reclusos.

62. Los servicios médicos del establecimiento se esforzarán por descubrir 
y deberán tratar todas las deficiencias o enfermedades físicas o men-
tales que constituyen un obstáculo para la readaptación del recluso. 
Para lograr este fin deberá aplicarse cualquier tratamiento médico, 
quirúrgico y psiquiátrico que se juzgue necesario.
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63. 1) Estos principios exigen la individualización del tratamiento que, a 
su vez, requiere un sistema flexible de clasificación en grupos de los 
reclusos. Por lo tanto, conviene que los grupos sean distribuidos en 
establecimientos distintos donde cada grupo pueda recibir el trata-
miento necesario. 2) Dichos establecimientos no deben adoptar las 
mismas medidas de seguridad con respecto a todos los grupos. Con-
vendrá establecer diversos grados de seguridad conforme a la que 
sea necesaria para cada uno de los diferentes grupos. Los estableci-
mientos abiertos en los cuales no existen medios de seguridad física 
contra la evasión, y en los que se confía en la autodisciplina de los re-
clusos, proporcionan por este mismo hecho a reclusos cuidadosa-
mente elegidos las condiciones más favorables para su readaptación. 
3) Es conveniente evitar que en los establecimientos cerrados el nú-
mero de reclusos sea tan elevado que llegue a constituir un obstáculo 
para la individualización del tratamiento. En algunos países se estima 
que el número de reclusos en dichos establecimientos no debe pasar 
de 500. En los establecimientos abiertos, el número de detenidos de-
berá ser lo más reducido posible. 4) Por el contrario, no convendrá 
mantener establecimientos que resulten demasiado pequeños para 
que se pueda organizar en ellos un régimen apropiado.

64. El deber de la sociedad no termina con la liberación del recluso. Se 
deberá disponer, por consiguiente, de los servicios de organismos 
gubernamentales o privados capaces de prestar al recluso puesto en 
libertad una ayuda postpenitenciaria eficaz que tienda a disminuir los 
prejuicios hacia él y le permitan readaptarse a la comunidad.

Tratamiento
65. El tratamiento de los condenados a una pena o medida privativa de 

libertad debe tener por objeto, en tanto que la duración de la conde-
na lo permita, inculcarles la voluntad de vivir conforme a la ley, man-
tenerse con el producto de su trabajo, y crear en ellos la aptitud para 
hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a fomentar en ellos el 
respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de responsabilidad.

66. 1) Para lograr este fin, se deberá recurrir, en particular, a la asistencia 
religiosa, en los países en que esto sea posible, a la instrucción, a la 
orientación y la formación profesionales, a los métodos de asistencia 
social individual, al asesoramiento relativo al empleo, al desarrollo fí-
sico y a la educación del carácter moral, en conformidad con las ne-
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cesidades individuales de cada recluso. Se deberá tener en cuenta su 
pasado social y criminal, su capacidad y aptitud físicas y mentales, sus 
disposiciones personales, la duración de su condena y las perspecti-
vas después de su liberación. 2) Respecto de cada recluso condenado 
a una pena o medida de cierta duración que ingrese en el estableci-
miento, se remitirá al director cuanto antes un informe completo re-
lativo a los aspectos mencionados en el párrafo anterior. Acompaña-
rá a este informe el de un médico, a ser posible especializado en 
psiquiatría, sobre el estado físico y mental del recluso. 3) Los informes 
y demás documentos pertinentes formarán un expediente individual. 
Estos expedientes se tendrán al día y se clasificarán de manera que el 
responsable pueda consultarlos siempre que sea necesario.

Clasificación e individualización
67. Los fines de la clasificación deberán ser: a) Separar a los reclusos que, 

por su pasado criminal o su mala disposición, ejercerían una influen-
cia nociva sobre los compañeros de detención; b) Repartir a los reclu-
sos en grupos, a fin de facilitar el tratamiento encaminado a su rea-
daptación social.

68. Se dispondrá, en cuanto fuere posible, de establecimientos separados 
o de secciones separadas dentro de los establecimientos para los dis-
tintos grupos de reclusos.

69. Tan pronto como ingrese en un establecimiento un condenado a una 
pena o medida de cierta duración, y después de un estudio de su per-
sonalidad, se establecerá un programa de tratamiento individual, te-
niendo en cuenta los datos obtenidos sobre sus necesidades indivi-
duales, su capacidad y sus inclinaciones.

Privilegios
70. En cada establecimiento se instituirá un sistema de privilegios adap-

tado a los diferentes grupos de reclusos y a los diferentes métodos de 
tratamiento, a fin de alentar la buena conducta, desarrollar el sentido 
de responsabilidad y promover el interés y la cooperación de los re-
clusos en lo que atañe su tratamiento.

Trabajo
71. 1) El trabajo penitenciario no deberá tener carácter aflictivo. 2) Todos 

los condenados serán sometidos a la obligación de trabajar habida 
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cuenta de su aptitud física y mental, según la determine el médico. 3) 
Se proporcionará a los reclusos un trabajo productivo, suficiente para 
ocuparlos durante la duración normal de una jornada de trabajo. 4) 
En la medida de lo posible, ese trabajo deberá contribuir por su na-
turaleza a mantener o aumentar la capacidad del recluso para ganar 
honradamente su vida después de su liberación. 5) Se dará formación 
profesional en algún oficio útil a los reclusos que estén en condicio-
nes de aprovecharla, particularmente a los jóvenes. 6) Dentro de los 
límites compatibles con una selección profesional racional y con las 
exigencias de la administración y la disciplina penitenciarias, los re-
clusos podrán escoger la clase de trabajo que deseen realizar.

72. 1) La organización y los métodos de trabajo penitenciario deberán 
asemejarse lo más posible a los que se aplican a un trabajo similar 
fuera del establecimiento, a fin de preparar a los reclusos para las 
condiciones normales del trabajo libre. 2) Sin embargo, el interés de 
los reclusos y de su formación profesional no deberán quedar subor-
dinados al deseo de lograr beneficios pecuniarios de una industria 
penitenciaria.

73. 1) Las industrias y granjas penitenciarias deberán preferentemente 
ser dirigidas por la administración y no por contratistas privados. 2) 
Los reclusos que se empleen en algún trabajo no fiscalizado por la 
administración estarán siempre bajo la vigilancia del personal peni-
tenciario. A menos que el trabajo se haga para otras dependencias 
del gobierno, las personas para las cuales se efectúe pagarán a la ad-
ministración el salario normal exigible por dicho trabajo teniendo en 
cuenta el rendimiento del recluso.

74. 1) En los establecimientos penitenciarios se tomarán las mismas precau-
ciones prescritas para proteger la seguridad y la salud de los trabajado-
res libres. 2) Se tomarán disposiciones para indemnizar a los reclusos 
por los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, en condi-
ciones similares a las que la ley dispone para los trabajadores libres.

75. 1) La ley o un reglamento administrativo fijará el número máximo de 
horas de trabajo para los reclusos por día y por semana, teniendo en 
cuenta los reglamentos o los usos locales seguidos con respecto al 
empleo de los trabajadores libres. 2) Las horas así fijadas deberán de-
jar un día de descanso por semana y tiempo suficiente para la instruc-
ción y otras actividades previstas para el tratamiento y la readapta-
ción del recluso.
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76. 1) El trabajo de los reclusos deberá ser remunerado de una manera 
equitativa. 2) El reglamento permitirá a los reclusos que utilicen, por 
lo menos, una parte de su remuneración para adquirir objetos desti-
nados a su uso personal y que envíen otra parte a su familia. 3) El re-
glamento deberá igualmente prever que la administración reserve 
una parte de la remuneración a fin de constituir un fondo que será 
entregado al recluso al ser puesto en libertad.

Instrucción y recreo
77. 1) Se tomarán disposiciones para mejorar la instrucción de todos los 

reclusos capaces de aprovecharla, incluso la instrucción religiosa en 
los países en que esto sea posible. La instrucción de los analfabetos y 
la de los reclusos jóvenes será obligatoria y la administración deberá 
prestarle particular atención. 2) La instrucción de los reclusos deberá 
coordinarse, en cuanto sea posible, con el sistema de instrucción pú-
blica a fin de que al ser puesto en libertad puedan continuar sin difi-
cultad su preparación.

78. Para el bienestar físico y mental de los reclusos se organizarán acti-
vidades recreativas y culturales en todos los establecimientos.

Relaciones sociales, ayuda postpenitenciaria
79. Se velará particularmente por el mantenimiento y el mejoramiento de 

las relaciones entre el recluso y su familia, cuando éstas sean conve-
nientes para ambas partes.

80. Se tendrá debidamente en cuenta, desde el principio del cumplimien-
to de la condena, el porvenir del recluso después de su liberación. De-
berá alentarse al recluso para que mantenga o establezca relaciones 
con personas u organismos externos que puedan favorecer los inte-
reses de su familia así como su propia readaptación social.

81. 1) Los servicios y organismos, oficiales o no, que ayudan a los reclu-
sos puestos en libertad a reintegrarse en la sociedad, proporcionarán 
a los liberados, en la medida de lo posible, los documentos y papeles 
de identidad necesarios, alojamiento, trabajo, vestidos convenientes 
y apropiados para el clima y la estación, así como los medios necesa-
rios para que lleguen a su destino y puedan subsistir durante el pe-
ríodo que siga inmediatamente a su liberación. 2) Los representantes 
acreditados de esos organismos tendrán todo el acceso necesario a 
los establecimientos y podrán visitar a los reclusos. Se les consultará 
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en materia de proyectos de readaptación para cada recluso desde el 
momento en que éste haya ingresado en el establecimiento. 3) Con-
vendrá centralizar o coordinar todo lo posible la actividad de dichos 
organismos, a fin de asegurar la mejor utilización de sus actividades.

B.- Reclusos alienados y enfermos mentales

82. 1) Los alienados no deberán ser recluidos en prisiones. Se tomarán dis-
posiciones para trasladarlos lo antes posible a establecimientos para 
enfermos mentales. 2) Los reclusos que sufran otras enfermedades o 
anormalidades mentales deberán ser observados y tratados en institu-
ciones especializadas dirigidas por médicos. 3) Durante su permanen-
cia en la prisión, dichos reclusos estarán bajo la vigilancia especial de 
un médico. 4) El servicio médico o psiquiátrico de los establecimientos 
penitenciarios deberá asegurar el tratamiento psiquiátrico de todos los 
demás reclusos que necesiten dicho tratamiento.

83. Convendrá que se tomen disposiciones, de acuerdo con los organis-
mos competentes, para que, en caso necesario, se continúe el trata-
miento psiquiátrico después de la liberación y se asegure una asisten-
cia social postpenitenciaria de carácter psiquiátrico.

C.- Personas detenidas o en prisión preventiva

84. 1) A los efectos de las disposiciones siguientes es denominado “acu-
sado” toda persona arrestada o encarcelada por imputársele una in-
fracción a la ley penal, detenida en un local de policía o en prisión, 
pero que todavía no ha sido juzgada. 2) El acusado gozará de una pre-
sunción de inocencia y deberá ser tratado en consecuencia. 3) Sin 
perjuicio de las disposiciones legales relativas a la protección de la 
libertad individual o de las que fijen el procedimiento que se deberá 
seguir respecto a los acusados, estos últimos gozarán de un régimen 
especial cuyos puntos esenciales solamente se determinan en las re-
glas que figuran a continuación.

85. 1) Los acusados serán mantenidos separados de los reclusos conde-
nados. 2) Los acusados jóvenes serán mantenidos separados de los 
adultos. En principio, serán detenidos en establecimientos distintos.

86. Los acusados deberán dormir en celdas individuales a reserva de los 
diversos usos locales debidos al clima.
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87. Dentro de los límites compatibles con un buen orden del estableci-
miento, los acusados podrán, si lo desean, alimentarse por su propia 
cuenta procurándose alimentos del exterior por conducto de la admi-
nistración, de su familia o de sus amigos. En caso contrario, la admi-
nistración suministrará la alimentación.

88. 1) Se autorizará al acusado a que use sus propias prendas personales 
siempre que estén aseadas y sean decorosas. 2) Si lleva el uniforme del 
establecimiento, éste será diferente del uniforme de los condenados.

89. Al acusado deberá siempre ofrecérsele la posibilidad de trabajar, pero 
no se le requerirá a ello. Si trabaja, se le deberá remunerar.

90. Se autorizará a todo acusado para que se procure, a sus expensas o 
a las de un tercero, libros, periódicos, recado de escribir, así como 
otros medios de ocupación, dentro de los límites compatibles con el 
interés de la administración de justicia, la seguridad y el buen orden 
del establecimiento.

91. Se permitirá que el acusado sea visitado y atendido por su propio mé-
dico o su dentista si su petición es razonable y está en condiciones de 
sufragar tal gasto.

92. Un acusado deberá poder informar inmediatamente a su familia de 
su detención y se le concederán todas las facilidades razonables para 
comunicarse con ésta y sus amigos y para recibir la visita de estas 
personas, con la única reserva de las restricciones y de la vigilancia 
necesarias en interés de la administración de justicia, de la seguridad 
y del buen orden del establecimiento.

93. El acusado estará autorizado a pedir la designación de un defensor 
de oficio cuando se haya previsto dicha asistencia, y a recibir visitas 
de su abogado, a propósito de su defensa. Podrá preparar y dar a éste 
instrucciones confidenciales. Para ello, se le proporcionará, si lo de-
sea, recado de escribir. Durante las entrevistas con su abogado, el 
acusado podrá ser vigilado visualmente, pero la conversación no de-
berá ser escuchada por ningún funcionario de la policía o del estable-
cimiento penitenciario.

D.- Sentenciados por deudas o a prisión civil

94. En los países cuya legislación dispone la prisión por deudas u otras 
formas de prisión dispuestas por decisión judicial como consecuen-
cia de un procedimiento no penal, los así sentenciados no serán so-
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metidos a mayores restricciones ni tratados con más severidad que 
la requerida para la seguridad y el mantenimiento del orden. El trato 
que se les dé no será en ningún caso más severo que el que corres-
ponda a los acusados a reserva, sin embargo, de la obligación even-
tual de trabajar.

E.- Reclusos, detenidos o encarcelados  
sin haber cargos en su contra

95. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 9 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, las personas detenidas o encarce-
ladas sin que haya cargos en su contra gozarán de la misma protec-
ción prevista en la primera parte y en la sección C de la segunda 
parte. Asimismo, serán aplicables las disposiciones pertinentes de la 
sección A de la segunda parte cuando esta aplicación pueda redun-
dar en beneficio de este grupo especial de personas bajo custodia, 
siempre que no se adopten medidas que impliquen que la reeduca-
ción o la rehabilitación proceden en forma alguna respecto de perso-
nas no condenadas por un delito penal.
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Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
para el Tratamiento de los Reclusos  

(Reglas Mandela)

Resolución aprobada por el Consejo Económico y Social  
el 21 de julio de 2015, por recomendación de la Comisión  

de Prevención del Delito y Justicia Penal (E/2015/30)

La Asamblea General.

Guiada por los propósitos principales de las Naciones Unidas, que se es-
tablece en el Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas y en la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos,1 e inspirada por la determina-
ción de reafirmar la fe en los derechos humanos fundamentales, en la 
dignidad y el valor del ser humano, sin distinción de ningún tipo, y en la 
igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y 
pequeñas, crear condiciones en las cuales puedan mantenerse la justicia 
y el respeto de las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuen-
tes del derecho internacional y promover el progreso social y elevar el 
nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad.

Recordando todas las reglas y normas en materia de prevención del delito 
y justicia penal elaboradas por solicitud de la Comisión de Prevención del 
Delito y Justicia Penal y aprobadas o recomendadas por la Asamblea Ge-
neral, o aprobadas por un congreso de las Naciones Unidas sobre pre-
vención del delito y tratamiento del delincuente, y reconociendo que la 
Declaración Universal de Derechos Humanos es una fuente de inspiración 
para las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de preven-
ción del delito y justicia penal.

 1 Resolución 217 A (III).
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Teniendo presente que las Naciones Unidas vienen preocupándose desde 
hace tiempo por que se humanice la justicia penal y se protejan los dere-
chos humanos, y poniendo de relieve la importancia fundamental de los 
derechos humanos en la administración diaria de la justicia penal y la pre-
vención del delito.

Consciente de que las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclu-
sos2 han sido las reglas mínimas universalmente reconocidas para la re-
clusión de presos y han tenido un gran valor e influencia, como guía, en 
la elaboración de leyes, políticas y prácticas penitenciarias desde su apro-
bación por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 
del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en 1955.

Teniendo presente que, en la Declaración de Salvador sobre Estrategias 
Amplias ante Problemas Globales: los Sistemas de Prevención del Delito 
y Justicia Penal y su Desarrollo en un Mundo en Evolución,3 los Estados 
Miembros reconocieron que un sistema de justicia penal eficaz, justo, res-
ponsable y humano se basaba en el compromiso de proteger los derechos 
humanos en la administración de justicia y en la prevención del delito y 
la lucha contra la delincuencia, y reconocieron también el valor y el im-
pacto de las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de pre-
vención del delito y justicia penal al elaborar y aplicar las políticas, leyes, 
procedimientos y programas nacionales en materia de prevención del de-
lito y justicia penal.

Teniendo en cuenta el desarrollo progresivo de las normas internacionales 
relativas al tratamiento de los reclusos desde 1955, incluso en instrumen-
tos internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos,4 el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes5 y su Protocolo Facultativo.6

 2  Derechos Humanos: Recopilación de instrumentos internacionales, Volumen 1 (Primera 
parte): Instrumentos de carácter universal (publicación de las Naciones Unidas, núm. de 
venta:(Vol. I, Part 1)), secc. J, núm. 34.

 3 Resolución 65/230, anexo.
 4 Véase la resolución 2200 A (XXI), anexo.
 5 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1465, núm. 24841.
 6 Ibid., vol. 2375, núm. 24841.
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Recordando las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de pre-
vención del delito y justicia penal relacionadas con el tratamiento de los 
reclusos y las medidas sustitutivas del encarcelamiento aprobadas desde 
1955, en particular los Procedimientos para la Aplicación Efectiva de las 
Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos,7 el Conjunto de Prin-
cipios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier 
Forma de Detención o Prisión,8 los Principios Básicos para el Tratamien-
to de los Reclusos,9 las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las 
Medidas No Privativas de la Libertad (Reglas de Tokio)10 y los Principios 
Básicos sobre la Utilización de Programas de Justicia Restaurativa en Ma-
teria Penal.11

Teniendo presente la necesidad de ejercer una vigilancia con respecto a la 
situación específica de los niños, los menores y las mujeres en la adminis-
tración de justicia, en particular en situaciones e privación de libertad, 
como se pide en las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Ad-
ministración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing),12 las Directri-
ces de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil 
(Directrices de Riad),13 las Reglas de las Naciones Unidas para la Protec-
ción de los Menores Privados de Libertad14 y las Reglas de las Naciones 
Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No Privativas de la 
Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok).15

Recordando las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de pre-
vención del delito y justicia penal aprobadas desde 1955 que proporcio-
nan orientación adicional sobre el tratamiento de los reclusos, como, por 
ejemplo, el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley,16 los Principios de Ética Médica aplicables a la Función 
del Personal de Salud, especialmente los Médicos, en la Protección de Per-

 7 Resolución 1984/47 del Consejo Económico y Social, anexo.
 8 Resolución 43/173, anexo.
 9 Resolución 45/111, anexo
10 Resolución 45/110, anexo
11 Resolución 2002/12 del Consejo Económico y Social, anexo.
12 Resolución 40/33, anexo
13 Resolución 45/112, anexo
14 Resolución 45/113, anexo
15 Resolución 65/229, anexo.
16 Resolución 34/169, anexo 
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sonas Presas y Detenidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes,17 los Principios Básicos sobre el Empleo 
de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley,18 los Principios relativos a la Investigación y Docu-
mentación Eficaces de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma-
nos o Degradantes,19 y los Principios y Directrices de las Naciones Unidas 
sobre el Acceso a la Asistencia Jurídica en los Sistemas de Justicia Penal.20

Consciente de los principios y normas regionales relacionados con el tra-
tamiento de los reclusos, entre ellos los Principios y Buenas Prácticas so-
bre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, 
las Reglas Penitenciarias Europeas revisadas, la Declaración de Kampala 
sobre las Condiciones Penitenciarias en África,21 la Declaración de Arus-
ha sobre Buenas Prácticas Penitenciarias22 y los Principios y Directrices 
sobre el Derecho a un Juicio Justo y a la Asistencia Jurídica en África.

Recordando su resolución 65/230, de 21 de diciembre de 2010, titulada“12º 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia 
Penal”, en la que solicitó a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia 
Penal que estableciera un grupo intergubernamental de expertos de com-
posición abierta para intercambiar información sobre las mejores prác-
ticas, la legislación nacional y el derecho internacional en vigor, así como 
sobre la revisión de las actuales Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
para el Tratamiento de los Reclusos a fin de que reflejaran los avances re-
cientes de la ciencia penitenciaria y las mejores prácticas.

Recordando también sus resoluciones 67/188, de 20 de diciembre de 2012, 
68/190, de 18 de diciembre de 2013, y 69/192, de 18 de diciembre de 2014, 
tituladas “Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos”, en par-
ticular la resolución 68/190, en la que tomó nota con aprecio de la labor 

17 Resolución 37/194, anexo
18 Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 

Delincuente, La Habana, Cuba, 27 de agosto a 7 de septiembre de 1990: informe prepa-
rado por la Secretaría (publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.91.IV.2), cap. 
I, secc. B.2, anexo.

19 Resolución 55/89, anexo.
20 Resolución 67/187, anexo.
21 Resolución 1997/36 del Consejo Económico y Social, anexo
22 Resolución 1999/27 del Consejo Económico y Social, anexo
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realizada por el Grupo de Expertos sobre las Reglas Mínimas de las Na-
ciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos, y la resolución 69/192, 
en la que hizo hincapié en que se debía procurar finalizar el proceso de 
revisión, basándose en las recomendaciones formuladas en las tres reu-
niones del Grupo de Expertos y en la información presentada por los Es-
tados Miembros.

Teniendo presente que, en su resolución 68/190, tomó en consideración las 
recomendaciones del Grupo de Expertos relativas a aquellas cuestiones 
y reglas de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos que 
se habían seleccionado para su posible revisión, en las siguientes esferas:

a) El respeto a la dignidad y el valor inherente de los reclusos como se-
res humanos (reglas 6, párr. 1; 57 a 59; y 60, párr. 1).

b) Los servicios médicos y sanitarios (reglas 22 a 26; 52; 62; y 71, 
párr. 2),

c) Las medidas y sanciones disciplinarias, incluso el papel del personal 
médico, la reclusión en régimen de aislamiento y la reducción de ali-
mentos (reglas 27, 29, 31 y 32).

d) La investigación de todas las muertes de reclusos, así como de todo 
indicio o denuncia de tortura o de penas o tratos inhumanos o degra-
dantes a los reclusos (regla 7, y reglas propuestas 44 bis y 54 bis).

e) La protección y las necesidades especiales de los grupos vulnerables 
privados de libertad, teniendo en cuenta los países que se encuentran 
en circunstancias difíciles (reglas 6 y 7).

f) El derecho a representación letrada (reglas 30; 35, párr. 1; 37; y 93),
g) Las quejas y las inspecciones independientes (reglas 36 y 55),
h) La sustitución de terminología obsoleta (reglas 22 a 26, 62, 82 y 83 y 

otras),
i) La capacitación del personal pertinente a fin de que aplique las Reglas 

Mínimas (regla 47).

Teniendo presente también que, en su resolución 69/192, reiteró que las 
modificaciones de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclu-
sos no deberían reducir el alcance de ninguna de las normas existentes, 
sino reflejar los avances recientes de la ciencia penitenciaria y las buenas 
prácticas, a fin de promover la seguridad y las condiciones dignas de los 
reclusos.
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Teniendo presente además el amplio proceso de consultas que culminó en 
las recomendaciones del Grupo de Expertos, proceso que se prolongó 
durante cinco años y consistió en consultas preliminares con técnicos y 
expertos, reuniones en Viena, Buenos Aires y Ciudad del Cabo (Sudáfri-
ca), y la participación y aportación activas de Estados Miembros de todas 
las regiones, con la ayuda de representantes de la red del programa de 
las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal 
y otras entidades de las Naciones Unidas, entre ellas la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el Sub-
comité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, la Oficina de las Naciones Unidas Contra la 
Droga y el Delito, organizaciones intergubernamentales como el Comité 
Internacional de la Cruz Roja, organismos especializados del sistema de 
las Naciones Unidas, como la Organización Mundial de la Salud, y orga-
nizaciones no gubernamentales y expertos a título personal en materia 
de ciencia penitenciaria y derechos humanos.

Recordando su resolución 69/172, de 18 de diciembre de 2014, titulada 
“Los derechos humanos en la administración de justicia”, en la que reco-
noció la importancia del principio de que, a excepción de aquellas restric-
ciones legales que fueran fehacientemente necesarias en razón de la en-
carcelación, las personas privadas de libertad debían conservar sus 
derechos humanos inalienables y todos los demás derechos humanos y 
libertades fundamentales, y recordó que la rehabilitación social y la rein-
tegración en la sociedad de las personas privadas de libertad debía ser 
uno de los objetivos esenciales del sistema de justicia penal, garantizan-
do, en la medida de lo posible, que los delincuentes pudieran llevar una 
existencia respetuosa de la ley y autónoma cuando se incorporaran de 
nuevo a la sociedad, y tomó nota, entre otras cosas, de la observación ge-
neral núm. 21, sobre el trato humano de las personas privadas de liber-
tad, aprobada por el Comité de Derechos Humanos.23

 1. Expresa su gratitud y aprecio al Gobierno de Sudáfrica por haber aco-
gido la reunión del Grupo de Expertos sobre las Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de los Reclusos que se celebró en Ciudad del Cabo 

23 Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo séptimo período de sesio-
nes, suplemento núm. 40 (A/47/40), anexo VI.B.
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(Sudáfrica) del 2 al 5 de marzo de 2015, y por haber prestado apoyo 
financiero y capacidad de dirección durante todo el proceso de revi-
sión, y observa con aprecio el consenso alcanzado sobre las nueve 
esferas temáticas y las reglas seleccionadas por el Grupo de Expertos 
en sus reuniones anteriores para su revisión.24

 2. Expresa su aprecio al Gobierno de la Argentina por haber acogido y 
financiado la reunión del Grupo de Expertos que se celebró en Bue-
nos Aires del 11 al 13 de diciembre de 2012, y al Gobierno del Brasil 
por su contribución financiera a la reunión del Grupo de Expertos ce-
lebrada en Viena del 25 al 28 de marzo de 2014.

 3. Reconoce la valiosa labor realizada por la Mesa de la reunión del Gru-
po de Expertos celebrada en Viena en 2014 para preparar, con la asis-
tencia de la Secretaría, la documentación destinada a la reunión del 
Grupo de Expertos celebrada en Ciudad del Cabo (Sudáfrica) en 2015, 
en particular el documento de trabajo consolidado revisado.25

 4. Observa que en la Declaración de Doha sobre la Integración de la Pre-
vención del Delito y la Justicia Penal en el Marco más Amplio del Pro-
grama de las Naciones Unidas para Abordar los Problemas Sociales 
y Económicos y Promover el Estado de Derecho a Nivel Nacional e 
Internacional y la Participación Pública,26 aprobada por el 13º Con-
greso sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, celebrado en Doha 
del 12 al 19 de abril de 2015, el 13º Congreso acogió con beneplácito 
la labor del Grupo de Expertos y tomó nota del proyecto de actuali-
zación de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, al 
que dio forma definitiva el Grupo de Expertos en la reunión que ce-
lebró en Ciudad del Cabo (Sudáfrica) en marzo de 2015.

 5. Aprueba la revisión propuesta de las Reglas Mínimas para el Trata-
miento de los Reclusos, que figura en el anexo de la presente resolu-
ción, como las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Trata-
miento de los Reclusos.

 6. Aprueba la recomendación del Grupo de Expertos de que las Reglas 
se denominen “Reglas Mandela”, en homenaje al legado del difunto 
Presidente de Sudáfrica, Nelson Rolihlahla Mandela, que pasó 27 
años encarcelado como parte de su lucha por los derechos humanos, 

24 Véase E/CN.15/2015/17. 
25 UNODC/CCPCJ/EG.6/2015/2.
26 A/CONF.222/17, cap. I, resolución 1.
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la igualdad, la democracia y la promoción de una cultura de paz a ni-
vel mundial.

 7. Decide ampliar el alcance del Día Internacional de Nelson Mandela, 
que se observa cada año el 18 de julio27 , para que también se conoz-
ca como Día de Mandela en favor de los Derechos de los Reclusos, a 
fin de promover condiciones de encarcelamiento dignas, sensibilizar 
acerca del hecho de que los reclusos son parte integrante de la socie-
dad y valorar la labor del personal penitenciario como servicio social 
de particular importancia y, con ese propósito, invita a los Estados 
Miembros, las organizaciones regionales y las organizaciones del sis-
tema de las Naciones Unidas a celebrar esa ocasión de manera apro-
piada.

 8. Reafirma, en el contexto del párrafo 5 de la presente resolución, las 
observaciones preliminares sobre las Reglas Mandela, recalca el ca-
rácter no vinculante de las Reglas Mandela, reconoce la variedad de 
marcos jurídicos de los Estados Miembros y, en ese sentido, recono-
ce que los Estados Miembros pueden adaptar la aplicación de las Re-
glas Mandela en función de sus marcos jurídicos internos, según co-
rresponda, teniendo presentes el espíritu y los propósitos de las 
Reglas.

 9. Alienta a los Estados Miembros a que se esfuercen por mejorar las 
condiciones de reclusión, conforme a las Reglas Mandela y todas las 
demás reglas y normas pertinentes de las Naciones Unidas en mate-
ria de prevención del delito y justicia penal, sigan intercambiando in-
formación sobre buenas prácticas a fin de determinar los problemas 
a que se enfrentan al aplicar las Reglas y compartan sus experiencias 
en la solución de esos problemas.

10. Invita a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal a que, 
en sus próximos períodos de sesiones, considere la posibilidad de vol-
ver a convocar el Grupo Intergubernamental de Expertos de Compo-
sición Abierta sobre las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para 
el Tratamiento de los Reclusos con objeto de determinar las lecciones 
aprendidas, los modos de seguir intercambiando buenas prácticas y 
las dificultades halladas en la aplicación de las Reglas.

11. Alienta a los Estados Miembros a que promuevan la aplicación de las 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Pri-

27 Resolución 64/13



Compilación de Instrumentos Internacionales  
sobre Derechos Humanos de las Personas en Reclusión

183

vados de Libertad y las Reglas de las Naciones Unidas para el Trata-
miento de las Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para 
las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok).

12. Recomienda a los Estados Miembros que continúen procurando limi-
tar el hacinamiento en las cárceles y, cuando proceda, recurran a me-
didas no privativas de libertad como alternativa a la prisión preven-
tiva, promoviendo un mayor acceso a mecanismos de administración 
de justicia y de asistencia letrada, reforzando las medidas sustitutivas 
del encarcelamiento y apoyando los programas de rehabilitación y 
reinserción social, de conformidad con lo dispuesto en las Reglas Mí-
nimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de la 
Libertad (Reglas de Tokio).

13. Observa la importancia de un intercambio voluntario de experiencias 
y buenas prácticas entre los Estados Miembros y con entidades inter-
nacionales pertinentes, cuando proceda, y de la prestación de asis-
tencia técnica a los Estados Miembros que la soliciten para mejorar 
la aplicación de las Reglas Mandela.

14. Alienta a los Estados Miembros a que estudien la posibilidad de asig-
nar recursos humanos y financieros adecuados para ayudar al mejo-
ramiento de las condiciones penitenciarias y la aplicación de las Re-
glas Mandela.

15. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Deli-
to que vele por que se dé una amplia difusión a las Reglas Mandela, 
prepare material de orientación y proporcione asistencia técnica y 
servicios de asesoramiento a los Estados Miembros en materia de re-
forma penal, a fin de elaborar o reforzar las leyes, procedimientos, 
políticas y prácticas penitenciarias de conformidad con las Reglas.

16. Encomia a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal por 
sus constantes aportaciones a la mejora de la administración de jus-
ticia mediante la elaboración y el perfeccionamiento de reglas y nor-
mas internacionales en materia de prevención del delito y justicia pe-
nal, y exhorta a los Estados Miembros a que prosigan sus esfuerzos 
a ese respecto.

17. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Deli-
to que siga promoviendo la utilización y aplicación de las reglas y 
normas de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y 
justicia penal, por medios como la prestación de servicios de aseso-
ramiento y asistencia técnica a los Estados Miembros que lo soliciten, 



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

184

lo que incluye asistencia en materia de prevención del delito, justicia 
penal y reforma de la legislación, y para la organización de progra-
mas de capacitación para los funcionarios encargados de hacer cum-
plir la ley y el personal que se ocupa de la prevención del delito y la 
justicia penal, así como el apoyo a la administración y gestión de los 
sistemas penales y penitenciarios, lo que redundará en el mejora-
miento de su eficiencia y capacidad.

18. Invita a los Estados Miembros y demás donantes a que aporten recur-
sos extrapresupuestarios para estos fines de conformidad con las re-
glas y procedimientos de las Naciones Unidas.

19. Afirma el importante papel de la red del programa de las Naciones 
Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal, las orga-
nizaciones intergubernamentales y las organizaciones no guberna-
mentales reconocidas por el Consejo Económico y Social como enti-
dades de carácter consultivo, en el proceso de revisión y en la tarea 
de impulsar la difusión, promoción y aplicación práctica de las Reglas 
Mandela conforme a los procedimientos para su aplicación eficaz.

Anexo
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas  

para el Tratamiento de los Reclusos  
(Reglas Mandela)

Observaciones preliminares

Observación preliminar 1
El objeto de las siguientes reglas no es describir en forma detallada un 
sistema penitenciario modelo, sino únicamente enunciar, partiendo de los 
conceptos generalmente aceptados en nuestro tiempo y de los elementos 
esenciales de los sistemas contemporáneos más adecuados, los principios 
y prácticas que hoy en día se reconocen como idóneos en lo que respecta 
al tratamiento de los reclusos y la administración penitenciaria.

Observación preliminar 2
 1. Es evidente que, debido a la gran variedad de condiciones jurídicas, 

sociales, económicas y geográficas existentes en el mundo, no se pue-
den aplicar indistintamente todas las reglas en todas partes y en todo 
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momento. No obstante, estas reglas deberán servir para estimular un 
esfuerzo constante por vencer las dificultades prácticas que se opo-
nen a su aplicación, con la conciencia de que representan en su con-
junto las condiciones mínimas admitidas por las Naciones Unidas.

 2. Por otra parte, las reglas se refieren a un ámbito en relación con el 
cual la reflexión intelectual evoluciona constantemente. No tienen por 
objeto excluir experimentos y prácticas, siempre que estos se ajusten 
a los principios e impulsen los propósitos que se desprenden del tex-
to en su conjunto. Guiándose por ese espíritu, la administración pe-
nitenciaria central siempre podrá autorizar excepciones.

Observación preliminar 3
 1. La primera parte de las reglas trata de la administración general de 

los establecimientos penitenciarios y es aplicable a todas las catego-
rías de reclusos, independientemente de que su situación sea el resul-
tado de un proceso criminal o civil, de que se encuentren en espera 
de juicio o estén cumpliendo condena, e incluso de que se les haya o 
no sometido a “medidas de seguridad” o medidas correccionales por 
mandamiento judicial.

 2. La segunda parte contiene disposiciones que solamente se aplican a 
las categorías especiales de reclusos a que se refiere cada sección. No 
obstante, las reglas de la sección A, aplicables a los reclusos penados, 
se aplicarán igualmente a las categorías de reclusos a que se refieren 
las secciones B, C y D, siempre que no sean contradictorias con las 
reglas que rigen esas categorías de reclusos y que sean ventajosas 
para ellos.

Observación preliminar 4
 1. Las reglas no tienen por objeto regular la administración de los esta-

blecimientos para menores de edad, como los centros de detención o 
reeducación de menores, si bien, en general, la primera parte es apli-
cable también a esos establecimientos.

 2. La categoría de reclusos jóvenes debe comprender, como mínimo, a 
los jóvenes cuyos casos competan a las jurisdicciones de menores. Por 
regla general, no debe condenarse a esos jóvenes a penas de prisión.
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I. Reglas de aplicación general

Principios fundamentales

• Regla 1
Todos los reclusos serán tratados con el respeto que merecen su dignidad 
y valor intrínsecos en cuanto seres humanos. Ningún recluso será some-
tido a tortura ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 
contra los cuales se habrá de proteger a todos los reclusos, y no podrá 
invocarse ninguna circunstancia como justificación en contrario. Se ve-
lará en todo momento por la seguridad de los reclusos, el personal, los 
proveedores de servicios y los visitantes.

• Regla 2
 1. Las presentes reglas se aplicarán de forma imparcial. No habrá dis-

criminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opi-
nión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, for-
tuna, nacimiento o cualquier otra situación. Deberán respetarse las 
creencias religiosas y preceptos morales de los reclusos.

 2. Con el propósito de aplicar el principio de no discriminación, las ad-
ministraciones penitenciarias tendrán en cuenta las necesidades indi-
viduales de los reclusos, en particular de las categorías más vulnera-
bles en el contexto penitenciario. Se deberán adoptar medidas de 
protección y promoción de los derechos de los reclusos con necesida-
des especiales, y dichas medidas no se considerarán discriminatorias.

• Regla 3
La prisión y demás medidas cuyo efecto es separar a una persona del 
mundo exterior son aflictivas por el hecho mismo de que despojan a esa 
persona de su derecho a la autodeterminación al privarla de su libertad. 
Por lo tanto, a excepción de las medidas de separación justificadas y de las 
que sean necesarias para el mantenimiento de la disciplina, el sistema pe-
nitenciario no deberá agravar los sufrimientos inherentes a tal situación.

• Regla 4
 1. Los objetivos de las penas y medidas privativas de libertad son prin-

cipalmente proteger a la sociedad contra el delito y reducir la reinci-
dencia. Esos objetivos solo pueden alcanzarse si se aprovecha el pe-
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ríodo de privación de libertad para lograr, en lo posible, la reinserción 
de los exreclusos en la sociedad tras su puesta en libertad, de modo 
que puedan vivir conforme a la ley y mantenerse con el producto de 
su trabajo.

 2. Para lograr ese propósito, las administraciones penitenciarias y otras 
autoridades competentes deberán ofrecer educación, formación pro-
fesional y trabajo, así como otras formas de asistencia apropiadas y 
disponibles, incluidas las de carácter recuperativo, moral, espiritual 
y social y las basadas en la salud y el deporte. Todos esos programas, 
actividades y servicios se ofrecerán en atención a las necesidades de 
tratamiento individuales de los reclusos.

• Regla 5
 1. El régimen penitenciario procurará reducir al mínimo las diferencias 

entre la vida en prisión y la vida en libertad que tiendan a debilitar el 
sentido de responsabilidad del recluso o el respeto a su dignidad 
como ser humano.

 2. Las administraciones penitenciarias facilitarán todas las instalaciones 
y acondicionamientos razonables para asegurar que los reclusos con 
discapacidades físicas, mentales o de otra índole participen en con-
diciones equitativas y de forma plena y efectiva en la vida en prisión.

Gestión de los expedientes de los reclusos

• Regla 6
En todo sitio donde haya reclusos habrá un sistema normalizado de ges-
tión de sus expedientes. Ese sistema podrá consistir en una base electró-
nica de datos o en un registro foliado y firmado en cada página. Se esta-
blecerán procedimientos para velar por una pista de auditoría segura e 
impedir el acceso no autorizado a la información del sistema y su modi-
ficación no autorizada.

• Regla 7
Ninguna persona podrá ser internada en un establecimiento penitencia-
rio sin una orden válida de reclusión. En el sistema de gestión de los ex-
pedientes de los reclusos se consignará la información siguiente en el 
momento del ingreso de cada recluso:
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 a) información precisa que permita determinar la identidad personal del 
recluso, respetando el género con el que el propio recluso se identi-
fique;

 b) los motivos de su reclusión y la autoridad encargada que la dispuso, 
además de la fecha, la hora y el lugar de su detención;

 c) la fecha y hora de su ingreso y salida, así como de todo traslado;
 d) toda lesión visible y toda queja sobre malos tratos anteriores;
 e) un inventario de sus bienes personales;
 f) los nombres de sus familiares, incluidos, cuando proceda, sus hijos, 

y la edad de estos, el lugar en que se encuentran y su régimen de tu-
tela o custodia;

 g) información sobre sus familiares más cercanos y datos de la persona 
de contacto para casos de emergencia.

• Regla 8
En el sistema de gestión de los expedientes de los reclusos se consig-

nará la información siguiente, según proceda, durante el período de re-
clusión:
 a) información relativa al proceso judicial, incluidas las fechas de las au-

diencias y la representación jurídica;
 b) informes iniciales de evaluación y clasificación;
 c) información sobre el comportamiento y la disciplina;
 d) peticiones y quejas, incluidas las denuncias de tortura u otros tratos 

o penas crueles, inhumanos o degradantes, a menos que sean de na-
turaleza confidencial;

 e) información sobre la imposición de medidas disciplinarias;
 f) información sobre las circunstancias y causas de toda lesión o falleci-

miento y, en este último caso, sobre el destino de los restos mortales.

• Regla 9
Toda la información mencionada en las reglas 7 y 8 se mantendrá confi-
dencial y solamente se pondrá a disposición de aquellas personas cuyas 
funciones profesionales así lo exijan.

Todo recluso tendrá acceso a los documentos que le conciernan, que 
podrán contener texto suprimido conforme a lo que autorice la legisla-
ción nacional, y tendrá derecho a que se le entregue una copia certificada 
en el momento de su puesta en libertad.
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• Regla 10
Los sistemas de gestión de los expedientes de los reclusos se utilizarán 
también para generar datos fiables sobre tendencias y características re-
lativas a la población reclusa, incluida la tasa de ocupación, que sirvan de 
base para la adopción de decisiones con base empírica.

Separación por categorías

• Regla 11
Los reclusos pertenecientes a categorías distintas deberán ser alojados 
en establecimientos diferentes o en pabellones diferentes dentro de un 
mismo establecimiento, según su sexo y edad, sus antecedentes penales, 
los motivos de su detención y el trato que corresponda aplicarles; por 
consiguiente:
 a) los hombres serán recluidos, en la medida de lo posible, en estableci-

mientos distintos a los de las mujeres y, en los establecimientos mix-
tos, el pabellón destinado a las mujeres estará completamente sepa-
rado del de los hombres;

 b) los reclusos en espera de juicio estarán separados de los penados;
 c) los encarcelados por deudas u otras causas civiles estarán separados 

de los encarcelados por causas criminales;
 d) los jóvenes estarán separados de los adultos.

Alojamiento

• Regla 12
 1. Cuando los dormitorios sean celdas o cuartos individuales, cada uno 

de estos será ocupado por un solo recluso. Si por razones especiales, 
como el exceso temporal de población reclusa, resulta indispensable 
que la administración penitenciaria central haga excepciones a esta 
regla, se evitará alojar a dos reclusos en una celda o cuarto individual.

 2. Cuando se utilicen dormitorios colectivos, estos los ocuparán reclu-
sos que hayan sido cuidadosamente seleccionados y reconocidos 
como aptos para relacionarse entre sí en esas condiciones. Por la no-
che se les someterá a una vigilancia regular, adaptada al tipo de esta-
blecimiento de que se trate.
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• Regla 13
Los locales de alojamiento de los reclusos, y especialmente los dormito-
rios, deberán cumplir todas las normas de higiene, particularmente en lo 
que respecta a las condiciones climáticas y, en concreto, al volumen de 
aire, la superficie mínima, la iluminación, la calefacción y la ventilación.

• Regla 14
En todo local donde vivan o trabajen reclusos:
 a) las ventanas serán suficientemente grandes para que puedan leer y 

trabajar con luz natural y estarán construidas de manera que pueda 
entrar aire fresco, haya o no ventilación artificial;

 b) la luz artificial será suficiente para que puedan leer y trabajar sin per-
judicarse la vista.

• Regla 15
Las instalaciones de saneamiento serán adecuadas para que el recluso 
pueda satisfacer sus necesidades naturales en el momento oportuno y en 
forma aseada y decente.

• Regla 16
Las instalaciones de baño y de ducha serán adecuadas para que todo re-
cluso pueda bañarse o ducharse, e incluso pueda ser obligado a hacerlo, 
a una temperatura adaptada al clima, y con la frecuencia que exija la hi-
giene general según la estación y la región geográfica pero al menos una 
vez por semana en climas templados.

• Regla 17
Todas las zonas del establecimiento penitenciario que frecuenten los re-
clusos deberán mantenerse limpias y en buen estado en todo momento

Higiene personal

• Regla 18
 1. Se exigirá de los reclusos aseo personal y, a tal efecto, se les facilitará 

agua y los artículos de aseo indispensables para su salud e higiene.
 2. A fin de que los reclusos puedan mantener un aspecto decoroso que 

les permita conservar el respeto de sí mismos, se les facilitarán me-
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dios para el cuidado del cabello y de la barba y para que puedan afei-
tarse con regularidad.

Ropas y cama

• Regla 19
 1. Todo recluso a quien no se permita vestir sus propias prendas recibi-

rá ropa apropiada para el clima y suficiente para mantenerse en bue-
na salud. Dicha ropa no podrá ser en modo alguno degradante ni hu-
millante.

 2. Toda la ropa se mantendrá limpia y en buen estado. La ropa interior 
se cambiará y lavará con la frecuencia necesaria para cuidar la hi-
giene.

 3. En circunstancias excepcionales, cuando el recluso salga del estable-
cimiento penitenciario para fines autorizados, se le permitirá que use 
sus propias prendas o algún otro vestido que no llame la atención.

• Regla 20
Cuando se autorice a los reclusos a vestir su propia ropa, se tomarán dis-
posiciones en el momento de su ingreso en prisión para asegurar que la 
ropa se mantenga limpia y en buen estado.

• Regla 21
Todo recluso dispondrá, de conformidad con los usos locales o naciona-
les, de una cama individual y de ropa de cama individual suficiente, en-
tregada limpia, mantenida convenientemente y mudada con regularidad 
a fin de asegurar su limpieza.

Alimentación

• Regla 22
 1. Todo recluso recibirá de la administración del establecimiento peni-

tenciario, a las horas acostumbradas, una alimentación de buena ca-
lidad, bien preparada y servida, cuyo valor nutritivo sea suficiente 
para el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas.

 2. Todo recluso tendrá la posibilidad de proveerse de agua potable cuan-
do la necesite.
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Ejercicio físico y deporte

• Regla 23
 1. Todo recluso que no desempeñe un trabajo al aire libre dispondrá, si 

las condiciones meteorológicas lo permiten, de al menos una hora al 
día de ejercicio físico adecuado al aire libre.

 2. Los reclusos jóvenes, y otros cuya edad y condición física lo permitan, 
recibirán durante el período reservado al ejercicio una educación fí-
sica y recreativa. Para ello se pondrán a su disposición el espacio, las 
instalaciones y el equipo necesarios.

Servicios médicos

• Regla 24
 1. La prestación de servicios médicos a los reclusos es una responsabi-

lidad del Estado. Los reclusos gozarán de los mismos estándares de 
atención sanitaria que estén disponibles en la comunidad exterior y 
tendrán acceso gratuito a los servicios de salud necesarios sin discri-
minación por razón de su situación jurídica.

 2. Los servicios médicos se organizarán en estrecha vinculación con la 
administración del servicio de salud pública general y de un modo tal 
que se logre la continuidad exterior del tratamiento y la atención, in-
cluso en lo que respecta al VIH, la tuberculosis y otras enfermedades 
infecciosas, y la drogodependencia.

• Regla 25
 1. Todo establecimiento penitenciario contará con un servicio de aten-

ción sanitaria encargado de evaluar, promover, proteger y mejorar la 
salud física y mental de los reclusos, en particular de los que tengan 
necesidades sanitarias especiales o problemas de salud que dificulten 
su reeducación.

 2. El servicio de atención sanitaria constará de un equipo interdiscipli-
nar con suficiente personal calificado que actúe con plena indepen-
dencia clínica y posea suficientes conocimientos especializados en 
psicología y psiquiatría. Todo recluso tendrá acceso a los servicios de 
un dentista calificado.
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• Regla 26
 1. El servicio de atención de la salud preparará y mantendrá historiales 

médicos correctos, actualizados y confidenciales de todos los reclu-
sos, y se deberá permitir al recluso que lo solicite el acceso a su pro-
pio historial. Todo recluso podrá facultar a un tercero para acceder a 
su historial médico.

 2. En caso de traslado de un recluso, su historial médico se remitirá a 
los servicios de atención de la salud de la institución receptora y per-
manecerá sujeto al principio de confidencialidad médica.

• Regla 27
 1. Todos los establecimientos penitenciarios facilitarán a los reclusos 

acceso rápido a atención médica en casos urgentes. Los reclusos que 
requieran cuidados especiales o cirugía serán trasladados a estable-
cimientos especializados o a hospitales civiles. Cuando el estableci-
miento penitenciario tenga sus propios servicios de hospital, contará 
con el personal y el equipo adecuados para proporcionar el trata-
miento y la atención que corresponda a los reclusos que les sean re-
mitidos.

 2. Solo podrán tomar decisiones médicas los profesionales de la salud 
competentes, y el personal penitenciario no sanitario no podrá des-
estimar ni desoír esas decisiones.

• Regla 28
En los establecimientos penitenciarios para mujeres habrá instalaciones 
especiales para el cuidado y tratamiento de las reclusas durante su em-
barazo, así como durante el parto e inmediatamente después. En la me-
dida de lo posible, se procurará que el parto tenga lugar en un hospital 
civil. Si el niño nace en prisión, no se hará constar ese hecho en su parti-
da de nacimiento.

• Regla 29
 1. Toda decisión de permitir que un niño permanezca con su madre o 

padre en el establecimiento penitenciario se basará en el interés su-
perior del niño. Cuando los niños puedan permanecer con su madre 
o padre, se tomarán disposiciones para:
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a) facilitar servicios internos o externos de guardería, con per-
sonal calificado, donde estarán los niños cuando no se hallen 
atendidos por su madre o padre;

b) proporcionar servicios de atención sanitaria especiales para 
niños, incluidos servicios de reconocimiento médico inicial en 
el momento del ingreso y servicios de seguimiento constante 
de su desarrollo a cargo de especialistas.

 2. Los niños que vivan en el establecimiento penitenciario con su madre 
o padre nunca serán tratados como reclusos.

• Regla 30
Un médico u otro profesional de la salud competente, esté o no a las ór-
denes del médico, deberá ver a cada recluso, hablar con él y examinarlo 
tan pronto como sea posible tras su ingreso y, posteriormente, tan a me-
nudo como sea necesario. Se procurará, en especial:
 a) reconocer las necesidades de atención de la salud y adoptar todas las 

medidas necesarias para el tratamiento;
 b) detectar los malos tratos que los reclusos recién llegados puedan ha-

ber sufrido antes de su ingreso;
 c) detectar todo indicio de estrés psicológico o de otra índole causado 

por la reclusión, incluidos el riesgo de suicidio o autolesión y el sín-
drome de abstinencia resultante del uso de drogas, medicamentos o 
alcohol, y aplicar todas las medidas o tratamientos individualizados 
que corresponda;

 d) facilitar a los reclusos de quienes se sospeche que sufren enfermeda-
des contagiosas aislamiento médico y un tratamiento apropiado du-
rante el período de infección;

 e) determinar la capacidad física de cada recluso para trabajar, hacer 
ejercicio y participar en otras actividades, según corresponda.

• Regla 31
El médico o, cuando proceda, otros profesionales de la salud competen-
tes, tendrán acceso diario a todos los reclusos enfermos, a todos los que 
afirmen padecer enfermedades o lesiones físicas o mentales y a todos 
aquellos sobre los cuales se llame su atención. Todos los exámenes médi-
cos se llevarán a cabo con plena confidencialidad.
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• Regla 32
 1. La relación entre el médico u otros profesionales de la salud y los re-

clusos estará determinada por las mismas normas éticas y profesio-
nales que se apliquen a los pacientes en la comunidad exterior, en 
particular:

a) la obligación de proteger la salud física y mental de los reclu-
sos y de prevenir y tratar las enfermedades exclusivamente 
por razones clínicas;

b) el respeto a la autonomía de los reclusos en lo que respecta a 
su propia salud, y el consentimiento fundamentado como 
base de la relación entre médico y paciente;

c) la confidencialidad de la información médica, a menos que 
mantenerla pueda dar lugar a una situación de peligro real e 
inminente para el paciente o para terceros;

d) la prohibición absoluta de participar, activa o pasivamente, en 
actos que puedan constituir tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, incluidos experimentos 
médicos o científicos que puedan ser perjudiciales para la sa-
lud del recluso, como la extracción de células, tejido u órganos.

 2. Sin menoscabo de lo dispuesto en el párrafo 1 d) de esta regla, se po-
drá permitir que los reclusos, previo consentimiento suyo libre y fun-
damentado, y de conformidad con la legislación aplicable, participen 
en ensayos clínicos y en otro tipo de investigaciones médicas accesi-
bles a nivel de la comunidad si se prevé que reportarán un beneficio 
directo y apreciable para su salud, y donen células, tejido y órganos 
a un familiar.

• Regla 33
El médico informará al director del establecimiento penitenciario cada 
vez que estime que la salud física o mental de u recluso haya sido o pueda 
ser perjudicada por su reclusión continuada o por determinadas condi-
ciones de reclusión.

• Regla 34
Si los profesionales de la salud, al examinar a un recluso en el momento 
de su ingreso en prisión o al prestarle atención médica posteriormente, 
se percatan de algún indicio de tortura u otros tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes, deberán documentar y denunciar esos casos 
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ante la autoridad médica, administrativa o judicial competente. Se segui-
rá el procedimiento de seguridad apropiado para no exponer al recluso 
o a sus allegados a los peligros que pudieran correr el riesgo de sufrir.

• Regla 35
 1. El médico o el organismo de salud pública competente hará inspec-

ciones periódicas y asesorará al director del establecimiento peniten-
ciario con respecto a:

a) la cantidad, calidad, preparación y distribución de los alimentos;
b) la higiene y el aseo de las instalaciones y de los reclusos;
c) las condiciones de saneamiento, climatización, iluminación y 

ventilación;
d) la calidad y el aseo de la ropa y la cama de los reclusos;
e) la observancia de las reglas relativas a la educación física y la 

práctica deportiva cuando estas actividades no sean organi-
zadas por personal especializado.

 2. El director del establecimiento penitenciario tendrá en cuenta el ase-
soramiento y los informes presentados conforme a lo dispuesto en el 
párrafo 1 de esta regla y en la regla 33 y adoptará inmediatamente las 
medidas necesarias para que se sigan los consejos y recomendacio-
nes que consten en los informes. Cuando esos consejos o recomen-
daciones no correspondan a su ámbito de competencia, o cuando no 
esté conforme con ellos, el director transmitirá inmediatamente a una 
autoridad superior su propio informe y los consejos o recomendacio-
nes del médico o del organismo de salud pública competente.

Restricciones, disciplina y sanciones

• Regla 36
La disciplina y el orden se mantendrán sin imponer más restricciones de 
las necesarias para garantizar la custodia segura, el funcionamiento se-
guro del establecimiento penitenciario y la buena organización de la vida 
en común.

• Regla 37
La ley pertinente, o el reglamento de la autoridad administrativa compe-
tente, determinarán en cada caso:
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 a) las conductas que constituyen una falta disciplinaria;
 b) el carácter y la duración de las sanciones disciplinarias aplicables;
 c) la autoridad competente para imponer esas sanciones;
 d) toda forma de separación forzosa del resto de la población reclusa 

(como el aislamiento, la incomunicación, la segregación y los módu-
los de vigilancia especial o de semiaislamiento), ya sirva como san-
ción disciplinaria o para mantener el orden y la seguridad, incluida la 
aprobación de normas y procedimientos relativos al uso, la revisión, 
la imposición o el levantamiento de cualquier régimen de separación 
forzosa.

• Regla 38
 1. Se alienta a los establecimientos penitenciarios a utilizar, en la medi-

da de lo posible, la prevención de conflictos, la mediación o cualquier 
otro mecanismo alternativo de solución de controversias para evitar 
las faltas disciplinarias y resolver conflictos.

 2. Con respecto a los reclusos que estén separados de los demás o lo ha-
yan estado, la administración del establecimiento penitenciario toma-
rá las medidas necesarias para mitigar los posibles efectos perjudi-
ciales que el aislamiento pueda tener sobre ellos o su comunidad tras 
su liberación.

• Regla 39
 1. Los reclusos solo podrán ser sancionados conforme a la ley o el re-

glamento mencionados en la regla 37 y a los principios de equidad y 
de respeto de las garantías procesales. Ningún recluso será sancio-
nado dos veces por la misma falta.

 2. La administración del establecimiento penitenciario velará por que la 
sanción disciplinaria sea proporcional a la infracción para la que se 
haya establecido, y llevará un registro adecuado de todas las sancio-
nes disciplinarias impuestas.

 3. Antes de imponer sanciones disciplinarias, la administración del es-
tablecimiento penitenciario considerará en qué medida la enferme-
dad mental o discapacidad del desarrollo del recluso pueden haber 
contribuido a su conducta y a la comisión de la falta o hecho que haya 
motivado la sanción. La administración no sancionará ninguna con-
ducta que se considere resultado directo de la enfermedad mental o 
discapacidad intelectual del recluso.
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• Regla 40
 1. Ningún recluso podrá desempeñar función disciplinaria alguna al ser-

vicio del establecimiento penitenciario.
 2. No obstante, esta regla no será un obstáculo para el buen funciona-

miento de los sistemas basados en el autogobierno, en virtud de los 
cuales se confían a los reclusos constituidos en grupos, bajo supervi-
sión y con fines de tratamiento, ciertas actividades o tareas de orden 
social, educativo o deportivo.

• Regla 41
 1. Toda denuncia relativa a la comisión de una falta disciplinaria por un 

recluso se comunicará con celeridad a la autoridad competente, que 
la investigará sin demoras injustificadas.

 2. Los reclusos serán informados, sin dilación y en un idioma que com-
prendan, de la naturaleza de los cargos que se les imputen, y dispondrán 
del tiempo y los medios adecuados para la preparación de su defensa.

 3. Los reclusos estarán autorizados a defenderse solos o con asistencia 
jurídica, cuando el interés de la justicia así lo exija, en particular en 
casos que entrañen faltas disciplinarias graves. Si no comprenden o 
no hablan el idioma utilizado en la audiencia disciplinaria, contarán 
con la asistencia gratuita de un intérprete.

 4. Los reclusos tendrán la posibilidad de solicitar una revisión judicial 
de las sanciones disciplinarias que se les hayan impuesto.

 5. Cuando una falta disciplinaria se persiga como delito, el recluso ten-
drá derecho a todas las garantías procesales aplicables a las actuacio-
nes penales, incluido el libre acceso a un asesor jurídico.

• Regla 42
Las condiciones de vida generales a las que se hace referencia en las pre-
sentes reglas, incluidas las relativas a la iluminación, la ventilación, la cli-
matización, el saneamiento, la nutrición, el agua potable, el acceso al aire 
libre y el ejercicio físico, la higiene personal, la atención de la salud y un 
espacio personal suficiente, se aplicarán a todos los reclusos sin excepción.

• Regla 43
 1. Las restricciones o sanciones disciplinarias no podrán, en ninguna 

circunstancia, equivaler a tortura u otros tratos o penas crueles, in-
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humanos o degradantes. En particular, quedarán prohibidas las si-
guientes prácticas:

a) el aislamiento indefinido;
b) el aislamiento prolongado;
c) el encierro en una celda oscura o permanentemente iluminada;
d) las penas corporales o la reducción de los alimentos o del 

agua potable;
e) los castigos colectivos.

 2. En ningún caso se utilizarán métodos de coerción física como sanción 
por faltas disciplinarias.

 3. Entre las sanciones disciplinarias o medidas restrictivas no podrá fi-
gurar la prohibición del contacto con la familia. Solo se podrán res-
tringir los medios de contacto familiar por un período limitado y en 
la estricta medida en que lo exija el mantenimiento de la seguridad y 
el orden.

• Regla 44
A los efectos de las presentes reglas, por aislamiento se entenderá el ais-
lamiento de reclusos durante un mínimo de 22 horas diarias sin contacto 
humano apreciable. Por aislamiento prolongado se entenderá el aislamien-
to que se extienda durante un período superior a 15 días consecutivos.

• Regla 45
 1. El aislamiento solo se aplicará en casos excepcionales, como último 

recurso, durante el menor tiempo posible y con sujeción a una revi-
sión independiente, y únicamente con el permiso de una autoridad 
competente. No se impondrá a un recluso en virtud de su condena.

 2. La imposición de sanciones de aislamiento estará prohibida cuando 
el recluso tenga una discapacidad física o mental que pudiera agra-
varse bajo dicho régimen. Continúa aplicándose la prohibición de 
emplear sanciones de aislamiento y medidas similares con mujeres y 
niños en los casos descritos en otras reglas y normas de las Naciones 
Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal.28

28 Véanse la regla 67 de las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Meno-
res Privados de Libertad (resolución 45/113, anexo), y la regla 22 de las Reglas de las Na-
ciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad 
para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok) (resolución 65/229, anexo).
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• Regla 46
 1. El personal sanitario no desempeñará ningún papel en la imposición 

de sanciones disciplinarias u otras medidas restrictivas. Prestará, en 
cambio, particular atención a la salud de todo recluso sometido a 
cualquier régimen de separación forzosa, por ejemplo visitándolo a 
diario y proporcionándole con prontitud atención y tratamiento mé-
dicos si así lo solicita el propio recluso o el personal penitenciario.

 2. El personal sanitario comunicará al director del establecimiento pe-
nitenciario, sin dilación, todo efecto desfavorable en la salud física o 
mental del recluso de las sanciones disciplinarias u otras medidas res-
trictivas que se le hayan impuesto, y le hará saber si considera nece-
sario que se interrumpan o modifiquen dichas sanciones o medidas 
por razones de salud física o mental.

 3. El personal sanitario estará facultado para examinar las condiciones 
de separación forzosa de un recluso y recomendar los cambios que 
correspondan con el fin de velar por que dicha separación no agrave 
la enfermedad o la discapacidad física o mental del recluso.

Instrumentos de coerción física

• Regla 47
 1. Se prohibirá el empleo de cadenas, grilletes y otros instrumentos de 

coerción física que por su naturaleza sean degradantes o causen dolor.
 2. Otros instrumentos de coerción física solo podrán ser utilizados cuan-

do la ley los autorice y en los siguientes casos:
a) como medida de precaución contra la evasión durante un 

traslado, siempre que sean retirados en el momento en que 
el recluso comparezca ante una autoridad judicial o adminis-
trativa;

b) por orden del director del establecimiento penitenciario, si 
han fracasado los demás métodos de control, a fin de impedir 
que el recluso se lesione a sí mismo o lesione a terceros, o que 
produzca daños materiales, en cuyos casos el director deberá 
alertar inmediatamente al médico u otros profesionales de la 
salud competentes e informar a la autoridad administrativa 
superior.
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• Regla 48
 1. Cuando la utilización de instrumentos de coerción física esté autori-

zada, de conformidad con el párrafo 2 de la regla 47, habrán de apli-
carse los siguientes principios:

a) emplear instrumentos de coerción física únicamente cuando 
ninguna otra forma menor de control resulte eficaz frente a 
los riesgos que entrañaría la libre movilidad;

b) optar por el menos invasivo de los métodos de coerción física 
que sean necesarios para controlar la movilidad del recluso y 
que puedan aplicarse razonablemente, en función del nivel y 
la naturaleza de los riesgos en cuestión;

c) aplicar instrumentos de coerción física únicamente durante 
el tiempo necesario, y retirarlos lo antes posible una vez que 
desaparezcan los riesgos planteados por la libre movilidad.

 2. No se utilizarán instrumentos de coerción física en el caso de las mu-
jeres que estén por dar a luz, ni durante el parto ni en el período in-
mediatamente posterior.

• Regla 49
La administración penitenciaria tratará de utilizar técnicas de control 
para evitar la necesidad de imponer instrumentos de coerción física o re-
ducir el carácter invasivo de esos instrumentos, y ofrecerá capacitación 
en esas técnicas.

Registros de reclusos y celdas

• Regla 50
Las leyes y reglamentos que regulen los registros de reclusos y celdas se-
rán acordes con las obligaciones dimanadas del derecho internacional y 
tomarán en consideración las reglas y normas internacionales, teniendo 
en cuenta la necesidad de garantizar la seguridad en el establecimiento 
penitenciario. Los registros se realizarán de un modo que respete la dig-
nidad intrínseca del ser humano y la intimidad de las personas, así como 
los principios de proporcionalidad, legalidad y necesidad.
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• Regla 51
Los registros no se utilizarán para acosar ni intimidar al recluso ni para 
inmiscuirse innecesariamente en su intimidad. A efectos de rendir cuen-
tas, la administración penitenciaria dejará debida constancia de los regis-
tros que se lleven a cabo, en particular de los registros personales sin 
ropa, los registros de los orificios corporales y los registros de las celdas, 
así como de los motivos de esos registros, la identidad de quienes los lle-
varon a cabo y los resultados obtenidos.

• Regla 52
 1. Los registros invasivos, como los registros personales sin ropa y los 

registros de los orificios corporales, solo se efectuarán cuando sean 
absolutamente necesarios. Se alentará a las administraciones peni-
tenciarias a idear y poner en práctica alternativas adecuadas a los re-
gistros invasivos. Los registros invasivos se harán en privado y por 
personal calificado del mismo sexo que el recluso.

 2. Los registros de los orificios corporales solo los podrán hacer profe-
sionales médicos calificados que no sean los principales responsables 
de la atención del recluso o, como mínimo, miembros del personal 
que hayan sido adecuadamente capacitados por profesionales médi-
cos en cuanto a las normas de higiene, salud y seguridad.

• Regla 53
Los reclusos tendrán acceso a los documentos de las actuaciones judicia-
les relativas a su caso, o estarán autorizados a mantenerlos en su pose-
sión sin que tenga acceso a ellos la administración del establecimiento 
penitenciario.

Información y derecho de queja de los reclusos

• Regla 54
Todo recluso recibirá con prontitud, en el momento de su ingreso, infor-
mación escrita acerca de lo siguiente:
 a) la legislación penitenciaria y el reglamento penitenciario aplicable;
 b) sus derechos, incluidos los métodos autorizados para informarse, el 

acceso a asesoramiento jurídico, incluso por medio de programas de 
asistencia jurídica, y los procedimientos para formular peticiones o 
quejas;
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 c) sus obligaciones, incluidas las sanciones disciplinarias aplicables;
 d) toda otra cuestión necesaria para su adaptación a la vida en prisión.

• Regla 55
 1. La información mencionada en la regla 54 se proporcionará en los 

idiomas de uso más común, de acuerdo con las necesidades de la po-
blación reclusa. Si el recluso no entiende ninguno de esos idiomas, se 
facilitarán los servicios de un intérprete.

 2. Si el recluso es analfabeto se le proporcionará la información verbal-
mente. A las personas con discapacidad sensorial se les facilitará la 
información de una manera que responda a sus necesidades.

 3. La administración del establecimiento penitenciario exhibirá en lugares 
destacados de las zonas de uso común resúmenes de esa información.

• Regla 56
 1. Todo recluso tendrá cada día la oportunidad de presentar peticiones 

o quejas al director del establecimiento penitenciario o al funcionario 
penitenciario autorizado a representarlo.

 2. Las peticiones o quejas podrán presentarse al inspector de prisiones 
durante sus inspecciones. El recluso podrá hablar libremente y con 
plena confidencialidad con el inspector o con cualquier otro funcio-
nario encargado de inspeccionar, sin que el director ni cualquier otro 
funcionario del establecimiento se hallen presentes.

 3. Todo recluso estará autorizado a dirigir, sin censura en cuanto al fon-
do, una petición o queja sobre su tratamiento a la administración pe-
nitenciaria central y a la autoridad judicial o cualquier otra autoridad 
competente, incluidas las autoridades con facultades en materia de 
revisión o recurso.

 4. Los derechos a que se refieren los párrafos 1 a 3 de esta regla se ex-
tenderán al asesor jurídico del recluso. Cuando ni el recluso ni su ase-
sor jurídico puedan ejercerlos, se extenderán a un familiar del reclu-
so o a cualquier otra persona que tenga conocimiento del caso.

• Regla 57
 1. Toda petición o queja se examinará cuanto antes y recibirá una pron-

ta respuesta. Si la petición o queja es desestimada, o en caso de retra-
so injustificado, el interesado tendrá derecho a presentarla ante un 
juez u otra autoridad.
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 2. Se contará con salvaguardias que garanticen a los reclusos la posibi-
lidad de presentar peticiones o quejas de forma segura y, si así lo so-
licita el interesado, confidencial. Ni el recluso ni las personas mencio-
nadas en el párrafo 4 de la regla 56 quedarán expuestos a represalias, 
intimidación u otras consecuencias negativas por haber presentado 
una petición o queja.

 3. Las denuncias de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes se tramitarán con prontitud y darán lugar a una inves-
tigación rápida e imparcial a cargo de una autoridad nacional inde-
pendiente de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 de 
la regla 71.

Contacto con el mundo exterior

• Regla 58
 1. Los reclusos estarán autorizados a comunicarse periódicamente, bajo 

la debida vigilancia, con su familia y amigos:
a) por correspondencia escrita y por los medios de telecomuni-

caciones, electrónicos, digitales o de otra índole que haya dis-
ponibles; y

b) recibiendo visitas.
 2. En caso de que se permitan las visitas conyugales, este derecho se 

aplicará sin discriminación y las reclusas podrán ejercerlo en igual-
dad de condiciones que los reclusos. Se contará con procedimientos 
y locales que garanticen el acceso equitativo e igualitario y se presta-
rá la debida atención a la seguridad y dignidad.

• Regla 59
En la medida de lo posible, los reclusos serán internados en estableci-
mientos penitenciarios cercanos a su hogar o a su lugar de reinserción 
social.

• Regla 60
 1. Para que un visitante sea autorizado a entrar en un establecimiento 

penitenciario deberá prestar su consentimiento a ser registrado. El 
visitante podrá retirar su consentimiento en cualquier momento, en 
cuyo caso la administración penitenciaria le podrá denegar el acceso.
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 2. Los procedimientos de registro y entrada no podrán ser degradantes 
para los visitantes y se regirán por principios cuando menos tan pro-
tectores como los que figuran en las reglas 50 a 52. Se evitarán los 
registros de los orificios corporales y no se emplearán con niños.

• Regla 61
 1. Se facilitarán a los reclusos oportunidades, tiempo e instalaciones 

adecuadas para recibir visitas de un asesor jurídico o proveedor de 
asistencia jurídica de su elección, entrevistarse con él y consultarle 
sobre cualquier asunto jurídico, sin demora, interferencia ni censura 
y en forma plenamente confidencial, de conformidad con la legisla-
ción nacional aplicable. El personal penitenciario podrá vigilar visual-
mente las consultas, pero no podrá escuchar la conversación.

 2. Si un recluso no habla el idioma local, la administración del estable-
cimiento penitenciario le facilitará el acceso a los servicios de un in-
térprete independiente y calificado.

 3. Los reclusos tendrán acceso a asistencia jurídica efectiva.

• Regla 62
 1. Los reclusos de nacionalidad extranjera gozarán de facilidades ade-

cuadas para comunicarse con los representantes diplomáticos y con-
sulares del Estado del que sean nacionales.

 2. Los reclusos que sean nacionales de Estados que no tengan represen-
tación diplomática ni consular en el país, así como los refugiados y 
apátridas, gozarán de las mismas facilidades para dirigirse al repre-
sentante diplomático del Estado encargado de sus intereses o a cual-
quier autoridad nacional o internacional que tenga la misión de pro-
teger a las personas en su situación.

• Regla 63
Los reclusos tendrán oportunidad de informarse periódicamente de las 
noticias de actualidad más importantes, sea mediante la lectura de diarios 
o revistas o de publicaciones especiales del establecimiento penitenciario, 
sea mediante emisiones de radio, conferencias o cualquier otro medio si-
milar, autorizado o controlado por la administración del establecimiento 
penitenciario.
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Biblioteca

• Regla 64
Cada establecimiento penitenciario tendrá una biblioteca suficientemen-
te provista de libros instructivos y recreativos, que podrán usar los reclu-
sos de todas las categorías. Se alentará a los reclusos a que se sirvan de 
la biblioteca lo más posible.

Religión

• Regla 65
 1. Si en el establecimiento penitenciario hay un número suficiente de 

reclusos de una misma religión, se nombrará o aprobará un repre-
sentante calificado de ese culto. Cuando el número de reclusos lo jus-
tifique y las circunstancias lo permitan, dicho representante prestará 
servicios a tiempo completo.

 2. El representante calificado que haya sido nombrado o aprobado con-
forme al párrafo 1 de esta regla estará autorizado a organizar perió-
dicamente servicios religiosos y a efectuar, cada vez que corresponda, 
visitas pastorales en privado a los reclusos de su religión.

 3. Nunca se negará a un recluso el derecho de comunicarse con el re-
presentante autorizado de una religión; y, a la inversa, cuando un re-
cluso se oponga a ser visitado por el representante de una religión, 
se deberá respetar plenamente su actitud.

• Regla 66
En la medida de lo posible, se autorizará a todo recluso a cumplir los pre-
ceptos de su religión, permitiéndosele participar en los servicios organi-
zados en el establecimiento penitenciario y tener en su poder libros pia-
dosos y de instrucción religiosa de su confesión.

Depósito de objetos pertenecientes a los reclusos

• Regla 67
 1. Cuando el recluso ingrese en prisión, todo el dinero, los objetos de 

valor, la ropa y otros efectos personales que el reglamento no le auto-
rice a retener serán guardados en un lugar seguro. Se hará un inven-
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tario de todo ello, que el recluso firmará. Se tomarán las medidas ne-
cesarias para que dichas pertenencias se conserven en buen estado.

 2. Los objetos y el dinero pertenecientes al recluso le serán devueltos en 
el momento de su puesta en libertad, con excepción del dinero que se 
le haya autorizado a gastar, de los objetos que haya remitido al exte-
rior, con la debida autorización, y de la ropa cuya destrucción se haya 
estimado necesaria por razones de higiene. El recluso firmará un re-
cibo de los objetos y el dinero restituidos.

 3. El dinero o los objetos enviados al recluso desde el exterior serán so-
metidos a las mismas reglas.

 4. Si el recluso lleva consigo drogas o medicamentos en el momento de 
su ingreso, el médico u otro profesional de la salud calificado decidi-
rá el uso que se hará de ellos.

Notificaciones

• Regla 68
Todo recluso tendrá derecho a informar inmediatamente a su familia, o a 
cualquier otra persona que haya designado como contacto, de su encar-
celamiento, su traslado a otro establecimiento y cualquier enfermedad o 
lesión graves, y recibirá la capacidad y los medios para ejercer ese dere-
cho. La divulgación de información personal de los reclusos estará sujeta 
a la legislación nacional.

• Regla 69
En caso de fallecimiento de un recluso, el director del establecimiento pe-
nitenciario informará inmediatamente a sus familiares más allegados o a 
la persona designada como contacto para casos de emergencia. Ante un 
supuesto de enfermedad o lesión grave o de traslado de un recluso a un 
centro hospitalario, el director deberá notificar a las personas que el re-
cluso haya designado para recibir información relacionada con su estado 
de salud. Se respetará la solicitud expresa del recluso de que no se infor-
me a su cónyuge o familiar más cercano en caso de enfermedad o lesión.

• Regla 70
La administración del establecimiento penitenciario informará inmedia-
tamente al recluso de toda enfermedad grave o fallecimiento de un fami-
liar cercano o cualquier otra persona allegada. Cuando las circunstancias 
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lo permitan, se le autorizará a ir, solo o con custodia, a la cabecera del fa-
miliar cercano o persona allegada en caso de enfermedad grave, o a asis-
tir al funeral de dicha persona.

Investigaciones

• Regla 71
 1. Sin menoscabo de que se inicie una investigación interna, el director 

del establecimiento penitenciario comunicará sin dilación todo falle-
cimiento, desaparición o lesión grave de un recluso a una autoridad 
judicial u otra autoridad competente que sea independiente de la ad-
ministración del establecimiento penitenciario y esté facultada para 
llevar a cabo investigaciones expeditas, imparciales y efectivas de las 
circunstancias y causas de ese tipo de casos. La administración del 
establecimiento penitenciario cooperará plenamente con esa autori-
dad y garantizará la preservación de todas las pruebas.

 2. La obligación enunciada en el párrafo 1 de esta regla se aplicará 
igualmente siempre que existan motivos razonables para considerar 
que en el establecimiento penitenciario se ha cometido un acto que 
constituya tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes, independientemente de que se haya recibido o no una denun-
cia formal.

 3. Siempre que existan motivos razonables para considerar que se ha 
cometido alguno de los actos mencionados en el párrafo 2, se toma-
rán medidas de inmediato para velar por que ninguna persona que 
pudiera estar involucrada participe en la investigación o mantenga 
contacto con los testigos, la víctima o la familia de esta.

• Regla 72
La administración del establecimiento penitenciario tratará con respeto 
y dignidad los restos mortales de todo recluso fallecido. Los restos serán 
entregados a los familiares más allegados tan pronto como sea razonable, 
y a más tardar al concluir la investigación. La administración facilitará un 
funeral culturalmente apropiado, si no hubiera nadie dispuesto o capaz 
de hacerlo, y mantendrá un expediente detallado del caso.



Compilación de Instrumentos Internacionales  
sobre Derechos Humanos de las Personas en Reclusión

209

Traslado de reclusos

• Regla 73
 1. Cuando los reclusos sean conducidos a un establecimiento o traslada-

dos a otro, se tratará de exponerlos al público lo menos posible y se 
tomarán las disposiciones adecuadas para protegerlos de los insultos 
y de la curiosidad del público e impedir toda clase de publicidad.

 2. Estará prohibido transportar a los reclusos en malas condiciones de 
ventilación o de luz o por cualquier medio que les imponga un sufri-
miento físico innecesario.

 3. El transporte de los reclusos se hará a expensas de la administración 
penitenciaria y en condiciones de igualdad para todos.

Personal penitenciario

• Regla 74
 1. La administración penitenciaria seleccionará cuidadosamente al per-

sonal de todos los grados, puesto que de la integridad, humanidad, 
aptitud personal y capacidad profesional de dicho personal depende-
rá la buena dirección de los establecimientos penitenciarios.

 2. La administración penitenciaria se esforzará constantemente por des-
pertar y mantener, en el espíritu del personal y en la opinión pública, 
la convicción de que la función penitenciaria constituye un servicio 
social de gran importancia y, al efecto, utilizará todos los medios 
apropiados para informar al público.

 3. Para lograr los fines mencionados será indispensable que los miem-
bros del personal penitenciario sean profesionales contratados a 
tiempo completo con la condición de funcionarios públicos y, por tan-
to, con la seguridad de que la estabilidad en su empleo dependerá 
únicamente de su buena conducta, de la eficacia de su trabajo y de su 
aptitud física. La remuneración del personal deberá ser suficiente 
para obtener y conservar los servicios de hombres y mujeres capaces. 
Las prestaciones laborales y condiciones de servicio serán favorables, 
teniendo en cuenta el difícil trabajo que desempeñan.
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• Regla 75
 1. Todo el personal penitenciario poseerá un nivel de educación sufi-

ciente y dispondrá de la capacidad y los medios necesarios para des-
empeñar sus funciones de una manera profesional.

 2. A todo el personal penitenciario se le impartirá, antes de su entrada 
en funciones, una capacitación adaptada a sus funciones generales y 
específicas, que refleje las mejores prácticas contemporáneas de base 
empírica en el ámbito de las ciencias penales. Solo los candidatos que 
superen satisfactoriamente las pruebas teóricas y prácticas al térmi-
no de la capacitación recibirán autorización para ingresar en el ser-
vicio penitenciario.

 3. La administración penitenciaria impartirá de manera continua cursos 
de formación en el empleo con miras a mantener y mejorar los cono-
cimientos y la capacidad profesional del personal después de su in-
corporación al servicio y durante su carrera profesional.

• Regla 76
 1. La formación mencionada en el párrafo 2 de la regla 75 comprende-

rá, como mínimo, los ámbitos siguientes:
a) la legislación, los reglamentos y las políticas nacionales per-

tinentes, así como los instrumentos internacionales y regio-
nales aplicables, cuyas disposiciones deberán regir la labor 
del personal penitenciario y su interacción con los reclusos;

b) los derechos y deberes del personal penitenciario en el ejer-
cicio de sus funciones, incluido el respeto de la dignidad hu-
mana de todos los reclusos y la prohibición de determinadas 
conductas, en particular de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes;

c) la seguridad, incluido el concepto de seguridad dinámica, el 
empleo de la fuerza y de instrumentos de coerción física, y el 
control de delincuentes violentos, con la debida considera-
ción al uso de técnicas preventivas y de distensión, como la 
negociación y la mediación;

d) primeros auxilios, las necesidades psicosociales de los reclu-
sos y la dinámica correspondiente en los entornos peniten-
ciarios, así como servicios de asistencia y atención sociales, 
incluida la detección temprana de problemas de salud mental.
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 2. El personal penitenciario encargado de ciertas categorías de reclusos, 
o el que sea asignado a otras funciones especializadas, recibirá la ca-
pacitación especializada que corresponda.

• Regla 77
Todo el personal penitenciario deberá conducirse y cumplir sus funcio-
nes, en toda circunstancia, de manera que su ejemplo inspire respeto y 
ejerza una influencia beneficiosa en los reclusos.

• Regla 78
 1. En la medida de lo posible, la plantilla del establecimiento penitencia-

rio tendrá un número suficiente de especialistas, como psiquiatras, 
psicólogos, trabajadores sociales, maestros e instructores técnicos.

 2. Los servicios de los trabajadores sociales, maestros e instructores téc-
nicos deberán ser de carácter permanente, sin que ello excluya que 
se pueda contar con personal contratado a tiempo parcial o personal 
voluntario.

• Regla 79
 1. El director del establecimiento penitenciario estará debidamente ca-

lificado para ejercer su función, tanto por su carácter como por su 
capacidad administrativa, su formación y su experiencia profesional.

 2. El director del establecimiento penitenciario consagrará toda su jor-
nada laboral a sus funciones oficiales y no podrá ser contratado a 
tiempo parcial. Deberá residir en el establecimiento o en sus inmedia-
ciones.

 3. Cuando dos o más establecimientos penitenciarios estén bajo la au-
toridad de un único director, este los visitará con frecuencia. Cada 
uno de dichos establecimientos contará con un funcionario residente 
encargado.

• Regla 80
 1. El director, el subdirector y la mayor parte del personal del estable-

cimiento penitenciario deberán hablar la lengua de la mayoría de los 
reclusos o una lengua comprendida por la mayoría de ellos.

 2. Se emplearán los servicios de un intérprete calificado cada vez que 
sea necesario.
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• Regla 81
 1. En los establecimientos penitenciarios mixtos, el pabellón de mujeres 

estará bajo la dirección de una funcionaria encargada, que guardará 
todas las llaves de dicho pabellón.

 2. Ningún funcionario del sexo masculino podrá entrar en el pabellón 
de mujeres si no va acompañado de una funcionaria.

 3. La vigilancia de las reclusas será ejercida exclusivamente por fun-
cionarias. Sin embargo, esto no excluirá que funcionarios del sexo 
mascu lino, en particular médicos y personal docente, desempeñen 
sus funciones profesionales en establecimientos o pabellones de es-
tablecimientos reservados para mujeres.

• Regla 82
 1. Los funcionarios penitenciarios no recurrirán a la fuerza en sus rela-

ciones con los reclusos salvo en caso de legítima defensa, de tentativa 
de evasión o de resistencia física activa o pasiva a una orden basada 
en la ley o reglamento correspondientes. Los funcionarios que recu-
rran a la fuerza se limitarán a emplearla en la medida estrictamente 
necesaria e informarán de inmediato al director del establecimiento 
penitenciario sobre el incidente.

 2. Los funcionarios penitenciarios recibirán entrenamiento físico espe-
cial para poder dominar a los reclusos violentos.

 3. Salvo en circunstancias especiales, el personal que en el desempeño 
de sus funciones entre en contacto directo con los reclusos no estará 
armado. Además, no se confiará jamás un arma a un miembro del 
personal sin que este haya sido antes adiestrado en su manejo.

Inspecciones internas y externas

• Regla 83
 1. Habrá un sistema doble de inspecciones periódicas de los estableci-

mientos y servicios penitenciarios, que se basará en:
a) inspecciones internas o administrativas realizadas por la ad-

ministración penitenciaria central;
b) inspecciones externas realizadas por un organismo indepen-

diente de la administración penitenciaria, por ejemplo un or-
ganismo internacional o regional competente.
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 2. En ambos casos, el objetivo de las inspecciones será velar por que los 
establecimientos penitenciarios se gestionen conforme a las leyes, re-
glamentos, políticas y procedimientos vigentes, con la finalidad de 
que se cumplan los objetivos de los servicios penitenciarios y correc-
cionales, y por que se protejan los derechos de los reclusos.

• Regla 84
 1. Los inspectores estarán facultados para:

a) acceder a toda la información acerca del número de reclusos 
y de los lugares y locales en que se encuentran recluidos, así 
como a toda la información relativa al tratamiento de los re-
clusos, incluidos sus expedientes y las condiciones de su re-
clusión;

b) elegir libremente los establecimientos penitenciarios que va-
yan a visitar, incluso realizando visitas no anunciadas por ini-
ciativa propia, y a qué reclusos entrevistar;

c) entrevistarse con carácter privado y plenamente confidencial 
con los reclusos y el personal penitenciario en el curso de sus 
visitas;

d) formular recomendaciones a la administración penitenciaria 
y a otras autoridades competentes.

 2. Los equipos de inspecciones externas estarán integrados por inspec-
tores calificados y experimentados, que hayan sido designados por 
una autoridad competente, y contarán con profesionales de la salud. 
Se prestará la debida atención al logro de una representación equili-
brada de hombres y mujeres.

• Regla 85
 1. Después de cada inspección se presentará un informe por escrito a la 

autoridad competente. Se tendrá debidamente en cuenta la posibili-
dad de poner a disposición del público los informes de las inspeccio-
nes externas, previa supresión de los datos personales de los reclusos 
a menos que estos hayan dado su consentimiento expreso a que no 
se supriman.

 2. La administración penitenciaria u otras autoridades competentes, se-
gún proceda, indicarán en un plazo razonable si se pondrán en prác-
tica las recomendaciones dimanantes de la inspección externa.
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II. reglas aplicables a categorías especiales

A. Reclusos penados

• Principios rectores

• Regla 86
Los principios que se enumeran a continuación tienen por objeto definir 
el espíritu conforme al cual deben administrarse los establecimientos pe-
nitenciarios y los fines hacia los cuales deben tender, de conformidad con 
la declaración que figura en la observación preliminar 1 de las presentes 
reglas.

• Regla 87
Es conveniente que, antes de que el recluso termine de cumplir su pena, 
se adopten las medidas necesarias para asegurarle un retorno progresivo 
a la vida en sociedad. Este propósito puede alcanzarse, según los casos, 
con un régimen preparatorio para la puesta en libertad, organizado den-
tro del mismo establecimiento penitenciario o en otra institución apro-
piada, o mediante la libertad condicional bajo una vigilancia que no de-
berá confiarse a la policía y que comprenderá una asistencia social eficaz.

• Regla 88
 1. En el tratamiento de los reclusos no se recalcará el hecho de su exclu-

sión de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que continúan 
formando parte de ella. Con ese fin se buscará, en lo posible, la coo-
peración de organismos de la comunidad que ayuden al personal del 
establecimiento penitenciario en la tarea de reinsertar a los reclusos 
en la sociedad.

 2. Cada establecimiento penitenciario contará con la colaboración de 
trabajadores sociales encargados de mantener y mejorar las relacio-
nes del recluso con su familia y con los organismos sociales que pue-
dan serle útiles. Se adoptarán medidas para proteger, en la medida 
en que ello sea compatible con la ley y con la pena impuesta, los de-
rechos relativos a los intereses civiles, la seguridad social y otras 
prestaciones sociales de los reclusos.
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• Regla 89
 1. El cumplimiento de estos principios exige la individualización del tra-

tamiento, lo que a su vez requiere un sistema flexible de clasificación 
de los reclusos. Por lo tanto, conviene que los diferentes grupos de 
reclusos sean distribuidos en establecimientos penitenciarios distin-
tos donde cada uno pueda recibir el tratamiento que necesite.

 2. Los establecimientos penitenciarios no deben adoptar las mismas me-
didas de seguridad con respecto a todos los grupos de reclusos. Con-
vendrá establecer diversos grados de seguridad conforme a lo que 
sea necesario para cada grupo. Los establecimientos de régimen 
abierto, en los cuales no existen medios de seguridad física contra la 
evasión y se confía en la autodisciplina de los reclusos, proporcionan 
por este mismo hecho a determinados reclusos cuidadosamente ele-
gidos las condiciones más favorables para su reeducación.

 3. Es conveniente evitar que en los establecimientos penitenciarios de 
régimen cerrado el número de reclusos sea tan elevado que llegue a 
constituir un obstáculo para la individualización del tratamiento. En 
algunos países se considera que el número de reclusos en dichos es-
tablecimientos no debería pasar de 500. En los establecimientos de 
régimen abierto el número de detenidos deberá ser lo más reducido 
posible.

 4. Por otra parte, tampoco convendrá mantener unos establecimientos 
penitenciarios que resulten demasiado pequeños como para que se 
pueda organizar en ellos un régimen apropiado.

• Regla 90
El deber de la sociedad no termina con la puesta en libertad del recluso. 
Por consiguiente, se habrá de disponer de los servicios de organismos 
gubernamentales o privados capaces de prestar al exrecluso una ayuda 
pospenitenciaria eficaz que contribuya a disminuir los prejuicios contra 
él y le permita reinsertarse en la sociedad.

Tratamiento

• Regla 91
El tratamiento de las personas condenadas a una pena o medida privati-
va de libertad debe tener por objeto, en la medida en que la duración de 
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la pena lo permita, inculcarles la voluntad de vivir conforme a la ley y 
mantenerse con el producto de su trabajo y crear en ellos la aptitud para 
hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a fomentar en ellos el res-
peto de sí mismos y desarrollar su sentido de la responsabilidad.

• Regla 92
 1. Para lograr este fin se deberán emplear todos los medios adecuados, 

lo que incluirá la asistencia religiosa, en los países en que esto sea po-
sible, la instrucción, la orientación y formación profesionales, los mé-
todos de asistencia social individual, el asesoramiento laboral, el de-
sarrollo físico y el fortalecimiento de los principios morales, de 
conformidad con las necesidades individuales de cada recluso. Para 
ello se tendrá en cuenta su pasado social y delictivo, su capacidad y 
aptitud física y mental, su temperamento personal, la duración de su 
pena y sus perspectivas después de la liberación.

 2. Respecto de cada recluso condenado a una pena de cierta duración, 
se remitirá cuanto antes al director del establecimiento penitenciario 
un informe completo sobre todos los aspectos mencionados en el pá-
rrafo 1 de esta regla. Acompañará a este el informe de un médico u 
otro profesional de la salud competente sobre el estado físico y men-
tal del recluso.

 3. Los informes y demás documentos pertinentes formarán un expe-
diente individual. Los expedientes se tendrán al día y se archivarán 
de manera que el personal encargado pueda consultarlos siempre que 
sea necesario.

Clasificación e individualización

• Regla 93
 1. Los fines de la clasificación serán:

a) separar a los reclusos que, por su pasado delictivo o su mala 
disposición, pudieran ejercer una influencia nociva sobre sus 
compañeros de prisión;

b) dividir a los reclusos en categorías, a fin de facilitar el trata-
miento encaminado a su reeducación.

 2. En la medida de lo posible, se dispondrá de establecimientos peniten-
ciarios separados, o de pabellones separados dentro de un mismo es-
tablecimiento, para las distintas categorías de reclusos.
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• Regla 94
Cuando la duración de la pena lo aconseje, tan pronto como sea posible 
tras el ingreso del recluso en prisión y después de un estudio de su per-
sonalidad se establecerá un programa de tratamiento individual que se 
basará en la información obtenida sobre sus necesidades, capacidad e 
inclinaciones particulares.

Beneficios

• Regla 95
En cada establecimiento se instituirá un sistema de beneficios adaptado 
a las diferentes categorías de reclusos y a los diferentes métodos de tra-
tamiento, a fin de alentar la buena conducta de los reclusos, desarrollar 
su sentido de la responsabilidad y promover su interés y cooperación en 
lo referente a su tratamiento.

Trabajo

• Regla 96
 1. Los reclusos penados tendrán la oportunidad de trabajar y participar 

activamente en su reeducación, previo dictamen de aptitud física y 
mental emitido por un médico u otro profesional de la salud compe-
tente.

 2. Se proporcionará a los reclusos un trabajo productivo que sea sufi-
ciente para que se mantengan ocupados durante una jornada laboral 
normal.

• Regla 97
 1. El trabajo penitenciario no será de carácter aflictivo.
 2. No se someterá a los reclusos a esclavitud o servidumbre.
 3. No se obligará a ningún recluso a trabajar en beneficio personal o 

privado de ningún funcionario del establecimiento penitenciario.

• Regla 98
 1. En la medida de lo posible, el trabajo contribuirá, por su naturaleza, 

a mantener o aumentar la capacidad del recluso para ganarse la vida 
honradamente tras su puesta en libertad.
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 2. Se dará formación profesional en algún oficio útil a los reclusos que 
estén en condiciones de aprovecharla, particularmente a los jóvenes.

 3. Dentro de los límites compatibles con una selección profesional ra-
cional y con las exigencias de la administración y la disciplina peni-
tenciarias, los reclusos podrán elegir la clase de trabajo a la que de-
seen dedicarse.

• Regla 99
 1. La organización y los métodos de trabajo en el establecimiento peni-

tenciario se asemejarán todo lo posible a los que se apliquen a un tra-
bajo similar en el exterior, a fin de preparar a los reclusos para la vida 
laboral normal.

 2. No obstante, no se supeditará el interés de los reclusos y de su for-
mación profesional al objetivo de lograr beneficios pecuniarios de 
una industria penitenciaria.

• Regla 100
 1. De ser posible, las industrias y granjas del establecimiento peniten-

ciario serán gestionadas directamente por la administración del es-
tablecimiento penitenciario, y no por contratistas privados.

 2. Los reclusos que se empleen en algún trabajo no controlado por la 
administración del establecimiento penitenciario estarán siempre 
bajo la supervisión del personal penitenciario. A menos que el traba-
jo se haga para otras dependencias públicas, las personas para las 
cuales se efectúe pagarán a la administración penitenciaria el salario 
normal exigible por dicho trabajo, teniendo en cuenta el rendimiento 
del recluso.

• Regla 101
 1. En los establecimientos penitenciarios se tomarán las mismas precau-

ciones aplicables para proteger la seguridad e higiene de los trabaja-
dores libres.

 2. Se tomarán disposiciones para indemnizar a los reclusos en caso de 
accidente de trabajo o enfermedad profesional, en condiciones no 
menos favorables que las que la ley disponga para los trabajadores 
libres.
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• Regla 102
 1. Se fijará por ley o por reglamento administrativo el número máximo 

de horas de trabajo para los reclusos por día y por semana, teniendo 
en cuenta las normas o usos locales con respecto al empleo de los tra-
bajadores libres.

 2. Las horas así fijadas deberán dejar un día de descanso por semana y 
tiempo suficiente para la instrucción y otras actividades previstas 
para el tratamiento y la reeducación del recluso.

• Regla 103
 1. Se establecerá un sistema justo de remuneración del trabajo de los 

reclusos.
 2. El sistema permitirá a los reclusos que utilicen al menos una parte de 

su remuneración para adquirir artículos destinados a su uso personal 
y que envíen otra parte a su familia.

 3. El sistema dispondrá igualmente que la administración del estableci-
miento penitenciario reserve una parte de la remuneración de los re-
clusos a fin de constituir un fondo que les será entregado en el mo-
mento de su puesta en libertad.

Instrucción y recreo

• Regla 104
 1. Se tomarán disposiciones para fomentar la instrucción de todos los 

reclusos que se encuentren en condiciones aptas, incluso la instruc-
ción religiosa en los países en que esto sea posible. La instrucción de 
los analfabetos y de los reclusos jóvenes será obligatoria y la admi-
nistración del establecimiento penitenciario deberá prestarle particu-
lar atención.

 2. En la medida de lo posible, la instrucción de los reclusos deberá coor-
dinarse con el sistema de educación pública estatal a fin de que, al ser 
puestos en libertad, los reclusos puedan continuar sin dificultad su 
formación.

• Regla 105
En todos los establecimientos penitenciarios se organizarán actividades 
recreativas y culturales que favorezcan el bienestar físico y mental de los 
reclusos.
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Relaciones sociales y ayuda pospenitenciaria

• Regla 106
Se velará particularmente por el mantenimiento y mejoramiento de las 
relaciones entre el recluso y su familia que redunden en beneficio de am-
bas partes.

• Regla 107
Se tendrá debidamente en cuenta, desde el comienzo de la ejecución de 
la pena, el porvenir del recluso después de su liberación, y se alentará y 
ayudará al recluso a que mantenga o establezca relaciones con personas 
u organismos externos que puedan favorecer su reinserción social y el 
interés superior de su familia.

• Regla 108
 1. Los servicios y organismos, oficiales o no, que ayuden a los reclusos 

liberados a reinsertarse en la sociedad velarán por que se proporcio-
ne a estos, en la medida de lo posible, los documentos y papeles de 
identidad necesarios, alojamiento y trabajo dignos y ropa apropiada 
para el clima y la estación, así como los medios necesarios para que 
lleguen a su destino y puedan subsistir durante el período inmedia-
tamente posterior a su puesta en libertad.

 2. Los representantes acreditados de esos organismos tendrán todo el 
acceso necesario a los establecimientos penitenciarios y a los reclu-
sos. Se les consultará en cuanto al futuro de cada recluso desde el mo-
mento en que comience a ejecutarse la pena.

 3. Convendrá centralizar o coordinar todo lo posible las actividades de 
dichos organismos, a fin de asegurar el aprovechamiento óptimo de 
su labor.

B. Reclusos con discapacidades o enfermedades mentales

• Regla 109
 1. No deberán permanecer en prisión las personas a quienes no se con-

sidere penalmente responsables o a quienes se diagnostique una dis-
capacidad o enfermedad mental grave, cuyo estado pudiera agravar-
se en prisión, y se procurará trasladar a esas personas a centros de 
salud mental lo antes posible.
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 2. En caso necesario, otros reclusos con discapacidades o enfermedades 
mentales podrán ser observados y tratados en centros especializados 
bajo la supervisión de profesionales de la salud competentes.

 3. El servicio de atención sanitaria proporcionará tratamiento psiquiá-
trico a todos los demás reclusos que lo necesiten.

• Regla 110
Convendrá que se tomen disposiciones, de acuerdo con los organismos 
competentes, para que, en caso necesario, se continúe el tratamiento psi-
quiátrico después de la liberación y se asegure una asistencia social pos-
penitenciaria de carácter psiquiátrico.

C. Personas detenidas o en espera de juicio

• Regla 111
 1. A los efectos de las disposiciones siguientes se denominará “reclusos 

en espera de juicio” a las personas que se encuentren detenidas o pre-
sas en un local de policía o en prisión tras habérseles imputado un 
delito pero que aún no hayan sido juzgadas.

 2. Los reclusos en espera de juicio gozarán de la presunción de inocen-
cia y deberán ser tratados de forma consecuente con dicha presun-
ción.

 3. Sin perjuicio de las disposiciones legales relativas a la protección de 
la libertad individual o al procedimiento que se deberá seguir respec-
to a los reclusos en espera de juicio, estos últimos gozarán de un ré-
gimen especial que se describe en las reglas que figuran a continua-
ción únicamente en sus aspectos esenciales.

• Regla 112
 1. Los reclusos en espera de juicio permanecerán en espacios separados 

de los reclusos penados.
 2. Los reclusos en espera de juicio jóvenes permanecerán en espacios 

separados de los adultos. En principio, se los alojará en estableci-
mientos distintos.

• Regla 113
Los reclusos en espera de juicio dormirán solos en celdas individuales, 
teniendo en cuenta los diversos usos locales en lo que respecta al clima.
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• Regla 114
Dentro de los límites compatibles con el buen orden del establecimiento, 
los reclusos en espera de juicio podrán, si lo desean, alimentarse por su 
propia cuenta procurándose alimentos del exterior por conducto de la 
administración, de su familia o de sus amigos. En caso contrario, la ad-
ministración les proporcionará alimentos.

• Regla 115
Se autorizará a todo recluso en espera de juicio a que use sus propias 
prendas personales siempre que estén aseadas y sean decorosas. Si lleva 
uniforme penitenciario, este será diferente del uniforme de los reclusos 
penados.

• Regla 116
Se ofrecerá a todo recluso en espera de juicio la posibilidad de trabajar, 
pero no se le obligará a ello. Si trabaja, se le deberá remunerar.

• Regla 117
Se autorizará a todo recluso en espera de juicio a que se procure, a sus 
expensas o a las de un tercero, libros, diarios, material de escritura y 
otros medios de ocupación, dentro de los límites compatibles con el inte-
rés de la administración de justicia y la seguridad y el buen orden del es-
tablecimiento penitenciario.

• Regla 118
Se permitirá que el recluso en espera de juicio sea visitado y atendido por 
su propio médico o dentista si su petición es razonable y si está en con-
diciones de sufragar tal gasto.

• Regla 119
 1. Todo recluso en espera de juicio tendrá derecho a ser informado con 

prontitud de las razones de su detención y del delito que se le imputa.
 2. Si un recluso en espera de juicio no cuenta con un asesor jurídico de 

su elección, tendrá derecho a que un juez u otra autoridad le designe 
un asesor jurídico, siempre que el interés de la justicia lo exija y sin 
correr con los gastos si carece de medios suficientes para hacerlo. La 
denegación del acceso a un asesor jurídico se someterá sin demora a 
un examen independiente.
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• Regla 120
 1. Los derechos y las modalidades de acceso de los reclusos en espera de 

juicio al asesor jurídico o proveedor de asistencia jurídica para su de-
fensa se regirán por los mismos principios enunciados en la regla 61.

 2. Todo recluso en espera de juicio recibirá, si lo solicita, material de es-
critura para la preparación de los documentos relacionados con su 
defensa, incluidas instrucciones confidenciales para su asesor jurídi-
co o proveedor de asistencia jurídica.

D. Personas encarceladas por causas civiles

• Regla 121
En los países cuya legislación permita la prisión por deudas u otras for-
mas de prisión dispuestas por decisión judicial como consecuencia de un 
proceso civil, quienes cumplan esas penas de prisión no serán sometidos 
a mayores restricciones ni tratados con más severidad que la requerida 
para el mantenimiento de la seguridad y el orden. El tratamiento que se 
les dé no será en ningún caso más severo que el que corresponda a los 
reclusos en espera de juicio, con la excepción, no obstante, de que se les 
podrá obligar a trabajar.

E. Personas detenidas o encarceladas sin imputación de cargos

• Regla 122
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos,29 las personas detenidas o encarceladas sin 
que se les hayan imputado cargos gozarán de la misma protección pre-
vista en la primera parte y en la sección C de la segunda parte de las pre-
sentes reglas. Asimismo, se les aplicarán las disposiciones pertinentes de 
la sección A de la segunda parte de estas reglas cuando ello pueda redun-
dar en beneficio de este grupo especial de personas bajo custodia, siem-
pre que no se adopten medidas que impliquen que la reeducación o reha-
bilitación son apropiadas en forma alguna respecto de personas a quienes 
no se ha condenado por un delito.

29 Véase la resolución 2200 A (XXI), anexo.
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Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
sobre las Medidas No Privat ivas  

de la Libertad 
(Reglas de Tokio)

Adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/110,  
de 14 de diciembre de 1990

I. Principios generales

1. Objetivos fundamentales

1.1 Las presentes Reglas mínimas contienen una serie de principios bási-
cos para promover la aplicación de medidas no privativas de la libertad, 
así como salvaguardias mínimas para las personas a quienes se aplican 
medidas sustitutivas de la prisión.

1.2 Las Reglas tienen por objeto fomentar una mayor participación de la 
comunidad en la gestión de la justicia penal, especialmente en lo que res-
pecta al tratamiento del delincuente, así como fomentar entre los delin-
cuentes el sentido de su responsabilidad hacia la sociedad.

1.3 Las Reglas se aplicarán teniendo en cuenta las condiciones políticas, 
económicas, sociales y culturales de cada país, así como los propósitos y 
objetivos de su sistema de justicia penal.

1.4 Al aplicar las Reglas, los Estados Miembros se esforzarán por alcan-
zar un equilibrio adecuado entre los derechos de los delincuentes, los de-
rechos de las víctimas y el interés de la sociedad en la seguridad pública 
y la prevención del delito.
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1.5 Los Estados Miembros introducirán medidas no privativas de la liber-
tad en sus respectivos ordenamientos jurídicos para proporcionar otras 
opciones, y de esa manera reducir la aplicación de las penas de prisión, 
y racionalizar las políticas de justicia penal, teniendo en cuenta el respeto 
de los derechos humanos, las exigencias de la justicia social y las necesi-
dades de rehabilitación del delincuente.

2. Alcance de las medidas no privativas de la libertad

2.1 Las disposiciones pertinentes de las presentes Reglas se aplicarán a 
todas las personas sometidas a acusación, juicio o cumplimiento de una 
sentencia, en todas las fases de la administración de la justicia penal. A 
los efectos de las Reglas, estas personas se designarán “delincuentes”, in-
dependientemente de que sean sospechosos o de que hayan sido acusa-
dos o condenados.

2.2 Las Reglas se aplicarán sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, edad, idioma, religión, opinión política o de otra índole, ori-
gen nacional o social, patrimonio, nacimiento o cualquier otra condición.

2.3 A fin de asegurar una mayor flexibilidad, compatible con el tipo y la 
gravedad del delito, la personalidad y los antecedentes del delincuente y 
la protección de la sociedad, y evitar la aplicación innecesaria de la pena 
de prisión, el sistema de justicia penal establecerá una amplia serie de 
medidas no privativas de la libertad, desde la fase anterior al juicio hasta 
la fase posterior a la sentencia. El número y el tipo de las medidas no pri-
vativas de la libertad disponibles deben estar determinados de manera 
tal que sea posible fijar de manera coherente las penas.

2.4 Se alentará y supervisará atentamente el establecimiento de nuevas 
medidas no privativas de la libertad y su aplicación se evaluará sistemá-
ticamente.

2.5 Se considerará la posibilidad de ocuparse de los delincuentes en la 
comunidad, evitando recurrir a procesos formales o juicios ante los tri-
bunales, de conformidad con las salvaguardias y las normas jurídicas.
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2.6 Las medidas no privativas de la libertad serán utilizadas de acuerdo 
con el principio de mínima intervención.

2.7 La utilización de medidas no privativas de la libertad será parte de un 
movimiento en pro de la despenalización y destipificación de delitos, y no 
estarán encaminadas a obstaculizar ni a diferir las iniciativas en ese sentido.

3. Salvaguardias legales

3.1 La introducción, definición y aplicación de medidas no privativas de 
la libertad estarán prescritas por la ley.

3.2 La selección de una medida no privativa de la libertad se basará en los 
criterios establecidos con respecto al tipo y gravedad del delito, la perso-
nalidad y los antecedentes del delincuente, los objetivos de la condena y 
los derechos de las víctimas.

3.3 La autoridad judicial u otra autoridad independiente competente ejer-
cerá sus facultades discrecionales en todas las fases del procedimiento, 
actuando con plena responsabilidad y exclusivamente de conformidad 
con la ley.

3.4 Las medidas no privativas de la libertad que impongan una obligación 
al delincuente, aplicadas antes o en lugar del procedimiento o del juicio, 
requerirán su consentimiento.

3.5 Las decisiones sobre la imposición de medidas no privativas de la li-
bertad estarán sometidas a la revisión de una autoridad judicial u otra 
autoridad competente e independiente, a petición del delincuente.

3.6 El delincuente estará facultado para presentar peticiones o reclama-
ciones ante la autoridad judicial u otra autoridad competente e indepen-
diente sobre cuestiones que afecten a sus derechos individuales en la apli-
cación de las medidas no privativas de la libertad.

3.7 Se preverán disposiciones adecuadas para el recurso y, si es posible, 
la reparación en caso de agravio relacionado con un incumplimiento de 
las normas sobre derechos humanos internacionalmente reconocidos.
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3.8 Las medidas no privativas de la libertad no supondrán ninguna expe-
rimentación médica o psicológica con el delincuente, ni riesgo indebido 
de daños físicos o mentales.

3.9 La dignidad del delincuente sometido a medidas no privativas de la 
libertad será protegida en todo momento.

3.10 Durante la aplicación de las medidas no privativas de la libertad, los 
derechos del delincuente no podrán ser objeto de restricciones que exce-
dan las impuestas por la autoridad competente que haya adoptado la de-
cisión de aplicar la medida.

3.11 Durante la aplicación de las medidas no privativas de la libertad se 
respetarán tanto el derecho del delincuente como el de su familia a la in-
timidad.

3.12 El expediente personal del delincuente se mantendrá de manera es-
trictamente confidencial e inaccesible a terceros. Sólo tendrán acceso al 
expediente las personas directamente interesadas en la tramitación del 
caso u otras personas debidamente autorizadas.

4. Cláusula de salvaguardia

4.1 Ninguna de las disposiciones en las presentes Reglas será interpreta-
da de modo que excluya la aplicación de las Reglas mínimas para el tra-
tamiento de los reclusos, las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para 
la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing), el Conjun-
to de Principios para la protección de todas las personas sometidas a 
cualquier forma de detención o prisión ni de ningún otro instrumento o 
norma sobre derechos humanos reconocidos por la comunidad interna-
cional que guarden relación con el tratamiento del delincuente y con la 
protección de sus derechos humanos fundamentales.
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II. Fase anterior al juicio

5. Disposiciones previas al juicio

5.1. Cuando así proceda y sea compatible con el ordenamiento jurídico, 
la policía, la fiscalía u otros organismos que se ocupen de casos penales 
deberán estar facultados para retirar los cargos contra el delincuente si 
consideran que la protección de la sociedad, la prevención del delito o la 
promoción del respeto a la ley y los derechos de las víctimas no exigen 
llevar adelante el caso. A efectos de decidir si corresponde el retiro de los 
cargos o la institución de actuaciones, en cada ordenamiento jurídico se 
formulará una serie de criterios bien definidos. En casos de poca impor-
tancia el fiscal podrá imponer las medidas adecuadas no privativas de la 
libertad, según corresponda.

6. La prisión preventiva como último recurso

6.1 En el procedimiento penal sólo se recurrirá a la prisión preventiva 
como último recurso, teniendo debidamente en cuenta la investigación 
del supuesto delito y la protección de la sociedad y de la víctima.

6.2 Las medidas sustitutivas de la prisión preventiva se aplicarán lo antes 
posible. La prisión preventiva no deberá durar más del tiempo que sea 
necesario para el logro de los objetivos indicados en la regla 6.1 y deberá 
ser aplicada con humanidad y respeto por la dignidad del ser humano.

6.3 El delincuente tendrá derecho a apelar ante una autoridad judicial u 
otra autoridad independiente y competente en los casos en que se impon-
ga prisión preventiva.

III. Fase de juicio y sentencia

7. Informes de investigación social

7.1 Cuando exista la posibilidad de preparar informes de investigación 
social, la autoridad judicial podrá valerse de un informe preparado por 
un funcionario u organismo competente y autorizado. El informe conten-
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drá información sobre el entorno social del delincuente que sea pertinen-
te al tipo de infracción que comete habitualmente el individuo y a los de-
litos que se le imputan. También deberá contener información y 
recomendaciones que sean pertinentes al procedimiento de fijación de 
condenas. Deberá ceñirse a los hechos y ser objetivo e imparcial; toda 
apreciación personal tendrá que formularse claramente como tal.

8. Imposición de sanciones

8.1 La autoridad judicial, que tendrá a su disposición una serie de sancio-
nes no privativas de la libertad, al adoptar su decisión deberá tener en 
consideración las necesidades de rehabilitación del delincuente, la pro-
tección de la sociedad y los intereses de la víctima, quien será consultada 
cuando corresponda.

8.2 Las autoridades competentes podrán tomar las medidas siguientes:
 a) Sanciones verbales, como la amonestación, la reprensión y la adver-

tencia;
 b) Libertad condicional;
 c) Penas privativas de derechos o inhabilitaciones;
 d) Sanciones económicas y penas en dinero, como multas y multas so-

bre los ingresos calculados por días;
 e) Incautación o confiscación;
 f) Mandamiento de restitución a la víctima o de indemnización;
 g) Suspensión de la sentencia o condena diferida;
 h) Régimen de prueba y vigilancia judicial;
 i) Imposición de servicios a la comunidad;
 j) Obligación de acudir regularmente a un centro determinado;
 k) Arresto domiciliario;
 l) Cualquier otro régimen que no entrañe reclusión;
 m) Alguna combinación de las sanciones precedentes.

IV. Fase posterior a la sentencia

9. Medidas posteriores a la sentencia

9.1 Se pondrá a disposición de la autoridad competente una amplia serie 
de medidas sustitutivas posteriores a la sentencia a fin de evitar la reclu-
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sión y prestar asistencia a los delincuentes para su pronta reinserción 
social.

9.2 Podrán aplicarse medidas posteriores a la sentencia como las siguientes:
 a) Permisos y centros de transición;
 b) Liberación con fines laborales o educativos;
 c) Distintas formas de libertad condicional;
 d) La remisión;
 e) El indulto.

9.3 La decisión con respecto a las medidas posteriores a la sentencia, ex-
cepto en el caso del indulto, será sometida a la revisión de una autoridad 
judicial u otra autoridad competente e independiente, si lo solicita el de-
lincuente.

9.4 Se considerarán cuanto antes las posibilidades de poner en libertad 
al recluso de un establecimiento y asignarlo a un programa no privativo 
de la libertad.

V. Aplicación de las medidas no privativas de la libertad

10. Régimen de vigilancia

10.1 El objetivo de la supervisión es disminuir la reincidencia y ayudar al 
delincuente en su reinserción social de manera que se reduzca a un míni-
mo la probabilidad de que vuelva a la delincuencia.

10.2 Si la medida no privativa de la libertad entraña un régimen de vigi-
lancia, la vigilancia será ejercida por una autoridad competente, en las 
condiciones concretas que haya prescrito la ley.

10.3 En el marco de cada medida no privativa de la libertad, se determi-
nará cuál es el tipo más adecuado de vigilancia y tratamiento para cada 
caso particular con el propósito de ayudar al delincuente a enmendar su 
conducta delictiva. El régimen de vigilancia y tratamiento se revisará y 
reajustará periódicamente, cuando sea necesario.
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10.4 Se brindará a los delincuentes, cuando sea necesario, asistencia psi-
cológica, social y material y oportunidades para fortalecer los vínculos 
con la comunidad y facilitar su reinserción social.

11. Duración

11.1 La duración de las medidas no privativas de la libertad no superará el 
plazo establecido por la autoridad competente de conformidad con la ley.

11.2 Estará prevista la interrupción anticipada de la medida en caso de 
que el delincuente haya reaccionado positivamente a ella.

12. Obligaciones

12.1 Cuando la autoridad competente decida las obligaciones que deberá 
cumplir el delincuente, tendrá en cuenta las necesidades de la sociedad y 
las necesidades y los derechos del delincuente y de la víctima.

12.2 Las obligaciones que ha de cumplir el delincuente serán prácticas, 
precisas y tan pocas como sea posible, y tendrán por objeto reducir las 
posibilidades de reincidencia en el comportamiento delictivo e incremen-
tar las posibilidades de reinserción social del delincuente, teniendo en 
cuenta las necesidades de la víctima.

12.3 Al comienzo de la aplicación de una medida no privativa de la liber-
tad, el delincuente recibirá una explicación, oral y escrita, de las condi-
ciones que rigen la aplicación de la medida, incluidos sus obligaciones y 
derechos.

12.4 La autoridad competente podrá modificar las obligaciones impues-
tas de conformidad con lo previsto en la legislación y según el progreso 
realizado por el delincuente.

13. Proceso de tratamiento

13.1 En el marco de una medida no privativa de la libertad determinada, 
cuando corresponda, se establecerán diversos sistemas, por ejemplo, 
ayuda psicosocial individualizada, terapia de grupo, programas residen-
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ciales y tratamiento especializado de distintas categorías de delincuentes, 
para atender a sus necesidades de manera más eficaz.

13.2 El tratamiento deberá ser dirigido por profesionales con adecuada 
formación y experiencia práctica.

13.3 Cuando se decida que el tratamiento es necesario, se hará todo lo 
posible por comprender la personalidad, las aptitudes, la inteligencia y 
los valores del delincuente, y especialmente las circunstancias que lo lle-
varon a la comisión del delito.

13.4 La autoridad competente podrá hacer participar a la comunidad y a 
los sistemas de apoyo social en la aplicación de las medidas no privativas 
de la libertad.

13.5 El número de casos asignados se mantendrá, en lo posible, dentro 
de límites compatibles con la aplicación eficaz de los programas de trata-
miento.

13.6 La autoridad competente abrirá y mantendrá un expediente para 
cada delincuente.

14. Disciplina e incumplimiento de las obligaciones

14.1 El incumplimiento de las obligaciones impuestas al delincuente pue-
de dar lugar a la modificación o revocación de la medida no privativa de 
la libertad.

14.2 La modificación o revocación de la medida no privativa de la libertad 
corresponderá a la autoridad competente; procederá a ello solamente 
después de haber examinado cuidadosamente los hechos aducidos por el 
funcionario supervisor y por el delincuente.

14.3 El fracaso de una medida no privativa de la libertad no significará 
automáticamente la imposición de una medida privativa de la libertad.

14.4 En caso de modificación o revocación de la medida no privativa de 
la libertad, la autoridad competente intentará imponer una medida susti-
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tutiva no privativa de la libertad que sea adecuada. Sólo se podrá impo-
ner la pena de prisión cuando no haya otras medidas sustitutivas adecua-
das.

14.5 En caso de que el delincuente no cumpla las obligaciones impuestas, 
la ley determinará a quién corresponde dictar la orden de detenerlo o de 
mantenerlo bajo supervisión.

14.6 En caso de modificación o revocación de la medida no privativa de 
la libertad, el delincuente podrá recurrir ante una autoridad judicial u otra 
autoridad competente e independiente.

VI. Personal

15. Contratación

15.1 En la contratación del personal no se hará discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, opinión política o de 
otra índole, origen nacional o social, patrimonio, nacimiento o cualquier 
otra condición. Los criterios para la contratación del personal tendrán en 
cuenta la política nacional en favor de los sectores desfavorecidos y la di-
versidad de los delincuentes que haya que supervisar.

15.2 Las personas designadas para aplicar las medidas no privativas de 
la libertad deberán ser personas aptas para la función y, cuando sea po-
sible, tener formación profesional y experiencia práctica adecuadas. Es-
tas calificaciones se especificarán claramente.

15.3 Para conseguir y contratar personal profesional calificado se harán 
nombramientos con categoría de funcionario público, sueldos adecuados 
y prestaciones sociales que estén en consonancia con la naturaleza del 
trabajo y se ofrecerán amplias oportunidades de progreso profesional y 
ascenso.

16. Capacitación del personal

16.1 El objetivo de la capacitación será explicar claramente al personal 
sus funciones en lo que atañe a la rehabilitación del delincuente, la garan-
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tía de los derechos de los delincuentes y la protección de la sociedad. Me-
diante capacitación, el personal también deberá comprender la necesidad 
de cooperar y coordinar las actividades con los organismos interesados.

16.2 Antes de entrar en funciones, el personal recibirá capacitación que 
comprenda información sobre el carácter de las medidas no privativas de 
la libertad, los objetivos de la supervisión y las distintas modalidades de 
aplicación de las medidas no privativas de la libertad.

16.3 Después de la entrada en funciones, el personal mantendrá y mejo-
rará sus conocimientos y aptitudes profesionales asistiendo a cursos de 
capacitación durante el servicio y a cursos de actualización. Se propor-
cionarán instalaciones adecuadas a ese efecto.

VII. Voluntarios y otros recursos comunitarios

17. Participación de la sociedad

17.1 La participación de la sociedad debe alentarse pues constituye un re-
curso fundamental y uno de los factores más importantes para fortalecer 
los vínculos entre los delincuentes sometidos a medidas no privativas de 
la libertad y sus familias y la comunidad. Deberá complementar la acción 
de la administración de la justicia penal.

17.2 La participación de la sociedad será considerada una oportunidad 
para que los miembros de la comunidad contribuyan a su protección.

18. Comprensión y cooperación de la sociedad

18.1 Debe alentarse a los organismos gubernamentales, al sector priva-
do y a la comunidad en general para que apoyen a las organizaciones de 
voluntarios que fomenten la aplicación de medidas no privativas de la 
libertad.

18.2 Se organizarán regularmente conferencias, seminarios, simposios 
y otras actividades para hacer cobrar conciencia de la necesidad de que 
la sociedad participe en la aplicación de medidas no privativas de la li-
bertad.
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18.3 Se utilizarán todos los medios de comunicación para propiciar una 
actitud constructiva en la comunidad, que dé lugar a actividades que pro-
picien una aplicación más amplia del régimen no privativo de la libertad 
y la reinserción social de los delincuentes.

18.4 Se hará todo lo posible por informar a la sociedad acerca de la im-
portancia de su función en la aplicación de las medidas no privativas de 
la libertad.

19. Voluntarios

19.1 Los voluntarios serán seleccionados cuidadosamente y contratados 
en función de las aptitudes y del interés que demuestren en su labor. Se 
impartirá capacitación adecuada para el desempeño de las funciones es-
pecíficas que les hayan sido encomendadas y contarán con el apoyo y 
asesoramiento de la autoridad competente, a la que tendrán oportunidad 
de consultar.

19.2 Los voluntarios alentarán a los delincuentes y a sus familias a esta-
blecer vínculos significativos y contactos más amplios con la comunidad, 
brindándoles asesoramiento y otras formas adecuadas de asistencia acor-
de con sus capacidades y las necesidades del delincuente.

19.3 Los voluntarios estarán asegurados contra accidentes, lesiones y da-
ños a terceros en el ejercicio de sus funciones. Les serán reembolsados 
los gastos autorizados que hayan efectuado durante su trabajo. Gozarán 
del reconocimiento público por los servicios que presten en pro del bien-
estar de la comunidad.

VIII. Investigación, planificación y formulación y evaluación de políticas

20. Investigación y planificación

20.1 Como aspecto esencial del proceso de planificación, se hará lo posi-
ble para que las entidades tanto públicas como privadas colaboren en la 
organización y el fomento de la investigación sobre la aplicación a los de-
lincuentes de un régimen no privativo de la libertad.
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20.2 Se harán investigaciones periódicas de los problemas que afectan a 
los destinatarios de las medidas, los profesionales, la comunidad y los ór-
ganos normativos.

20.3 Dentro del sistema de justicia penal se crearán mecanismos de inves-
tigación e información para reunir y analizar datos y estadísticas sobre la 
aplicación a los delincuentes de un régimen no privativo de la libertad.

21. Formulación de la política y elaboración de programas

21.1 Se planificarán y aplicarán sistemáticamente programas de medidas 
no privativas de la libertad como parte integrante del sistema de justicia 
penal en el marco del proceso nacional de desarrollo.

21.2 Se efectuarán evaluaciones periódicas con miras a lograr una apli-
cación más eficaz de las medidas no privativas de la libertad.

21.3 Se realizarán estudios periódicos para evaluar los objetivos, el fun-
cionamiento y la eficacia de las medidas no privativas de la libertad.

22. Vínculos con organismos y actividades pertinentes

22.1 Se crearán a diversos niveles mecanismos apropiados para facilitar 
el establecimiento de vínculos entre los servicios encargados de las me-
didas no privativas de la libertad, otras ramas del sistema de justicia pe-
nal, y los organismos de desarrollo y bienestar social, tanto gubernamen-
tales como no gubernamentales, en sectores como la salud, la vivienda, 
la educación, el trabajo y los medios de comunicación.

23. Cooperación internacional

23.1 Se hará lo posible por promover la cooperación científica entre los 
países en cuanto al régimen sin internamiento. Deberán reforzarse la in-
vestigación, la capacitación, la asistencia técnica y el intercambio de in-
formación entre los Estados Miembros sobre medidas no privativas de la 
libertad, por conducto de los institutos de las Naciones Unidas para la 
prevención del delito y el tratamiento del delincuente y en estrecha cola-
boración con la Subdivisión de Prevención del Delito y Justicia Penal del 
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Centro de Desarrollo Social y Asuntos Humanitarios de la Secretaría de 
las Naciones Unidas.

23.2 Deberán fomentarse los estudios comparados y la armonización de 
las disposiciones legislativas para ampliar la gama de opciones sin in-
ternamiento y facilitar su aplicación a través de las fronteras nacionales, 
de conformidad con el Tratado modelo sobre el traspaso de la vigilancia de 
los delincuentes bajo condena condicional o en libertad condicional.
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Reglas de las Naciones Unidas para el 
Tratamiento de las Reclusas y Medidas 

No Privat ivas de la Libertad para las 
Mujeres Del incuentes 
(Reglas de Bangkok)

Aprobada el 21 de diciembre de 2010  
por la Asamblea General de la ONU.

Nota de la Secretaría
En su resolución 2010/16, de 22 de julio de 2010, el Consejo Económico y 
Social recomendó a la Asamblea General la aprobación del proyecto de 
resolución siguiente:

Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y 
medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes 
(Reglas de Bangkok)

La Asamblea General,

Recordando las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de pre-
vención del delito y justicia penal relacionadas principalmente con el tra-
tamiento de los reclusos, en particular las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos, los procedimientos para la aplicación efectiva de 
las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, el Conjunto de Prin-
cipios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier for-
ma de detención o prisión y los Principios básicos para el tratamiento de 
los reclusos,

Recordando también las reglas y normas de las Naciones Unidas en mate-
ria de prevención del delito y justicia penal relacionadas principalmente 
con las medidas sustitutivas del encarcelamiento, en particular las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la li-
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bertad (Reglas de Tokio) y los Principios básicos sobre la utilización de 
programas de justicia restaurativa en materia penal,

Recordando además su resolución 58/183, de 22 de diciembre de 2003, en 
la que invitó a los gobiernos, los órganos internacionales y regionales 
competentes, las instituciones nacionales de derechos humanos y las or-
ganizaciones no gubernamentales a que prestasen mayor atención a la 
cuestión de las mujeres que se encontraban en prisión, incluidos los hijos 
de las mujeres que se encontraban en prisión, con el fin de identificar los 
problemas fundamentales y los modos de abordarlos,

Tomando en consideración las medidas sustitutivas del encarcelamiento 
previstas en las Reglas de Tokio, y teniendo en cuenta las particularidades 
de las mujeres que han entrado en contacto con el sistema de justicia pe-
nal y la necesidad consiguiente de dar prioridad a la aplicación de medi-
das no privativas de la libertad a esas mujeres,

Teniendo presente su resolución 61/143, de 19 de diciembre de 2006, en la 
que instó a los Estados a que, entre otras cosas, tomaran medidas positi-
vas para hacer frente a las causas estructurales de la violencia contra la 
mujer y fortalecer las labores de prevención con miras a acabar con las 
prácticas y normas sociales discriminatorias, incluso respecto de las mu-
jeres que necesitaban atención especial en la formulación de políticas con-
tra la violencia, como las mujeres recluidas en instituciones o detenidas,

Teniendo presente también su resolución 63/241, de 24 de diciembre de 2008, 
en la que exhortó a todos los Estados a que tuvieran en cuenta los efectos 
en los niños de la detención y encarcelamiento de los padres y, en particu-
lar, que determinaran y promovieran buenas prácticas en relación con las 
necesidades y el desarrollo físico, emocional, social y psicológico de los be-
bés y los niños afectados por la detención y encarcelamiento de los padres,

Tomando en consideración la Declaración de Viena sobre la delincuencia y 
la justicia: frente a los retos del siglo XXI, en la que los Estados Miembros 
se comprometieron, entre otras cosas, a formular recomendaciones de 
política orientadas a la acción y basadas en las necesidades especiales de 
la mujer, en calidad de reclusa o delincuente, y los planes de acción para 
la aplicación de la Declaración,
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Señalando la Declaración de Bangkok sobre sinergias y respuestas: alian-
zas estratégicas en materia de prevención del delito y justicia penal, en la 
medida en que se relaciona específicamente con las mujeres detenidas y 
sometidas a medidas privativas y no privativas de la libertad,

Recordando que, en la Declaración de Bangkok, los Estados Miembros re-
comendaron que la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal 
considerara la posibilidad de revisar la idoneidad de las reglas y normas 
en relación con la administración penitenciaria y los reclusos,

Habiendo tomado nota de la iniciativa del Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos de denominar la semana del 6 al 
12 de octubre de 2008 Semana de Dignidad y Justicia para los Detenidos, 
en la que se hacía especial hincapié en los derechos humanos de las mu-
jeres y las niñas,

Considerando que las reclusas son uno de los grupos vulnerables que tie-
nen necesidades y requisitos específicos,

Consciente de que muchos establecimientos penitenciarios existentes en 
el mundo fueron concebidos principalmente para reclusos de sexo mascu-
lino, mientras que el número de reclusas ha aumentado considerablemen-
te a lo largo de los años,

Reconociendo que cierto número de mujeres delincuentes no plantean un 
riesgo para la sociedad y que, como ocurre en el caso de todos los delin-
cuentes, su encarcelamiento puede dificultar su reinserción social,

Acogiendo con beneplácito la preparación por la Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito del manual titulado Handbook for Pri-
son Managers and Policymakers on Women and Imprisonment,

Acogiendo con beneplácito también la invitación que figura en la resolución 
10/2 del Consejo de Derechos Humanos, de 25 de marzo de 2009, dirigida 
a los gobiernos, los órganos internacionales y regionales competentes, 
las instituciones nacionales de derechos humanos y las organizaciones no 
gubernamentales, para que dediquen mayor atención a la cuestión de las 
mujeres y niñas que se encuentran en prisión, incluidas cuestiones rela-
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tivas a los hijos de las reclusas, con miras a identificar y abordar los as-
pectos y desafíos del problema en función del género,

Acogiendo con beneplácito además la colaboración entre la Oficina Regio-
nal para Europa de la Organización Mundial de la Salud y la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, y tomando nota de la De-
claración de Kyiv sobre la salud de la reclusa,

Tomando nota de las Directrices sobre las modalidades alternativas de cui-
dado de los niños, 

Recordando la resolución 18/1 de la Comisión de Prevención del Delito y 
Justicia Penal, de 24 de abril de 2009, en la que la Comisión pidió al Di-
rector Ejecutivo de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito que convocara en 2009 una reunión de un grupo intergubernamen-
tal de expertos de composición abierta encargado de elaborar, en conso-
nancia con las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las 
Reglas de Tokio, reglas complementarias específicas para el tratamiento 
de las mujeres detenidas o sometidas a medidas privativas o no privativas 
de la libertad, acogió con satisfacción el ofrecimiento del Gobierno de 
Tailandia de actuar como anfitrión de la reunión del grupo de expertos, y 
pidió a ese grupo de expertos que presentara los resultados de su labor 
al 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Jus-
ticia Penal, que se celebró ulteriormente en Salvador (Brasil), del 12 al 19 
de abril de 2010,

Recordando también que en las cuatro reuniones preparatorias regionales 
del 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Justicia Penal se acogió con beneplácito la elaboración de un conjunto de 
reglas complementarias específicas para el tratamiento de las mujeres 
detenidas y sometidas a medidas privativas o no privativas de la libertad,

Recordando asimismo la Declaración de Salvador sobre estrategias amplias 
ante problemas globales: los sistemas de prevención del delito y justicia pe-
nal y su desarrollo en un mundo en evolución, en la que los Estados Miem-
bros recomendaban que la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Pe-
nal estudiara con carácter prioritario el proyecto de reglas de las Naciones 
Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la li-
bertad para las mujeres delincuentes, a fin adoptar las medidas apropiadas,
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 1. Toma nota con reconocimiento de la labor realizada por el grupo de ex-
pertos encargado de elaborar reglas complementarias específicas 
para el tratamiento de las mujeres detenidas y sometidas a medidas 
privativas o no privativas de la libertad durante su reunión celebrada 
en Bangkok, del 23 al 26 de noviembre de 2009, así como de los resul-
tados de esa reunión;

 2. Expresa su gratitud al Gobierno de Tailandia por haber acogido la re-
unión del grupo de expertos y haber prestado apoyo financiero para 
su organización;

 3. Aprueba las Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las 
reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres de-
lincuentes, que figuran en el anexo de la presente resolución, y aprue-
ba la recomendación del 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención de Delito y Justicia Penal de que esas reglas se conozcan 
como las “Reglas de Bangkok”;

 4. Reconoce que, debido a la gran variedad de condiciones jurídicas, so-
ciales, económicas y geográficas existentes en el mundo, no todas las 
reglas se pueden aplicar de igual manera en todas partes y en todo 
momento, sin embargo, deberían servir para estimular el esfuerzo 
constante por superar las dificultades prácticas a su aplicación, sa-
biendo que representan, en su conjunto, aspiraciones generales acor-
des con el objetivo común de mejorar la situación de las reclusas, sus 
hijos y sus colectividades;

 5. Alienta a los Estados Miembros a aprobar legislación para establecer 
medidas sustitutivas del encarcelamiento y dar prioridad a la finan-
ciación de esos sistemas, así como a la elaboración de los mecanismos 
necesarios para su aplicación;

 6. Alienta a los Estados Miembros que han elaborado leyes, procedi-
mientos, políticas o prácticas sobre las reclusas y sobre medidas sus-
titutivas del encarcelamiento para las mujeres delincuentes a sumi-
nistrar información a otros Estados y a las organizaciones 
internacionales, regionales e intergubernamentales, así como a las 
organizaciones no gubernamentales pertinentes, y a ayudar a esos 
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Estados a preparar y realizar actividades de capacitación o de otra 
índole en relación con la legislación, los procedimientos, las políticas 
o las prácticas señalados;

 7. Invita a los Estados Miembros a que tengan en consideración las ne-
cesidades y circunstancias específicas de las mujeres reclusas al ela-
borar la legislación, los procedimientos, las políticas y los planes de 
acción correspondientes, y a que utilicen, según proceda, las Reglas 
de Bangkok;

 8. Invita también a los Estados Miembros a que reúnan, mantengan, ana-
licen y publiquen, según proceda, datos concretos sobre las reclusas 
y las delincuentes;

 9. Pone de relieve que, al dictar sentencias o decidir medidas previas al 
juicio respecto de una mujer embarazada o de una persona que sea 
la fuente primaria o única de cuidados de un niño, se debería dar pre-
ferencia, de ser posible y apropiado, a medidas no privativas de la li-
bertad, e imponer condenas que supongan privación de la libertad 
cuando se trate de delitos graves o violentos;

10. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
que preste servicios de asistencia técnica y de asesoramiento a los 
Estados Miembros que lo soliciten a fin de elaborar o reforzar, según 
proceda, leyes, procedimientos, políticas y prácticas relativos a las 
reclusas y las medidas sustitutivas del encarcelamiento en el caso de 
las mujeres delincuentes;

11. Solicita también a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito que adopte medidas, según proceda, para asegurar la difu-
sión amplia de las Reglas de Bangkok, como complemento de las Re-
glas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclu-
sos y las Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas 
no privativas de la libertad (Reglas de Tokio), así como para intensi-
ficar las actividades de información en ese ámbito;

12. Solicita además a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito que aumente su cooperación con otras entidades de las Na-
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ciones Unidas, organizaciones intergubernamentales y regionales y 
organizaciones no gubernamentales pertinentes para prestar la asis-
tencia correspondiente a los países y determinar sus necesidades y 
su capacidad, a fin de ampliar la cooperación entre países y la coope-
ración Sur-Sur;

13. Invita a los organismos especializados del sistema de las Naciones 
Unidas, así como a las organizaciones intergubernamentales regio-
nales e internacionales y las organizaciones no gubernamentales per-
tinentes, a participar en la aplicación de las Reglas de Bangkok;

14. Invita a los Estados Miembros y otros donantes a que realicen contri-
buciones extrapresupuestarias con ese fin, de conformidad con las 
normas y los procedimientos de las Naciones Unidas.

ANEXO

Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no 
privativas de la libertad para las mujeres delincuentes (Reglas de Bangkok)

Observaciones preliminares

 1. Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos se aplican a 
todos ellos sin discriminación, por lo que en se deben tener en cuen-
ta las necesidades y la situación concretas de todas las personas pri-
vadas de libertad, incluidas las mujeres. Sin embargo, en esas reglas 
aprobadas hace más de 50 años no se hacía suficiente hincapié en las 
necesidades especiales de las mujeres. Al haber aumentado la pobla-
ción penal femenina en todo el mundo, ha adquirido importancia y 
urgencia la necesidad de aportar más claridad a las consideraciones 
que deben aplicarse al tratamiento de las reclusas.

 2. Reconociendo la necesidad de establecer reglas de alcance mundial 
con respecto a las consideraciones específicas que deberían aplicarse 
a las reclusas y las delincuentes, y teniendo en cuenta varias resolu-
ciones pertinentes aprobadas por diversos órganos de las Naciones 
Unidas, en que se exhortaba a los Estados Miembros a satisfacer 
apropiadamente las necesidades de las delincuentes y reclusas, se ela-
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boraron las presentes reglas a fin de complementar, según procedie-
ra, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de 
libertad (las Reglas de Tokio) en relación con el tratamiento de las re-
clusas y las medidas sustitutivas del encarcelamiento para las mujeres 
delincuentes

 3. Las presentes reglas no sustituyen en modo alguno las Reglas míni-
mas para el tratamiento de los reclusos ni las Reglas de Tokio y, por 
ello, seguirán aplicándose a todos los reclusos y delincuentes, sin dis-
criminación, las disposiciones pertinentes contenidas en esos dos ins-
trumentos. Mientras que algunas de las presentes reglas aclaran las 
disposiciones existentes de las Reglas mínimas para el tratamiento de 
los reclusos y las Reglas de Tokio en su aplicación a las reclusas y de-
lincuentes, otras abarcan aspectos nuevos.

 4. Las presentes reglas se inspiran en los principios contenidos en di-
versos tratados y declaraciones de las Naciones Unidas, y por ello son 
compatibles con las disposiciones del derecho internacional en vigor. 
Están dirigidas a las autoridades penitenciarias y los organismos de 
justicia penal (incluidos los responsables de formular las políticas, los 
legisladores, el ministerio público, el poder judicial y los servicios de 
libertad condicional) que se ocupan de la administración de las san-
ciones no privativas de la libertad y las medidas basadas en la comu-
nidad.

 5. Las Naciones Unidas han subrayado en diversos contextos los requi-
sitos concretos que deben cumplirse para abordar la situación de las 
delincuentes.

  Por ejemplo, en 1980, en el Sexto Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente se aprobó 
una resolución sobre las necesidades específicas de las reclusas en la 
que se recomendó que en la aplicación de las resoluciones aprobadas 
por el Sexto Congreso directa o indirectamente relacionadas con el 
tratamiento de los delincuentes se reconocieran los problemas espe-
ciales de las reclusas y la necesidad de proporcionar los medios para 
solucionarlos; que en los países en que aún no se hiciera, los progra-



Compilación de Instrumentos Internacionales  
sobre Derechos Humanos de las Personas en Reclusión

251

mas y servicios utilizados como medidas sustitutivas del encarcela-
miento se ofrecieran a las mujeres delincuentes al igual que a los 
hombres delincuentes; y que las Naciones Unidas, las organizaciones 
gubernamentales y las organizaciones no gubernamentales recono-
cidas como entidades consultivas por la Organización así como las 
demás organizaciones internacionales continuaran realizando esfuer-
zos a fin de velar por que la mujer delincuente fuera tratada en forma 
equitativa y justa en el período de su detención, proceso, sentencia y 
encarcelamiento, prestándose particular atención a los problemas es-
peciales con que se enfrentaran las mujeres delincuentes, tales como 
la preñez y el cuidado de los niños.

 6. En los Congresos Séptimo, Octavo y Noveno también se formularon 
recomendaciones concretas relativas a las reclusas.

 7. En la Declaración de Viena sobre la delincuencia y la justicia: frente 
a los retos del siglo XXI, aprobada también por el Décimo Congreso, 
los Estados Miembros de las Naciones Unidas se comprometieron a 
tener en cuenta y abordar, dentro del Programa de las Naciones Uni-
das en materia de prevención del delito y justicia penal, así como de 
las estrategias nacionales de prevención del delito y justicia penal, 
toda repercusión dispar de los programas y políticas en hombres y 
mujeres (párr. 11), así como a formular recomendaciones de política 
orientadas a la acción y basadas en las necesidades especiales de la 
mujer en su calidad de reclusa o delincuente (párr. 12). Los planes de 
acción para la aplicación de la Declaración de Viena contienen un ca-
pítulo aparte (el cap. XIII) dedicado a las medidas concretas que se 
recomiendan para dar cumplimiento y seguimiento a los compromi-
sos contraídos en los párrafos 11 y 12 de la Declaración, incluida la 
de que los Estados revisen, evalúen y, en caso necesario, modifiquen 
su legislación y sus políticas, procedimientos y prácticas en materia 
penal, en forma consonante con su ordenamiento jurídico, a fin de 
que la mujer reciba un trato imparcial en el sistema de justicia penal.

 8. La Asamblea General, en su resolución 58/183, de 22 de diciembre de 
2003, titulada “Los derechos humanos en la administración de justi-
cia”, invitó a que se prestara mayor atención a la cuestión de las mu-
jeres que se encontraban en prisión, incluidas las cuestiones relativas 
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a sus hijos, con el fin de identificar los problemas fundamentales y los 
modos de abordarlos.

 9. En su resolución 61/143, de 19 de diciembre de 2006, titulada “Inten-
sificación de los esfuerzos para eliminar todas las formas de violencia 
contra la mujer”, la Asamblea General subrayó que por “violencia 
contra la mujer” se entendía todo acto de violencia basado en la per-
tenencia al sexo femenino que tuviera o pudiera tener como resultado 
un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer así 
como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitra-
ria de la libertad, tanto si se produjeran en la vida pública como en la 
vida privada, e instó a los Estados a que examinaran, y según proce-
diera, revisaran, modificaran o derogaran todas las leyes, normas, 
políticas, prácticas y usos que discriminaran a la mujer o que tuvieran 
efectos discriminatorios en su contra, y garantizaran que las disposi-
ciones de múltiples sistemas jurídicos, cuando existieran, se ajustaran 
a las obligaciones, los compromisos y los principios internacionales 
de derechos humanos, en particular el principio de no discriminación; 
tomaran medidas positivas para hacer frente a las causas estructura-
les de la violencia contra la mujer y fortalecer las labores de preven-
ción con miras a acabar con las prácticas y normas sociales discrimi-
natorias, en particular respecto de las mujeres que necesitaban 
atención especial, como las mujeres recluidas en instituciones o de-
tenidas; e impartieran formación sobre la igualdad entre los géneros 
y los derechos de la mujer al personal encargado de velar por el cum-
plimiento de la ley y los jueces y fomentaran su capacidad. En esa re-
solución se reconoce que la violencia contra la mujer tiene repercu-
siones concretas para ella cuando entra en contacto con el sistema de 
justicia penal, y afecta también su derecho a no sufrir victimización 
en caso de reclusión. La seguridad física y psicológica es decisiva 
para garantizar el respeto de los derechos humanos y mejorar la si-
tuación de las delincuentes, que se aborda en las presentes reglas.

10. Por último, en la Declaración de Bangkok sobre sinergias y respues-
tas: alianzas estratégicas en materia de prevención del delito y justicia 
penal, aprobada por el 11º Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Justicia Penal el 25 de abril de 2005, los Esta-
dos Miembros declararon que se comprometían a desarrollar y man-
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tener instituciones de justicia penal justas y eficientes, lo que incluía 
el trato humano de todas las personas detenidas en centros de prisión 
preventiva y en establecimientos penitenciarios, de conformidad con 
las normas internacionales aplicables (párr. 8), y recomendaron que 
la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal considerara la 
posibilidad de revisar la idoneidad de las reglas y normas en relación 
con la administración penitenciaria y los reclusos (párr. 30).

11. Como en el caso de las Reglas mínimas para el tratamiento de los re-
clusos y habida cuenta de la gran diversidad en todo el mundo de los 
aspectos jurídico, social, económico y geográfico, es evidente que no 
todas las reglas siguientes pueden aplicarse de igual modo en todas 
partes y en todo momento. Sin embargo, deberían servir para estimu-
lar la disposición permanente a superar las dificultades prácticas para 
su aplicación, fundada en la certeza de que reflejan, en su conjunto, 
las aspiraciones generales que a juicio de las Naciones Unidas se 
orientan a cumplir el objetivo común de mejorar la situación de las 
reclusas, sus hijos y sus colectividades.

12. Algunas de las presentes reglas se refieren a cuestiones que interesan 
a reclusos de ambos sexos, como las relativas a las responsabilidades 
maternas y paternas, algunos servicios médicos y los procedimientos 
de registro personal, entre otras cosas, pese a que en ellas se abordan 
principalmente las necesidades de las mujeres y de sus hijos. Sin em-
bargo, como también se centran en los hijos de las mujeres recluidas, 
se debe reconocer la función determinante de ambos padres en la 
vida de los niños. Por consiguiente, algunas de las presentes reglas 
se aplicarían igualmente a los reclusos y delincuentes que son padres.

Introducción

13. Las siguientes reglas no sustituyen en modo alguno a las Reglas mí-
nimas para el tratamiento de los reclusos ni las Reglas de Tokio. Así 
pues, todas las disposiciones de esos dos instrumentos siguen apli-
cándose a todos los reclusos y delincuentes sin discriminación.

14. La Sección I de las presentes reglas, que comprende la administración 
general de las instituciones, se aplica a todas las categorías de muje-



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

254

res privadas de libertad, incluidas las reclusas por causas penales o 
civiles, las condenadas o por juzgar y las que sean objeto de “medidas 
de seguridad” o medidas correctivas ordenadas por un juez.

15. La Sección II contiene normas aplicables únicamente a las categorías 
especiales que se abordan en cada subsección. Sin embargo, las re-
glas de la subsección A, que se aplican a las reclusas condenadas, se 
aplicarán también a la categoría de las internas a que se refiere la 
subsección B, siempre que no se contrapongan a las normas relativas 
a esa categoría de mujeres y las favorezcan.

16. En las subsecciones A y B figuran reglas suplementarias para el tra-
tamiento de las menores recluidas. Sin embargo, es importante seña-
lar que se deben elaborar por separado estrategias y políticas que se 
ajusten a las normas internacionales, en particular las Reglas mínimas 
de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de meno-
res (las Reglas de Beijing)j, las Directrices de las Naciones Unidas 
para la prevención de la delincuencia juvenil (las Directrices de Riad), 
las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores 
privados de libertad y las Directrices de acción sobre el niño en el sis-
tema de justicia penal, para el tratamiento y la rehabilitación de esa 
categoría de mujeres, y se debe evitar en la medida de lo posible in-
ternarlas en instituciones.

17. La Sección III contiene reglas que abarcan la aplicación de sanciones 
y medidas no privativas de la libertad a las mujeres delincuentes y las 
delincuentes juveniles, incluso en el momento de su detención, así 
como en las etapas del procedimiento de justicia penal anteriores al 
juicio, del fallo y posterior a este.

18. La Sección IV contiene reglas sobre la investigación teórica, la plani-
ficación, la evaluación, la sensibilización pública y el intercambio de 
información, y se aplica a todas las categorías de mujeres delincuen-
tes comprendidas en las presentes reglas.
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I. Reglas de aplicación general

1. Principio básico
[Complemento del párrafo 6 de las Reglas mínimas 

para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 1
A fin de poner en práctica el principio de no discriminación consagrado 
en el párrafo 6 de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, 
se deben tener en cuenta las necesidades especiales de las reclusas en la 
aplicación de las presentes Reglas. La atención de esas necesidades para 
lograr en lo sustancial la igualdad entre los sexos no deberá considerarse 
discriminatoria.

2. Ingreso

• Regla 2
 1. Se deberá prestar atención suficiente a los procedimientos de ingre-

so de mujeres y niños a la institución, por su vulnerabilidad especial 
en ese momento. Se deberán suministrar a las reclusas locales para 
reunirse con sus familiares, así como prestarles asesoramiento jurí-
dico, y proporcionarles información sobre los reglamentos y el régi-
men penitenciario, las instancias a las que recurrir en caso de nece-
sitar ayuda, en un idioma que comprendan; en el caso de las 
extranjeras, se deberá también darles acceso a sus representantes 
consulares;

 2. Antes de su ingreso o en el momento de producirse, se deberá permi-
tir a las mujeres con niños a cargo adoptar disposiciones respecto de 
ellos, previéndose incluso la posibilidad de suspender la reclusión por 
un período razonable, en función del interés superior de los niños.

3. Registro
[Complemento del párrafo 7 de las Reglas mínimas 

para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 3
 1. En el momento del ingreso, se deberá consignar el número de los hi-

jos de las mujeres que ingresan en prisión y la información personal 
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sobre ellos. En los registros deberá constar, sin que ello menoscabe 
los derechos de la madre, como mínimo el nombre de cada niño, su 
edad y, en caso de que no acompañen a su madre, el lugar en que se 
encuentran y su régimen de tutela o custodia.

 2. Se dará carácter confidencial a toda información relativa a la identi-
dad de los niños y al utilizarla se cumplirá invariablemente el requi-
sito de tener presente su interés superior.

4. Lugar de reclusión

• Regla 4
En la medida de lo posible, las mujeres serán enviadas a cárceles cerca-
nas a su hogar o sus centros de rehabilitación social, teniendo presentes 
sus responsabilidades de cuidado de los niños, así como sus preferencias 
y la disponibilidad de programas y servicios apropiados.

5. Higiene personal
[Complemento de los párrafos 15 y 16 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 5
Los recintos destinados al alojamiento de las reclusas deberán contar con 
los medios y artículos necesarios para satisfacer las necesidades de higie-
ne propias de su género, incluidas toallas sanitarias gratuitas y el sumi-
nistro permanente de agua para el cuidado personal de niños y mujeres, 
en particular las que cocinen, las embarazadas y las que se encuentren en 
período de lactancia o menstruación.

6. Servicios de atención sanitaria
[Complemento de los párrafos 22 a 26 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]

4a) Reconocimiento médico en el momento del ingreso
[Complemento del párrafo 24 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]
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• Regla 6
El reconocimiento médico de las reclusas comprenderá un examen ex-
haustivo a fin de determinar sus necesidades básicas de atención de sa-
lud, así como determinar:
 a) La presencia de enfermedades de transmisión sexual o de transmisión 

sanguínea y, en función de los factores de riesgo, se podrá ofrecer 
también a las reclusas que se sometan a la prueba del VIH, impartién-
dose orientación previa y posterior;

 b) Sus necesidades de atención de salud mental, a fin de detectar, entre 
otras cosas, el trastorno postraumático del estrés y el riesgo de suici-
dio o de lesiones auto-infligidas;

 c) El historial de salud reproductiva de la reclusa, incluidos un posible 
embarazo en curso y los embarazos anteriores, los partos y todos los 
aspectos conexos;

 d) Posibles problemas de toxicomanía; y
 e) Indicio de abuso sexual y otras formas de violencia que hayan sufrido 

las reclusas antes de su ingreso.

• Regla 7
 1. En caso de determinarse que la reclusa ha sufrido abuso sexual u otra 

forma de violencia antes de su reclusión o durante ella, se le informa-
rá de su derecho a recurrir ante las autoridades judiciales. Se le infor-
mará exhaustivamente de los procedimientos correspondientes y sus 
etapas. Si la reclusa decide entablar acciones judiciales, se notificará 
de ello a los funcionarios correspondientes y se remitirá de inmediato 
el caso a la autoridad competente para que lo investigue. Las autori-
dades penitenciarias ayudarán a la mujer a obtener asistencia jurídica.

 2. Decida o no la mujer entablar acciones judiciales, las autoridades pe-
nitenciarias se esforzarán por brindarle acceso inmediato a apoyo 
psicológico u orientación especializados.

 3. Se elaborarán medidas concretas para evitar todo tipo de represalias 
contra quien prepare los informes correspondientes o entable accio-
nes judiciales.

• Regla 8
En todo momento se respetará el derecho de las reclusas a la confiden-
cialidad de su historial médico, incluido expresamente el derecho a que 
no se divulgue información a ese respecto y a no someterse a reconoci-
miento en relación con su historial de salud reproductiva.
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• Regla 9
Si la reclusa está acompañada por un niño, se deberá someter tam-

bién a este a reconocimiento médico, que realizará de preferencia un pe-
diatra, a fin de determinar sus necesidades médicas y el tratamiento, si 
procede. Se brindará atención médica adecuada, y como mínimo equiva-
lente a la que se presta en la comunidad.

b) Atención de salud orientada expresamente a la mujer

• Regla 10
 1. Se brindarán a las reclusas servicios de atención de salud orientados 

expresamente a la mujer y como mínimo equivalentes a los que se 
prestan en la comunidad.

 2. Si una reclusa pide que la examine o la trate una médica o enfermera, 
se accederá a esa petición en la medida de lo posible, excepto en las 
situaciones que requieran intervención médica urgente. Si pese a lo 
solicitado por la reclusa, el reconocimiento es realizado por un médi-
co, en él deberá hallarse presente una funcionaria.

• Regla 11
 1. Durante el reconocimiento médico deberá estar presente únicamente 

personal médico, a menos que el doctor considere que existen cir-
cunstancias extraordinarias o pida la presencia del personal peniten-
ciario por razones de seguridad, o si la reclusa solicita expresamente 
la presencia de uno de sus miembros, como se indica en el párrafo 2 
de la regla 10 supra.

 2. Si durante el reconocimiento médico se requiere la presencia de per-
sonal penitenciario no médico, dicho personal deberá ser de sexo fe-
menino, y el reconocimiento se realizará de manera tal que se prote-
ja la intimidad y la dignidad de la reclusa y se mantenga la 
confidencialidad del procedimiento.
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c) Atención de salud mental

• Regla 12
Se pondrán a disposición de las reclusas con necesidades de atención de 
salud mental, en la prisión o fuera de ella, programas amplios de atención 
de salud y rehabilitación individualizados, sensibles a las cuestiones de 
género y habilitados para el tratamiento de los traumas.

• Regla 13
Se deberá sensibilizar al personal penitenciario sobre los posibles momen-
tos de especial angustia para las mujeres, a fin de que pueda reaccionar 
correctamente ante su situación y prestarles el apoyo correspondiente.

d) Prevención, tratamiento, atención  
y apoyo en relación con el VIH

• Regla 14
Al preparar respuestas ante el VIH/SIDA en las instituciones penitencia-
rias, los programas y servicios deberán orientarse a las necesidades pro-
pias de las mujeres, incluida la prevención de la transmisión de madre a 
hijo. En ese contexto, las autoridades penitenciarias deberán alentar y 
apoyar la elaboración de iniciativas sobre la prevención, el tratamiento y 
la atención del VIH, como la educación por homólogos.

e) Programas de tratamiento del consumo de drogas

• Regla 15
Los servicios sanitarios de las prisiones deberán suministrar o facilitar 
programas de tratamiento especializado para las consumidoras de dro-
gas, teniendo en cuenta su posible victimización anterior, las necesidades 
especiales de las mujeres embarazadas y las mujeres con hijos y la diver-
sidad de sus respectivos contextos culturales.

f) Prevención del suicidio y las lesiones auto-infligidas

• Regla 16
La elaboración y aplicación de estrategias, en consulta con los servicios 
de atención de salud mental y de asistencia social, para prevenir el suici-
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dio y las lesiones auto-infligidas entre las reclusas, y la prestación de apo-
yo adecuado, especializado y centrado en sus necesidades a las mujeres 
en situación de riesgo deberán formar parte de una política amplia de 
atención de salud mental en los centros de reclusión para mujeres.

g) Servicios de atención preventiva de salud

• Regla 17
Las reclusas recibirán educación e información sobre las medidas de 
atención preventiva de salud, incluso en relación con el VIH y las enfer-
medades de transmisión sexual y de transmisión sanguínea, así como so-
bre los problemas de salud propios de la mujer.

• Regla 18
Las reclusas tendrán el mismo acceso que las mujeres de su misma edad no 
privadas de libertad a intervenciones de atención preventiva de la salud per-
tinentes a su género, como pruebas de Papanicolau y exámenes para la de-
tección de cáncer de mama y otros tipos de cáncer que afecten a la mujer.

7. Seguridad y vigilancia
[Complemento de los párrafos 27 a 36 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento  
de los reclusos]

a) Registros personales

• Regla 19
Se adoptarán medidas efectivas para resguardar la dignidad y garantizar 
el respeto de las reclusas durante los registros personales, que serán rea-
lizados únicamente por personal femenino que haya recibido adiestra-
miento adecuado sobre los métodos apropiados de registro personal y 
con arreglo a procedimientos establecidos.

• Regla 20
Se deberán preparar otros métodos de inspección, por ejemplo de esca-
neo, para sustituir los registros sin ropa y los registros corporales inva-
sivos, a fin de evitar las consecuencias psicológicas dañinas y la posible 
repercusión física de esas inspecciones corporales invasivas.
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• Regla 21
Al inspeccionar a los niños que se hallen en prisión junto a sus madres y 
a los que visiten a las reclusas, el personal penitenciario deberá proceder 
de manera competente, profesional y respetuosa de su dignidad.

b) Disciplina y sanciones
[Complemento de los párrafos 27 a 32 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento  
de los reclusos]

• Regla 22
No se aplicarán las sanciones de aislamiento o segregación disciplinaria 
a las mujeres embarazadas, ni a las mujeres con hijos y a las madres en 
período de lactancia.

• Regla 23
Las sanciones disciplinarias para las reclusas no comprenderán la prohi-
bición del contacto con sus familiares, en particular con sus hijos.

c) Medios de coerción
[Complemento de los párrafos 33 y 34 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento  
de los reclusos]

• Regla 24
No se utilizarán medios de coerción en el caso de las mujeres que estén por 
dar a luz ni durante el parto ni en el período inmediatamente posterior.

d) Información a las reclusas y quejas recibidas  
de estas; inspecciones

[Complemento de los párrafos 35 y 36 y aspectos 
relativos al párrafo 55, sobre inspección, de las 

Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 25
 1. Las reclusas que denuncien abusos recibirán protección, apoyo y 

orientación inmediatos, y sus denuncias serán investigadas por auto-
ridades competentes e independientes, que respetarán plenamente el 
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principio de la confidencialidad. En toda medida de protección se ten-
drá presente expresamente el riesgo de represalias.
2. Las reclusas que hayan sufrido abuso sexual, en particular las que 

hayan quedado embarazadas, recibirán asesoramiento y orientación mé-
dicos apropiados, y se les prestará la atención de salud física y mental, así 
como el apoyo y la asistencia jurídica, necesarios.

3. A fin de vigilar las condiciones de la reclusión y el tratamiento de 
las reclusas, entre los miembros de las juntas de inspección, de visita o de 
supervisión o de los órganos fiscalizadores deberán figurar mujeres.

8. Contacto con el mundo exterior
[Complemento de los párrafos 37 a 39 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento  
de los reclusos]

• Regla 26
Se alentará y facilitará por todos los medios razonables el contacto de las 
reclusas con sus familiares, incluidos sus hijos, sus tutores y sus repre-
sentantes legales. Cuando sea posible, se adoptarán medidas para redu-
cir los problemas de las mujeres que se hallen recluidas en instituciones 
lejanas de su hogar.

• Regla 27
En caso de que se permitan las visitas conyugales, las reclusas tendrán el 
mismo derecho a ellas que los reclusos de sexo masculino.

• Regla 28
Las visitas en que se lleve a niños se realizarán en un entorno propicio, 
incluso por lo que atañe al comportamiento del personal, y en ellas se de-
berá permitir el libre contacto entre la madre y su hijo o sus hijos. De ser 
posible, se deberán alentar las visitas que permitan una permanencia pro-
longada con ellos.
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9. El personal penitenciario y su capacitación
[Complemento de los párrafos 46 a 55 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento  
de los reclusos]

• Regla 29
La capacitación del personal de los centros de reclusión para mujeres de-
berá ponerlo en condiciones de atender a las necesidades especiales de 
las reclusas a efectos de su reinserción social, así como de mantener ser-
vicios seguros y propicios para cumplir ese objetivo. Las medidas de crea-
ción de capacidad para el personal femenino deberán comprender tam-
bién la posibilidad de acceso a puestos superiores y de responsabilidad 
primordial en la elaboración de políticas y estrategias para el tratamien-
to de las reclusas y su atención.

• Regla 30
En las instancias superiores de la administración penitenciaria deberá 
existir el compromiso claro y permanente de prevenir y eliminar la dis-
criminación por razones de género contra el personal femenino.

• Regla 31
Se deberán elaborar y aplicar políticas y reglamentos claros sobre el com-
portamiento del personal penitenciario, a fin de brindar el máximo de 
protección a las reclusas contra todo tipo de violencia física o verbal mo-
tivada por razones de género, así como de abuso y acoso sexual.

• Regla 32
El personal penitenciario femenino deberá tener el mismo acceso a la ca-
pacitación que sus colegas hombres, y todos los funcionarios que se ocu-
pen de la administración de los centros de reclusión para mujeres recibi-
rán capacitación sobre las cuestiones de género y la necesidad de eliminar 
la discriminación y el acoso sexual.

• Regla 33
 1. El personal que deba ocuparse de las reclusas recibirá capacitación 

relativa a las necesidades específicas de las reclusas y sus derechos 
humanos.

 2. Se impartirá capacitación básica al personal de los centros de reclu-
sión para mujeres sobre las cuestiones principales relativas a su salud, 
así como sobre primeros auxilios y procedimientos médicos básicos.
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 3. Cuando se permita que los niños permanezcan en la cárcel con sus 
madres, se sensibilizará también al personal penitenciario sobre las 
necesidades de desarrollo del niño y se le impartirán nociones bási-
cas sobre su atención sanitaria, a fin de que pueda reaccionar correc-
tamente en caso de necesidad y de emergencia.

• Regla 34
Los planes normalizados de formación del personal penitenciario com-
prenderán programas de capacitación sobre el VIH. Además de la pre-
vención y el tratamiento del VIH/SIDA, así como la atención y el apoyo a 
las pacientes, formarán parte de esos planes de estudios las cuestiones de 
género y las relativas a los derechos humanos, con especial hincapié en 
su relación con el VIH y la estigmatización social y la discriminación que 
este provoca.

• Regla 35
Se adiestrará al personal penitenciario para detectar las necesidades de 
atención de salud mental y el riesgo de lesiones auto-infligidas y suicidio 
entre las reclusas, así como para prestar asistencia y apoyo y remitir esos 
casos a especialistas.

10. Reclusas menores de edad

• Regla 36
Las autoridades penitenciarias adoptarán medidas para satisfacer las ne-
cesidades de protección de las reclusas menores de edad.

• Regla 37
Las reclusas menores de edad tendrán el mismo acceso a la educación y 
la formación profesional que los reclusos menores de edad.

• Regla 38
Las reclusas menores de edad tendrán acceso a programas y servicios 
correspondientes a su edad y su género, por ejemplo de orientación so-
bre los problemas de abuso o violencia sexual. Recibirán educación sobre 
la atención de salud para la mujer y tendrán el mismo acceso permanen-
te a servicios de ginecología que las reclusas adultas.
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• Regla 39
Las reclusas menores de edad embarazadas recibirán apoyo y atención 
médica equivalente a la que se presta a las reclusas adultas. Su estado de 
salud estará sujeto a la vigilancia de un especialista médico, teniendo en 
cuenta que por su edad pueden hallarse en mayor riesgo de complicacio-
nes durante el embarazo.

II. Reglas aplicables a las categorías especiales

A. Reclusas condenadas

1. Clasificación e individualización
[Complemento de los párrafos 67 a 69 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 40
Los administradores de las prisiones elaborarán y aplicarán métodos de 
clasificación centrados en las necesidades propias de su género y la si-
tuación de las reclusas, a fin de asegurar la planificación y ejecución in-
dividualizadas de programas orientados a su pronta rehabilitación, tra-
tamiento y reinserción social.

• Regla 41
Para efectuar una evaluación de riesgos y una clasificación de las reclu-
sas en que se tengan presentes las cuestiones de género, se deberá:
 a) Tener en cuenta que las reclusas plantean un menor riesgo para los 

demás en general, así como los efectos particularmente nocivos que 
pueden tener las medidas de alta seguridad y los grados más estric-
tos de aislamiento en las reclusas;

 b) Posibilitar que a efectos de la distribución de las reclusas y la planifi-
cación del cumplimiento de su condena se tenga presente informa-
ción fundamental sobre sus antecedentes, como las situaciones de 
violencia que hayan sufrido, su posible historial de inestabilidad men-
tal y de consumo de sustancias, así como sus responsabilidades ma-
ternas y de otra índole relativas al cuidado de los niños;

 c) Velar por que en el régimen de cumplimiento de su condena se inclu-
yan programas y

 d) Velar por que se albergue a las reclusas que requieran atención de 
salud mental en recintos no restrictivos y cuyo régimen de seguridad 
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sea lo menos estricto posible, así como por que reciban tratamiento 
adecuado en lugar de asignarlas a centros cuyas normas de seguri-
dad sean más rigurosas por la exclusiva razón de que tengan proble-
mas de salud mental.

2. Régimen penitenciario
[Complemento de los párrafos 65, 66 y 70 a 81 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 42
 1. Las reclusas tendrán acceso a un programa de actividades amplio y 

equilibrado, en el que se tendrán en cuenta las necesidades propias 
de su sexo.

 2. El régimen penitenciario permitirá reaccionar con flexibilidad ante 
las necesidades de las mujeres embarazadas, las madres lactantes y 
las mujeres con hijos. En las prisiones se habilitarán servicios o dis-
posiciones para el cuidado del niño, a fin de que las reclusas partici-
pen en las actividades de la prisión.

 3. Se procurará, en particular, establecer programas apropiados para 
las embarazadas, las madres lactantes y las reclusas con hijos.

 4. Se procurará también, especialmente, establecer servicios apropiados 
para las reclusas con necesidades de apoyo psicológico, como las que 
hayan sido víctimas de maltrato físico, psicológico o sexual.

Relaciones sociales y asistencia posterior al encarcelamiento
[Complemento de los párrafos 79 a 81 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 43
Las autoridades penitenciarias alentarán y, de ser posible, facilitarán las 
visitas a las reclusas, como condición previa importante para garantizar 
su bienestar psicológico y su reinserción social.

• Regla 44
Teniendo presente la posibilidad de que las reclusas hayan sufrido un gra-
do extraordinario de violencia en el hogar, se las consultará debidamen-
te respecto de las personas, incluidos sus familiares, a las que se permita 
visitarlas.



Compilación de Instrumentos Internacionales  
sobre Derechos Humanos de las Personas en Reclusión

267

• Regla 45
Las autoridades penitenciarias brindarán en la mayor medida posible a 
las reclusas opciones como la visita al hogar, prisiones abiertas, albergues 
de transición y programas y servicios de base comunitaria, a fin de faci-
litar su paso de la cárcel a la libertad, reducir la estigmatización y resta-
blecer lo antes posible su contacto con familiares.

• Regla 46
Las autoridades penitenciarias, en cooperación con los servicios de liber-
tad condicional y de asistencia social, los grupos comunitarios locales y 
las organizaciones no gubernamentales, elaborarán y ejecutarán progra-
mas de reinserción amplios para el período anterior y posterior a la pues-
ta en libertad, en los que se tengan en cuenta las necesidades específicas 
de las mujeres.

• Regla 47
Tras su puesta en libertad, se prestará apoyo suplementario a las mujeres 
que requieran ayuda psicológica, médica, jurídica y práctica, en coope-
ración con los servicios comunitarios, a fin de asegurar su reinserción 
social.

3. Reclusas embarazadas, lactantes y con hijos en la cárcel
[Complemento del párrafo 23 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 48
 1. Las reclusas embarazadas o lactantes recibirán asesoramiento sobre 

su salud y dieta en el marco de un programa que elaborará y super-
visará un profesional de la salud. Se suministrará gratuitamente a las 
embarazadas, los bebés, los niños y las madres lactantes alimentación 
suficiente y puntual, en un entorno sano en que exista la posibilidad 
de realizar ejercicios físicos habituales.

 2. No se impedirá que las reclusas amamanten a sus hijos, a menos que 
existan razones sanitarias concretas para ello.

 3. En los programas de tratamiento se tendrán en cuenta las necesida-
des médicas y de alimentación de las reclusas que hayan dado a luz 
recientemente y cuyos bebés no se encuentren con ellas en la prisión.
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• Regla 49
Toda decisión de permitir que los niños permanezcan con sus madres en 
la cárcel se basará en el interés superior del niño. Los niños que se en-
cuentren en la cárcel con sus madres no serán tratados como reclusos.

• Regla 50
Se brindará a las reclusas cuyos hijos se encuentren con ellas el máximo 
de posibilidades de dedicar su tiempo a ellos.

• Regla 51
 1. Los niños que vivan con sus madres en la cárcel dispondrán de ser-

vicios permanentes de atención de salud, y su desarrollo estará suje-
to a la supervisión de especialistas, en colaboración con los servicios 
sanitarios de la comunidad.

 2. En la medida de lo posible, el entorno previsto para la crianza de esos 
niños será el mismo que el de los niños que no viven en centros peni-
tenciarios.

• Regla 52
 1. Las decisiones respecto del momento en que se debe separar a un hijo 

de su madre se adoptarán en función del caso y teniendo presente el 
interés superior del niño, con arreglo a la legislación nacional perti-
nente.

 2. Toda decisión de retirar al niño de la prisión debe adoptarse con de-
licadeza, y únicamente tras comprobarse que se han adoptado dispo-
siciones alternativas para su cuidado y, en el caso de las reclusas ex-
tranjeras, en consulta con los funcionarios consulares.

 3. En caso de que se separe a los niños de sus madres y se pongan a es-
tos al cuidado de familiares o de otras personas o servicios de aten-
ción, se brindará a las reclusas el máximo posible de posibilidades y 
servicios para reunirse con sus hijos, cuando ello redunde en el inte-
rés superior de estos y sin afectar el orden público.
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4. Extranjeras
[Complemento del párrafo 38 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 53
 1. Cuando existan acuerdos bilaterales o multilaterales pertinentes, se 

estudiará la posibilidad de trasladar lo antes posible a las reclusas ex-
tranjeras no residentes a su país de origen, en particular si tienen hi-
jos en él, y en caso de que las interesadas lo soliciten o consientan in-
formadamente en ello.

 2. En caso de que se deba retirar de la prisión a un niño que viva con 
una reclusa extranjera no residente, se deberá considerar la posibili-
dad de reubicar a ese niño en su país de origen, teniendo en cuenta 
su interés superior y en consulta con la madre.

5. Grupos minoritarios y pueblos indígenas

• Regla 54
Las autoridades penitenciarias reconocerán que las reclusas de diversas 
tradiciones religiosas y culturales tienen distintas necesidades y pueden 
afrontar múltiples formas de discriminación para obtener acceso a pro-
gramas y servicios centrados en cuestiones de género y de cultura. Por 
ello, deberán prever programas y servicios amplios en que se aborden 
esas necesidades, en consulta con las propias reclusas y con los grupos 
correspondientes.

• Regla 55
Se examinarán los servicios de atención anteriores y posteriores a la 
puesta en libertad, a fin de garantizar que resulten apropiados y accesi-
bles para las reclusas indígenas y las pertenecientes a determinados gru-
pos étnicos y raciales, en consulta con los grupos correspondientes.
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B. Reclusas en prisión preventiva o en espera de juicio
[Complemento de los párrafos 84 a 93 de las Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos]

• Regla 56
Las autoridades pertinentes reconocerán el riesgo especial de maltrato 
que afrontan las mujeres en prisión preventiva, y adoptarán las medidas 
adecuadas, de carácter normativo y práctico, para garantizar su seguri-
dad en esa situación (véase también la Regla 58 infra, con respecto a las 
medidas sustitutivas de la prisión preventiva)

III. Medidas no privativas de la libertad

• Regla 57
Las disposiciones de las Reglas de Tokio servirán de orientación para la 
elaboración y puesta en práctica de respuestas apropiadas ante la delin-
cuencia femenina. En el marco de los ordenamientos jurídicos de los Es-
tados Miembros, se deberán elaborar medidas opcionales y alternativas 
a la prisión preventiva y la condena, concebidas específicamente para las 
mujeres delincuentes, teniendo presente el historial de victimización de 
muchas de ellas y sus responsabilidades de cuidado de los hijos.

• Regla 58
Teniendo en cuenta las disposiciones del párrafo 2.3 de las Reglas de To-
kio, no se separará a las delincuentes de sus parientes y comunidades sin 
prestar la debida atención a su historial y sus vínculos familiares. Cuando 
proceda y sea posible, se utilizarán mecanismos opcionales en el caso de 
las mujeres que cometan delitos, como medidas alternativas y otras que 
sustituyan a la prisión preventiva y la condena.

• Regla 59
En general, se utilizarán medios de protección que no supongan priva-
ción de la libertad, como albergues administrados por órganos indepen-
dientes, organizaciones no gubernamentales u otros servicios comunita-
rios, para brindar protección a las mujeres que la requieran. Se aplicarán 
medidas temporales de privación de la libertad para proteger a una mujer 
únicamente cuando sea necesario y lo haya solicitado expresamente la 
interesada, y en todos los casos bajo la supervisión de las autoridades ju-
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diciales u otros órganos competentes. Se dejarán de aplicar esas medidas 
de protección si se opone a ellas la interesada.

• Regla 60
Se preverán recursos apropiados a fin de elaborar opciones satisfactorias 
para las delincuentes, en las que se conjuguen las medidas no privativas 
de la libertad con intervenciones destinadas a resolver los problemas más 
habituales por los que las mujeres se ven sometidas al sistema de justicia 
penal. Entre ellas podrán figurar cursos terapéuticos y orientación para 
las víctimas de violencia en el hogar y maltrato sexual, tratamiento ade-
cuado para las que sufran discapacidad mental y programas de educación 
y capacitación para aumentar sus posibilidades de empleo. En esos pro-
gramas se tendrá presente la necesidad de establecer servicios de aten-
ción a los niños y otros destinados exclusivamente a la mujer.

• Regla 61
Al condenar a las delincuentes, los tribunales tendrán la facultad de exa-
minar atenuantes, como la ausencia de historial penal y la levedad relati-
va y el carácter de su comportamiento delictivo, teniendo en cuenta las 
responsabilidades maternas de las interesadas y sus antecedentes carac-
terísticos.

• Regla 62
Se deberá mejorar la prestación de servicios comunitarios de tratamien-
to del consumo de drogas en que se tengan presentes las cuestiones de 
género, habilitados para el tratamiento de los traumas y destinados ex-
clusivamente a las mujeres, así como el acceso de estas a dicho tratamien-
to, a efectos de la prevención del delito y de la adopción de medidas al-
ternativas a la condena.

1. Disposiciones posteriores a la condena

• Regla 63
Al adoptarse decisiones relativas a la puesta en libertad condicional an-
ticipada se tendrán en cuenta favorablemente las responsabilidades ma-
ternas de las reclusas y sus necesidades específicas de reinserción social.
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2. Embarazadas y mujeres con hijos a cargo

• Regla 64
Cuando sea posible y apropiado se preferirá imponer sentencias no pri-
vativas de la libertad a las embarazadas y las mujeres que tengan hijos a 
cargo, y se estudiará imponer sentencias privativas de la libertad si el de-
lito es grave o violento o si la mujer representa un peligro permanente, 
pero teniendo presentes los intereses superiores del hijo o los hijos y ve-
lando por que se adopten disposiciones apropiadas para el cuidado de 
esos hijos.

3. Delincuentes juveniles de sexo femenino

• Regla 65
Se evitará en la medida de lo posible recluir en instituciones a los niños 
en conflicto con la ley. Al adoptar decisiones se tendrá presente la vulne-
rabilidad de las delincuentes juveniles debida a cuestiones de género.

4. Extranjeras

• Regla 66
Se procurará en la medida de lo posible ratificar la Convención de las Na-
ciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Pro-
tocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especial-
mente mujeres y niños, que complementa esa Convención a fin de aplicar 
plenamente sus disposiciones para brindar la máxima protección a las 
víctimas de la trata y evitar la victimización secundaria de muchas extran-
jeras.

IV. Investigación, planificación, evaluación y sensibilización pública

1. Investigación, planificación y evaluación

• Regla 67
Se procurará organizar y promover investigaciones exhaustivas y orien-
tadas a los resultados sobre los delitos cometidos por mujeres, las razo-
nes que las llevan a entrar en conflicto con el sistema de justicia penal, la 
repercusión de la criminalización secundaria y el encarcelamiento en las 
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mujeres, y las características de las delincuentes, así como programas 
orientados a reducir la reincidencia de las mujeres, como base para la 
planificación eficaz, la elaboración de programas y la formulación de po-
líticas destinadas a satisfacer las necesidades de reinserción social de las 
delincuentes.

• Regla 68
Se procurará organizar y promover investigaciones sobre el número de 
niños afectados por situaciones en que sus madres entren en conflicto 
con el sistema de justicia penal, en particular su encarcelamiento, así 
como sobre la repercusión de este último en ellos, a fin de contribuir a la 
formulación de políticas y la elaboración de programas, teniendo en 
cuenta los intereses superiores de los niños.

• Regla 69
Se procurará examinar, evaluar y dar a conocer periódicamente las ten-
dencias, los problemas y los factores relacionados con la conducta delic-
tiva de las mujeres y la eficacia con que se atienda a las necesidades de 
reinserción social de las delincuentes y sus hijos, a fin de reducir la estig-
matización y las repercusiones negativas que estos sufran por los conflic-
tos de las mujeres con el sistema de justicia penal.

2. Sensibilización pública, intercambio  
de información y capacitación

• Regla 70
 1. Se informará a los medios de comunicación y al público sobre las ra-

zones por las que las mujeres pueden verse en conflicto con el siste-
ma de justicia penal y sobre las maneras más eficaces de reaccionar 
ante ello, a fin de posibilitar la reinserción social de las mujeres, te-
niendo presentes los intereses superiores de sus hijos.

 2. La publicación y difusión de investigaciones y ejemplos de buenas 
prácticas formarán parte de políticas amplias orientadas a mejorar 
los resultados y la equidad de las reacciones del sistema de justicia 
penal ante las delincuentes y sus hijos.

 3. Los medios de información, el público y los profesionales que se ocu-
pen de cuestiones relativas a las reclusas y las delincuentes recibirán 
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periódicamente información concreta sobre las cuestiones abarcadas 
en las presentes reglas y su aplicación.

 4. Se elaborarán y ejecutarán programas de capacitación sobre las pre-
sentes reglas y las conclusiones de las investigaciones, destinados a 
los funcionarios pertinentes de la justicia penal, a fin de aumentar su 
sensibilización sobre las disposiciones contenidas en ellas.
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La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a instancia de su Re-
latoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad,

CONSIDERANDO el valor de la dignidad humana y de los derechos y li-
bertades fundamentales, reconocidos por el sistema interamericano y por 
los demás sistemas de protección internacional de los derechos humanos;

RECONOCIENDO el derecho fundamental que tienen todas las personas 
privadas de libertad a ser tratadas humanamente, y a que se respete y ga-
rantice su dignidad, su vida y su integridad física, psicológica y moral;

DESTACANDO la importancia que tiene el debido proceso legal y sus 
principios y garantías fundamentales en la efectiva protección de los de-
rechos de las personas privadas de libertad, dada su particular situación 
de vulnerabilidad;

TENIENDO PRESENTE que las penas privativas de libertad tendrán 
como finalidad esencial la reforma, la readaptación social y la rehabilita-
ción personal de los condenados; la resocialización y reintegración fami-
liar; así como la protección de las víctimas y de la sociedad;

RECORDANDO que los Estados Miembros de la Organización de los Es-
tados Americanos se han comprometido a respetar y garantizar los dere-



Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos

278

chos de todas las personas privadas de libertad sometidas a su jurisdic-
ción;

TENIENDO DEBIDAMENTE EN CUENTA los principios y las disposicio-
nes contenidos en los siguientes instrumentos internacionales: Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos; Protocolo Adicional a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; Convención Interamericana para Pre-
venir y Sancionar la Tortura; Convención Interamericana sobre Desapa-
rición Forzada de Personas; Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer; Convención Intera-
mericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación con-
tra las Personas con Discapacidad; Declaración Americana de Derechos 
y Deberes del Hombre; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos; Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, y su Protocolo Opcional; Convención sobre los Derechos 
del Niño; Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discri-
minación contra la Mujer; Convención Internacional para la Protección 
de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas; Convención 
Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabaja-
dores Migratorios y de sus Familiares; Convención sobre la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación Racial; Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad; Convención sobre el Estatuto 
de los Refugiados; Convenio Número 169 sobre Pueblos Indígenas y Tri-
bales en Países Independientes; Convenios de Ginebra de 12 de agosto 
de 1949, y sus Protocolos Adicionales de 1977; Declaración Universal de 
Derechos Humanos; Declaración sobre los Principios Fundamentales de 
Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder; Principios Bá-
sicos para el Tratamiento de los Reclusos; Conjunto de Principios para la 
Protección de todas las Personas sometidas a cualquier forma de Deten-
ción o Prisión; Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y 
el mejoramiento de la atención de la Salud Mental; Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de los Reclusos; Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing); Re-
glas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados 
de Libertad; Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas 
no Privativas de Libertad (Reglas de Tokio); y en otros instrumentos in-
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ternacionales sobre derechos humanos aplicables en las Américas;

REAFIRMANDO las decisiones y jurisprudencia del Sistema Interameri-
cano de Derechos Humanos;

OBSERVANDO CON PREOCUPACIÓN la crítica situación de violencia, 
hacinamiento y la falta de condiciones dignas de vida en distintos lugares 
de privación de libertad en las Américas; así como la particular situación 
de vulnerabilidad de las personas con discapacidad mental privadas de 
libertad en hospitales psiquiátricos y en instituciones penitenciarias; y la 
situación de grave riesgo en que se encuentran los niños y niñas, las mu-
jeres, y los adultos mayores recluidas en otras instituciones públicas y 
privadas, los migrantes, solicitantes de asilo o de refugio, apátridas y per-
sonas indocumentadas, y las personas privadas de libertad en el marco 
de los conflictos armados;

CON EL OBJETIVO de aportar al proceso de preparación de una Decla-
ración Interamericana sobre los derechos, deberes y la atención de las 
personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión por el 
Consejo Permanente, en seguimiento a la Resolución AG/RES 2283 (XXX-
VII-0/07);

ADOPTA los siguientes PRINCIPIOS Y BUENAS PRÁCTICAS SOBRE LA 
PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD EN LAS 
AMÉRICAS (OEA/Ser/L/V/II.131 doc. 26)

Principios y Buenas Prácticas  
sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad  

en las Américas

Disposición general

A los efectos del presente documento, se entiende por “privación de li-
bertad”:

“Cualquier forma de detención, encarcelamiento, institucionalización, o 
custodia de una persona, por razones de asistencia humanitaria, trata-
miento, tutela, protección, o por delitos e infracciones a la ley, ordenada 
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por o bajo el control de facto de una autoridad judicial o administrativa o 
cualquier otra autoridad, ya sea en una institución pública o privada, en 
la cual no pueda disponer de su libertad ambulatoria. Se entiende entre 
esta categoría de personas, no sólo a las personas privadas de libertad 
por delitos o por infracciones e incumplimientos a la ley, ya sean éstas 
procesadas o condenadas, sino también a las personas que están bajo la 
custodia y la responsabilidad de ciertas instituciones, tales como: hospi-
tales psiquiátricos y otros establecimientos para personas con discapaci-
dades físicas, mentales o sensoriales; instituciones para niños, niñas y 
adultos mayores; centros para migrantes, refugiados, solicitantes de asi-
lo o refugio, apátridas e indocumentados; y cualquier otra institución si-
milar destinada a la privación de libertad de personas”.

Dada la amplitud del anterior concepto, los siguientes principios y bue-
nas prácticas se podrán invocar y aplicar, según cada caso, dependiendo 
de si se trata de personas privadas de libertad por motivos relacionados 
con la comisión de delitos o infracciones a la ley, o por razones humani-
tarias y de protección.

PRINCIPIOS GENERALES

• Principio I

Trato humano

Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la jurisdicción de cual-
quiera de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Ame-
ricanos será tratada humanamente, con irrestricto respeto a su dignidad 
inherente, a sus derechos y garantías fundamentales, y con estricto apego 
a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.

En particular, y tomando en cuenta la posición especial de garante de los 
Estados frente a las personas privadas de libertad, se les respetará y ga-
rantizará su vida e integridad personal, y se asegurarán condiciones mí-
nimas que sean compatibles con su dignidad.
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Se les protegerá contra todo tipo de amenazas y actos de tortura, ejecu-
ción, desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes, violencia sexual, castigos corporales, castigos colectivos, inter-
vención forzada o tratamiento coercitivo, métodos que tengan como 
finalidad anular la personalidad o disminuir la capacidad física o mental 
de la persona.

No se podrá invocar circunstancias, tales como, estados de guerra, esta-
dos de excepción, situaciones de emergencia, inestabilidad política inter-
na, u otra emergencia nacional o internacional, para evadir el cumpli-
miento de las obligaciones de respeto y garantía de trato humano a todas 
las personas privadas de libertad.

• Principio II

Igualdad y no-discriminación

Toda persona privada de libertad será igual ante la ley, y tendrá derecho 
a igual protección de la ley y de los tribunales de justicia. Tendrá derecho, 
además, a conservar sus garantías fundamentales y ejercer sus derechos, 
a excepción de aquéllos cuyo ejercicio esté limitado o restringido tempo-
ralmente, por disposición de la ley, y por razones inherentes a su condi-
ción de personas privadas de libertad.

Bajo ninguna circunstancia se discriminará a las personas privadas de li-
bertad por motivos de su raza, origen étnico, nacionalidad, color, sexo, 
edad, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacio-
nal o social, posición económica, nacimiento, discapacidad física, mental 
o sensorial, género, orientación sexual, o cualquiera otra condición so-
cial. En consecuencia, se prohibirá cualquier distinción, exclusión o res-
tricción que tenga por objeto o por resultado, menoscabar o anular el re-
conocimiento, goce o ejercicio de los derechos internacionalmente 
reconocidos a las personas privadas de libertad.

No serán consideradas discriminatorias las medidas que se destinen a 
proteger exclusivamente los derechos de las mujeres, en particular de las 
mujeres embarazadas y de las madres lactantes; de los niños y niñas; de 
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las personas adultas mayores; de las personas enfermas o con infeccio-
nes, como el VIH-SIDA; de las personas con discapacidad física, mental 
o sensorial; así como de los pueblos indígenas, afrodescendientes, y de 
minorías. Estas medidas se aplicarán dentro del marco de la ley y del de-
recho internacional de los derechos humanos, y estarán siempre sujetas 
a revisión de un juez u otra autoridad competente, independiente e im-
parcial.

Las personas privadas de libertad en el marco de los conflictos armados 
deberán ser objeto de protección y atención conforme al régimen jurídi-
co especial establecido por las normas del derecho internacional huma-
nitario, complementado por las normas del derecho internacional de los 
derechos humanos.

Las medidas y sanciones que se impongan a las personas privadas de li-
bertad se aplicarán con imparcialidad, basándose en criterios objetivos.

• Principio III

Libertad personal

1. Principio básico

Toda persona tendrá derecho a la libertad personal y a ser protegida con-
tra todo tipo de privación de libertad ilegal o arbitraria. La ley prohibirá, 
en toda circunstancia, la incomunicación coactiva de personas privadas 
de libertad y la privación de libertad secreta, por constituir formas de tra-
tamiento cruel e inhumano. Las personas privadas de libertad sólo serán 
recluidas en lugares de privación de libertad oficialmente reconocidos.

Por regla general, la privación de libertad de una persona deberá aplicar-
se durante el tiempo mínimo necesario.

La privación de libertad de niños y niñas deberá aplicarse como último 
recurso, por el periodo mínimo necesario, y deberá limitarse a casos es-
trictamente excepcionales.
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Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación ge-
neral a miembros de los pueblos indígenas, deberá darse preferencia a 
tipos de sanción distintos del encarcelamiento conforme a la justicia con-
suetudinaria y en consonancia con la legislación vigente.

2. Excepcionalidad de la privación preventiva de la libertad

Se deberá asegurar por la ley que en los procedimientos judiciales o ad-
ministrativos se garantice la libertad personal como regla general, y se 
aplique como excepción la privación preventiva de la libertad, conforme 
se establece en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.

En el marco de un proceso penal, deberán existir elementos de prueba 
suficientes que vinculen al imputado con el hecho investigado, a fin de 
justificar una orden de privación de libertad preventiva. Ello configura 
una exigencia o condición sine qua non a la hora de imponer cualquier 
medida cautelar; no obstante, transcurrido cierto lapso, ello ya no es su-
ficiente.

La privación preventiva de la libertad, como medida cautelar y no puni-
tiva, deberá además obedecer a los principios de legalidad, presunción 
de inocencia, necesidad y proporcionalidad, en la medida estrictamente 
necesaria en una sociedad democrática, que sólo podrá proceder de 
acuerdo con los límites estrictamente necesarios para asegurar que no se 
impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni se eludirá la ac-
ción de la justicia, siempre que la autoridad competente fundamente y 
acredite la existencia, en el caso concreto, de los referidos requisitos.

3. Medidas especiales para las personas con discapacidades mentales

Los sistemas de salud de los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos deberán incorporar, por disposición de la ley, una 
serie de medidas en favor de las personas con discapacidades mentales, 
a fin de garantizar la gradual desinstitucionalización de dichas personas 
y la organización de servicios alternativos, que permitan alcanzar objeti-
vos compatibles con un sistema de salud y una atención psiquiátrica in-
tegral, continua, preventiva, participativa y comunitaria, y evitar así, la 
privación innecesaria de la libertad en los establecimientos hospitalarios 
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o de otra índole. La privación de libertad de una persona en un hospital 
psiquiátrico u otra institución similar deberá emplearse como último re-
curso, y únicamente cuando exista una seria posibilidad de daño inme-
diato o inminente para la persona o terceros. La mera discapacidad no 
deberá en ningún caso justificar la privación de libertad.

4. Medidas alternativas o sustitutivas a la privación de libertad

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos de-
berán incorporar, por disposición de la ley, una serie de medidas alterna-
tivas o sustitutivas a la privación de libertad, en cuya aplicación se debe-
rán tomar en cuenta los estándares internacionales sobre derechos 
humanos en esta materia.

Al aplicarse las medidas alternativas o sustitutivas a la privación de liber-
tad, los Estados Miembros deberán promover la participación de la so-
ciedad y de la familia, a fin de complementar la intervención del Estado, 
y deberán proveer los recursos necesarios y apropiados para garantizar 
su disponibilidad y eficacia.

• Principio IV

Principio de legalidad

Nadie podrá ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones establecidas con anterioridad por el derecho interno, toda 
vez que sean compatibles con las normas del derecho internacional de los 
derechos humanos. Las órdenes de privación de libertad deberán ser emi-
tidas por autoridad competente a través de resolución debidamente mo-
tivada.

Las órdenes y resoluciones judiciales o administrativas susceptibles de 
afectar, limitar o restringir derechos y garantías de las personas privadas 
de libertad, deberán ser compatibles con el derecho interno e internacio-
nal. Las autoridades administrativas no podrán alterar los derechos y ga-
rantías previstas en el derecho internacional, ni limitarlos o restringirlos 
más allá de lo permitido en él.
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• Principio V

Debido proceso legal

Toda persona privada de libertad tendrá derecho, en todo momento y cir-
cunstancia, a la protección de y al acceso regular a jueces y tribunales 
competentes, independientes e imparciales, establecidos con anterioridad 
por la ley.

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a ser informadas 
prontamente de las razones de su detención y de los cargos formulados 
contra ellas, así como a ser informadas sobre sus derechos y garantías, 
en un idioma o lenguaje que comprendan; a disponer de un traductor e 
intérprete durante el proceso; y a comunicarse con su familia. Tendrán 
derecho a ser oídas y juzgadas con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez, autoridad u otro funcionario autorizado por 
la ley para ejercer funciones judiciales, o a ser puestas en libertad, sin 
perjuicio de que continúe el proceso; a recurrir del fallo ante juez o tribu-
nal superior; y a no ser juzgadas dos veces por los mismos hechos, si son 
absueltas o sobreseídas mediante una sentencia firme dictada en el mar-
co de un debido proceso legal y conforme al derecho internacional de los 
derechos humanos.

Para determinar el plazo razonable en el que se desarrolla un proceso ju-
dicial se deberá tomar en cuenta: la complejidad del caso; la actividad 
procesal del interesado; y la conducta de las autoridades judiciales.

Toda persona privada de libertad tendrá derecho a la defensa y a la asis-
tencia letrada, nombrada por sí misma, por su familia, o proporcionada 
por el Estado; a comunicarse con su defensor en forma confidencial, sin 
interferencia o censura, y sin dilaciones o límites injustificados de tiem-
po, desde el momento de su captura o detención, y necesariamente antes 
de su primera declaración ante la autoridad competente.

Toda persona privada de libertad, por sí o por medio de terceros, tendrá 
derecho a interponer un recurso sencillo, rápido y eficaz, ante autoridades 
competentes, independientes e imparciales, contra actos u omisiones que 
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violen o amenacen violar sus derechos humanos. En particular, tendrán 
derecho a presentar quejas o denuncias por actos de tortura, violencia car-
celaria, castigos corporales, tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes, así como por las condiciones de reclusión o internamiento, por la 
falta de atención médica o psicológica, y de alimentación adecuadas.

Las personas privadas de libertad no deberán ser obligadas a declarar 
contra sí mismas, ni a confesarse culpables. Las declaraciones obtenidas 
mediante tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, no deberán 
ser admitidas como medios de prueba en un proceso, salvo en el que se 
siga contra la persona o personas acusadas de haberlas cometido, y úni-
camente como prueba de que tales declaraciones fueron obtenidas por 
dichos medios.

En caso de condena se les impondrán las penas o sanciones aplicables en 
el momento de la comisión del delito o de la infracción a la ley, salvo si 
con posterioridad las leyes disponen de una pena o sanción menos grave, 
en cuyo caso se aplicará la ley más favorable a la persona.

Las condenas a la pena de muerte se ajustarán a los principios, restric-
ciones y prohibiciones establecidas en el derecho internacional de los de-
rechos humanos. En todo caso, se les reconocerá el derecho a solicitar la 
conmutación de la pena.

Las personas privadas de libertad en un Estado Miembro de la Organiza-
ción de los Estados Americanos del que no fueren nacionales, deberán 
ser informadas, sin demora y en cualquier caso antes de rendir su prime-
ra declaración ante la autoridad competente, de su derecho a la asistencia 
consular o diplomática, y a solicitar que se les notifique de manera inme-
diata su privación de libertad. Tendrán derecho, además, a comunicarse 
libre y privadamente con su representación diplomática o consular.

• Principio VI

Control judicial y ejecución de la pena

El control de legalidad de los actos de la administración pública que afec-
ten o pudieren afectar derechos, garantías o beneficios reconocidos en 
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favor de las personas privadas de libertad, así como el control judicial de 
las condiciones de privación de libertad y la supervisión de la ejecución 
o cumplimiento de las penas, deberá ser periódico y estar a cargo de jue-
ces y tribunales competentes, independientes e imparciales.

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos de-
berán garantizar los medios necesarios para el establecimiento y la efica-
cia de las instancias judiciales de control y de ejecución de las penas, y 
dispondrán de los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento.

• Principio VII

Petición y respuesta

Las personas privadas de libertad tendrán el derecho de petición indivi-
dual o colectiva, y a obtener respuesta ante las autoridades judiciales, ad-
ministrativas y de otra índole. Este derecho podrá ser ejercido por terce-
ras personas u organizaciones, de conformidad con la ley.

Este derecho comprende, entre otros, el derecho de presentar peticiones, 
denuncias o quejas ante las autoridades competentes, y recibir una pron-
ta respuesta dentro de un plazo razonable. También comprende el dere-
cho de solicitar y recibir oportunamente información sobre su situación 
procesal y sobre el cómputo de la pena, en su caso.

Las personas privadas de libertad también tendrán derecho a presentar 
denuncias, peticiones o quejas ante las instituciones nacionales de dere-
chos humanos; ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; 
y ante las demás instancias internacionales competentes, conforme a los 
requisitos establecidos en el derecho interno y el derecho internacional.
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PRINCIPIOS RELATIVOS A LAS CONDICIONES  
DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD

• Principio VIII

Derechos y restricciones

Las personas privadas de libertad gozarán de los mismos derechos reco-
nocidos a toda persona en los instrumentos nacionales e internacionales 
sobre derechos humanos, a excepción de aquéllos cuyo ejercicio esté li-
mitado o restringido temporalmente, por disposición de la ley y por ra-
zones inherentes a su condición de personas privadas de libertad.

• Principio IX

Ingreso, registro, examen médico y traslados

1. Ingreso

Las autoridades responsables de los establecimientos de privación de li-
bertad no permitirán el ingreso de ninguna persona para efectos de re-
clusión o internamiento, salvo si está autorizada por una orden de remi-
sión o de privación de libertad, emitida por autoridad judicial, 
administrativa, médica u otra autoridad competente, conforme a los re-
quisitos establecidos por la ley.

A su ingreso las personas privadas de libertad serán informadas de ma-
nera clara y en un idioma o lenguaje que comprendan, ya sea por escrito, 
de forma verbal o por otro medio, de los derechos, deberes y prohibicio-
nes que tienen en el lugar de privación de libertad.

2. Regitro

Los datos de las personas ingresadas a los lugares de privación de liber-
tad deberán ser consignados en un registro oficial, el cual será accesible 
a la persona privada de libertad, a su representante y a las autoridades 
competentes. El registro contendrá, por lo menos, los siguientes datos:
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 a. Información sobre la identidad personal, que deberá contener, al me-
nos, lo siguiente: nombre, edad, sexo, nacionalidad, dirección y nom-
bre de los padres, familiares, representantes legales o defensores, en 
su caso, u otro dato relevante de la persona privada de libertad;

 b. Información relativa a la integridad personal y al estado de salud de 
la persona privada de libertad;

 c. Razones o motivos de la privación de libertad;
 d. Autoridad que ordena o autoriza la privación de libertad;
 e. Autoridad que efectúa el traslado de la persona al establecimiento;
 f. Autoridad que controla legalmente la privación de libertad;
 g. Día y hora de ingreso y de egreso;
 h. Día y hora de los traslados, y lugares de destino;
 i. Identidad de la autoridad que ordena los traslados y de la encargada 

de los mismos;
 j. Inventario de los bienes personales; y
 k. Firma de la persona privada de libertad y, en caso de negativa o im-

posibilidad, la explicación del motivo.

3. Examen médico

Toda persona privada de libertad tendrá derecho a que se le practique un 
examen médico o psicológico, imparcial y confidencial, practicado por 
personal de salud idóneo inmediatamente después de su ingreso al esta-
blecimiento de reclusión o de internamiento, con el fin de constatar su 
estado de salud físico o mental, y la existencia de cualquier herida, daño 
corporal o mental; asegurar la identificación y tratamiento de cualquier 
problema significativo de salud; o para verificar quejas sobre posibles 
malos tratos o torturas o determinar la necesidad de atención y trata-
miento.

La información médica o psicológica será incorporada en el registro ofi-
cial respectivo, y cuando sea necesario, en razón de la gravedad del re-
sultado, será trasladada de manera inmediata a la autoridad competente.

4. Traslados

Los traslados de las personas privadas de libertad deberán ser autoriza-
dos y supervisados por autoridades competentes, quienes respetarán, en 
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toda circunstancia, la dignidad y los derechos fundamentales, y tomarán 
en cuenta la necesidad de las personas de estar privadas de libertad en 
lugares próximos o cercanos a su familia, a su comunidad, al defensor o 
representante legal, y al tribunal de justicia u otro órgano del Estado que 
conozca su caso.

Los traslados no se deberán practicar con la intención de castigar, repri-
mir o discriminar a las personas privadas de libertad, a sus familiares o 
representantes; ni se podrán realizar en condiciones que les ocasionen 
sufrimientos físicos o mentales, en forma humillante o que propicien la 
exhibición pública.

• Principio X

Salud

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, entendida 
como el disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, mental y 
social, que incluye, entre otros, la atención médica, psiquiátrica y odon-
tológica adecuada; la disponibilidad permanente de personal médico idó-
neo e imparcial; el acceso a tratamiento y medicamentos apropiados y 
gratuitos; la implementación de programas de educación y promoción en 
salud, inmunización, prevención y tratamiento de enfermedades infeccio-
sas, endémicas y de otra índole; y las medidas especiales para satisfacer 
las necesidades particulares de salud de las personas privadas de libertad 
pertenecientes a grupos vulnerables o de alto riesgo, tales como: las per-
sonas adultas mayores, las mujeres, los niños y las niñas, las personas con 
discapacidad, las personas portadoras del VIH-SIDA, tuberculosis, y las 
personas con enfermedades en fase terminal. El tratamiento deberá ba-
sarse en principios científicos y aplicar las mejores prácticas.

En toda circunstancia, la prestación del servicio de salud deberá respetar 
los principios siguientes: confidencialidad de la información médica; au-
tonomía de los pacientes respecto de su propia salud; y consentimiento 
informado en la relación médico-paciente.

El Estado deberá garantizar que los servicios de salud proporcionados 
en los lugares de privación de libertad funcionen en estrecha coordina-
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ción con el sistema de salud pública, de manera que las políticas y prác-
ticas de salud pública sean incorporadas en los lugares de privación de 
libertad.

Las mujeres y las niñas privadas de libertad tendrán derecho de acceso a 
una atención médica especializada, que corresponda a sus características 
físicas y biológicas, y que responda adecuadamente a sus necesidades en 
materia de salud reproductiva. En particular, deberán contar con aten-
ción médica ginecológica y pediátrica, antes, durante y después del par-
to, el cual no deberá realizarse dentro de los lugares de privación de li-
bertad, sino en hospitales o establecimientos destinados para ello. En el 
caso de que ello no fuere posible, no se registrará oficialmente que el na-
cimiento ocurrió al interior de un lugar de privación de libertad.

En los establecimientos de privación de libertad para mujeres y niñas de-
berán existir instalaciones especiales, así como personal y recursos apro-
piados para el tratamiento de las mujeres y niñas embarazadas y de las 
que acaban de dar a luz.

Cuando se permita a las madres o padres privados de libertad conservar 
a sus hijos menores de edad al interior de los centros de privación de li-
bertad, se deberán tomar las medidas necesarias para organizar guarde-
rías infantiles, que cuenten con personal calificado, y con servicios edu-
cativos, pediátricos y de nutrición apropiados, a fin de garantizar el 
interés superior de la niñez.

• Principio XI

Alimentación y agua potable

1. Alimentación

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a recibir una alimen-
tación que responda, en cantidad, calidad y condiciones de higiene, a una 
nutrición adecuada y suficiente, y tome en consideración las cuestiones 
culturales y religiosas de dichas personas, así como las necesidades o die-
tas especiales determinadas por criterios médicos. Dicha alimentación 
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será brindada en horarios regulares, y su suspensión o limitación, como 
medida disciplinaria, deberá ser prohibida por la ley.

2. Agua potable

Toda persona privada de libertad tendrá acceso en todo momento a agua 
potable suficiente y adecuada para su consumo. Su suspensión o limita-
ción, como medida disciplinaria, deberá ser prohibida por la ley.

• Principio XII

Albergue, condiciones de higiene y vestido

1. Albergue

Las personas privadas de libertad deberán disponer de espacio suficien-
te, exposición diaria a la luz natural, ventilación y calefacción apropiadas, 
según las condiciones climáticas del lugar de privación de libertad. Se les 
proporcionará una cama individual, ropa de cama apropiada, y las demás 
condiciones indispensables para el descanso nocturno. Las instalaciones 
deberán tomar en cuenta las necesidades especiales de las personas en-
fermas, las portadoras de discapacidad, los niños y niñas, las mujeres em-
barazadas o madres lactantes, y los adultos mayores, entre otras.

2. Condiciones de higiene

Las personas privadas de libertad tendrán acceso a instalaciones sanita-
rias higiénicas y suficientes, que aseguren su privacidad y dignidad. Asi-
mismo, tendrán acceso a productos básicos de higiene personal, y a agua 
para su aseo personal, conforme a las condiciones climáticas.

Se proveerá regularmente a las mujeres y niñas privadas de libertad los ar-
tículos indispensables para las necesidades sanitarias propias de su sexo.

3. Vestido

El vestido que deben utilizar las personas privadas de libertad será sufi-
ciente y adecuado a las condiciones climáticas, y tendrá en cuenta la iden-
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tidad cultural y religiosa de las personas privadas de libertad. En ningún 
caso las prendas de vestir podrán ser degradantes ni humillantes.

• Principio XIII

Educación y actividades culturales

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la educación, la cual 
será accesible para todas las personas, sin discriminación alguna, y to-
mará en cuenta la diversidad cultural y sus necesidades especiales.

La enseñanza primaria o básica será gratuita para las personas privadas 
de libertad, en particular, para los niños y niñas, y para los adultos que no 
hubieren recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria.

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos 
promoverán en los lugares de privación de libertad, de manera progresi-
va y según la máxima disponibilidad de sus recursos, la enseñanza secun-
daria, técnica, profesional y superior, igualmente accesible para todos, 
según sus capacidades y aptitudes.

Los Estados Miembros deberán garantizar que los servicios de educación 
proporcionados en los lugares de privación de libertad funcionen en es-
trecha coordinación e integración con el sistema de educación pública; y 
fomentarán la cooperación de la sociedad a través de la participación de 
las asociaciones civiles, organizaciones no gubernamentales e institucio-
nes privadas de educación.

Los lugares de privación de libertad dispondrán de bibliotecas, con sufi-
cientes libros, periódicos y revistas educativas, con equipos y tecnología 
apropiada, según los recursos disponibles.

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a participar en activi-
dades culturales, deportivas, sociales, y a tener oportunidades de esparci-
miento sano y constructivo. Los Estados Miembros alentarán la participa-
ción de la familia, de la comunidad y de las organizaciones no 
gubernamentales, en dichas actividades, a fin de promover la reforma, la 
readaptación social y la rehabilitación de las personas privadas de libertad.
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• Principio XIV

Trabajo

Toda persona privada de libertad tendrá derecho a trabajar, a tener opor-
tunidades efectivas de trabajo, y a recibir una remuneración adecuada y 
equitativa por ello, de acuerdo con sus capacidades físicas y mentales, a 
fin de promover la reforma, rehabilitación y readaptación social de los 
condenados, estimular e incentivar la cultura del trabajo, y combatir el 
ocio en los lugares de privación de libertad. En ningún caso el trabajo 
tendrá carácter aflictivo.

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos de-
berán aplicar a los niños y niñas privados de libertad todas las normas 
nacionales e internacionales de protección vigentes en materia de traba-
jo infantil, a fin de evitar, particularmente, la explotación laboral y garan-
tizar el interés superior de la niñez.

Los Estados Miembros promoverán en los lugares de privación de liber-
tad, de manera progresiva y según la máxima disponibilidad de sus re-
cursos, la orientación vocacional y el desarrollo de proyectos de capaci-
tación técnico-profesional; y garantizarán el establecimiento de talleres 
laborales permanentes, suficientes y adecuados, para lo cual fomentarán 
la participación y cooperación de la sociedad y de la empresa privada.

• Principio XV

Libertad de conciencia y religión

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la libertad de con-
ciencia y religión, que incluye el derecho de profesar, manifestar, practi-
car, conservar y cambiar su religión, según sus creencias; el derecho de 
participar en actividades religiosas y espirituales, y ejercer sus prácticas 
tradicionales; así como el derecho de recibir visitas de sus representantes 
religiosos o espirituales.

En los lugares de privación de libertad se reconocerá la diversidad y la 
pluralidad religiosa y espiritual, y se respetarán los límites estrictamente 
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necesarios para respetar los derechos de los demás o para proteger la sa-
lud o la moral públicas, y para preservar el orden público, la seguridad y 
la disciplina interna, así como los demás límites permitidos en las leyes y 
en el derecho internacional de los derechos humanos.

• Principio XVI

Libertad de expresión, asociación y reunión

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la libertad de expre-
sión en su propio idioma, asociación y reunión pacíficas, tomando en 
cuenta los límites estrictamente necesarios en una sociedad democrática, 
para respetar los derechos de los demás o para proteger la salud o la mo-
ral públicas, y para preservar el orden público, la seguridad y la discipli-
na interna en los lugares de privación de libertad, así como los demás lí-
mites permitidos en las leyes y en el derecho internacional de los derechos 
humanos.
Principio XVII

Medidas contra el hacinamiento

La autoridad competente definirá la cantidad de plazas disponibles de 
cada lugar de privación de libertad conforme a los estándares vigentes 
en materia habitacional. Dicha información, así como la tasa de ocupa-
ción real de cada establecimiento o centro deberá ser pública, accesible 
y regularmente actualizada. La ley establecerá los procedimientos a tra-
vés de los cuales las personas privadas de libertad, sus abogados, o las 
organizaciones no gubernamentales podrán impugnar los datos acerca 
del número de plazas de un establecimiento, o su tasa de ocupación, in-
dividual o colectivamente. En los procedimientos de impugnación deberá 
permitirse el trabajo de expertos independientes.

La ocupación de establecimiento por encima del número de plazas esta-
blecido será prohibida por la ley. Cuando de ello se siga la vulneración 
de derechos humanos, ésta deberá ser considerada una pena o trato 
cruel, inhumano o degradante. La ley deberá establecer los mecanismos 
para remediar de manera inmediata cualquier situación de alojamiento 
por encima del número de plazas establecido. Los jueces competentes 
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deberán adoptar remedios adecuados en ausencia de una regulación le-
gal efectiva.

Verificado el alojamiento de personas por encima del número de plazas 
establecido en un establecimiento, los Estados deberán investigar las ra-
zones que motivaron tal situación y deslindar las correspondientes res-
ponsabilidades individuales de los funcionarios que autorizaron tales me-
didas. Además, deberán adoptar medidas para la no repetición de tal 
situación. En ambos casos, la ley establecerá los procedimientos a través 
de los cuales las personas privadas de libertad, sus abogados, o las orga-
nizaciones no gubernamentales podrán participar en los correspondien-
tes procedimientos

• Principio XVIII

Contacto con el mundo exterior

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a recibir y enviar co-
rrespondencia, sujeto a aquellas limitaciones compatibles con el derecho 
internacional; y a mantener contacto personal y directo, mediante visitas 
periódicas, con sus familiares, representantes legales, y con otras personas, 
especialmente con sus padres, hijos e hijas, y con sus respectivas parejas.

Tendrán derecho a estar informadas sobre los acontecimientos del mun-
do exterior por los medios de comunicación social, y por cualquier otra 
forma de comunicación con el exterior, de conformidad con la ley.

• Principio XIX

Separación de categorías

Las personas privadas de libertad pertenecientes a diversas categorías 
deberán ser alojadas en diferentes lugares de privación de libertad o en 
distintas secciones dentro de dichos establecimientos, según su sexo, 
edad, la razón de su privación de libertad, la necesidad de protección de 
la vida e integridad de las personas privadas de libertad o del personal, 
las necesidades especiales de atención, u otras circunstancias relaciona-
das con cuestiones de seguridad interna.
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En particular, se dispondrá la separación de mujeres y hombres; niños, 
niñas y adultos; jóvenes y adultos; personas adultas mayores; procesados 
y condenados; y personas privadas de libertad por razones civiles y por 
razones penales. En los casos de privación de libertad de los solicitantes 
de asilo o refugio, y en otros casos similares, los niños y niñas no deberán 
ser separados de sus padres. Los solicitantes de asilo o refugio y las per-
sonas privadas de libertad a causa de infracción de las disposiciones so-
bre migración no deberán estar privados de libertad en establecimientos 
destinados a personas condenadas o acusadas por infracciones penales.

En ningún caso la separación de las personas privadas de libertad por 
categorías será utilizada para justificar la discriminación, la imposición 
de torturas, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, o condi-
ciones de privación de libertad más rigurosas o menos adecuadas a un 
determinado grupo de personas. Los mismos criterios deberán ser ob-
servados durante el traslado de las personas privadas de libertad.

PRINCIPIOS RELATIVOS A LOS SISTEMAS  
DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD

• Principio XX

Personal de los lugares de privación de libertad

El personal que tenga bajo su responsabilidad la dirección, custodia, tra-
tamiento, traslado, disciplina y vigilancia de personas privadas de libertad, 
deberá ajustarse, en todo momento y circunstancia, al respeto a los dere-
chos humanos de las personas privadas de libertad y de sus familiares.

El personal deberá ser seleccionado cuidadosamente, teniendo en cuenta 
su integridad ética y moral, sensibilidad a la diversidad cultural y a las 
cuestiones de género, capacidad profesional, adecuación personal a la 
función, y sentido de responsabilidad.

Se garantizará que el personal esté integrado por empleados y funciona-
rios idóneos, de uno y otro sexo, preferentemente con condición de ser-
vidores públicos y de carácter civil. Como regla general, se prohibirá que 
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miembros de la Policía o de las Fuerzas Armadas ejerzan funciones de 
custodia directa en los establecimientos de las personas privadas de li-
bertad, con la excepción de las instalaciones policiales o militares.

Los lugares de privación de libertad para mujeres, o las secciones de mu-
jeres en los establecimientos mixtos, estarán bajo la dirección de personal 
femenino. La vigilancia y custodia de las mujeres privadas de libertad 
será ejercida exclusivamente por personal del sexo femenino, sin perjui-
cio de que funcionarios con otras capacidades o de otras disciplinas, tales 
como médicos, profesionales de enseñanza o personal administrativo, 
puedan ser del sexo masculino.

Se dispondrá en los lugares de privación de libertad de personal califica-
do y suficiente para garantizar la seguridad, vigilancia, custodia, y para 
atender las necesidades médicas, psicológicas, educativas, laborales y de 
otra índole.

Se asignará al personal de los lugares de privación de libertad los recur-
sos y el equipo necesarios para que puedan desempeñar su trabajo en las 
condiciones adecuadas, incluyendo una remuneración justa y apropiada, 
y condiciones dignas de alojamiento y servicios básicos apropiados.

El personal de los lugares de privación de libertad recibirá instrucción 
inicial y capacitación periódica especializada, con énfasis en el carácter 
social de la función. La formación de personal deberá incluir, por lo me-
nos, capacitación sobre derechos humanos; sobre derechos, deberes y 
prohibiciones en el ejercicio de sus funciones; y sobre los principios y re-
glas nacionales e internacionales relativos al uso de la fuerza, armas de 
fuego, así como sobre contención física. Para tales fines, los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Americanos promoverán la 
creación y el funcionamiento de programas de entrenamiento y de ense-
ñanza especializada, contando con la participación y cooperación de ins-
tituciones de la sociedad y de la empresa privada.
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• Principio XXI

Registros corporales, inspección de instalaciones y otras medidas

Los registros corporales, la inspección de instalaciones y las medidas de 
organización de los lugares de privación de libertad, cuando sean proce-
dentes de conformidad con la ley, deberán obedecer a los criterios de ne-
cesidad, razonabilidad y proporcionalidad.

Los registros corporales a las personas privadas de libertad y a los visi-
tantes de los lugares de privación de libertad se practicarán en condicio-
nes sanitarias adecuadas, por personal calificado del mismo sexo, y de-
berán ser compatibles con la dignidad humana y con el respeto a los 
derechos fundamentales. Para ello, los Estados Miembros utilizarán me-
dios alternativos que tomen en consideración procedimientos y equipo 
tecnológico u otros métodos apropiados.

Los registros intrusivos vaginales y anales serán prohibidos por la ley.

Las inspecciones o registros practicados al interior de las unidades e ins-
talaciones de los lugares de privación de libertad, deberán realizarse por 
autoridad competente, conforme a un debido procedimiento y con respe-
to a los derechos de las personas privadas de libertad.

• Principio XXII

Régimen disciplinario

1. Sanciones disciplinarias

Las sanciones disciplinarias que se adopten en los lugares de privación 
de libertad, así como los procedimientos disciplinarios, deberán estar su-
jetos a control judicial y estar previamente establecidos en las leyes, y no 
podrán contravenir las normas del derecho internacional de los derechos 
humanos.
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2. Debido proceso legal

La determinación de las sanciones o medidas disciplinarias y el control 
de su ejecución estarán a cargo de autoridades competentes, quienes ac-
tuarán en toda circunstancia conforme a los principios del debido proce-
so legal, respetando los derechos humanos y las garantías básicas de las 
personas privadas de libertad, reconocidas por el derecho internacional 
de los derechos humanos.

 Medidas de aislamiento

Se prohibirá, por disposición de la ley, las medidas o sanciones de aisla-
miento en celdas de castigo.

Estarán estrictamente prohibidas las medidas de aislamiento de las mu-
jeres embarazadas; de las madres que conviven con sus hijos al interior 
de los establecimientos de privación de libertad; y de los niños y niñas 
privados de libertad.

El aislamiento sólo se permitirá como una medida estrictamente limitada 
en el tiempo y como un último recurso, cuando se demuestre que sea ne-
cesaria para salvaguardar intereses legítimos relativos a la seguridad in-
terna de los establecimientos, y para proteger derechos fundamentales, 
como la vida e integridad de las mismas personas privadas de libertad o 
del personal de dichas instituciones.

En todo caso, las órdenes de aislamiento serán autorizadas por autoridad 
competente y estarán sujetas al control judicial, ya que su prolongación 
y aplicación inadecuada e innecesaria constituiría actos de tortura, o tra-
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

En caso de aislamiento involuntario de personas con discapacidad men-
tal se garantizará, además, que la medida sea autorizada por un médico 
competente; practicada de acuerdo con procedimientos oficialmente es-
tablecidos; consignada en el registro médico individual del paciente; y 
notificada inmediatamente a sus familiares o representantes legales. Las 
personas con discapacidad mental sometidas a dicha medida estarán bajo 
cuidado y supervisión permanente de personal médico calificado.
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4. Prohibición de sanciones colectivas

Se prohibirá por disposición de la ley la aplicación de sanciones colectivas.

5. Competencia disciplinaria

No se permitirá que las personas privadas de libertad tengan bajo su res-
ponsabilidad la ejecución de medidas disciplinarias, o la realización de 
actividades de custodia y vigilancia, sin perjuicio de que puedan partici-
par en actividades educativas, religiosas, deportivas u otras similares, con 
participación de la comunidad, de organizaciones no gubernamentales y 
de otras instituciones privadas.

• Principio XXIII

Medidas para combatir la violencia y las situaciones de emergencia

1. Medidas de prevención

De acuerdo con el derecho internacional de los derechos humanos, se 
adoptarán medidas apropiadas y eficaces para prevenir todo tipo de vio-
lencia entre las personas privadas de libertad, y entre éstas y el personal 
de los establecimientos.

Para tales fines, se podrán adoptar, entre otras, las siguientes medidas:
 a. Separar adecuadamente las diferentes categorías de personas, con-

forme a los criterios establecidos en el presente documento;
 b. Asegurar la capacitación y formación continua y apropiada del per-

sonal;
 c.  Incrementar el personal destinado a la seguridad y vigilancia interior, 

y establecer patrones de vigilancia continua al interior de los estable-
cimientos;

 d. Evitar de manera efectiva el ingreso de armas, drogas, alcohol y de 
otras sustancias u objetos prohibidos por la ley, a través de registros 
e inspecciones periódicas, y la utilización de medios tecnológicos u 
otros métodos apropiados, incluyendo la requisa al propio personal;

 e. Establecer mecanismos de alerta temprana para prevenir las crisis o 
emergencias;
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 f. Promover la mediación y la resolución pacífica de conflictos internos;
 g. Evitar y combatir todo tipo de abusos de autoridad y actos de corrup-

ción; y
 h. Erradicar la impunidad, investigando y sancionando todo tipo de he-

chos de violencia y de corrupción, conforme a la ley.

2. Criterios para el uso de la fuerza y de armas

El personal de los lugares de privación de libertad no empleará la fuerza 
y otros medios coercitivos, salvo excepcionalmente, de manera propor-
cionada, en casos de gravedad, urgencia y necesidad, como último recur-
so después de haber agotado previamente las demás vías disponibles, y 
por el tiempo y en la medida indispensables para garantizar la seguridad, 
el orden interno, la protección de los derechos fundamentales de la po-
blación privada de libertad, del personal o de las visitas.

Se prohibirá al personal el uso de armas de fuego u otro tipo de armas 
letales al interior de los lugares de privación de libertad, salvo cuando sea 
estrictamente inevitable para proteger la vida de las personas.

En toda circunstancia, el uso de la fuerza y de armas de fuego o de cual-
quier otro medio o método utilizado en casos de violencia o situaciones 
de emergencia, será objeto de supervisión de autoridad competente.

3. Investigación y sanción

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos 
realizarán investigaciones serias, exhaustivas, imparciales y ágiles sobre 
todo tipo de actos de violencia o situaciones de emergencia ocurridas al 
interior de los lugares de privación de libertad, con el fin de esclarecer 
sus causas, individualizar a los responsables e imponer las sanciones le-
gales correspondientes.

Se tomarán medidas apropiadas y se harán todos los esfuerzos posibles 
para evitar la repetición de tales hechos al interior de los establecimien-
tos de privación de libertad.
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• Principio XXIV

Inspecciones institucionales

De conformidad con la legislación nacional y el derecho internacional se 
podrán practicar visitas e inspecciones periódicas en los lugares de pri-
vación de libertad, por parte de instituciones y organizaciones nacionales 
e internacionales, a fin de verificar, en todo momento y circunstancia, las 
condiciones de privación de libertad y el respeto de los derechos huma-
nos.

Al practicarse las inspecciones se permitirá y garantizará, entre otros, el 
acceso a todas las instalaciones de los lugares de privación de libertad; el 
acceso a la información y documentación relacionada con el estableci-
miento y las personas privadas de libertad; y la posibilidad de entrevistar 
en privado y de manera confidencial a las personas privadas de libertad 
y al personal.

En toda circunstancia se respetará el mandato de la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos y de sus Relatorías, en particular la Relato-
ría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad, a fin de que 
puedan verificar el respeto de la dignidad y de los derechos y garantías 
fundamentales de las personas privadas de libertad, en los Estados Miem-
bros de la Organización de los Estados Americanos.

Estas disposiciones no afectarán a las obligaciones de los Estados Partes 
en virtud de los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y 
sus Protocolos adicionales de 8 de junio de 1977 o la posibilidad abierta 
a cualquier Estado Parte de autorizar al Comité Internacional de la Cruz 
Roja a visitar los lugares de detención en situaciones no cubiertas por el 
derecho internacional humanitario.

• Principio XXV

Interpretación

Con el fin de respetar y garantizar plenamente los derechos y las liberta-
des fundamentales reconocidas por el sistema interamericano, los Esta-
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dos Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán 
interpretar extensivamente las normas de derechos humanos, de tal for-
ma que se aplique en toda circunstancia las cláusulas más favorables a las 
personas privadas de libertad.

Lo establecido en el presente documento no se interpretará como limita-
ción, suspensión o restricción de los derechos y garantías de las personas 
privadas de libertad, reconocidos en el derecho interno e internacional, 
so pretexto de que este documento no los contempla o los contempla en 
menos grado.
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Preámbulo

Los Estados Partes en el presente Pacto,
Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de 
las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de 
la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables,

Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inheren-
te a la persona humana,

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del 
temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a 
cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
tanto como de sus derechos civiles y políticos,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados 
la obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos 
y libertades humanos,

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros in-
dividuos y de la comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la 
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vigencia y observancia de los derechos reconocidos en este Pacto,

Convienen en los artículos siguientes:

Parte I

• Artículo 1
 1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud 

de este derecho establecen libremente su condición política y proveen 
asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.

 2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libre-
mente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obli-
gaciones que derivan de la cooperación económica internacional ba-
sada en el principio de beneficio recíproco, así como del derecho 
internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus pro-
pios medios de subsistencia.

 3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la res-
ponsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determina-
ción, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones 
de la Carta de las Naciones Unidas.

Parte II

• Artículo 2
 1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete 

a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia 
y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técni-
cas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 
progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en par-
ticular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los 
derechos aquí reconocidos.

 2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar 
el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación 
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión po-
lítica o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social.
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 3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los dere-
chos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué 
medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el pre-
sente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.

• Artículo 3
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los 
hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos econó-
micos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.

• Artículo 4
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de 
los derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste 
podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas 
por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos 
y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en una socie-
dad democrática.

• Artículo 5
 1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el 

sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo 
para emprender actividades o realizar actos encaminados a la des-
trucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el 
Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él.

 2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los dere-
chos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en 
virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto 
de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor 
grado.

Parte III

• Artículo 6
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a tra-

bajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportu-
nidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido 
o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este de-
recho.
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 2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Par-
tes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este dere-
cho deberá figurar la orientación y formación técnico-profesional, la 
preparación de programas, normas y técnicas encaminadas a conse-
guir un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupa-
ción plena y productiva, en condiciones que garanticen las libertades 
políticas y económicas fundamentales de la persona humana.

• Artículo 7
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que 
le aseguren en especial:
 a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los traba-

jadores:
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin 

distinciones de ninguna especie; en particular, debe asegu-
rarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las 
de los hombres, con salario igual por trabajo igual;

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus fami-
lias conforme a las disposiciones del presente Pacto;

 b) La seguridad y la higiene en el trabajo;
 c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su traba-

jo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideracio-
nes que los factores de tiempo de servicio y capacidad;

 d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las 
horas de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la re-
muneración de los días festivos.

• Artículo 8
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garan-

tizar:
a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse 

al de su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de 
la organización correspondiente, para promover y proteger 
sus intereses económicos y sociales. No podrán imponerse 
otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que 
prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad demo-



Compilación de Instrumentos Internacionales  
sobre Derechos Humanos de las Personas en Reclusión

311

crática en interés de la seguridad nacional o del orden públi-
co, o para la protección de los derechos y libertades ajenos;

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confe-
deraciones nacionales y el de éstas a fundar organizaciones 
sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas;

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin 
otras limitaciones que las que prescriba la ley y que sean ne-
cesarias en una sociedad democrática en interés de la segu-
ridad nacional o del orden público, o para la protección de los 
derechos y libertades ajenos;

d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes 
de cada país.

 2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el 
ejercicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, 
de la policía o de la administración del Estado.

 3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes 
en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 
relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindica-
ción a adoptar medidas legislativas que menoscaben las garantías 
previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menosca-
be dichas garantías.

• Artículo 9
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la seguridad social, incluso al seguro social.

• Artículo 10
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:
 1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamen-

tal de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, es-
pecialmente para su constitución y mientras sea responsable del cui-
dado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe 
contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.

 2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un perío-
do de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho pe-
ríodo, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con re-
muneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.
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 3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en 
favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por 
razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los 
niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su em-
pleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre 
su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será 
sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites 
de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por 
la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.

• Artículo 11
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso ali-
mentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de 
las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas 
apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconocien-
do a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacio-
nal fundada en el libre consentimiento.

 2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fun-
damental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adop-
tarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las 
medidas, incluidos programas concretos, que se necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribu-
ción de alimentos mediante la plena utilización de los conoci-
mientos técnicos y científicos, la divulgación de principios 
sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los re-
gímenes agrarios de modo que se logren la explotación y la 
utilización más eficaces de las riquezas naturales;

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mun-
diales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los 
problemas que se plantean tanto a los países que importan 
productos alimenticios como a los que los exportan.

• Artículo 12
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.
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 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pac-
to a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las 
necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, 
y el sano desarrollo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del tra-
bajo y del medio ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémi-
cas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha con-
tra ellas;

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia 
médica y servicios médicos en caso de enfermedad.

• Artículo 13
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona a la educación. Convienen en que la educación debe orien-
tarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sen-
tido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la 
educación debe capacitar a todas las personas para participar efecti-
vamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la toleran-
cia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos ra-
ciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones 
Unidas en pro del mantenimiento de la paz.

 2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de 
lograr el pleno ejercicio de este derecho:

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a to-
dos gratuitamente;

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la 
enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser genera-
lizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean 
apropiados, y en particular por la implantación progresiva de 
la enseñanza gratuita;

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a 
todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos 
medios sean apropiados, y en particular por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita;
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d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, 
la educación fundamental para aquellas personas que no ha-
yan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción pri-
maria;

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema es-
colar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un siste-
ma adecuado de becas y mejorar continuamente las condicio-
nes materiales del cuerpo docente.

 3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar 
la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de esco-
ger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las 
autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mí-
nimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y 
de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o mo-
ral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

 4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una res-
tricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer 
y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten 
los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada 
en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el 
Estado.

• Artículo 14
Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse 
parte en él, aún no haya podido instituir en su territorio metropolitano o 
en otros territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gra-
tuidad de la enseñanza primaria, se compromete a elaborar y adoptar, 
dentro de un plazo de dos años, un plan detallado de acción para la apli-
cación progresiva, dentro de un número razonable de años fijado en el 
plan, del principio de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos.

• Artículo 15
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona a:
a) Participar en la vida cultural;
b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus apli-

caciones;
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c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y ma-
teriales que le correspondan por razón de las producciones 
científicas, literarias o artísticas de que sea autora.

 2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto debe-
rán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figura-
rán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de 
la ciencia y de la cultura.

 3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar 
la indispensable libertad para la investigación científica y para la ac-
tividad creadora.

 4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que 
derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones 
internacionales en cuestiones científicas y culturales.

Parte IV

• Artículo 16
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, 

en conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las medidas 
que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegu-
rar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo.

  
2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario General 

de las Naciones Unidas, quien transmitirá copias al Consejo 
Económico y Social para que las examine conforme a lo dis-
puesto en el presente Pacto;

b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá 
también a los organismos especializados copias de los infor-
mes, o de las partes pertinentes de éstos, enviados por los Es-
tados Partes en el presente Pacto que además sean miembros 
de estos organismos especializados, en la medida en que tales 
informes o partes de ellos tengan relación con materias que 
sean de la competencia de dichos organismos conforme a sus 
instrumentos constitutivos.
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• Artículo 17
 1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por 

etapas, con arreglo al programa que establecerá el Consejo Econó-
mico y Social en el plazo de un año desde la entrada en vigor del pre-
sente Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los organis-
mos especializados interesados.

 2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que 
afecten el grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en este 
Pacto.

 3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a 
las Naciones Unidas o a algún organismo especializado por un Esta-
do Parte, no será necesario repetir dicha información, sino que bas-
tará hacer referencia concreta a la misma.

• Artículo 18
En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le con-
fiere en materia de derechos humanos y libertades fundamentales, el Con-
sejo Económico y Social podrá concluir acuerdos con los organismos es-
pecializados sobre la presentación por tales organismos de informes 
relativos al cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que corres-
ponden a su campo de actividades. Estos informes podrán contener deta-
lles sobre las decisiones y recomendaciones que en relación con ese cum-
plimiento hayan aprobado los órganos competentes de dichos organismos.

• Artículo 19
El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Dere-
chos Humanos, para su estudio y recomendación de carácter general, o 
para información, según proceda, los informes sobre derechos humanos 
que presenten los Estados conforme a los artículos 16 y 17, y los informes 
relativos a los derechos humanos que presenten los organismos especia-
lizados conforme al artículo 18.

• Artículo 20
Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados 
interesados podrán presentar al Consejo Económico y Social observacio-
nes sobre toda recomendación de carácter general hecha en virtud del 
artículo 19 o toda referencia a tal recomendación general que conste en 
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un informe de la Comisión de Derechos Humanos o en un documento allí 
mencionado.

• Artículo 21
El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la 
Asamblea General informes que contengan recomendaciones de carácter 
general, así como un resumen de la información recibida de los Estados 
Partes en el presente Pacto y de los organismos especializados acerca de 
las medidas adoptadas y los progresos realizados para lograr el respeto 
general de los derechos reconocidos en el presente Pacto.

• Artículo 22
El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros ór-
ganos de las Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los organismos 
especializados interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, 
toda cuestión surgida de los informes a que se refiere esta parte del Pac-
to que pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, cada una 
dentro de su esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas 
internacionales que puedan contribuir a la aplicación efectiva y progre-
siva del presente Pacto.

• Artículo 23
Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de 
orden internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que 
se reconocen en el presente Pacto comprenden procedimientos tales 
como la conclusión de convenciones, la aprobación de recomendaciones, 
la prestación de asistencia técnica y la celebración de reuniones regiona-
les y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en 
cooperación con los gobiernos interesados.

• Artículo 24
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menos-
cabo de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las 
constituciones de los organismos especializados que definen las atribu-
ciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organis-
mos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el presente 
Pacto.
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• Artículo 25
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menos-
cabo del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar ple-
na y libremente sus riquezas y recursos naturales.

PARTE V

• Artículo 26
 1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miem-

bros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo espe-
cializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente 
Pacto.

 2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de rati-
ficación se depositarán en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas.

 3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo.

 4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

 5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 
Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a 
él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de 
adhesión.

• Artículo 27
 1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir 

de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instru-
mento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas.

 2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él des-
pués de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ra-
tificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su ins-
trumento de ratificación o de adhesión.
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• Artículo 28
Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción al-
guna.

• Artículo 29
 1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y 

depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Es-
tados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si de-
sean que se convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin 
de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al 
menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, el Se-
cretario General convocará a una conferencia bajo los auspicios de 
las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Es-
tados presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aproba-
ción de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

 2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una ma-
yoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de 
conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.

 3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Esta-
dos Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pac-
to y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.

• Artículo 30
Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del ar-
tículo 26, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a to-
dos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo:
 a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en 

el artículo 26;
 b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dis-

puesto en el artículo 27, y la fecha en que entren en vigor las enmien-
das a que hace referencia el artículo 29.
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• Artículo 31
 1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de 
las Naciones Unidas.

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certifi-
cadas del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el ar-
tículo 26.
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Protocolo Adicional a la Convencion 
Americana sobre Derechos 

Humanos en Mater ia de Derechos 
Economicos, Sociales y Culturales 

[“Protocolo De San Salvador”]

Adoptado en San Salvador, El Salvador el 11/17/88 
Asamblea General – Décimo octavo Periodo Ordinario de Sesiones 

Entrada en vigor el 11/16/99 tan pronto como once estados 
hayan depositado sus respectivos instrumentos  

de ratificación o de adhesión

OBSERVACIONES:

A-52 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales 
“Protocolo de San Salvador”

1.- Mexico
(Declaración en ocasión de la ratificación)

“Al ratificar el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, el Gobierno de México lo hace en el entendimiento de que el Artícu-
lo 8 del aludido Protocolo se aplicará en la República Mexicana dentro de 
las modalidades y conforme a los procedimientos previstos en las dispo-
siciones aplicables en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y de sus leyes reglamentarias”.

2.- Nicaragua
(Declaración en ocasión de la ratificación)

“El Estado de la República de Nicaragua al Depositar el respectivo Instru-
mento de Ratificación del Protocolo Adicional a la Convención America-
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na de Derechos Humanos en materia de Derechos Humanos en materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salva-
dor”, en relación a los artículos 6 (Derecho al Trabajo), 13 (Derecho a la 
Educación) y 18 (Protección de los Minusválidos), declara lo siguiente:

Que el término “MINUSVALIDOS”, empleado en los artículos 6 y 13, así 
como en el título y en el contenido del artículo 18 de este Protocolo, de 
ninguna manera será entendido ni aplicado en el Estado de la Republica 
de Nicaragua en su sentido estrictamente etimológico sino que será con-
siderado e implementado en su sentido actual e internacionalmente acep-
tado, que es el de Personas con Discapacidad.”

Los Estados partes en la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos “Pacto de San José de Costa Rica”,

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del 
cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad perso-
nal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos humanos 
esenciales del hombre;

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del he-
cho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fun-
damento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican 
una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o 
complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados ame-
ricanos;

Considerando la estrecha relación que existe entre la vigencia de los de-
rechos económicos, sociales y culturales y la de los derechos civiles y po-
líticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos constituyen un 
todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la digni-
dad de la persona humana, por lo cual exigen una tutela y promoción per-
manente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda 
justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros;

Reconociendo los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la 
cooperación entre los Estados y de las relaciones internacionales;
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Recordando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sólo 
puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la 
miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de 
sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus dere-
chos civiles y políticos;

Teniendo presente que si bien los derechos económicos, sociales y cultu-
rales fundamentales han sido reconocidos en anteriores instrumentos in-
ternacionales, tanto de ámbito universal como regional, resulta de gran 
importancia que éstos sean reafirmados, desarrollados, perfeccionados 
y protegidos en función de consolidar en América, sobre la base del res-
peto integral a los derechos de la persona, el régimen democrático repre-
sentativo de gobierno, así como el derecho de sus pueblos al desarrollo, 
a la libre determinación y a disponer libremente de sus riquezas y recur-
sos naturales, y considerando que la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos establece que pueden someterse a la consideración de los 
Estados partes reunidos con ocasión de la Asamblea General de la Orga-
nización de los Estados Americanos proyectos de protocolos adicionales 
a esa Convención con la finalidad de incluir progresivamente en el régi-
men de protección de la misma otros derechos y libertades.

Han convenido en el siguiente Protocolo Adicional a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos “Protocolo de San Salvador”:

• Artículo 1
Obligación de Adoptar Medidas
Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las me-
didas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación 
entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo 
de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, 
a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación in-
terna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presen-
te Protocolo.
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• Artículo 2
Obligación de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno
Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no 
estuviera ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, 
los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedi-
mientos constitucionales y a las disposiciones de este Protocolo las me-
didas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos tales derechos.

• Artículo 3
Obligación de no Discriminación
Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar 
el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación al-
guna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políti-
cas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición econó-
mica, nacimiento o cualquier otra condición social.

• Artículo 4
No Admisión de Restricciones
No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos recono-
cidos o vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna o de con-
venciones internacionales, a pretexto de que el presente Protocolo no los 
reconoce o los reconoce en menor grado.

• Artículo 5
Alcance de las Restricciones y Limitaciones
Los Estados partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al 
goce y ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo me-
diante leyes promulgadas con el objeto de preservar el bienestar general 
dentro de una sociedad democrática, en la medida que no contradigan el 
propósito y razón de los mismos.

• Artículo 6
Derecho al Trabajo
 1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad 

de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través 
del desempeño de una actividad lícita libremente escogida o aceptada.
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 2. Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garan-
ticen plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas 
al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo 
de proyectos de capacitación técnico-profesional, particularmente 
aquellos destinados a los minusválidos. Los Estados partes se com-
prometen también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven 
a una adecuada atención familiar, encaminados a que la mujer pueda 
contar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo.

• Artículo 7
Condiciones Justas, Equitativas y Satisfactorias de Trabajo
Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al 
trabajo al que se refiere el artículo anterior, supone que toda persona 
goce del mismo en condiciones justas, equitativas y satisfactorias, para 
lo cual dichos Estados garantizarán en sus legislaciones nacionales, de 
manera particular:
 a. una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabajado-

res condiciones de subsistencia digna y decorosa para ellos y sus fa-
milias y un salario equitativo e igual por trabajo igual, sin ninguna 
distinción;

 b. el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la 
actividad que mejor responda a sus expectativas y a cambiar de em-
pleo, de acuerdo con la reglamentación nacional respectiva;

 c. el derecho del trabajador a la promoción o ascenso dentro de su tra-
bajo para lo cual se tendrán en cuenta sus calificaciones, competen-
cia, probidad y tiempo de servicio;

 d. la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las 
características de las industrias y profesiones y con las causas de jus-
ta separación. En casos de despido injustificado, el trabajador tendrá 
derecho a una indemnización o a la readmisión en el empleo o a cua-
lesquiera otra prestación prevista por la legislación nacional;

 e. la seguridad e higiene en el trabajo;
 f. la prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o peligro-

sas a los menores de 18 años y, en general, de todo trabajo que pueda 
poner en peligro su salud, seguridad o moral. Cuando se trate de me-
nores de 16 años, la jornada de trabajo deberá subordinarse a las dis-
posiciones sobre educación obligatoria y en ningún caso podrá cons-
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tituir un impedimento para la asistencia escolar o ser una limitación 
para beneficiarse de la instrucción recibida;

 g. la limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diarias como se-
manales. Las jornadas serán de menor duración cuando se trate de 
trabajos peligrosos, insalubres o nocturnos;

 h. el descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así 
como la remuneración de los días feriados nacionales.

• Artículo 8
Derechos Sindicales
 1. Los Estados partes garantizarán:

a. el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afi-
liarse al de su elección, para la protección y promoción de sus 
intereses. Como proyección de este derecho, los Estados par-
tes permitirán a los sindicatos formar federaciones y confe-
deraciones nacionales y asociarse a las ya existentes, así 
como formar organizaciones sindicales internacionales y aso-
ciarse a la de su elección. Los Estados partes también permi-
tirán que los sindicatos, federaciones y confederaciones fun-
cionen libremente;

b. el derecho a la huelga.
 2. El ejercicio de los derechos enunciados precedentemente sólo puede 

estar sujeto a las limitaciones y restricciones previstas por la ley, 
siempre que éstos sean propios a una sociedad democrática, necesa-
rios para salvaguardar el orden público, para proteger la salud o la 
moral públicas, así como los derechos y las libertades de los demás. 
Los miembros de las fuerzas armadas y de policía, al igual que los de 
otros servicios públicos esenciales, estarán sujetos a las limitaciones 
y restricciones que imponga la ley.

 3. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato.

• Artículo 9
Derecho a la Seguridad Social
 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja con-

tra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibi-
lite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida 
digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones 
de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes.
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 2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el dere-
cho a la seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el 
subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de enferme-
dad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por 
maternidad antes y después del parto.

• Artículo 10
Derecho a la Salud
 1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del 

más alto nivel de bienestar físico, mental y social.
 2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes 

se comprometen a reconocer la salud como un bien público y par-
ticularmente a adoptar las siguientes medidas para garantizar este 
derecho:

a. la atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asis-
tencia sanitaria esencial puesta al alcance de todos los indivi-
duos y familiares de la comunidad;

b. la extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos 
los individuos sujetos a la jurisdicción del Estado;

c. la total inmunización contra las principales enfermedades in-
fecciosas;

d. la prevención y el tratamiento de las enfermedades endémi-
cas, profesionales y de otra índole;

e. la educación de la población sobre la prevención y tratamien-
to de los problemas de salud, y

f. la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de 
más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza sean 
más vulnerables.

• Artículo 11
Derecho a un Medio Ambiente Sano
 1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a 

contar con servicios Públicos básicos.
 2. Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejo-

ramiento del medio ambiente.
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• Artículo 12
Derecho a la Alimentación
 1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure 

la posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocio-
nal e intelectual.

 2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnu-
trición, los Estados partes se comprometen a perfeccionar los méto-
dos de producción, aprovisionamiento y distribución de alimentos, 
para lo cual se comprometen a promover una mayor cooperación in-
ternacional en apoyo de las políticas nacionales sobre la materia.

• Artículo 13
Derecho a la Educación
 1. Toda persona tiene derecho a la educación.
 2. Los Estados partes en el presente Protocolo convienen en que la edu-

cación deberá orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el respeto 
por los derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades 
fundamentales, la justicia y la paz. Convienen, asimismo, en que la 
educación debe capacitar a todas las personas para participar efecti-
vamente en una sociedad democrática y pluralista, lograr una subsis-
tencia digna, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad en-
tre todas las naciones y todos los grupos raciales, étnicos o religiosos 
y promover las actividades en favor del mantenimiento de la paz.

 3. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que, con ob-
jeto de lograr el pleno ejercicio del derecho a la educación:

a. la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a to-
dos gratuitamente;

b. la enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la 
enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser genera-
lizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean 
apropiados, y en particular por la implantación progresiva de 
la enseñanza gratuita;

c. la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a 
todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos 
medios sean apropiados y en particular, por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita;
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d. se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, 
la educación básica para aquellas personas que no hayan re-
cibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria;

e. se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada 
para los minusválidos a fin de proporcionar una especial ins-
trucción y formación a personas con impedimentos físicos o 
deficiencias mentales.

 4. Conforme con la legislación interna de los Estados partes, los padres 
tendrán derecho a escoger el tipo de educación que habrá de darse a 
sus hijos, siempre que ella se adecue a los principios enunciados pre-
cedentemente.

 5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una res-
tricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer 
y dirigir instituciones de enseñanza, de acuerdo con la legislación in-
terna de los Estados partes.

• Artículo 14
Derecho a los Beneficios de la Cultura
 1. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de 

toda persona a:
a. participar en la vida cultural y artística de la comunidad;
b. gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico;
c. beneficiarse de la protección de los intereses morales y mate-

riales que le correspondan por razón de las producciones 
científicas, literarias o artísticas de que sea autora.

 2. Entre las medidas que los Estados partes en el presente Protocolo de-
berán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho figu-
rarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión 
de la ciencia, la cultura y el arte.

 3. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a res-
petar la indispensable libertad para la investigación científica y para 
la actividad creadora.

 4. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios 
que se derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las re-
laciones internacionales en cuestiones científicas, artísticas y cultu-
rales, y en este sentido se comprometen a propiciar una mayor coo-
peración internacional sobre la materia.
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• Artículo 15
Derecho a la Constitución y Protección de la Familia
 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe 

ser protegida por el Estado quien deberá velar por el mejoramiento 
de su situación moral y material.

 2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de 
acuerdo con las disposiciones de la correspondiente legislación in-
terna.

 3. Los Estados partes mediante el presente Protocolo se comprometen 
a brindar adecuada protección al grupo familiar y en especial a:

a. conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y du-
rante un lapso razonable después del parto;

b. garantizar a los niños una adecuada alimentación, tanto en la 
época de lactancia como durante la edad escolar;

c. adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes 
a fin de garantizar la plena maduración de sus capacidades 
física, intelectual y moral;

d. ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de 
contribuir a la creación de un ambiente estable y positivo en 
el cual los niños perciban y desarrollen los valores de com-
prensión, solidaridad, respeto y responsabilidad.

• Artículo 16
Derecho de la Niñez
Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de pro-
tección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de 
la sociedad y del Estado. Todo niño tiene el derecho a crecer al amparo y 
bajo la responsabilidad de sus padres; salvo circunstancias excepciona-
les, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no debe ser separa-
do de su madre. Todo niño tiene derecho a la educación gratuita y obli-
gatoria, al menos en su fase elemental, y a continuar su formación en 
niveles más elevados del sistema educativo.

• Artículo 17
Protección de los Ancianos
Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. 
En tal cometido, los Estados partes se comprometen a adoptar de mane-
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ra progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la prác-
tica y en particular a:
 a. proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y aten-

ción médica especializada a las personas de edad avanzada que ca-
rezcan de ella y no se encuentren en condiciones de proporcionárse-
la por sí mismas;

 b. ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los 
ancianos la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada 
a sus capacidades respetando su vocación o deseos;

 c. estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejo-
rar la calidad de vida de los ancianos.

• Artículo 18
Protección de los Minusválidos
Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o 
mentales tiene derecho a recibir una atención especial con el fin de alcan-
zar el máximo desarrollo de su personalidad. Con tal fin, los Estados par-
tes se comprometen a adoptar las medidas que sean necesarias para ese 
propósito y en especial a:
 a. ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a los mi-

nusválidos los recursos y el ambiente necesario para alcanzar ese ob-
jetivo, incluidos programas laborales adecuados a sus posibilidades 
y que deberán ser libremente aceptados por ellos o por sus represen-
tantes legales, en su caso;

 b. proporcionar formación especial a los familiares de los minusválidos 
a fin de ayudarlos a resolver los problemas de convivencia y conver-
tirlos en agentes activos del desarrollo físico, mental y emocional de 
éstos;

 c. incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la 
consideración de soluciones a los requerimientos específicos genera-
dos por las necesidades de este grupo;

 d. estimular la formación de organizaciones sociales en las que los mi-
nusválidos puedan desarrollar una vida plena.

• Artículo 19
Medios de Protección
 1. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a pre-

sentar, de conformidad con lo dispuesto por este artículo y por las 
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correspondientes normas que al efecto deberá elaborar la Asamblea 
General de la Organización de los Estados Americanos, informes pe-
riódicos respecto de las medidas progresivas que hayan adoptado 
para asegurar el debido respeto de los derechos consagrados en el 
mismo Protocolo.

 2. Todos los informes serán presentados al Secretario General de la Or-
ganización de los Estados Americanos quien los transmitirá al Con-
sejo Interamericano Económico y Social y al Consejo Interamericano 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que los examinen 
conforme a lo dispuesto en el presente artículo. El Secretario General 
enviará copia de tales informes a la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos.

 3. El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos 
transmitirá también a los organismos especializados del sistema in-
teramericano, de los cuales sean miembros los Estados partes en el 
presente Protocolo, copias de los informes enviados o de las partes 
pertinentes de éstos, en la medida en que tengan relación con mate-
rias que sean de la competencia de dichos organismos, conforme a 
sus instrumentos constitutivos.

 4. Los organismos especializados del sistema interamericano podrán 
presentar al Consejo Interamericano Económico y Social y al Conse-
jo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura informes 
relativos al cumplimiento de las disposiciones del presente Protocolo, 
en el campo de sus actividades.

 5. Los informes anuales que presenten a la Asamblea General el Conse-
jo Interamericano Económico y Social y el Consejo Interamericano 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura contendrán un resumen de 
la información recibida de los Estados partes en el presente Protoco-
lo y de los organismos especializados acerca de las medidas progre-
sivas adoptadas a fin de asegurar el respeto de los derechos recono-
cidos en el propio Protocolo y las recomendaciones de carácter 
general que al respecto se estimen pertinentes.

 6. En el caso de que los derechos establecidos en el párrafo a) del artícu-
lo 8 y en el artículo 13 fuesen violados por una acción imputable di-
rectamente a un Estado parte del presente Protocolo, tal situación 
podría dar lugar, mediante la participación de la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos, y cuando proceda de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, a la aplicación del sistema de peti-
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ciones individuales regulado por los artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos.

 7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos podrá formular las observaciones 
y recomendaciones que considere pertinentes sobre la situación de 
los derechos económicos, sociales y culturales establecidos en el pre-
sente Protocolo en todos o en algunos de los Estados partes, las que 
podrá incluir en el Informe Anual a la Asamblea General o en un In-
forme Especial, según lo considere más apropiado.

 8. Los Consejos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 
ejercicio de las funciones que se les confieren en el presente artículo 
tendrán en cuenta la naturaleza progresiva de la vigencia de los de-
rechos objeto de protección por este Protocolo.

• Artículo 20
Reservas
Los Estados partes podrán formular reservas sobre una o más disposi-
ciones específicas del presente Protocolo al momento de aprobarlo, fir-
marlo, ratificarlo o adherir a él, siempre que no sean incompatibles con 
el objeto y el fin del Protocolo.

• Artículo 21
Firma, Ratificación o Adhesión.
Entrada en Vigor
 1. El presente Protocolo queda abierto a la firma y a la ratificación o ad-

hesión de todo Estado parte de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos.

 2. La ratificación de este Protocolo o la adhesión al mismo se efectuará 
mediante el depósito de un instrumento de ratificación o de adhe-
sión en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos.

 3. El Protocolo entrará en vigor tan pronto como once Estados hayan 
depositado sus respectivos instrumentos de ratificación o de ad-
hesión.

 4. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la 
Organización de la entrada en vigor del Protocolo.
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• Artículo 22
Incorporación de otros Derechos y Ampliación de los Reconocidos
 1. Cualquier Estado parte y la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos podrán someter a la consideración de los Estados partes, 
reunidos con ocasión de la Asamblea General, propuestas de enmien-
da con el fin de incluir el reconocimiento de otros derechos y liberta-
des, o bien otras destinadas a extender o ampliar los derechos y liber-
tades reconocidos en este Protocolo.

 2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las 
mismas en la fecha en que se haya depositado el respectivo instru-
mento de ratificación que corresponda al número de los dos tercios 
de los Estados partes en este Protocolo. En cuanto al resto de los Es-
tados partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus res-
pectivos instrumentos de ratificación.
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Declaración de Doha sobre la 
Integración de la Prevención del Del i to 

y la Just ic ia Penal en el Marco más 
Ampl io del Programa de las Naciones 
Unidas para Abordar los Problemas 
Sociales y Económicos y Promover  

el Estado de Derecho a Nivel Nacional  
e Internacional y la Part ic ipación Públ ica

Informe del 13º Congreso de las Naciones Unidas  
sobre Prevención del Delito y Justicia Penal 

Doha, 12 a 19 de abril de 2015 

Las denominaciones empleadas en esta publicación y la forma en que 
aparecen presentados los datos que contiene no implican, de parte de la 
Secretaría de las Naciones Unidas, juicio alguno sobre la condición jurí-
dica de países, territorios, ciudades o zonas, o de sus autoridades, ni res-
pecto del trazado de sus fronteras o límites.

Producción de la publicación: Sección de Servicios en Inglés, Publicacio-
nes y Biblioteca, Oficina de las Naciones Unidas en Viena.

Prefacio

La Declaración de Doha fue aprobada por aclamación en el 13º Congreso 
de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal que 
se celebró en Doha (Qatar) en abril de 2015.

La Declaración representa un logro importante en un momento en que el 
mundo se une para celebrar el 70º aniversario de las Naciones Unidas y 
definir una agenda para el desarrollo después de 2015 transformadora.
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En la Declaración, los Estados Miembros reconocieron que el desarrollo 
sostenible y el estado de derecho están estrechamente interrelacionados 
y se refuerzan mutuamente.

Reiteraron su “compromiso común de defender el estado de derecho y pre-
venir y combatir la delincuencia en todas sus formas y manifestaciones” y 
destacaron la importancia de la participación pública en estas iniciativas.

En la Declaración también se alentó a los Estados a que utilizaran de ma-
nera más eficaz los marcos convenidos a nivel mundial, como la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transna-
cional y sus tres Protocolos, la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción, los tratados de fiscalización internacional de drogas, los 
instrumentos jurídicos universales de lucha contra el terrorismo y las re-
glas y normas internacionales de las Naciones Unidas sobre prevención 
del delito y justicia penal.

Esta Declaración orientada a la acción puede ayudar a fortalecer la labor 
colectiva de prevención del delito y justicia penal, promover el estado de 
derecho y contribuir al desarrollo sostenible.

La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito sigue apo-
yando a los Estados Miembros en el cumplimiento de los compromisos 
contraídos en Doha de promover una cultura de legalidad y “adoptar en-
foques holísticos y amplios para combatir la delincuencia, la violencia, la 
corrupción y el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones”.

También quisiera aprovechar esta oportunidad para dar las gracias al Go-
bierno de Qatar por su dedicación y hospitalidad, que hizo posible que el 
13º Congreso fuera un éxito, y ayudó a los Estados Miembros a concertar 
esta histórica Declaración.

Yury Fedotov
Secretario General

13º Congreso de las Naciones Unidas  
sobre Prevención del Delito y Justicia Penal  

Director Ejecutivo 
Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito
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Declaración de Doha sobre la Integración de la Prevención del Deli-
to y la Justicia Penal en el Marco Más Amplio del Programa de las 
Naciones Unidas para Abordar los Problemas Sociales y Económicos 
y Promover el Estado de Derecho a Nivel Nacional e Internacional y 
la Participación Pública

Nosotros, los Jefes de Estado y de Gobierno, Ministros y Representantes de 
los Estados Miembros,

Habiéndonos reunido en el 13º Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Justicia Penal en Doha, del 12 al 19 de abril de 
2015, para reiterar nuestro compromiso común de defender el estado de 
derecho y prevenir y combatir la delincuencia en todas sus formas y ma-
nifestaciones, en los planos nacional e internacional, garantizar que nues-
tros sistemas de justicia penal sean eficaces, imparciales, humanos y res-
ponsables, facilitar el acceso a la justicia para todos, crear instituciones 
eficaces, responsables, imparciales e inclusivas a todos los niveles, y sus-
tentar el principio de la dignidad humana y la observancia y respeto uni-
versales de todos los derechos humanos y libertades fundamentales,

A tal efecto, declaramos lo siguiente:

 1. Reconocemos el legado de 60 años y la importante función que siguen 
desempeñando los congresos de las Naciones Unidas sobre preven-
ción del delito y justicia penal, que son uno de los foros internaciona-
les más amplios y diversos para el intercambio de opiniones y expe-
riencias en materia de investigación y elaboración de leyes, políticas 
y programas entre los Estados, las organizaciones intergubernamen-
tales y los expertos que, a título individual, representan diversas pro-
fesiones y disciplinas, con miras a determinar las tendencias y cues-
tiones que se están perfilando en el ámbito de la prevención del 
delito y la justicia penal. Reconocemos las singulares e importantes 
contribuciones de los congresos a la elaboración de leyes y políticas, 
así como a la determinación de nuevas tendencias y cuestiones rela-
cionadas con la prevención del delito y la justicia penal.

 2. Reafirmamos el carácter intersectorial de las cuestiones relacionadas 
con la prevención del delito y la justicia penal y la consiguiente nece-
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sidad de incorporar esas cuestiones en el programa más amplio de 
las Naciones Unidas, a fin de mejorar la coordinación en todo el sis-
tema. Aguardamos con interés las contribuciones futuras de la Comi-
sión de Prevención del Delito y Justicia Penal con respecto a la for-
mulación y aplicación de políticas y programas de prevención del 
delito y justicia penal nacionales e internacionales, teniendo en cuen-
ta las recomendaciones de los congresos y basándose en ellas.

 3. Reconocemos la importancia de los sistemas de prevención del delito 
y justicia penal eficaces, imparciales, humanos y responsables y de 
las instituciones que los integran en cuanto que componentes centra-
les del estado de derecho. Nos comprometemos a adoptar enfoques 
holísticos y amplios para combatir la delincuencia, la violencia, la co-
rrupción y el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, y a 
velar por que esas respuestas se pongan en práctica de manera coor-
dinada y coherente, junto con medidas o programas más amplios de 
desarrollo social y económico, erradicación de la pobreza, respeto de 
la diversidad cultural y paz e inclusión sociales.

 4. Reconocemos que el desarrollo sostenible y el estado de derecho es-
tán estrechamente interrelacionados y se refuerzan mutuamente. Por 
consiguiente, acogemos con beneplácito el proceso interguberna-
mental inclusivo y transparente de la agenda para el desarrollo des-
pués de 2015, cuya finalidad es formular objetivos mundiales de de-
sarrollo sostenible que habrán de ser aprobados por la Asamblea 
General, y reconocemos que las propuestas del Grupo de Trabajo 
Abierto de la Asamblea General sobre los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible serán la base principal para incorporar los objetivos de 
desarrollo sostenible en la agenda para el desarrollo después de 2015, 
reconociendo que se considerarán también otras aportaciones. En 
ese contexto, reiteramos la importancia para el desarrollo sostenible 
de promover sociedades pacíficas, sin corrupción e inclusivas, ha-
ciendo hincapié en un enfoque centrado en las personas que propor-
cione acceso a la justicia para todos y cree instituciones eficaces, res-
ponsables e inclusivas a todos los niveles.

 5. Reafirmamos nuestro compromiso y firme voluntad política de apo-
yar unos sistemas de justicia penal eficaces, imparciales, humanos y 
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responsables y las instituciones que los integran, y alentamos la par-
ticipación efectiva y la inclusión de todos los sectores de la sociedad, 
lo cual permitirá crear las condiciones necesarias para promover el 
programa más amplio de las Naciones Unidas, respetando plenamen-
te al mismo tiempo los principios de la soberanía y la integridad te-
rritorial de los Estados, y reconociendo la responsabilidad de los Es-
tados Miembros de defender la dignidad humana y todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales de todas las personas, en parti-
cular las afectadas por la delincuencia y las que están en contacto con 
el sistema de justicia penal, incluidos los miembros vulnerables de la 
sociedad, independientemente de su condición, que podrían ser ob-
jeto de formas múltiples y agravadas de discriminación, y prevenir y 
combatir la delincuencia motivada por la intolerancia o la discrimi-
nación de toda índole. A tal efecto, procuramos:

(a) Aprobar políticas y programas nacionales amplios e inclusi-
vos en materia de prevención del delito y justicia penal que 
tengan plenamente en cuenta las pruebas y otros factores 
pertinentes, incluidas las causas profundas de la delincuencia, 
así como las condiciones que la propician, y, de conformidad 
con las obligaciones que nos incumben en virtud del derecho 
internacional y tomando en consideración las reglas y nor-
mas de las Naciones Unidas en materia de prevención del de-
lito y justicia penal, garantizar la formación apropiada de los 
responsables de salvaguardar el estado de derecho y la pro-
tección de los derechos humanos y las libertades fundamen-
tales;

(b) Garantizar el derecho de todas las personas a un juicio justo 
sin dilaciones indebidas ante un tribunal competente, inde-
pendiente e imparcial establecido conforme a la ley, a la igual-
dad de acceso a la justicia con las debidas garantías procesa-
les y, de ser necesario, a recibir la asistencia de un abogado y 
un intérprete, y garantizar los derechos pertinentes en virtud 
de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares;1 ac-
tuar con la debida diligencia para prevenir y combatir los ac-

1 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 596, núm. 8638
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tos de violencia, y adoptar medidas legislativas, administra-
tivas y judiciales eficaces para prevenir, perseguir y sancionar 
todas las formas de tortura y otros tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes y eliminar la impunidad;

(c) Someter a examen y reformar las políticas de asistencia jurí-
dica para ampliar el acceso a una asistencia jurídica eficaz en 
las actuaciones penales a quienes carecen de medios suficien-
tes o cuando el interés de la justicia así lo exija, incluso, de ser 
necesario, mediante la elaboración de planes nacionales en 
ese ámbito, y crear capacidad para prestar asistencia jurídica 
eficaz y garantizar el acceso a dicha asistencia en todos los 
asuntos y en todas sus formas, teniendo en cuenta los Princi-
pios y Directrices de las Naciones Unidas sobre el Acceso a la 
Asistencia Jurídica en los Sistemas de Justicia Penal2

(d) Hacer cuanto esté a nuestro alcance para prevenir y combatir 
la corrupción, y aplicar medidas encaminadas a aumentar la 
transparencia en la administración pública y promover la in-
tegridad y la rendición de cuentas de nuestros sistemas de 
justicia penal, de conformidad con la Convención de las Na-
ciones Unidas contra la Corrupción;3

(e) Incorporar las cuestiones relativas a los niños y los jóvenes 
en nuestras iniciativas de reforma de la justicia penal, reco-
nociendo la importancia de proteger a los niños contra todas 
las formas de violencia, explotación y abusos, en consonancia 
con las obligaciones que incumben a las partes en virtud de 
los instrumentos internacionales pertinentes, como la Con-
vención sobre los Derechos del Niño4 y sus dos Protocolos 
Facultativos,5 y teniendo en cuenta las disposiciones perti-
nentes de las Estrategias y Medidas Prácticas Modelo de las 
Naciones Unidas para Eliminar la Violencia contra los Niños 

2 Resolución 67/187 de la Asamblea General, anexo.
3 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2349, núm. 42146.
4 Ibid., vol. 1577, núm. 27531.
5 Ibid., vols. 2171 y 2173, núm. 27531.
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en el Ámbito de la Prevención del Delito y la Justicia Penal,6 
así como formular y aplicar políticas de justicia amplias adap-
tadas a las necesidades de los niños y centradas en el interés 
superior del niño, en consonancia con el principio de que la 
privación de libertad de un menor ha de ser una medida que 
solo debe aplicarse como último recurso y durante el período 
más breve posible, a fin de proteger a los niños que están en 
contacto con el sistema de justicia penal, así como a los niños 
que se encuentran en cualquier otra situación que requiera 
procedimientos judiciales, en particular en relación con su 
tratamiento y reinserción social. A este respecto, aguardamos 
con interés los resultados del estudio mundial sobre los niños 
privados de libertad;

(f) Incorporar la perspectiva de género en nuestros sistemas de 
justicia penal mediante la formulación y aplicación de estra-
tegias y planes nacionales para promover la protección plena 
de las mujeres y las niñas contra todos los actos de violencia, 
en particular el asesinato de mujeres y niñas por razones de 
género, de conformidad con las obligaciones que incumben 
a las partes en virtud de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer,7 y su 
Protocolo Facultativo,8 y teniendo en cuenta las Estrategias y 
Medidas Prácticas Modelo Actualizadas para la Eliminación 
de la Violencia contra la Mujer en el Campo de la Prevención 
del Delito y la Justicia Penal9 y las resoluciones de la Asam-
blea General sobre el asesinato de mujeres y niñas por razo-
nes de género;

(g) Promover medidas adoptadas a las necesidades de cada gé-
nero como parte integrante de nuestras políticas de preven-
ción del delito, justicia penal y tratamiento del delincuente, en 
particular la rehabilitación y reinserción en la sociedad de las 
mujeres delincuentes, tomando en consideración las Reglas 

6 Resolución 69/194 de la Asamblea General, anexo.
7 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1249, núm. 20378.
8 Ibid., vol. 2131, núm. 20378.
9 Resolución 65/228 de la Asamblea General, anexo.
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de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y 
Medidas No Privativas de la Libertad para las Mujeres Delin-
cuentes (Reglas de Bangkok);10

(h) Formular y aplicar estrategias y planes nacionales apropiados 
y eficaces para el adelanto de la mujer en los sistemas de jus-
ticia penal y las instituciones en los niveles directivos y de 
gestión, entre otros;

(i) Promover la igualdad ante la ley de todas las personas, inclui-
da la igualdad de género, en lo que respecta a las personas 
que pertenecen a grupos minoritarios y a los pueblos indíge-
nas mediante, entre otras cosas, un enfoque amplio en el que 
participen otros sectores estatales, los miembros de la socie-
dad civil pertinentes y los medios de comunicación y median-
te la promoción de la contratación en las instituciones de jus-
ticia penal de personas pertenecientes a esos grupos;

(j) Aplicar políticas penitenciarias centradas en la educación, el 
trabajo, la atención médica, la rehabilitación, la reinserción 
social y la prevención de la reincidencia y mejorar las existen-
tes, y considerar la posibilidad de formular y fortalecer 
políticas de apoyo a las familias de los reclusos, así como pro-
mover y alentar el uso de medidas sustitutivas del encarcela-
miento, cuando proceda, y someter a examen o reformar 
nuestros procesos de justicia restaurativa y de otro tipo a fin 
de que la reinserción sea satisfactoria;

(k) Intensificar nuestros esfuerzos por hacer frente al problema 
del hacinamiento en las cárceles mediante reformas apropia-
das de la justicia penal, que deberían incluir, cuando proceda, 
una revisión de las políticas penales y las medidas prácticas 
para reducir la prisión preventiva, fomentar la utilización de 
las sanciones no privativas de libertad y mejorar el acceso a 
la asistencia jurídica en la medida de lo posible;

10 Resolución 65/229 de la Asamblea General, anexo.
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(l) Adoptar medidas eficaces de reconocimiento, protección y 
prestación de apoyo y asistencia a las víctimas y los testigos 
en el marco de las respuestas de la justicia penal a todos los 
delitos, incluidos la corrupción y el terrorismo, de conformi-
dad con los instrumentos internacionales pertinentes y to-
mando en consideración las reglas y normas de las Naciones 
Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal;

(m) Aplicar un enfoque orientado a las víctimas para prevenir y 
combatir todas las formas de trata de personas con fines de 
explotación, entre ellas la explotación de la prostitución ajena 
u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, 
la servidumbre o la extracción de órganos, cuando proceda, 
de conformidad con las disposiciones pertinentes del Proto-
colo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Perso-
nas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional11 y teniendo en cuenta el Plan de 
Acción Mundial de las Naciones Unidas para Combatir la Tra-
ta de Personas12 y colaborar, según sea necesario, con las or-
ganizaciones regionales, internacionales y de la sociedad civil 
a fin de superar los obstáculos que puedan impedir que se 
preste asistencia social o asistencia jurídica a las víctimas de 
la trata;

(n) Aplicar medidas eficaces para proteger los derechos huma-
nos de los migrantes objeto de tráfico, en particular las mu-
jeres y niños, y los niños migrantes no acompañados, de con-
formidad con las obligaciones que incumben a las partes en 
virtud de la Convención de las Naciones Unidas contra la De-
lincuencia Organizada Transnacional13 y su Protocolo contra 
el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire,14 en que 

11 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2237, núm. 39574.
12 Resolución 64/293 de la Asamblea General.
13 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2225, núm. 39574. 
14 Ibid., vol. 2241, núm. 39574.
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se dispone que los migrantes no estarán sujetos a enjuicia-
miento penal con arreglo al Protocolo únicamente por el he-
cho de haber sido objeto de tráfico ilícito, y otros instrumen-
tos internacionales pertinentes, y hacer cuanto esté a nuestro 
alcance para evitar que se sigan perdiendo vidas y llevar a los 
autores ante la justicia;

(o) Aplicar medidas eficaces para eliminar la violencia contra los 
migrantes, los trabajadores migratorios y sus familias, y 
adoptar todas las medidas legales y administrativas necesa-
rias para prevenir y combatir los delitos que entrañen violen-
cia contra esos grupos;

(p) Realizar nuevas investigaciones y reunir datos sobre la victi-
mización motivada por la discriminación de toda índole e 
intercambiar experiencias e información sobre leyes y políti-
cas eficaces que puedan prevenir esos delitos, llevar a sus au-
tores ante la justicia y prestar apoyo a las víctimas;

(q) Considerar la posibilidad de impartir capacitación especiali-
zada a los profesionales de la justicia penal a fin de aumentar 
su capacidad para reconocer, entender, reprimir e investigar 
los delitos motivados por prejuicios y la discriminación de 
toda índole, a fin de ayudar a establecer un diálogo eficaz con 
las comunidades que son víctimas de esos delitos y aumentar 
la confianza de la población en las instituciones públicas y la 
cooperación con los organismos de justicia penal;

(r) Redoblar nuestros esfuerzos en los planos nacional e interna-
cional por eliminar todas las formas de discriminación, como 
el racismo, la intolerancia religiosa, la xenofobia y la discri-
minación por motivos de género, entre otras cosas mediante 
la creación de conciencia, la elaboración de materiales y pro-
gramas educativos y, cuando proceda, la elaboración y apli-
cación de leyes contra la discriminación;

(s) Prevenir y combatir, mediante procedimientos internos apro-
piados para identificar casos y tramitarlos de manera opor-
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tuna, los actos de violencia que estén dentro de nuestra juris-
dicción cometidos contra periodistas y profesionales de los 
medios de comunicación, cuyas obligaciones profesionales a 
menudo los exponen a riesgos concretos de intimidación, 
acoso y violencia, en particular a manos de grupos delictivos 
organizados y terroristas, y en situaciones de conflicto y pos-
teriores a los conflictos, y asegurar la rendición de cuentas 
por medio de la realización de investigaciones imparciales, 
rápidas y eficaces, de conformidad con la legislación nacional 
y el derecho internacional aplicable;

(t) Fortalecer la elaboración y utilización de instrumentos y mé-
todos dirigidos a aumentar la disponibilidad y calidad de la 
información estadística y los estudios analíticos sobre la de-
lincuencia y la justicia penal en el plano internacional, con el 
fin de medir y evaluar mejor las repercusiones de las respues-
tas a la delincuencia y aumentar la eficacia de los programas 
de prevención del delito y justicia penal en los planos nacio-
nal, regional e internacional.

 6. Acogemos con beneplácito la labor del Grupo de Expertos encarga-
do del examen de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Re-
clusos y tomamos nota del proyecto de actualización de las Reglas 
Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, al que dio forma defi-
nitiva el Grupo de Expertos en la reunión que celebró en Ciudad del 
Cabo (Sudáfrica) del 2 al 5 de marzo de 2015, y aguardamos con inte-
rés que la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal examine 
el texto revisado y adopte medidas al respecto.

 7. Ponemos de relieve que la educación para todos los niños y jóvenes, 
incluida la erradicación del analfabetismo, es fundamental para pre-
venir la delincuencia y la corrupción y promover una cultura de lega-
lidad que propugne el estado de derecho y los derechos humanos y 
respete al mismo tiempo la identidad cultural. Destacamos también a 
ese respecto el papel fundamental de la participación de los jóvenes 
en las iniciativas de prevención del delito. Por lo tanto, procuramos:
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(a) Crear un entorno de aprendizaje seguro y positivo en las es-
cuelas, con el apoyo de la comunidad, incluso protegiendo a 
los niños contra todas las formas de violencia, hostigamiento, 
acoso escolar, abusos sexuales y uso indebido de drogas, de 
conformidad con las leyes nacionales;

(b) Incorporar la prevención del delito, la justicia penal y otros 
aspectos del estado de derecho en nuestros sistemas educa-
tivos nacionales;

(c) Incorporar estrategias de prevención del delito y justicia pe-
nal en todas las políticas y programas sociales y económicos 
pertinentes, en particular los que afectan a la juventud, con 
especial hincapié en los programas centrados en la amplia-
ción de las oportunidades de educación y empleo para jóve-
nes y adultos jóvenes;

(d) Facilitar el acceso a la educación para todos, incluidas las ap-
titudes técnicas y profesionales, así como promover las apti-
tudes de aprendizaje a lo largo de la vida para todos.

 8. Procuramos fortalecer la cooperación internacional como piedra an-
gular de los esfuerzos dirigidos a mejorar la prevención del delito y 
asegurar que nuestros sistemas de justicia penal sean eficaces, impar-
ciales, humanos y responsables y, a la larga, prevenir y combatir to-
dos los delitos. Alentamos a los Estados partes a que apliquen y uti-
licen de manera más eficaz la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos, la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, los tres tra-
tados de fiscalización internacional de drogas y los tratados y proto-
colos internacionales relativos a la lucha contra el terrorismo, e ins-
tamos a todos los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que 
consideren la posibilidad de ratificar esos instrumentos o de adherir-
se a ellos. Subrayamos que las medidas que se adopten para comba-
tir el terrorismo deberán respetar todas las obligaciones que nos in-
cumben en virtud del derecho internacional. Procuramos seguir 
intensificando la cooperación internacional para poner fin a la explo-
tación sistemática de un gran número de personas obligadas por la 
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fuerza o mediante coacción a llevar una existencia de abusos y tratos 
degradantes. Por lo tanto, nos esforzamos por:

(a) Promover y fortalecer la cooperación internacional y regional 
con el fin de seguir desarrollando la capacidad de los siste-
mas de justicia penal nacionales, en particular mediante ini-
ciativas de modernización y fortalecimiento de la legislación 
nacional, según proceda, así como actividades conjuntas de 
capacitación y de perfeccionamiento de las aptitudes de los 
funcionarios nacionales de justicia penal, en particular para 
favorecer el establecimiento de autoridades centrales de coo-
peración internacional en asuntos penales firmes y eficaces 
en ámbitos como la extradición, la asistencia judicial recípro-
ca, la remisión de actuaciones penales y el traslado de perso-
nas condenadas a cumplir una pena, y celebrar, cuando pro-
ceda, acuerdos de cooperación bilaterales y regionales, y 
seguir desarrollando redes especializadas de autoridades en-
cargadas de hacer cumplir la ley, autoridades centrales, fis-
cales, jueces, abogados defensores y proveedores de asisten-
cia jurídica para intercambiar información y buenas prácticas 
y conocimientos especializados, incluso, cuando proceda, me-
diante la promoción de una red virtual mundial para fomen-
tar, en lo posible, el contacto directo entre las autoridades 
competentes a fin de intensificar el intercambio de informa-
ción y la asistencia judicial recíproca, logrando un aprovecha-
miento óptimo de las plataformas de información y comuni-
cación;

(b) Seguir apoyando la ejecución de programas de fomento de la 
capacidad y actividades de capacitación de los funcionarios 
de justicia penal con miras a prevenir y combatir el terroris-
mo en todas sus formas y manifestaciones, en consonancia 
con los derechos humanos y las libertades fundamentales, in-
cluso en lo tocante a la cooperación internacional en asuntos 
penales, la financiación del terrorismo, la utilización de Inter-
net con fines terroristas, la destrucción del patrimonio cultu-
ral por parte de terroristas y el secuestro para obtener resca-
te o con fines de extorsión, y hacer frente a las condiciones 
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que propician la propagación del terrorismo, y cooperar, así 
como abordar, analizar más a fondo y determinar los ámbitos 
más indicados para realizar acciones conjuntas, mediante, en-
tre otras cosas, el intercambio eficaz de información, expe-
riencias y mejores prácticas, para hacer frente a los vínculos 
existentes, crecientes o posibles, en algunos casos, entre la 
delincuencia organizada transnacional, las actividades ilícitas 
relacionadas con las drogas, el blanqueo de dinero y la finan-
ciación del terrorismo, a fin de mejorar las respuestas de la 
justicia penal a esos delitos;

(c) Adoptar medidas eficaces en los planos nacional e interna-
cional para impedir que los grupos terroristas se beneficien 
del pago de rescates;

(d) Fortalecer la cooperación en los planos internacional, regio-
nal, subregional y bilateral para enfrentar la amenaza que 
plantean los combatientes terroristas extranjeros, entre otras 
cosas mediante la intensificación del intercambio de informa-
ción operacional y oportuna, el apoyo logístico, según proce-
da, y las actividades de fomento de la capacidad, como las 
que realiza la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga 
y el Delito, a fin de intercambiar y adoptar mejores prácticas 
para identificar a los combatientes terroristas extranjeros, 
impedir el viaje de combatientes terroristas extranjeros des-
de y hacia los Estados Miembros o a través de ellos, impedir 
la financiación, movilización, captación y organización de 
combatientes terroristas extranjeros, combatir el extremismo 
violento y la radicalización conducente a la violencia, que 
pueden desembocar en terrorismo, intensificar nuestra labor 
para ejecutar programas contra la radicalización, y velar por 
que toda persona que participe en la financiación, planifica-
ción, preparación o comisión de actos terroristas o preste 
apoyo a esos actos sea enjuiciada, en cumplimiento de las 
obligaciones previstas en el derecho internacional y confor-
me a la legislación interna en vigor;
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(e) Aplicar medidas eficaces para detectar, prevenir y combatir 
la corrupción, así como la transferencia al extranjero y el 
blanqueo de activos procedentes de la corrupción, e intensi-
ficar la cooperación internacional y la asistencia a los Estados 
Miembros para la identificación, el embargo preventivo o la 
incautación de esos activos, así como para su recuperación y 
restitución, conforme a lo dispuesto en la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción, en particular su capí-
tulo V, y a ese respecto seguir estudiando modalidades inno-
vadoras para mejorar la asistencia judicial recíproca, a fin de 
agilizar los procedimientos de recuperación de activos y dar-
les más eficacia, aprovechando para ello la experiencia y los 
conocimientos acumulados en la aplicación de la Iniciativa 
para la Recuperación de Activos Robados de la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y el Banco Mun-
dial;

(f) Formular estrategias para prevenir y combatir todas las co-
rrientes financieras ilícitas y poner de relieve la necesidad ur-
gente de adoptar medidas más eficaces para luchar contra los 
delitos económicos y financieros, incluido el fraude, así como 
los delitos fiscales y de empresa, especialmente en sus dimen-
siones transnacionales pertinentes;

(g) Adoptar procedimientos o, según proceda, reforzar los exis-
tentes para prevenir y combatir más eficazmente el blanqueo 
de dinero y fortalecer las medidas para identificar, localizar, 
embargar preventivamente, incautar y recuperar el producto 
del delito, incluido el dinero y otros activos que no hayan sido 
contabilizados y que se hallen depositados en refugios segu-
ros, a efectos de su eventual decomiso, incluido, cuando pro-
ceda y conforme a la legislación interna, el decomiso sin con-
dena, y de la disposición transparente de los activos 
decomisados;

(h) Elaborar y aplicar mecanismos adecuados para gestionar y 
preservar el valor y el estado de los bienes embargados pre-
ventivamente, incautados o decomisados que sean producto 
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del delito, así como fortalecer la cooperación internacional en 
asuntos penales y estudiar el modo de prestarse una coope-
ración similar en los procedimientos civiles y administrativos 
para fines de decomiso;

(i) Adoptar medidas apropiadas para prevenir y combatir la tra-
ta de personas y el tráfico ilícito de migrantes, protegiendo al 
mismo tiempo a las víctimas y a quienes hayan sido objeto de 
esos delitos, mediante todos los recursos jurídicos y adminis-
trativos necesarios conforme a los respectivos protocolos, se-
gún corresponda, y la intensificación de la cooperación y 
coordinación entre organismos a nivel nacional, así como una 
cooperación bilateral, regional y multilateral más estrecha;

(j) Al investigar y enjuiciar los delitos relacionados con la trata 
de personas y el tráfico ilícito de migrantes, estudiar la posi-
bilidad de realizar paralelamente investigaciones financieras 
con miras a localizar, embargar preventivamente y decomisar 
el producto de esos delitos y de tipificar esos delitos como de-
litos determinantes del blanqueo de dinero, así como reforzar 
la coordinación y el intercambio de información entre los or-
ganismos pertinentes;

(k) Elaborar y adoptar, según proceda, medidas eficaces para 
prevenir y combatir la fabricación y el tráfico ilícitos de armas 
de fuego, sus piezas y componentes y municiones, así como 
de explosivos, entre otras cosas mediante campañas de sen-
sibilización orientadas a eliminar la utilización ilícita de armas 
de fuego y la fabricación ilícita de explosivos, alentar a los Es-
tados partes en el Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico 
Ilícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Mu-
niciones, que complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional,15 a 
que fortalezcan la aplicación del Protocolo, entre otras cosas 
estudiando la posibilidad de utilizar los instrumentos dispo-
nibles, incluidas las tecnologías de marcación y registro, para 

15 Ibid., vol. 2326, núm. 39574.
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facilitar la localización de armas de fuego y, cuando sea posi-
ble, de sus piezas y componentes y municiones, a fin de me-
jorar las investigaciones penales del tráfico ilícito de armas 
de fuego, apoyar la ejecución del Programa de Acción para 
Prevenir, Combatir y Eliminar el Tráfico Ilícito de Armas Pe-
queñas y Ligeras en Todos sus Aspectos16 , y tomar conoci-
miento de las contribuciones de los instrumentos existentes 
respecto de estas cuestiones y otras conexas en los planos re-
gional e internacional;

(l) Intensificar nuestros esfuerzos para hacer frente al problema 
mundial de las drogas, sobre la base del principio de la res-
ponsabilidad común y compartida y mediante un enfoque 
amplio y equilibrado, incluida una cooperación más eficaz en 
los planos bilateral, regional e internacional entre las autori-
dades judiciales y policiales, a fin de combatir la participación 
de grupos delictivos organizados en la producción y el tráfico 
de drogas ilícitas y las actividades delictivas conexas, y adop-
tar medidas para reducir la violencia concomitante al tráfico 
de drogas;

(m) Seguir estudiando todas las opciones en relación con la crea-
ción de uno o varios mecanismos apropiados y efectivos para 
ayudar a la Conferencia de las Partes en la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transna-
cional a examinar la aplicación de la Convención y sus Proto-
colos de manera eficaz y eficiente;

(n) Invitar a los Estados Miembros a que, cuando estudien la po-
sibilidad de preparar acuerdos con otros Estados, se basen 
en los tratados modelo de las Naciones Unidas sobre coope-
ración internacional en asuntos penales, teniendo presente su 
utilidad como instrumentos importantes para fomentar la 
cooperación internacional, e invitar a la Comisión de Preven-

16 Informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Tráfico Ilícito de Armas Peque-
ñas y Ligeras en Todos sus Aspectos, Nueva York, 9 a 20 de julio de 2001 (A/CONF.192/15), 
cap. IV, párr. 24.
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ción del Delito y Justicia Penal a que prosiga con su iniciativa 
para determinar los tratados modelo de las Naciones Unidas 
que tal vez deban actualizarse, sobre la base de las observa-
ciones de los Estados Miembros.

 9. Procuramos garantizar que los beneficios de los avances económicos, 
sociales y tecnológicos se conviertan en un factor positivo que dina-
mice nuestra labor para pre venir y combatir las formas nuevas y 
emergentes de delincuencia. Reconocemos nuestra responsabilidad 
de afrontar correctamente las nuevas y cambiantes amenazas que 
plantean esos delitos. Así pues, nos esforzamos por:

(a) Preparar y poner en práctica respuestas amplias en materia 
de prevención del delito y justicia penal, incluso reforzando 
la capacidad de nuestras instituciones judiciales y policiales, 
y adoptar, cuando sea necesario, medidas legislativas y admi-
nistrativas para prevenir y combatir eficazmente las formas 
nuevas, emergentes y cambiantes de delincuencia en los pla-
nos nacional, regional e internacional, teniendo en cuenta el 
ámbito de aplicación de la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional en lo 
que respecta a los “delitos graves”, y con arreglo a la legisla-
ción nacional;

(b) Estudiar medidas concretas destinadas a crear un entorno ci-
bernético seguro y resistente, prevenir y combatir las activi-
dades delictivas realizadas por Internet, prestando especial 
atención a la detección del robo, la captación de personas con 
fines de trata y la protección de los niños contra la explota-
ción y los abusos a través de Internet, reforzar la cooperación 
entre los organismos de aplicación de la ley en los planos na-
cional e internacional, incluso para identificar y proteger a las 
víctimas, entre otras cosas eliminando de Internet todo con-
tenido pornográfico en que aparezcan menores, en particular 
imágenes de abusos sexuales contra niños, aumentar la segu-
ridad de las redes informáticas y proteger la integridad de la 
infraestructura correspondiente, y procurar prestar asisten-
cia técnica a largo plazo y crear capacidad a fin de que las au-
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toridades nacionales puedan combatir con más eficacia la de-
lincuencia cibernética, incluso mediante la prevención, la 
detección, la investigación y el enjuiciamiento de esos delitos 
en todas sus formas. Además, tomamos conocimiento de las 
actividades del grupo intergubernamental de expertos de 
composición abierta encargado de realizar un estudio ex-
haustivo del problema del delito cibernético y las respuestas 
de los Estados Miembros, la comunidad internacional y el 
sector privado ante ese fenómeno, e invitamos a la Comisión 
de Prevención del Delito y Justicia Penal a que estudie la po-
sibilidad de recomendar que el grupo de expertos, basándose 
en su propia labor, siga intercambiando información sobre 
legislación nacional, mejores prácticas, asistencia técnica y 
cooperación internacional, con miras a examinar opciones 
para fortalecer las actuales respuestas y proponer nuevas res-
puestas jurídicas o de otra índole frente al delito cibernético 
a nivel nacional e internacional;

(c)  Reforzar y poner en práctica respuestas amplias en materia 
de prevención del delito y justicia penal frente al tráfico ilíci-
to de bienes culturales, con el fin de prestar la más amplia 
cooperación internacional posible para hacer frente a ese de-
lito, y revisar y reforzar la legislación nacional para luchar 
contra el tráfico de bienes culturales, cuando proceda, de 
conformidad con los compromisos que hemos asumido en 
virtud de los instrumentos internacionales, incluida, según 
proceda, la Convención sobre las Medidas que Deben Adop-
tarse para Prohibir e Impedir la Importación, la Exportación 
y la Transferencia de Propiedad Ilícitas de Bienes Culturales17 
de 1970, y teniendo en cuenta las Directrices Internacionales 
sobre las Respuestas de Prevención del Delito y Justicia Penal 
al Tráfico de Bienes Culturales y Otros Delitos Conexos,18 se-
guir reuniendo e intercambiando información y datos esta-
dísticos sobre el tráfico de bienes culturales, en particular el 
tráfico en que participen grupos delictivos organizados y or-
ganizaciones terroristas, y seguir examinando la posible uti-

17 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 823, núm. 11806.
18 Resolución 69/196 de la Asamblea General, anexo.
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lidad y las mejoras del tratado modelo para la prevención de 
los delitos contra los bienes muebles que forman parte del 
patrimonio cultural de los pueblos, así como los principios y 
normas internacionales en esa esfera, en estrecha coopera-
ción con la Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura, la Organización Internacional 
de Policía Criminal19 y otras organizaciones internacionales 
competentes, con miras a asegurar la coordinación de la la-
bor realizada en cumplimiento de sus respectivos mandatos;

(d) Realizar nuevas investigaciones sobre los nexos entre la de-
lincuencia urbana y otras manifestaciones de la delincuencia 
organizada en algunos países y regiones, incluidos los delitos 
cometidos por pandillas, así como intercambiar, entre los Es-
tados Miembros y con las organizaciones internacionales y 
regionales pertinentes, experiencias e información sobre pro-
gramas y políticas eficaces en materia de prevención del de-
lito y justicia penal, a fin de aplicar enfoques innovadores 
para reducir el impacto de la delincuencia urbana y la violen-
cia relacionada con pandillas en determinadas poblaciones y 
lugares, fomentando la inclusión social y las posibilidades de 
empleo y procurando facilitar la reinserción social de los ado-
lescentes y los adultos jóvenes;

(e) Adoptar medidas eficaces para prevenir y combatir el grave 
problema de los delitos que repercuten en el medio ambiente, 
como el tráfico de especies de fauna y flora silvestres, inclui-
das las protegidas por la Convención sobre el Comercio In-
ternacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silves-
tres,20 madera y productos de madera y desechos peligrosos, 
así como la caza furtiva, reforzando para ello la legislación, la 
cooperación internacional, la creación de capacidad, las res-
puestas de la justicia penal y las actividades de aplicación de 

19 Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, La Habana, 27 de agosto a 7 de septiembre de 1990: informe preparado por 
la Secretaría (publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta S.91.IV.2), cap. I, secc. 
B.1, anexo.

20 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 993, núm. 14537.
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la ley encaminadas, entre otras cosas, a combatir la delin-
cuencia organizada transnacional, la corrupción y el blan-
queo de dinero vinculado a esos delitos;

(f) Garantizar que nuestras instituciones policiales y de justicia 
penal dispongan de los conocimientos especializados y la ca-
pacidad técnica necesarios para combatir adecuadamente 
esas formas nuevas y emergentes de delincuencia, en estre-
cha cooperación y coordinación entre sí, y prestar a esas ins-
tituciones el apoyo financiero y estructural que necesiten;

(g) Proseguir el análisis y el intercambio de información y prác-
ticas relativas a otras formas de la delincuencia organizada 
transnacional en evolución y de diverso impacto en los planos 
regional y mundial, a fin de prevenir y combatir más eficaz-
mente el delito y fortalecer el estado de derecho. Entre esos 
tipos de delincuencia pueden figurar, según el caso, el con-
trabando de petróleo y sus derivados, el tráfico ilícito de me-
tales preciosos y piedras preciosas, la minería ilegal, la falsi-
ficación de bienes de marca, el tráfico de órganos humanos, 
sangre y tejidos y la piratería y la delincuencia organizada 
transnacional en el mar.21

10. Apoyamos la creación y aplicación de procesos consultivos y partici-
pativos en materia de prevención del delito y justicia penal, a fin de 
lograr la participación de todos los miembros de la sociedad, inclui-
dos los que se hallan expuestos al riesgo de la delincuencia y la victi-
mización, para dar más eficacia a nuestra labor de prevención y re-
forzar la confianza pública y la confianza en los sistemas de justicia 
penal. Reconocemos nuestra función de liderazgo y nuestra respon-
sabilidad a todos los niveles en la elaboración y aplicación de estra-
tegias de prevención del delito y políticas de justicia penal en los pla-
nos nacional y subnacional. Reconocemos también que, para 
aumentar la eficacia y la imparcialidad de esas estrategias, debemos 
adoptar medidas para garantizar la contribución de la sociedad civil, 

21 Conforme a la definición de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal que fi-
gura en su resolución 22/6.
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el sector privado y las instituciones académicas, incluida la red de ins-
titutos del programa de las Naciones Unidas en materia de preven-
ción del delito y justicia penal, así como los medios de comunicación, 
y todos los demás interlocutores pertinentes, en la formulación y apli-
cación de políticas de prevención del delito. Así pues, procuramos:

(a) Planificar y ejecutar políticas y programas amplios que fo-
menten el desarrollo socioeconómico, con especial atención 
a la prevención del delito, incluida la delincuencia urbana, y 
la violencia, y apoyar a otros Estados Miembros en esa labor, 
especialmente por medio del intercambio de experiencias e 
información pertinente sobre las políticas y los programas 
que hayan logrado reducir el delito y la violencia mediante 
políticas sociales;

(b) Elaborar programas de creación de conciencia para transmi-
tir valores fundamentales basados en el estado de derecho y 
respaldados por programas educativos, que deberán ir acom-
pañados de políticas económicas y sociales que promuevan 
la igualdad, la solidaridad y la justicia, y captar la atención de 
los jóvenes a fin de contar con ellos como promotores de 
cambios positivos;

(c) Promover una cultura de la legalidad basada en la protección 
de los derechos humanos y el estado de derecho y en el res-
peto de la identidad cultural, con especial hincapié en los ni-
ños y los jóvenes, solicitando el apoyo de la sociedad civil y 
reforzando nuestras iniciativas y medidas de prevención 
orientadas a las familias, las escuelas, las instituciones religio-
sas y culturales, las organizaciones comunitarias y el sector 
privado, y aprovechar todo su potencial a fin de combatir los 
problemas sociales y económicos que son las causas profun-
das de la delincuencia;

(d) Promover la gestión y solución de los conflictos sociales por 
medio del diálogo y de mecanismos de participación comuni-
taria, como la concienciación pública, la prevención de la vic-
timización, el aumento de la cooperación entre las autorida-
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des públicas competentes y la sociedad civil y la promoción 
de la justicia restaurativa;

(e) Aumentar la confianza pública en la justicia penal mediante 
la prevención de la corrupción y la promoción del respeto de 
los derechos humanos, así como reforzando la competencia 
profesional y la supervisión en todos los sectores del sistema 
de justicia penal, garantizando así que este sea accesible y 
tenga en cuenta las necesidades y los derechos de todas las 
personas;

(f) Estudiar la posibilidad de utilizar las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones nuevas y tradicionales para ela-
borar políticas y programas destinados a reforzar la preven-
ción del delito y la justicia penal, entre otros fines para 
detectar problemas de seguridad pública y fomentar la parti-
cipación pública;

(g) Promover la mejora de los sistemas de gobierno electrónico 
en la esfera de la prevención del delito y la justicia penal, con 
miras a aumentar la participación pública, y promover el uso 
de las nuevas tecnologías para facilitar la cooperación y las 
alianzas entre la policía y las comunidades a las que presta 
sus servicios, así como intercambiar buenas prácticas e infor-
mación sobre la policía de proximidad;

(h) Fortalecer las alianzas público-privadas para prevenir y com-
batir la delincuencia en todas sus formas y manifestaciones;

(i) Garantizar que el contenido de las leyes sea accesible a los 
ciudadanos y promover, según corresponda, la transparencia 
de los procesos penales;

(j) Instaurar prácticas y medidas, o aprovechar las existentes, 
para alentar a la población, especialmente las víctimas, a que 
denuncie incidentes delictivos y de corrupción y les dé segui-
miento, y elaborar y aplicar medidas para proteger a denun-
ciantes de irregularidades y testigos;
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(k) Estudiar la posibilidad de crear asociaciones y apoyar inicia-
tivas comunitarias y fomentar la participación activa de los 
ciudadanos en la labor destinada a garantizar el acceso a la 
justicia para todos, por ejemplo, informándolos sobre sus de-
rechos, así como en la prevención del delito y el tratamiento 
del delincuente, por ejemplo, creando oportunidades de ser-
vicio a la comunidad y apoyando la reinserción social y la re-
habilitación de los delincuentes, y, a ese respecto, alentar el 
intercambio de mejores prácticas e información sobre políti-
cas y programas de reinserción social y alianzas público-pri-
vadas pertinentes;

(l) Alentar la participación activa del sector privado en la pre-
vención del delito, así como en los programas de inclusión 
social y los planes de empleo para los miembros vulnerables 
de la sociedad, como las víctimas y los ex reclusos;

(m) Crear y mantener capacidades para el estudio de la crimino-
logía, así como de las ciencias forenses y penitenciaras, y 
aprovechar los conocimientos científicos contemporáneos 
para elaborar y aplicar políticas, programas y proyectos per-
tinentes.

11. Al proseguir nuestra labor para lograr los objetivos enunciados en la 
presente Declaración, intensificar la cooperación internacional, de-
fender el estado de derecho y garantizar que nuestros sistemas de 
prevención del delito y justicia penal sean eficaces, imparciales, hu-
manos y responsables, reafirmamos la importancia de contar con po-
líticas y programas de asistencia técnica y fomento de la capacidad 
adecuados, duraderos, sostenibles y eficaces. Así pues, nos esforza-
mos por:

(a) Seguir aportando financiación suficiente, estable y previsible 
para apoyar la formulación y ejecución de programas efica-
ces destinados a prevenir y combatir la delincuencia en todas 
sus formas y manifestaciones, cuando lo soliciten los Estados 
Miembros y con arreglo a una evaluación de sus necesidades 
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y prioridades específicas y en estrecha colaboración con la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito;

(b) Invitar a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito, la red de institutos del programa de las Naciones 
Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal y 
todas las entidades de las Naciones Unidas y las organizacio-
nes internacionales y regionales pertinentes a que, en cum-
plimiento de sus mandatos, sigan coordinándose entre sí y 
cooperando con los Estados Miembros para ofrecer respues-
tas eficaces a los problemas que se afrontan en los planos na-
cional, regional y mundial, así como para aumentar la eficacia 
de la participación pública en la prevención del delito y la jus-
ticia penal, entre otras cosas mediante la preparación de es-
tudios y la elaboración y ejecución de programas.

12. Reafirmamos que la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga 
y el Delito sigue siendo un asociado indispensable para el cumpli-
miento de nuestras aspiraciones en la esfera de la prevención del de-
lito y la justicia penal y para la aplicación de lo dispuesto en la pre-
sente Declaración.

13. Acogemos con aprecio el ofrecimiento del Gobierno del Japón de 
ejercer de anfitrión del 14º Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Justicia Penal en 2020.

14. Expresamos nuestro profundo agradecimiento al pueblo y al Gobier-
no de Qatar por su cálida y generosa hospitalidad y por las excelentes 
instalaciones puestas a disposición del 13º Congreso.
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Directora Ejecutiva del Mecanismo Nacional 
de Prevención de la Tortura
         Ninfa Delia Domínguez Leal
Secretaria Ejecutiva
 Consuelo Olvera Treviño
Secretario Técnico del Consejo Consultivo
 Joaquín Narro Lobo 
O�cial Mayor
 Raymunda G. Maldonado Vera
Directora General del Centro Nacional 
de Derechos Humanos
 Julieta Morales Sánchez

Consejo Consultivo 
 Mariclaire Acosta Urquidi
 María Ampudia González
 Alberto Manuel Athié Gallo
 Michael William Chamberlin Ruiz
 Angélica Cuéllar Vázquez
 Mónica González Contró
 David Kershenobich Stalnikowitz
 Carmen Moreno Toscano
 María Olga Noriega Sáenz
 José de Jesús Orozco Henríquez

Presidente
 Luis Raúl González Pérez 
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